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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores (as):

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Araya Guerrero, Pedro
--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Goic Boroevic, Carolina
--Guillier Álvarez, Alejandro

--Harboe Bascuñán, Felipe
--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Matta Aragay, Manuel Antonio
--Montes Cisternas, Carlos
--Moreira Barros, Iván

--Muñoz D´Albora, Adriana
--Navarro Brain, Alejandro

--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Tuma Zedan, Eugenio
--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor Marcelo Díaz Díaz; de Justicia, señora Javiera Blanco Suárez, y de Transporte y Telecomunicaciones, señor Andrés Gómez-Lobo Echenique.                  

Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:22, en presencia de 14 señores Senadores.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Las actas de las sesiones 47ª, especial, y 48ª, ordinaria, ambas en 1 de septiembre, y 49ª, ordinaria, en 2 de septiembre de 2015, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.
IV. CUENTA

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).-  Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Ocho de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con el primero hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, para la tramitación del proyecto de ley que establece el Sistema Nacional de Emergencia y Protección Civil y crea la Agencia Nacional de Protección Civil (boletín N° 7.550-06).



Con los seis siguientes hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación de los siguientes proyectos de ley:



1) El que crea el plan de formación ciudadana para los establecimientos educacionales reconocidos por el Estado (boletín N° 10.043-04).



2) El que introduce mejoras al transporte público remunerado de pasajeros, modificando las disposiciones legales que indica (boletín N° 10.007-15).



3) Sobre probidad en la función pública (boletín N° 7.616-06).



4) El que tipifica como delito los actos de maltrato o crueldad con niños y adolescentes fuera del ámbito de la violencia intrafamiliar (boletín N° 9.179-07).



5) El que modifica las leyes orgánicas constitucionales de Municipalidades y sobre Gobierno y Administración Regional para permitir a los partidos políticos la presentación de candidaturas solo en las regiones donde se encuentren legalmente constituidos (boletín N° 9.924-07).



6) El que modifica la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades con el propósito de adelantar la fecha de las elecciones municipales del año 2016 (boletín N° 9.925-07).



Con el último hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación del proyecto que modifica la Ley de Tránsito con el objeto de aumentar las sanciones por el no uso de dispositivos de seguridad para menores de edad en vehículos particulares (boletín N° 9.640-15).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Dos de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con el primero solicita el acuerdo del Senado para designar en el cargo de Contralor General de la República al señor Enrique Petar Rajevic Mosler (boletín N° S 1.830-05), haciendo presente para su despacho la urgencia del inciso segundo del N° 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con el segundo manifiesta que no hará uso de la facultad que le confiere el inciso primero del artículo 73 de la Carta Fundamental, respecto del proyecto de ley que modifica el Código Orgánico de Tribunales en materia de distribución de causas y asuntos de jurisdicción voluntaria (boletín N° 9.679-07).



--Se toma conocimiento y se mandó comunicar al Excelentísimo Tribunal Constitucional.



Dos del Excelentísimo señor Presidente de la Corte Suprema:



Con el primero informa que el 28 de agosto pasado se ordenó abrir concurso público para proveer el cargo de Fiscal Nacional del Ministerio Público, conforme a lo dispuesto en el artículo 87 de la Constitución Política de la República.



Con el segundo comunica que, por acuerdo del Tribunal Pleno de 28 de agosto último, y dando cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 92 de la Carta Fundamental, se efectuó la votación para el nombramiento de Ministro del Tribunal Constitucional, resultando elegido el señor José Ignacio Vásquez Márquez.



--Se toma conocimiento.



Seis de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero comunica que aprobó el proyecto de ley que crea una asignación de fortalecimiento de la autoridad sanitaria (boletín N° 10.239-11) (con urgencia calificada de “simple”) (Véase en los Anexos, documento 2).



--Pasa a la Comisión de Salud y a la de Hacienda.



Con el segundo señala que aprobó el proyecto de ley que crea el plan de formación ciudadana para los establecimientos educacionales reconocidos por el Estado (boletín N° 10.043-04) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 3).



--Pasa a la Comisión de Educación y Cultura.



Con los dos siguientes comunica que aprobó los proyectos de ley que se indican:



1) El que declara feriado para la Región del Maule el día 12 de febrero, con ocasión de conmemorarse la firma del Acta de la Independencia de Chile (boletín N° 9.855-06) (Véase en los Anexos, documento 4).



2) El que declara feriado para la Región de Antofagasta el día 8 de septiembre (boletín N° 9.611-06) (Véase en los Anexos, documento 5).



--Pasan a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



Con los dos siguientes informa que aprobó las proposiciones formuladas por las Comisiones Mixtas constituidas para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación de los siguientes proyectos de ley:



1) El que sanciona el transporte de desechos hacia vertederos clandestinos (boletín N° 7.908-15) (con urgencia calificada de “suma”).



2) El que modifica el Código Orgánico de Tribunales en materia de distribución de causas y asuntos de jurisdicción voluntaria (boletín N° 9.679-07).



--Se toma conocimiento y se mandó comunicar a Su Excelencia la Presidenta de la República para los efectos de lo dispuesto en el inciso primero del artículo 73 de la Carta Fundamental.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Expide copias autorizadas de las sentencias definitivas pronunciadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad recaídas en las normas que se enuncian a continuación:



1) Artículo 6° de la ley N° 4.287.



2) Artículos 387, inciso primero, del Código Procesal Penal y 158 del Código de Procedimiento Civil.



3) Inciso segundo del artículo 768 del Código de Procedimiento Civil.



4) Artículo único de la ley N° 20.473.



--Se manda archivar los documentos.



Remite tres resoluciones dictadas en igual número de requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto de las normas que se indican:



1) Inciso antepenúltimo del artículo 768 del Código de Procedimiento Civil.



2) Dos de ellos recaídos en el artículo 5° de la ley N° 20.285, sobre acceso a la información pública.



--Se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del señor Fiscal Nacional del Ministerio Público:



Responde inquietud, planteada en nombre del Senador señor García, acerca de acciones adoptadas por ese organismo en relación con los eventuales vínculos que existirían entre las FARC, el Partido Comunista de Chile y grupos violentistas asociados al “conflicto o cuestión mapuche”.



Del señor Ministro del Interior y Seguridad Pública:



Responde solicitud de información, enviada en nombre del Senador señor Ossandón, acerca de los controles realizados en la Región del Biobío para detectar la conducción bajo los efectos del alcohol.



Del señor Ministro de Obras Públicas:



Remite información, requerida en nombre de la Senadora señora Von Baer, referida a la iniciativa denominada “Conservación Ruta T-720, tramo 2”, en la Región de Los Ríos.



De la señora Ministra de Salud:



Da respuesta a consulta, formulada en nombre del Senador señor Ossandón, en lo relativo a las condiciones de higiene y seguridad de los trabajadores del Transantiago.



De la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo:



Remite información, requerida en nombre del Senador señor Navarro, relativa a los siguientes asuntos:



-Proyectos habitacionales en la Región del Biobío.



-Proyectos de integración social en la Octava Región.



Del señor Ministro de Agricultura:



Entrega respuesta a solicitud de antecedentes, expedida en nombre del Senador señor García, sobre eventual inscripción de la raza “Clavel” de carne chilena en el Sistema Oficial de Registros Genealógicos y de Producción Pecuaria.



Responde petición de información, efectuada en nombre del Senador señor Ossandón, acerca de las medidas consideradas para enfrentar los problemas de distribución de agua potable en la comuna de Ovalle.



Del señor Subsecretario para las Fuerzas Armadas:



Absuelve consultas, planteadas por los Senadores señores Horvath y Letelier, en relación con loteo en el sector costero de Puertecillo, comuna de Navidad.



Del señor Intendente de la Región de Los Ríos:



Atiende solicitud de información, efectuada en nombre de la Senadora señora Von Baer, acerca del estado de avance del Plan Coñaripe, en la comuna de Panguipulli.



Del señor Director Nacional de Gendarmería:



Da respuesta a consulta, formulada en nombre del Senador señor De Urresti, acerca de los cursos de capacitación relativos a derechos humanos impartidos por esa institución.



Del señor Superintendente de Electricidad y Combustibles:



Contesta solicitud de información, expedida en nombre del Senador señor Ossandón, acerca de medidas adoptadas por las empresas fiscalizadas para asegurar suministro eléctrico ante frentes de mal tiempo.



Del señor Director Ejecutivo (S) de la Corporación Nacional Forestal:



Remite, en respuesta a solicitud de información enviada en nombre del Senador señor De Urresti, el documento “Informe nacional de consulta indígena sobre la modificación a la Ley de Fomento Forestal”.



Envía antecedentes, solicitados en nombre del Senador señor De Urresti, relativos a información estadística de bosques.



Del señor Director del Servicio de Salud de Valdivia:



Da respuesta a consulta, formulada en nombre del Senador señor De Urresti, acerca del programa de atención prehospitalaria y centro de sangre Puerto Montt.



Del señor Director del Servicio de Salud Araucanía Sur:



Responde petición de información, efectuada en nombre del Senador señor García, respecto de una paciente de Pitrufquén que espera interconsulta hace más de un año.



Del señor Director (S) de PROCHILE:



Contesta solicitud de información, expedida en nombre del Senador señor Navarro, relativo a la existencia de facturación electrónica MIPYME.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes



De la Comisión de Agricultura, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que establece regulación de la actividad apícola (boletín N° 10.144-01) (refundido con el boletín N° 9.479-01) (Véase en los Anexos, documento 6).


De las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que exime de la obligación de efectuar cotizaciones de salud a pensionados mayores de 65 años, facilita la tramitación de prestaciones de vejez y otorga otros beneficios que indica (boletín N° 10.201-13) (con urgencia calificada de “suma”) (Véanse en los Anexos, documentos 7 y 8).



De la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce mejoras al transporte público remunerado de pasajeros, modificando las disposiciones legales que indica (boletín N° 10.007-15) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 9).



--Quedan para tabla.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- En este momento han llegado a la Mesa los siguientes documentos:

Oficios


Dos de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero informa que ha dado su aprobación a las proposiciones formuladas por la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de reforma constitucional que otorga autonomía constitucional al Servicio Electoral (boletines Nos 9.840-07 y 10.055-07, refundidos) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véase en los Anexos, documento 10).



--Queda para tabla.



Con el segundo señala que aprobó el proyecto de acuerdo que aprueba el Protocolo Adicional al Acuerdo Marco de la Alianza del Pacífico, suscrito entre la República de Colombia, la República de Chile, los Estados Unidos Mexicanos y la República del Perú (boletín N° 10.205-10) (con urgencia calificada de “simple”) (Véase en los Anexos, documento 11).

 

--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores y a la de Hacienda, en su caso.

Moción



De los Senadores señores Quintana e Ignacio Walker, con la que inician un proyecto de ley que autoriza erigir un monumento en memoria del poeta don Jorge Teillier en la comuna de Lautaro (boletín Nº 10.291-04) (Véase en los Anexos, documento 12).



--Pasa a la Comisión de Educación y Cultura.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la Cuenta.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En sesión de hoy, los Comités adoptaron los siguientes acuerdos:



1.- Modificar la tabla de la sesión ordinaria de hoy en el siguiente sentido:



Tratar en el primer lugar del Orden del Día el proyecto de reforma constitucional que otorga autonomía constitucional al Servicio Electoral (boletines Nos 9.840-07 y 10.055-07, refundidos).



En segundo lugar, el proyecto de ley que introduce mejoras al transporte público remunerado de pasajeros, modificando las disposiciones legales que indica (boletín N° 10.007-15).



En tercer lugar, la iniciativa que modifica la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades con el propósito de adelantar la fecha de las elecciones municipales del año 2016 (boletín No 9.925-07).



En cuarto lugar, el proyecto que introduce modificaciones a las leyes orgánicas constitucionales de Municipalidades y sobre Gobierno y Administración Regional para permitir a los partidos políticos la presentación de candidaturas solo en las regiones donde se encuentren legalmente constituidos (boletín No 9.924-07).



En quinto lugar, la iniciativa que modifica el texto refundido de las disposiciones sobre nacionalización de extranjeros en los requisitos para obtener la carta de nacionalización (boletín No 9.455-06).



En sexto lugar, el proyecto de ley que introduce enmiendas al Código del Trabajo para reducir el peso de las cargas de manipulación manual por parte de los trabajadores (boletín No 8.511-13).



En séptimo lugar, la iniciativa que modifica el Código Sanitario para regular los medicamentos bioequivalentes genéricos y evitar la integración vertical de laboratorios y farmacias (boletín No 9.914-11).



Y en octavo lugar, el proyecto de ley que introduce enmiendas al Código del Trabajo en lo relativo a la declaración de trabajos pesados (boletín No 5.205-13).



2.- Remitir el proyecto de ley que crea una asignación de fortalecimiento de la autoridad sanitaria (boletín No 10.239-11), para su tratamiento, a las Comisiones de Hacienda y de Salud, unidas.



3.- Colocar en el primer lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria de mañana el proyecto de ley que crea una asignación de fortalecimiento de la autoridad sanitaria (boletín No 10.239-11), siempre que se encuentre despachado por las Comisiones de Hacienda y de Salud, unidas, las que podrán informar mediante un certificado.



4.- Rendir homenaje a Radio Cooperativa, por sus ochenta años de existencia, en la sesión ordinaria de 14 de octubre próximo al inicio de la hora de Incidentes.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Señores Senadores, lo que plantearé no se alcanzó a ver en la reunión de Comités, por lo que les pido a los jefes de bancada que pongan atención. En dicha instancia concordamos un orden de tratamiento de proyectos, pero hasta ese momento aún no contábamos con la información de que la Comisión de Trabajo y Previsión Social había aprobado la iniciativa que exime de la obligación de efectuar cotizaciones de salud a pensionados mayores de 65 años, facilita la tramitación de prestaciones de vejez y otorga otros beneficios que indica (boletín No 10.201-13).


En consecuencia, respetando el orden de los proyectos que ya concordamos, solicito el acuerdo de la Sala para poner en primer lugar de la tabla de la sesión ordinaria de mañana la iniciativa que acabo de mencionar y tratarla antes de los otros proyectos.



¿Habría acuerdo para proceder en los términos descritos?



Acordado.

V. ORDEN DEL DÍA

AUTONOMÍA CONSTITUCIONAL DE SERVICIO ELECTORAL

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Según lo acordado por los Comités, corresponde tratar el informe de Comisión Mixta recaído en el proyecto de reforma a la Carta Fundamental que otorga autonomía constitucional al Servicio Electoral, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (9.840-07 y 10.055-07, refundidos) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de reforma constitucional:



En segundo trámite, sesión 31ª, en 1 de julio de 2015.



Informes de Comisión:



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento (certificado): sesión: 44ª, en 18 de agosto de 2015.



Mixta: sesión 50ª, en 8 de septiembre de 2015.



Discusión: 



Sesión 44ª, en 18 de agosto de 2015 (se aprueba en general y en particular).
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras derivan del rechazo por parte de la Cámara de Diputados, en el tercer trámite constitucional, de dos enmiendas efectuadas por el Senado.



Una de las discrepancias está centrada básicamente en el quórum que el nuevo artículo 94 bis despachado por el Senado exigiría para aprobar la propuesta que formula Su Excelencia el Presidente de la República para designar a los integrantes del Consejo Directivo del Servicio Electoral.



En el primer trámite constitucional, la Cámara Baja acordó que ese quórum equivaldría a tres quintos de los Senadores en ejercicio, en tanto que el Senado elevó esa exigencia a los dos tercios de sus miembros.



La segunda discrepancia se origina en que nuestra Corporación estimó conveniente establecer que los consejeros en ejercicio no pueden ser reelegidos en sus cargos.



La Comisión Mixta, como forma de resolver las divergencias entre ambas ramas legislativas, efectúa una proposición que consiste en lo siguiente:



1.- Aprobar el texto despachado por el Senado respecto del quórum para designar a los integrantes del Consejo Directivo del Servicio Electoral. La Comisión Mixta adoptó este acuerdo por la unanimidad de sus integrantes, Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Hernán Larraín y Diputados señores Andrade, Auth, Chaín, Cristián Monckeberg y Squella.



2.- Aprobar una norma que dispone que quienes están actualmente en funciones no podrán ser propuestos para un nuevo período si con dicha prórroga superan el plazo total de diez años en el desempeño del cargo. La Comisión Mixta adoptó este acuerdo por mayoría de votos. Se pronunciaron a favor los Senadores señores Araya, Espina, Harboe y Hernán Larraín y los Diputados señores Andrade, Auth, Chaín, Cristián Monckeberg y Squella. Se abstuvo el Senador señor De Urresti.



Cabe hacer presente que las disposiciones contenidas en la proposición de la Comisión Mixta requieren para su aprobación el pronunciamiento conforme de los tres quintos de los Senadores en ejercicio, esto es, 22 votos afirmativos.



Finalmente, debo informar que la Cámara de Diputados, en sesión de hoy, aprobó la proposición de la Comisión Mixta.



En el boletín comparado que Sus Señorías tienen en sus escritorios figuran, en la cuarta y en la quinta columna, la proposición de la Comisión Mixta y el texto que resultaría de aprobarse su informe.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En discusión el informe de la Comisión Mixta.



Tiene la palabra el Presidente de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, Senador señor De Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, el origen de esta Comisión Mixta se encuentra en el hecho de que la Cámara de Diputados, en sesión celebrada el 20 de agosto del año en curso, rechazó, en el tercer trámite constitucional, dos de las enmiendas que en su oportunidad había acordado el Senado.



Nuestra Corporación, por su parte, en sesión celebrada el 1o de septiembre, tomó conocimiento de ese rechazo y procedió a designar miembros de la referida instancia a los Senadores que integran la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



La Comisión Mixta se constituyó el 2 de septiembre y se abocó de inmediato a su cometido.



Las discrepancias entre ambas ramas del Parlamento se centraron en el inciso segundo del nuevo artículo 94 bis y en el inciso final de la disposición transitoria agregada por el Senado.



La primera divergencia se refiere, básicamente, al quórum que se exigirá en el Senado para aprobar la propuesta que formule el Presidente de la República con relación a los integrantes del Consejo Directivo del Servicio Electoral.



En el primer trámite constitucional, la Cámara de Diputados aprobó que dicho quórum equivalga a los tres quintos de los Senadores en ejercicio. Por su parte, nuestra Corporación concordó en que ese guarismo se elevara a los dos tercios de los Senadores en ejercicio.



La Comisión Mixta acordó, por la unanimidad de sus miembros, confirmar el criterio establecido previamente por el Senado. Los parlamentarios de la Nueva Mayoría respaldamos tal planteamiento, a pesar de los reparos que teníamos con la técnica de elevar los quórums constitucionales y rigidizar aún más el texto de la Carta Fundamental, en el entendido de que de esa forma se daba cumplimiento a un acuerdo político que se alcanzó previamente en esta Corporación.



La segunda discrepancia se centró en el inciso final del artículo transitorio de la iniciativa.



Cabe recordar que en el segundo trámite constitucional nuestra rama legislativa aprobó una disposición transitoria que, en síntesis, establece que los nuevos consejeros que corresponda designar el año 2017 durarán en sus cargos seis y ocho años cada uno, conforme a lo que señale el Presidente de la República en su propuesta.


Asimismo, los nuevos consejeros que corresponda nombrar a partir del año 2021 durarán en sus cargos seis, ocho y diez años cada uno, de acuerdo con lo que determine el Primer Mandatario.



En ambos casos, el Jefe de Estado formulará su proposición en un solo acto y el Senado se pronunciará sobre el conjunto de la propuesta.



En el inciso final de dicho artículo transitorio se establecía que los actuales consejeros no podrán ser reelegidos en sus cargos.



En el tercer trámite constitucional, la Cámara de Diputados rechazó esa última idea.



Como forma y modo de resolver esta discrepancia, la Comisión Mixta aprobó por mayoría (nueve votos favorables y la abstención del Senador que habla) un nuevo inciso final del siguiente tenor: “Quienes están actualmente en funciones no podrán ser propuestos para un nuevo período, si con dicha prórroga superan el plazo total de diez años en el desempeño del cargo.”.


Señor Presidente, el informe de la Comisión Mixta ya fue aprobado por la Cámara de Diputados, y el Senado debiera proceder de igual forma, toda vez que constituye un paso muy importante y fundamental en el propósito de fortalecer el funcionamiento del Servicio Electoral y de nuestra democracia.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se ha solicitado abrir la votación.



¿Habría acuerdo para acceder a ello?



Acordado.



En votación el informe de la Comisión Mixta.



--(Durante la votación).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, tal como señaló el Presidente de la Comisión Mixta y de nuestra Comisión de Constitución, este proyecto, que es extraordinariamente significativo, había sido objeto de reparos por parte de la Cámara de Diputados en cuanto al acuerdo a que llegó el Senado en el segundo trámite constitucional.



Pienso que la madurez con que se trató la materia que nos ocupa refleja su importancia.



En cierto sentido, esta es una ley “tapón”, pues si no se aprueba no podrán avanzar muchas otras legislaciones (la relativa a la organización de los actos electorales propiamente tales; la orgánica del SERVEL; la de financiamiento de los partidos políticos y de las campañas electorales; la de partidos políticos, etcétera), pues ella es la que va a crear el nuevo Servicio Electoral y a permitir ejercer el control, la supervisión y la fiscalización del funcionamiento de los partidos políticos y de las campañas electorales en aquello que la ley establezca. De manera que su aprobación es absolutamente esencial.



Para dar completa garantía, el acuerdo político a que se refería el Senador De Urresti hacía alusión precisamente a la significación de esta materia, por el control que el Servicio Electoral va a tener sobre los procesos políticos y, adicionalmente, por el tipo de sanciones que podrá proponer. Entre ellas, las que permiten cesar en el cargo a quien haya logrado su escaño a través de un fraude electoral grave; o sea, aquel que incumpla gravemente las normas electorales en materia de financiamiento podrá ser destituido por el referido Servicio. 



Eso fue lo que nos llevó a convenir en la necesidad de que para ser nombrado miembro del Consejo Directivo del SERVEL se exigiera un quórum elevado: dos tercios de los Senadores en ejercicio.



Como lo refería quien me antecedió en el uso de la palabra, los representantes de la Nueva Mayoría en la Comisión Mixta, y originalmente en el Senado, tuvieron a bien entender aquel planteamiento y concordar con nosotros, los parlamentarios de Oposición, en la necesidad de mantener el mencionado quórum. 



Es relevante destacarlo, porque en momentos de tanta crispación política de pronto hay aspectos en que con buena voluntad se puede llegar a acuerdos beneficiosos para nuestro país. 



Eso nos ha permitido con la Cámara de Diputados, que tenía las mismas reservas e inquietudes, arribar al acuerdo que hoy estamos aprobando y que esa rama del Parlamento ya sancionó. 



Es algo muy positivo, pues estamos constituyendo un órgano nuevo, lleno de facultades, con un Consejo Directivo que dará seguridades a todos y que será clave para recuperar la imagen, el prestigio, y para garantizar la ética, la probidad y la transparencia indispensables en la actividad política de Chile.



Señor Presidente, el otro punto motivo de discusión, y que también había sido parte del acuerdo, se relacionaba con la no reelección de los actuales miembros del Consejo Directivo del SERVEL; ello, manteniendo un poco el espíritu de que quienes sean elegidos en este organismo no podrán ser reelectos.



Sin embargo, se hizo presente que algunos de ellos iban a cumplir sus períodos completos y otros no, lo cual implicaba cierta discriminación o un trato desigual, en particular para dos de sus miembros.



En tal sentido, hubo voluntad para modificar el acuerdo solo en ese aspecto, al objeto de no aparecer con una actitud discriminatoria, casi con nombre y apellido, contra dos personas.



Es cierto que ello originó un nuevo debate, esta vez en torno a la modificación del acuerdo existente en la materia. 



Muchos sostuvimos que estábamos disponibles para mantener el acuerdo original, pues había que honrar la palabra. Y, en este sentido, yo estaba disponible para que se conservara la norma que establecía que los actuales consejeros no podrían ser reelegidos en sus cargos.



Sin embargo, prácticamente todos los que participaron en el debate, salvo el Senador De Urresti, estuvieron de acuerdo en cambiar dicha norma, porque hacerlo parecía más razonable, más equitativo.



En ese espíritu, y sin entender que se estaba alterando un acuerdo, también dimos nuestro asentimiento.



No hubo votos en contra, y, así, una materia tuvo unanimidad completa y la otra se aprobó prácticamente por unanimidad, pues solo fue objeto de una abstención.



Por las razones expuestas, y dada la importancia de este proyecto de reforma constitucional, vamos a votar a favor. Y esperamos que sea apoyado por la unanimidad de los integrantes del Senado. La jerarquía y la relevancia de la normativa que se propone así lo recomiendan.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, yo más bien quiero hacer una consulta a quienes formaron parte de la Comisión Mixta, porque, estando obligados a votar el informe de esta como un todo, es muy importante saber lo que ocurrió en sus discusiones.



Entiendo que finalmente se aprobó el texto del Senado en cuanto a que el Consejo Directivo del Servicio Electoral “estará integrado por cinco consejeros designados por el Presidente de la República, previo acuerdo del Senado, adoptado por los dos tercios de sus miembros en ejercicio”; y además, a que los consejeros durarán diez años en sus cargos, sin que puedan ser designados para un nuevo período, y se renovarán por parcialidades cada dos años.



El acuerdo de la Comisión Mixta es exactamente igual a la norma que aprobó el Senado.



¿Dónde está la diferencia? Al menos, la única que yo veo radica en que los actuales consejeros, según el texto anterior, no podían ser reelegidos en sus cargos y ahora eso se cambia, pues “Quienes están actualmente en funciones no podrán ser propuestos para un nuevo período, si con dicha prórroga superan el plazo total de diez años en el desempeño del cargo.”.


Desde mi punto de vista, aquello -y espero que se me entienda bien- no es algo tan sustantivo frente a la importancia y trascendencia que reviste esta reforma constitucional: ni más ni menos que otorgar autonomía constitucional al Servicio Electoral.



Como en el Senado ya había un acuerdo político en el sentido de que los actuales consejeros no podrían ser reelegidos en sus cargos, sin hacer diferencia entre aquellos a quienes les faltaba algún tiempo para completar los diez años, quiero que se nos explique cuáles fueron las razones que se tuvieron en vista para finalmente introducir las modificaciones en comento, que -insisto-, por lo que observo en el boletín comparado, son las únicas que introdujo la Comisión Mixta.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma. 

El señor COLOMA.- Señor Presidente, para el buen entendimiento de la legislación en proyecto, debo decir que la situación se produjo básicamente por un problema de quórum en la Cámara de Diputados: en su momento no se reunieron los votos requeridos; por eso la norma pertinente se entendió rechazada. No se trata de que en esa Corporación haya habido una divergencia de vida o muerte. Simplemente, faltaron dos votos -si no recuerdo mal- para aprobar la disposición respectiva.



A veces la Comisión Mixta no debe determinar en función de si uno dice “blanco” y otro “negro”.



Sencillamente -reitero-, en la Cámara Baja existía un acuerdo relativo, pero al faltar dos votos el precepto pertinente se entendió rechazado. Sin embargo, no era algo traumático.



Segundo -y quiero dejarlo claro, pues la cuestión se discutió mucho aquí, en la Sala-, me parece que en la Comisión Mixta se obtuvo un buen acuerdo. Porque, mientras la Cámara de Diputados sostenía el principio de los diez años y el Senado tuvo dudas sobre la posibilidad de la reelección, la fórmula que se adecuó es inteligente. O sea, el principio es que nadie puede estar en el cargo más de diez años. Y, adicionalmente, no se impide que quien hoy está ejerciendo como consejero opte a los primeros períodos.



Me parece, pues, que se trata de una buena fórmula, que refleja la utilidad de las Comisiones Mixtas para muchas veces zanjar de buena manera los problemas.



Como esto fue bastante discutido -a uno se le olvida, pero hace pocos días hubo una apasionada sesión-, debo puntualizar que me parece bueno el rol que jugó el Ministro en esta materia. De repente uno analiza su papel en forma crítica, pero a veces también hay que examinarlo de manera positiva. Y yo tengo claro que su intervención en esta oportunidad fue relevante para llegar al acuerdo en comento.



Por eso, señor Presidente, votaremos a favor.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, como se ha dicho acá, la Comisión Mixta se encargó de resolver las dos diferencias que se generaron en la Cámara de Diputados.



En el Senado teníamos un acuerdo más bien político a los efectos del quórum requerido para elegir a los consejeros del SERVEL: dos tercios de los miembros en ejercicio de la Cámara Alta.



Eso sufrió una modificación en la otra rama del Congreso Nacional.



Traigo a colación aquello porque los Diputados de nuestra bancada, de la Democracia Cristiana, nos consultaron sobre el particular, y yo les pedí que facilitaran la implementación del acuerdo adoptado en el Senado. Y me alegra que en el trabajo de la Comisión Mixta finalmente la situación haya quedado tal como se resolvió en esta Alta Corporación.



Según se ha expresado, se arribó a una solución inteligente -lo digo sin pretender agraviar a nadie- frente a la imposibilidad de dos de los actuales miembros del SERVEL de ser reelegidos el día de mañana. Al efecto, se establece que los consejeros podrán ser designados en la medida que no sobrepasen los diez años de permanencia en el cargo.



Así que, en mi concepto, se trata de una salida equilibrada.



Ahora, lo importante es que este proyecto otorga autonomía constitucional al Servicio Electoral.



Todos sabemos que es una de las primeras iniciativas incorporadas en la Agenda de Probidad y Transparencia.



Y ojalá esto pueda ser de conocimiento público.



Como hemos escuchado voces que cuestionan y manifiestan desconfianza con respecto a las urgencias y los contenidos de estos proyectos, que forman parte de la Agenda planteada por la Presidenta de la República y la Comisión Engel, considero importante que en esta primera etapa se le entregue autonomía constitucional al Servicio Electoral. Y luego vendrá todo lo referente a su capacidad de fiscalización, de control y de sanción.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, a mi entender, la Comisión Mixta resolvió adecuadamente los dos elementos que se pusieron en su conocimiento: el quórum para elegir a los miembros del Consejo Directivo del Servicio Electoral y la posibilidad de que los actuales consejeros sean propuestos para un nuevo período, siempre y cuando no se superen los diez años en el desempeño del cargo.



Estimo que las dos fórmulas propuestas para zanjar los problemas son adecuadas.



Sin embargo, yo quiero, al igual que el Senador Pizarro, poner énfasis en lo que estamos aprobando como conjunto en el día de hoy.



En la Comisión de Probidad y Transparencia nos hallamos trabajando fuertemente para tener un sistema electoral transparente y fiscalizable. Por tanto, todo lo que se ha ido construyendo -que los aportes a las campañas sean públicos; que la estructura de las campañas, tanto de los partidos cuanto de los candidatos, sea pública, en fin- debe tener el correlato necesario de un organismo fiscalizador fuerte y sólido.



Creo que aquí se da el primer paso: declarar que ese organismo, el Servicio Electoral, va a tener autonomía constitucional y, por ende, estará ajeno al debate político o a las influencias gubernamentales. Se establecen criterios para que esa autonomía posea todas las características de tal y, en consecuencia, permita garantizarles a los chilenos que la fiscalización que se realice será objetiva y ecuánime.



Ese primer paso lo estamos dando esta tarde al posibilitar que en nuestro ordenamiento constitucional exista, tras promulgarse esta reforma, un Servicio Electoral autónomo.



Ahora viene la tarea de establecer las normas propias de funcionamiento del SERVEL, en términos de capacidad profesional, de personal, de logística, de tecnología, para permitirle fiscalizar adecuadamente a todos los candidatos, en cualquier elección futura, como también la acción de los partidos políticos.



Señor Presidente, es bueno seguir insistiendo en aquello -lo hemos planteado reiteradamente-, porque hay un sentido de urgencia: el 11 de abril próximo se inicia el proceso de elección municipal con la inscripción para las primarias y, por lo tanto, con la declaración de patrimonio e intereses de los candidatos que participen en ese proceso y con la definición de aquellos que no lo hagan de la apertura de la cuenta única que deben presentar al SERVEL para los efectos de la fiscalización.



Entonces, reviste mucha urgencia avanzar e ir generando los elementos que nos permitan cumplir cada hito.



Creo que este es un hito que se cumple: la estatura constitucional del Servicio Electoral, ente que va a jugar el rol clave de fiscalizar.



Todo el país debe saber que habrá un organismo autónomo que fiscalizará a los partidos y a los candidatos; los recursos que ingresan a unos y otros y la forma como se gastan. O sea, tanto los partidos como los candidatos estarán sujetos a la fiscalización del SERVEL, al escrutinio de este ente autónomo.



Así que, señor Presidente, no solo votamos favorablemente, sino que además destacamos el paso que estamos dando, pues demuestra que, en la idea de tener una institucionalidad que nos permita garantizarle al país elecciones transparentes y fiscalizables, se están registrando los avances necesarios y se ve que estamos construyendo algo indispensable y que constituye un anhelo de la ciudadanía.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el informe de la Comisión Mixta (29 votos favorables).



Votaron las señoras Allende, Muñoz, Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Araya, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Tuma y Patricio Walker.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Estamos avanzando en la Agenda de Probidad y Transparencia.



Tiene la palabra el Ministro señor Eyzaguirre, quien, imagino, agradecerá a la Sala del Senado.

El señor EYZAGUIRRE (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, esta es la primera gran reforma prevista por la Agenda de Probidad y Transparencia.



Les agradezco muchísimo, particularmente a los Senadores -y en especial al Honorable señor De Urresti- que se avinieron a flexibilizar una parte del acuerdo que habíamos tomado acá, en pro de la unidad.



Hemos tenido unanimidad en el Senado y en la Cámara de Diputados, y esto habla bien de la capacidad de ponernos de acuerdo.



¡Muchísimas gracias!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Señor Ministro, estamos avanzando en la Agenda de Probidad y Transparencia. Son varios proyectos de ley. Esperamos sacar los seis que debemos despachar antes de octubre, para que en los próximas comicios municipales tengamos un nuevo sistema que rija las elecciones populares.

MEJORAS A TRANSPORTE PÚBLICO REMUNERADO DE PASAJEROS

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Corresponde iniciar la discusión general del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce mejoras al transporte público remunerado de pasajeros modificando diversas disposiciones legales, con informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (10.007-15) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 39ª, en 4 de agosto de 2015.



Informe de Comisión:


Transportes y Telecomunicaciones: sesión 50ª, en 8 de septiembre de 2015.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los principales objetivos de este proyecto son modernizar el subsidio al transporte público remunerado de pasajeros; incorporar nuevos modos de transportes, como tranvías, teleféricos y ascensores; ampliar el objeto social de Metro S.A. a la prestación de servicios de transporte público remunerado de pasajeros en superficie mediante buses y minibuses; hacer aplicable la ley N° 20.720, que sustituye el régimen concursal vigente por una ley de reorganización y liquidación de empresas y personas, a las empresas de transporte público remunerado de pasajeros, y perfeccionar el rol de la Superintendencia del ramo.



La Comisión de Transportes y Telecomunicaciones discutió la iniciativa solo en general y sancionó la idea de legislar con los pronunciamientos a favor de los Honorables señores Girardi, Letelier y Matta y el rechazo de los Senadores señores Allamand y Ossandón.



Cabe tener presente que el artículo 3° duodecies, contenido en el N° 6 del artículo 4°, reviste carácter orgánico constitucional y requiere 21 votos para su aprobación.



Por otra parte, el artículo 2° del proyecto es de quórum calificado, por lo que exige 19 votos para ser acogido.



El texto propuesto se transcribe en el primer informe y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.



Nada más.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Le damos la bienvenida al Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Andrés Gómez-Lobo.



Estamos esperando a algunos señores Senadores.



Se suspende la sesión.

)-----------------(



--Se suspendió a las 17:02.



--Se reanudó a las 17:02.

)------------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Continúa la sesión.



En discusión general.

El señor PIZARRO.- ¿Se puede abrir la votación, señor Presidente?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- No hay acuerdo, Su Señoría.



Tiene la palabra el Honorable señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, esta es una iniciativa que reviste la mayor importancia desde el punto de vista de la construcción de una sociedad y una ciudad más equitativas. Estamos haciendo referencia al transporte público de superficie, que diariamente traslada la mayor cantidad de personas a sus trabajos.



Es un sistema que enfrentó, como bien se sabe, múltiples problemas en el pasado, mas quiero afirmar muy claramente, por lo menos, que ha registrado un sostenido mejoramiento. Y el Transantiago, como todos los de su tipo en el mundo, necesita un subsidio. Este último asciende a un cuarenta por ciento, muy por debajo de los estándares de los demás, ya que en el Reino Unido, por ejemplo, se acerca incluso al sesenta o al sesenta y cinco.



El Transantiago demanda un apoyo en el sentido de integrarlo en una política de ciudad que hoy día no existe. La gran mayoría de los habitantes de la Región Metropolitana no se desplazan en auto, sino en el transporte público, ya sea en el Metro o en la superficie, y una cantidad importante de ellos recurren a una combinación de uno y otro, lo que evidentemente ha ido avanzando y se ha extendido en los últimos años.



En la Comisión discutimos largamente acerca de cómo poder fortalecerlo, pues creemos que es representativo de una mayor equidad, en la medida en que el transporte de superficie es el que traslada a los más pobres. No son los chilenos de bajos ingresos los que andan en auto. Y por eso es que estamos haciendo referencia a políticas muy progresivas, ya que estos subsidios, cada vez que se entregan, se hallan muy bien focalizados en las personas de menores recursos.



Ahora, tenemos que ir resolviendo un problema estructural al mismo tiempo que contemplamos la medida justamente para que no aumente la tarifa. Deseo consignar que una parte de lo destinado al Transantiago no va siempre a mejorar la calidad del funcionamiento: una proporción muy importante financia el transporte escolar y otra, también relevante, obras de infraestructura del Metro. Por lo tanto, solo una fracción se dirige al transporte de superficie.



¿Cuál es la cuestión que se plantea? Hoy día, los automóviles, que constituyen un medio de locomoción tremendamente regresivo, están ocupando las calles, en las que debiera configurarse un privilegio de vía para el transporte público, y en tanto no actuemos sobre los vehículos particulares y no existan desincentivos, como un sistema de tarificación vial y una disminución de estacionamientos en las áreas más congestionadas, particularmente en las comunas del hipercentro, difícilmente vamos a poder mejorar el Transantiago.



Sin embargo, al mismo tiempo de avanzar en esa materia, tenemos que generar una política de infraestructura. El sistema requiere una infraestructura como la de calles exclusivas precisamente para privilegiar a quienes usan el transporte público.



Todas estas acciones fundamentalmente demandan que hoy día renovemos el subsidio y lo fortalezcamos para avanzar. De no hacerlo, vamos a enfrentar un problema grave, cual es el del aumento de tarifas para los chilenos de menores recursos, quienes son los usuarios del Transantiago.



Por eso es que la Comisión ha discutido estos aspectos. Hemos invitado a los principales expertos en transporte de la Universidad de Chile, de la Universidad Católica, de la Universidad Diego Portales, de distintas instituciones técnicas y académicas.



Lo que quiero consignar es que no existe ninguna duda, sino un consenso absoluto en el sentido de que debe contemplarse un subsidio para el Transantiago. Evidentemente, los que plantearon algún día la posibilidad de desarrollar un sistema de transporte público sin contemplar esa medida estaban cometiendo un grave error, del cual el conjunto de los habitantes de Santiago finalmente fue víctima. Es parte de los problemas de diseño que presentó el sistema. Hoy día, ninguno de los conocedores del asunto abriga interrogante alguna respecto a la necesidad de avanzar en la materia.



Hemos desarrollado un trabajo conjunto con los especialistas porque no solo queremos adelantar en el fortalecimiento del subsidio al Transantiago, sino también en una línea que sea parte de una política más integral de mejoramiento, como ya señalaba. Por ejemplo, además de la infraestructura para buses o de las autopistas exclusivas, cabe avanzar en que los terminales sean expropiados para favorecer la competencia y para que ningún actor se encuentre en una situación monopólica ante alguna futura asignación en nuevas licitaciones.



Al mismo tiempo, nos hemos planteado los desafíos que tienen que ver con la modernización de las tecnologías. Este es un aspecto que va a cambiar muy rápidamente. En especial, necesitaremos contar con buses cada vez menos contaminantes y de mejor calidad para desincentivar el empleo del auto particular y favorecer la utilización del transporte público.


Uno de los puntos que han sido parte de la discusión y que evidentemente tendremos que tratar en particular es que el Metro de Santiago asimismo pueda participar en la gestión del sistema público de superficie. Ello evidentemente constituye una cuestión debatible, pero a mí me parece que sería una muy buena iniciativa -no es algo compartido por toda la Comisión y ha generado controversia- y que sería muy importante una gestión tipo Metro en la materia.



¿Y por qué lo digo? Porque uno de los aspectos que sería posible resaltar y valorar es cómo ese medio ha podido gestionar un sistema de transporte que evidentemente tal vez presenta menos complejidad que el de superficie, mas sería muy importante que en el futuro igualmente interviniera en relación con este último para establecer un estándar de calidad de servicio que obligase a los demás prestadores, a las demás empresas, a lograr otro tanto.



Hoy día hemos construido un modelo totalmente integrado del Metro y del bus de superficie. Tan así es que el primero solo es viable gracias al transporte público.



Algunos preguntan por qué no desarrollamos solo el Metro. Primero, un kilómetro de línea importa un costo de cerca de 110 millones o 120 millones de dólares. Pero la cuestión radica en que si construimos solo en ese ámbito, ello no tiene ninguna posibilidad de éxito, porque dicho medio se halla indisolublemente ligado, como nosotros al oxígeno, al transporte público como integrador, como alimentador.



Pensamos avanzar mucho más en la integración del bus con el Metro, pero también de redes de ciclovías con uno u otro medio, y generar de verdad un enfoque más sistémico en lo referente al Transantiago.



Sin embargo, ninguno de estos perfeccionamientos, ninguna de estas alternativas futuras de un mejor sistema de transporte público, van a ser viables si el Senado les niega a los habitantes de Santiago la posibilidad de que se mantenga y mejore el subsidio, y, por razones que diría que no son de aquellas que ponen en el centro el bien común de la ciudad, que priorizan a los chilenos más pobres, de que eventualmente se decidiera -creo que no va a ser así- rechazar su otorgamiento.



Por lo tanto, como esta es una discusión general, me parece razonable respaldar la idea de disponer el subsidio; de no permitir que finalmente, si la medida no es resuelta, la gente tenga que pagar de su propio bolsillo el aumento del costo del Transantiago. Se trata de una condición necesaria, no suficiente, para poder avanzar en las determinaciones de fondo que requiere este último.



El Transantiago se encuentra en una estación intermedia. No ha llegado al puerto definitivo. Quedan muchos aspectos que es posible desarrollar. Podemos lograr un mejor sistema de transporte público, pero evidentemente depende de la voluntad del Congreso y del Ejecutivo avanzar para cumplir con estas expectativas.



He dicho.

El señor PROKURICA.- ¿Y cuándo se llegará a puerto?

El señor GIRARDI.- Luego.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Puede intervenir el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señora Presidenta, parto por manifestar que el debate que hemos sostenido respecto de un subsidio al transporte público ha sido de larga data en esta Corporación. No es la primera vez que tratamos el asunto, y al final ello siempre se transforma en una discusión acerca del rol que el Estado tiene que jugar en relación con un servicio esencial y de si es o no adecuado un subsidio permanente de su parte.



Hasta la Administración anterior, la postura constante de las bancadas de la Alianza era la de oponerse a cualquier medida de esta índole. Así sucedió varias veces cuando el Gobierno de turno estimaba pertinente solicitar fondos adicionales para una actividad fundamental en el buen funcionamiento de las distintas ciudades o de zonas urbanas y rurales.



En el último año del período del Presidente Piñera se nos representó la necesidad de otorgar recursos extraordinarios del orden de mil 500 millones de dólares para poder financiar diferencias y el déficit del Transantiago, y como una forma, además, de considerar infraestructura capaz de mejorar el servicio y su manejo. En esa oportunidad se planteó, por supuesto, que el famoso “efecto espejo” significaba un monto de 750 millones de dólares para el Transantiago y de otros 750 millones para las regiones.



Se estableció ahí un panel de expertos, que es el que determina, de manera autónoma, cuándo se eleva el valor del pasaje. De acuerdo con la información proporcionada, corresponde un incremento de un poco más del cinco por ciento, lo que significa de 30 a 35 pesos.



Durante el Gobierno anterior, cuando se originó la situación, inmediatamente se señaló que se precisaba un subsidio y que un aumento de tal naturaleza no se les podía traspasar a los usuarios en circunstancias de que el servicio no era lo adecuado y eficaz que todos deseamos. De manera que se generó un déficit que se fue cubriendo con los recursos entregados.



Entiendo que el estudio de una evaluación externa pedida a expertos internacionales fue remitido a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones y concluye en la necesidad de acrecentar los recursos. A eso obedece la presentación del proyecto de ley en debate.



Es bueno recordar que los habitantes del país han recibido una serie de beneficios desde la creación del subsidio: los estudiantes pueden viajar con tarifa rebajada, el transporte regional se ha fortalecido, la conectividad ha mejorado y se ha invertido mucho en infraestructura.



Las cifras que se incluyen en el informe son bien contundentes, en realidad: hay 3 mil 332 servicios con rebaja de tarifas; 559 servicios de conectividad para zonas aisladas; 640 servicios de transporte escolar, que benefician a 42 mil niños principalmente en zonas rurales, y 350 buses renovados a través del programa “Renueva tu micro”.



Y así, sucesivamente.



Se está pidiendo un nuevo subsidio, que lógicamente se destina al transporte público y a distintas zonas. No cabe duda de que un aumento de las tarifas, en este caso, no sería lo más adecuado ni lo más oportuno.



En el Transantiago se registra un déficit que ha sido creciente. Las cifras han vuelto a niveles como los de hace tres o cuatro años, del orden de un 20 o un 25 por ciento de evasión, y eso indudablemente genera un impacto mucho más permanente en el sistema de financiamiento.



Quisiera rescatar algunos de los aspectos mencionados por el Presidente de la Comisión, que tienen que ver con las mejoras al transporte público remunerado de pasajeros:



-En la propuesta se entregan facultades para el mejoramiento de infraestructura.



-Se buscan modificaciones para perfeccionar la administración y operación de los contratos de concesión del uso de vías.



-Hay ajustes respecto del régimen concursal y de la reorganización y liquidación de empresas y personas del sistema.



-Se pide la ampliación, como se planteó anteriormente, del objeto social del Metro.



Este último sin duda constituye una entidad importante y muy reconocida y evaluada a lo largo del tiempo como uno de los ejes estructurantes del sistema de transporte capitalino, que entrega continuidad, regularidad, seguridad y calidad, aun cuando ello, por el exceso en las horas punta, muchas veces se ve empañado por la afluencia extraordinaria de pasajeros. Resulta indiscutible que, en esa condición y frente al caso complejo de operadores privados que no siempre cumplen con los contratos de concesión, perfectamente podría asumir la operación del transporte de superficie en situaciones especiales.



Ello podría no solo solucionar un problema que ya se ha generado en algunos momentos en el Transantiago, sino también transformarse en un referente mucho más objetivo para los efectos de que el sistema pudiera saber qué está pasando con la operación de los privados en las otras áreas concesionadas. Es decir, se podría contar con un referente, desde el punto de vista técnico, de operación y de costo de una empresa como el Metro, perteneciente al Estado, que asimismo pudiera establecer parámetros mucho más objetivos para la fiscalización y la supervisión de los operadores del sector privado.



Esa es la razón por la cual se plantea la ampliación del objeto social del Metro. Sin duda, puede ser discutible, pero creo que es necesario mirar esto con amplitud de criterio, buscando lo mejor para un sistema de transporte público integrado que en algunos aspectos ha mejorado, que en otros no ha sido todo lo eficiente que hemos querido, y que se ha visto sometido también a una serie de críticas y de quejas por parte de los usuarios cuando no cumple con su cometido.



Hay otro elemento que se incorpora en este proyecto de ley, igualmente ya discutido acá, y que tiene que ver con la entrega de un bono de 5 UTM para los taxis colectivos en los años 2015, 2016 y 2017. Esto se relaciona más con lo que significa, no una indemnización, pero sí una reparación, en la medida en que este sector no puede descontar el impuesto específico de los combustibles, por lo que se le entrega un beneficio que ya ha sido otorgado en años anteriores. 



Es un tema -reitero- que ha estado en la discusión, y es algo muy sentido por el gremio. No hay que olvidar que los taxis colectivos son una parte del sistema de transporte público, sobre todo en ciudades intermedias, de regiones, donde constituyen la base del transporte de pasajeros. Por lo menos en las ciudades intermedias de la mayoría de las regiones esto es una realidad. Y entonces, por el problema que tienen de no poder recuperar el impuesto específico aplicable a los combustibles, se ha buscado este mecanismo de compensación.



Señor Presidente, estamos discutiendo en general un asunto relevante que hemos analizado varias veces en el Senado.



Creo que impedir, a través del subsidio que se concede, que no aumente la tarifa, por el déficit que hoy existe en el sistema de transporte público en las comunas de la provincia de Santiago y en otras como las de Puente Alto y San Bernardo, es algo positivo. 



Por esa razón, vamos a respaldar en general el proyecto, esperando que en la Comisión los planteamientos que aquí se han formulado sean atendidos.



He dicho.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señora Presidenta, la iniciativa legal en estudio introduce mejoramientos al sistema de transporte público de pasajeros y ha sido remitida por el Ejecutivo al Congreso Nacional con el objeto de que se apruebe un incremento sustantivo en el monto total del subsidio. 



De acuerdo a lo informado por el Panel de Expertos, entidad autónoma del Ministerio de Transportes que determina las tarifas del Transantiago, procedería incrementar el valor del pasaje en un 5 por ciento, lo que significa un aumento de 30 pesos.



Ante esta situación, y conforme a lo que ha sido la política del Ministerio de Transportes y del Gobierno en esta materia, se requiere continuar mejorando la calidad del servicio, así como mantener las tarifas para los efectos de no producir un alza o un incremento en el gasto de los pasajeros, especialmente de los sectores más vulnerables, que son los que transitan y se mueven a través del Transantiago.



Quiero destacar que este tema se viene arrastrando desde hace bastantes años. El recuerdo que tenemos de las micros amarillas, en verdad, es parte del pasado. Alguien podría decir: “Mire, es que el servicio de transporte público nunca debió haberse transformado”. Yo creo que fue una gran idea, aunque mal ejecutada. Sin embargo, nuestra responsabilidad y la responsabilidad de todos los gobiernos es hacer mejor las cosas, es atender las demandas de los ciudadanos. Y qué duda cabe de que el transporte está entre las principales prioridades de la ciudadanía. Están el techo o vivienda, la alimentación, el trabajo, la seguridad, la salud, la educación, y el transporte. 



Por lo tanto, atender de mejor manera el transporte público es una prioridad de primera magnitud para cualquier gobierno.



Como parlamentario de región, siento que en los últimos años los Gobiernos han mostrado gran preocupación por el transporte del Área Metropolitana de Santiago. No obstante, a raíz del fondo espejo ha sido posible ir mejorando de manera sustantiva algunos sectores de regiones que de otro modo no habrían tenido ninguna oportunidad de lograr avances en materia de conectividad. Me refiero, en concreto, a los subsidios al transporte para los sectores rurales, que valoro, pero que -debo decirlo con franqueza- son absolutamente insuficientes en regiones como la de La Araucanía, donde tenemos los más altos índices de pobreza y de ruralidad. Allí hay una cantidad de kilómetros y de caminos por recorrer que no se pueden cubrir con los subsidios que se están entregando.



Ahora bien, este proyecto permite adicionar recursos, también para las regiones, por 60 mil millones de pesos durante los años 2015, 2016 y 2017, y de alrededor de 130 mil millones de pesos desde el 2018 hasta el 2022. Las regiones no soñaban con esto. Si no hubiese sido por el Transantiago, ¡jamás hubiésemos recibido estos recursos!



Justamente los parlamentarios de regiones condicionamos la aprobación del presupuesto para dicho sistema, indispensable para mejorar la calidad de vida de los habitantes de la capital, con el objeto de que se considerara un fondo espejo para atender las carencias existentes en las regiones. En ese sentido, para ellas esta es una tabla de salvación que les permitirá incrementar los recursos, siempre escasos, a fin de mejorar la calidad de vida de sus habitantes y la calidad del transporte público de sus provincias, en especial en las zonas rurales.



Pero también quiero señalar, a propósito de estas últimas, que resulta un poco injusto cómo se halla diseñado el sistema de subsidio para el transporte en la Región Metropolitana respecto de las demás regiones. Se requiere establecer criterios de equidad territorial que ahora no están presentes.



La diferenciación de 50 kilómetros para la aplicación del subsidio al transporte público se puede entender en las zonas metropolitanas, para evitar el subsidio a viajes interregionales, pero ese criterio representa un castigo para los estudiantes y familias de las zonas rurales, toda vez que, en el caso de La Araucanía, que cuenta con la mayor red de caminos rurales, 22 de sus 32 comunas se encuentran a más de 50 kilómetros de la capital regional. 



Por lo tanto, el subsidio de un tercio del valor del pasaje que pagan los estudiantes de Santiago no les llega, no les alcanza, no les favorece a los estudiantes de regiones, que deben pagar el 70 por ciento del valor de la tarifa, en contraste con el tercio -repito- que se desembolsa en la capital.



Por eso, hay que crear mecanismos que establezcan criterios de equidad territorial. Debemos levantar el castigo a la conectividad que afecta a las zonas rurales, especialmente a sus estudiantes y, por qué no decirlo, también a sus adultos mayores.



Desde ese punto de vista, quiero plantear acá la necesidad de atender las demandas de los sectores más alejados de las capitales regionales, en particular de las comunas rurales. En La Araucanía tenemos a Collipulli, ubicada a 94 kilómetros de distancia de Temuco; Cunco, a 57; Curacautín, a 117; Curarrehue, a 148. Y podría seguir leyendo: Lonquimay, Los Sauces, Lumaco, Melipeuco, Purén, Renaico, Saavedra, Teodoro Schmidt, Toltén. Todas ellas, y otras, están marginadas de recibir este beneficio, que sí obtienen estudiantes de poblaciones de la Región Metropolitana y de otras emplazadas a menos de 50 kilómetros de los centros de servicios estudiantiles.



Temuco, señora Presidenta, que es capital regional y sede de universidades e instituciones profesionales y técnicas, concentra la mayor oferta de educación media, pública y privada, humanista y técnico-profesional. ¿De dónde proviene el crecimiento de la población estudiantil en esa ciudad? Precisamente de las comunas rurales. 



En ese sentido, creo que este proyecto les da a las regiones la oportunidad de tener una ley espejo que les permita recibir un subsidio equivalente a lo que están recibiendo los estudiantes en la Región Metropolitana.



Por lo tanto, señora Presidenta, con entusiasmo voy a votar favorablemente el proyecto. Y espero que sean acogidas las demandas de mayor justicia y equidad social en el transporte rural para los estudiantes de La Araucanía y de todas las regiones del país.



He dicho.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señora Presidenta, quiero partir con una reflexión hacia la Honorable Sala. 



Muchas veces nos preguntamos por qué está tan desprestigiada la política, por qué está tan desprestigiada esta Corporación, por qué está tan desprestigiada la Cámara de Diputados.



Creo que lo que está ocurriendo acá es la mejor demostración de cómo contribuimos a ese desprestigio: estamos hablando del mayor desastre de las políticas públicas chilenas, y resulta que estamos analizando cómo poder salir de ese desastre en una Sala virtualmente vacía, en la que, simplemente, no contamos con la presencia de nuestros Honorables colegas, quienes seguramente están cumpliendo tareas mucho más importantes que esta.



El Transantiago es obra de los Gobiernos de la Concertación. En él nada tiene que ver la Oposición. Y es la política pública más fracasada de que se tenga recuerdo. Han transcurrido ocho años, y los mismos que generaron esta política fracasada vienen ahora a este Senado, y antes a la Cámara de Diputados, sin ninguna solución bajo el brazo, simplemente a solicitar que se aumente un ya exorbitante subsidio.



Partamos por desmitificar. 



Aquí se sostiene que lo que hoy estaría en discusión es el hecho de subsidiar o no el transporte público. ¡Nada más falso, señora Presidenta! Los únicos que en el último tiempo propusieron que el sistema de transporte público no tuviera subsidio fueron, ni más ni menos, los que diseñaron el Transantiago. 



Esto me recuerda las palabras del ex Presidente del gobierno español Felipe González, quien a uno de sus Ministros le señalaba que era un genio para resolver los problemas que él mismo había creado. Hoy nos encontramos con que muchos de los asesores directos del Ministerio de Transportes son, ni más ni menos, los “genios” que idearon este sistema fracasado.



Y aquí se nos viene a decir, después de ocho años, que se requiere aumentar el subsidio. 



Pero preguntémonos: 



¿Estamos aumentando el subsidio a un servicio que funciona bien? 



¿Está aumentando o disminuyendo el número de pasajeros que transporta el Transantiago todos los años? 



Está disminuyendo. 



¿Están aumentando o disminuyendo los tiempos de viaje? 



Están aumentando. 



¿Está disminuyendo o aumentando la evasión? 



Está aumentando. 



Y el déficit este año ha alcanzado el récord respecto de todos los anteriores. Es decir, hemos logrado una marca histórica.



Y ahora se nos solicita, con una irresponsabilidad que no es coherente con esta Corporación, que a un sistema que funciona de esta manera le sigamos tirando una cantidad de dinero absolutamente obscena, sin que este proyecto de ley contenga una sola solución a los problemas del Transantiago.



¿Qué nos han dicho los expertos que han asistido a la Comisión de Transportes?



Han dicho, por ejemplo, que para que el Transantiago pueda funcionar un poco mejor es necesario aumentar su infraestructura, fundamentalmente en corredores exclusivos: vías solo buses o vías exclusivas.



Señora Presidenta, no existe por parte del Gobierno ningún plan conocido que señale cómo y cuánto va a aumentar y cuánto va a costar esa infraestructura. 



Aquí se ha hablado del Metro. Nadie está planteando que tenga que sustituir a los buses, pero sí hay que dejar constancia en esta Sala, señora Presidenta, de que este Gobierno va a tener el récord que no ha tenido ningún otro desde los años noventa. ¡Fíjese que no va a aportar ni un kilómetro nuevo a la red del tren subterráneo! Simplemente, va a completar los proyectos que venían de la Administración anterior y va a licitar, al final de su período, una pequeña extensión de 6 kilómetros para que se empiece a construir en el próximo.



Señora Presidenta, tenemos 100 kilómetros de Metro y estamos construyendo 78 kilómetros más. Y todos los expertos afirman que debiéramos aumentar la red en al menos 100 kilómetros en un plazo de diez años. Sin embargo, no hay ninguna propuesta pública de este Gobierno que indique cuánto va a incrementarla.



Además, todos los expertos indican que para que el sistema pueda funcionar medianamente bien se requieren zonas de prepago. Desafío al señor Ministro de Transportes a que diga cuántas, cómo y quién va a construir las que el sistema necesita para funcionar. 



No lo va a poder contestar, señora Presidenta, porque no lo sabe. Cada vez que lo hemos preguntado en la Comisión, todos los asesores miran hacia el techo y no ofrecen ninguna respuesta.



¿Qué ocurre con los paraderos? ¿Ustedes han visto el desastre que son los paraderos del Transantiago? 



¿Hay alguna propuesta del Gobierno respecto a cómo mejorarlos?



¡Absolutamente ninguna!



Ayer en la Comisión hubo consenso en cuanto a que, de los 6 mil 200 buses que tiene el Transantiago, 2 mil deberían salir hoy de circulación. 



¿Sabe usted, señora Presidenta, cuál es el promedio de panas de los buses del sistema? ¡El 25 por ciento de la flota!



¿Hay alguna propuesta del señor Ministro de Transportes en que se mencione cómo se las va a arreglar para tener que sustituir, en el corto plazo, el 30 por ciento de la flota? 



Porque aquí se plantea, otra vez equivocadamente, que el problema se va a solucionar cuando se reliciten los contratos. 



¡Pero los contratos se relicitan entre el 2017 y el 2022!



Y yo pregunto: ¿qué les vamos a decir a los santiaguinos entre el 2015 y el 2017: que la tasa de panas va a pasar del 25 al 40 por ciento, que el 30 por ciento de los buses que hoy debieran ser retirados van a seguir funcionando? 



¿Cuáles son las propuestas que tiene el Gobierno para venir a solicitarle a este Parlamento un incremento en el subsidio superior a los 150 millones de dólares, que se suman a los 650 millones que ya gastamos en la actualidad?



Señora Presidenta, ¡esta es una irresponsabilidad completa!



En ningún parlamento del mundo, frente al mayor fracaso en las políticas públicas de un país, se estaría simplemente, sin ninguna medida de corrección concreta, sumándole a un subsidio, que está absolutamente mal utilizado, una cantidad enorme de recursos.



Todo el mundo dice: “Es que hay que evitar que suban las tarifas”. ¡Pero qué extorsión es esa! Lo que se está expresando es: “Señores del Senado, sean tan irresponsables como lo fueron otros en la Cámara: hagan un cheque en blanco y no condicionen estos recursos a ninguna mejoría específica del sistema. ¡A ninguna! Simplemente, tiren esta plata adicional, porque, si no, habrá que subir las tarifas”.




Yo pregunto, señora Presidenta: ¿es esa la manera correcta de hacer políticas públicas? ¡Para qué existe entonces el Panel de Expertos! Hace ocho meses que la tarifa debió ajustarse y todavía no se ajusta. ¡Para qué tener esa entidad técnica si, en definitiva, todo queda al amaño y al manejo político de la autoridad!



Pero, aun admitiendo que sería importante que no subieran las tarifas del Transantiago, ¿es razonable que se le venga a plantear a este Congreso un subsidio de esta naturaleza, sin que exista, señora Presidenta, una sola medida de las que plantean todos los técnicos como necesarias para mejorar el Transantiago?



Entonces, ¡cómo no vamos a estar desprestigiados! ¡Cómo no vamos a recibir el rechazo de la ciudadanía!



Unos “genios” inventaron un sistema que le ha costado al país una infinita cantidad de recursos, y ocho años después, cuando cada vez funciona peor, cuando cada vez sufre mayor evasión, cuando cada vez produce más déficit, cuando cada vez tiene menos pasajeros, cuando cada vez los trayectos son más largos, se nos viene a decir: “¡Señores Senadores, fírmenme un cheque en blanco…! ¡No se preocupen, porque aquí no hay ninguna solución…!”.



Y, en efecto, no la hay.



Yo los desafío a buscar en el proyecto en debate si existe una sola medida para mejorar el Transantiago. No la hallarán.



Y va a salir el señor Ministro a expresar que hay otras iniciativas de ley que se tramitan en otras instancias. Pero no van a encontrar el aumento de la red del Metro, porque no está en ninguna parte; no van a encontrar los corredores exclusivos, porque no están en ninguna parte; no van a encontrar las zonas pagas, porque no saben ni cuántas necesitan ni dónde se tienen que hacer; no van a encontrar ninguna forma -¡ninguna!- para reemplazar la flota, porque recién la están estudiando. 



Pero vienen a pedir 150 millones de dólares, y, más aún, tendrán que volver en enero a solicitar 50 millones de dólares adicionales, porque todos los cálculos realizados han fracasado, al igual que los anteriores. 



Señora Presidenta, yo llamo a mis Honorables colegas a un minuto de seriedad, a un minuto de responsabilidad. No puedo creer que este Senado, que se presume serio, vaya a aprobar en estas circunstancias el subsidio propuesto. Esto nos coloca en el nivel -fuera de bromas- de los países que actúan sin responsabilidad alguna.



Lamento que no estén mis Honorables colegas en la Sala (sé que están muy ocupados). Porque debo decir que este es el mayor desastre de las políticas públicas chilenas y nosotros lo tenemos que corregir. Pero ni siquiera se hallan presentes todos los Senadores para discutir el proyecto. 



He dicho.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el señor Ministro de Transportes. 

El señor GÓMEZ-LOBO (Ministro de Transportes y Telecomunicaciones).- Señora Presidenta, quiero, en primer lugar, explicar en qué consiste esta iniciativa de ley, y luego hablar algunas cosas un poco más amplias sobre la política de transporte del actual Gobierno, en particular de la relativa a Santiago. 



La normativa en análisis es mucho más que una solicitud de aumento del subsidio para Santiago y regiones. En ella se incluye -algo tal vez un poco más técnico- una adecuación de las normas de transporte a la nueva ley de quiebras, que si bien no es la única medida que tomamos en la materia, es muy importante para la regulación eficiente de este sector no solo en Santiago, sino también en regiones. 



Asimismo, este proyecto amplía los modos de transporte público, al considerar ascensores, tranvías y metrocables dentro de los susceptibles de recibir subsidio. Esto es primordial para todos los proyectos que llevamos a cabo en infraestructura a nivel regional, particularmente en Antofagasta, Iquique, Valparaíso y en otras ciudades, donde estamos proyectando dichos medios como un componente relevante del sistema de transporte público. 



Además -y aquí discrepo de lo señalado por el Senador Allamand-, estamos solicitando ampliar el giro de Metro, para que pueda operar cualquier tipo de tecnología en superficie. Actualmente, solo está facultado para utilizar tecnología eléctrica en superficie, y quisiéramos ampliar su campo. 



¿Por qué? Porque resulta importante para mejorar los sistemas de transporte público, particularmente en Santiago, contar con un operador de última instancia. Este cambio permitiría hacer creíbles ciertas amenazas regulatorias, por ejemplo, de caducidad de un contrato, o para evitar ser intimidado con la quiebra de una empresa, al saber que existe una figura como la señalada.



Creemos que Metro, por su vocación de transporte, por su seriedad, por su independencia, como sociedad anónima, que se rige por la ley pertinente, es la empresa adecuada para actuar como operador de última instancia, porque, a la larga, beneficia al regulador al disponer de una amenaza creíble ante una empresa con serios problemas operativos. 



También es muy importante en la labor regulatoria tener un comparador público de operaciones privadas. ¿Sabemos cuáles son los costos efectivos de una empresa de transporte público de superficie en Santiago, que se ve afectada por la congestión? Dicho sea de paso, es el principal problema del sistema en la Capital, al igual que en otras ciudades del país.



Por lo tanto, contar con algún operador público que permita generar información comparativa respecto de operaciones privadas -técnica conocida en inglés como “benchmarking”-, es muy útil para la labor regulatoria.



En último término, la empresa Metro, que tiene vocación de transporte, podrá disponer de ciertas sinergias al momento de operar buses en superficie, por ejemplo, para coordinar mejor la llegada de los trenes con la de los buses, particularmente en ciertos horarios del día o en algunas zonas periféricas de la ciudad. 



En definitiva, consideramos que dentro de esta ley en proyecto un aspecto muy relevante es la ampliación de giro del Metro, pues efectivamente implica disponer de instrumentos regulatorios para mejorar el sistema de transporte público en la Capital. 



De otro lado, por cierto se encuentra también el tema del subsidio.



El sistema de transporte público de Santiago moviliza a 4,6 millones de personas todos los días. Es bastante masivo y posee costos muy elevados. Sin embargo, para no traspasárselos al usuario, se requiere aporte público. 



Ahora, como bien dijo el Senador Girardi, la experiencia comparada internacional demuestra que Chile entrega subsidios bajos. Como ejemplo puedo citar a Buenos Aires, donde el subsidio al transporte público es del orden de los 2 mil millones de dólares al año; a Inglaterra, en que es de alrededor de 3 mil millones de dólares anuales, y a Santiago, ciudad en la que no se realizan tantos menos viajes en comparación con las recién nombradas, donde el subsidio es mucho menor. 



Igualmente, quiero señalar que la solicitud de aumentar los subsidios en este proyecto de ley no es para el período 2015-2017, sino para el correspondiente al 2018-2022. 



Ese es el grueso de la solicitud planteada. Porque esta iniciativa está mirada con una política de Estado, como también lo hizo el Gobierno pasado, que reconoció que el sistema de transporte público debe ser mejorado, apoyado y no desechado.



Por lo tanto, este es el tercer Gobierno de distinto tinte político que ha manifestado su apoyo e intención de fortalecimiento para el actual sistema de transporte.



Con esa visión de Estado y de largo plazo, en esta iniciativa se propone el mayor aumento de los subsidios en el período 2018-2022, porque con la entrada en operación de dos nuevas líneas del Metro se van a incrementar los costos del sistema y el Gobierno de esa época deberá disponer de flexibilidad para decidir cuánto de esos mayores costos traspasará a aumento de tarifas y cuánto va a subsidiar. 



Por otra parte, todas las proyecciones de déficit que teníamos el año pasado al comienzo del Gobierno no se materializaron debido a múltiples factores. Se hizo una auditoría -presentada al Congreso hace unos meses- respecto a las causas del mayor déficit registrado el año pasado, el cual se financió con un fondo acumulado en años anteriores, denominado “Cuenta 5”. 



Sin embargo, dicho fondo hoy ya no existe. Por eso estamos solicitando este aumento de subsidio con un fin muy particular: evitar que los usuarios del transporte público sufran un alza de tarifa. Si alguien quiere que aumente, que lo diga. Pero este Gobierno no está de acuerdo con tal incremento de tarifa en Santiago en estos momentos. 



Además, debo señalar que la escalada de costos del año pasado, que bastante tuvo que ver con el aumento del dólar y del petróleo, felizmente se revirtió este año. Por lo tanto, el déficit ahora va a ser menor que el del año pasado. Esa es una buena noticia, sin perjuicio de que igual se requerirá un aumento del subsidio para financiar ese mayor déficit, que será menor que el del año pasado. 



También quiero hacer presente que en regiones los fondos espejo han sido muy útiles para dar conectividad a muchas comunidades, particularmente de zonas aisladas; para entregar transporte escolar gratuito.



Estamos generando, a mi juicio, un cambio muy relevante a nivel regional en conectividad, y también en la expansión de ferrocarriles tanto en Concepción (con el Biotrén) y en Valparaíso (con la compra de nuevos trenes) como en Rancagua (con el Rancagua Express).



Todo lo anterior se halla financiado con los fondos espejo. 



Estos mayores recursos, que en Santiago tienen un fin muy particular: evitar un alza de tarifas, en regiones se van a utilizar en incrementar el subsidio o en proyectos de inversión, que son muy requeridos en otras ciudades del país.



Finalmente, debo manifestar que en este proyecto de ley se incluye un pago compensatorio a los taxis colectivos a modo de reembolso del impuesto a los combustibles. Este insumo es muy importante en este medio de trabajo y, por la actividad que desempeñan, no se puede descontar, por lo cual se financiará con los mayores recursos solicitados.



Quiero expresar de manera más detallada algunos conceptos.



Este proyecto no es lo único que hace este Gobierno en materia de transporte público tanto legislativamente como en la gestión y en las políticas aplicadas al sector. De hecho, en el Senado hay otra iniciativa referida al control de la evasión, que es muy importante tramitar.



Asimismo, próximamente se presentará un proyecto relativo a la llamada “ProMovilidad Urbana”, el cual abarcará una visión más amplia acerca de la ciudad que queremos: políticas de estacionamiento, de tarificación vial o de restricción vehicular, entre otras.



La mayoría de los contratos del sistema de transporte público en Santiago se tendrán que relicitar. El próximo lunes parte precisamente la fuerza de tarea encargada de desarrollar los lineamientos, la estructura, los contratos y los procesos de licitación que se llevarán a cabo el 2017. La mayor parte de los contratos de operadores expira el 2018, y los relativos al medio de pago y al administrador financiero del Transantiago lo hacen el 2019.



Por lo tanto, tenemos la oportunidad de pensar con tiempo la estructura que vamos a querer en pocos años más respecto de los contratos y de los operadores.



Deseo invitar al Senado a contribuir con sus ideas en esta reformulación del sistema de transporte público.



Hemos pensado -aparte de un proceso de consulta pública- presentar regularmente a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones del Senado los avances en este proceso de licitación.



Ahora deseo referirme a algunas cosas mencionadas acá.


 
Se ha señalado que el Transantiago no es obra de la Oposición. Sin embargo, lleva ocho años; este es el tercer Gobierno.



Si se mira la experiencia en el resto del mundo, uno se da cuenta de que, paradójicamente, los analistas internacionales consideran al sistema de transporte público de Santiago dentro de los mejores de América Latina, si no el mejor.



Digo “paradójicamente”, porque es natural que todavía exista un grupo de personas que recibe un servicio que calificamos como insuficiente y que queremos cambiar.



Voy a explicar lo que haremos en el corto plazo para mejorar el servicio de transporte público y que se halla fuera de la esfera de este proyecto de ley.



Es un sistema que se ha ido consolidando, y que también el Gobierno pasado apoyó y fortaleció: hubo cambios de contratos el 2012…

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Ha concluido su tiempo, señor Ministro.



Tiene un minuto adicional.

El señor GÓMEZ-LOBO (Ministro de Transportes y Telecomunicaciones).- En virtud del tiempo, solo mencionaré aspectos relacionados con la gestión, el plan de infraestructura y la construcción de la línea 6 del Metro.



La Presidenta Bachelet va a inaugurar la línea que ella misma anunció en diciembre del 2009, y que la Administración anterior retrasó en dos años. Asimismo, dará a conocer nuevas extensiones (actualmente, están en construcción 46 kilómetros de una red de 103 kilómetros, o sea, más de 40 por ciento).



Además, cabe nombrar a las zonas de prepago, que estamos ampliando; a la concesión para el mantenimiento de paraderos; a la reasignación de recorridos de las empresas -lo acabamos de anunciar-, desde las que tienen peor desempeño hacia las que están mejor (se incluyen 180 buses); la incorporación de 50 buses nuevos de dos operadores; los procesos de mantención de las empresas; y, particularmente, la incorporación de observadores en una de ellas para mejorar las operaciones.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Gracias, señor Ministro.



Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señora Presidenta, no cabe duda de que lo único peor que una pesadilla es la pesadilla recurrente. Esta es la quinta vez que somos convocados en distintas instancias en el Parlamento a fin de aumentar el subsidio -y no usemos frases eufemísticas- para la peor política pública instalada en el país.



Parece que se está dando exactamente aquello que los filósofos decían respecto de la tragedia: “todo puede ser peor”. Porque en la ocasión anterior, cuando se realizaban esfuerzos por generar un esquema distinto, era inimaginable que llegaríamos al punto de pedir no solamente la reiteración de subsidios otorgados en sucesivas leyes anteriores, sino un plus y, en tres años más, un extraplus.



Esta pesadilla, lamentablemente, está en la esencia de cómo no deben hacerse las cosas en Chile.



Pedir al Parlamento que dé su visto bueno para continuar en esta línea de acción, que no hace sino ahondar en el precipicio, es la peor de las ideas.



Permítaseme hacer dos comentarios antes de ir al tema de fondo.



Primero, qué eufemístico es el lenguaje utilizado.



Este proyecto -es bueno que quede constancia en la historia de la ley- tiene por objeto “Modernizar el subsidio al transporte público”. Esto es más de lo que podría haber imaginado; es la creatividad máxima de un ser humano: están pidiendo 120 mil millones de pesos más; y, después, 260 mil millones.



Lo voy a explicar más adelante.



¡Y esto es “modernizar”…!



¡Por favor! El papel aguanta todo, pero que alguien diga que es para modernizar el subsidio al transporte público me parece un abuso del lenguaje y de la inteligencia.



El otro comentario tiene que ver con lo que acaba de decir el Ministro de Transportes -¡al parecer, está muy concentrado en otras cosas…!-, y que, a mi juicio, revela el peor de los errores: sostener públicamente que el sistema que tenemos hoy es el mejor a nivel latinoamericano.



Me gustaría que el Ministro dijera lo mismo a la salida con los medios de prensa presentes.



Ello refleja un grado de error conceptual total al momento de partir la discusión de un proyecto de ley. Es decir, que un Ministro de Transportes -de cualquier esquema político- diga que “modernizaremos el subsidio para seguir haciendo el mejor sistema de transporte público, llamado ‘Transantiago’”, es algo que ni Yerko Puchento podría hacer en sus rutinas.



Realmente, no resiste el análisis sostener una afirmación de esa naturaleza, porque sabemos que es absolutamente falsa.



Respecto del tema que nos atañe, decía que pareciera que este proyecto fuera huérfano, pues nadie se atribuye su paternidad; no resiste el ADN. Pero, ¡por favor, este fue el proyecto estrella de los Gobiernos de la Concertación! Comenzó con el Presidente Lagos y culminó con la Presidenta Bachelet.



Nos dijeron que iban a mejorar el transporte público sin necesidad de subsidio fiscal. Esa era la idea original. ¡Somos tan talentosos que, sin un peso más, haremos un gran sistema de transporte público…!



Miren en lo que estamos diez años después: en un caos. Y se requieren muchos más recursos.



Posteriormente, se fueron aprobando distintas iniciativas para generar transporte público. Se otorgó el fondo espejo para regiones como una gran concesión. Cabe afirmar que no es una gran concesión, sino una justicia mínima. Y uno debería preguntarse cómo estarían de bien las regiones de Chile si no se gastara esta brutalidad de plata, porque el grueso del financiamiento se utiliza precisamente en mantener este subsidio tan equivocado.



Fíjese, señora Presidenta, que se había dicho que el gasto total anual iba a ser de 380 mil millones de pesos; ahora se piden 120 mil millones de pesos más para los años 2015, 2016 y 2017; y 260 mil millones de pesos desde el 2018 hasta el 2022.



Que quede claro: para aumentar la ineficiencia del sistema se compromete un subsidio fiscal entre 2015 y 2022 -por favor, anotemos esta cifra para el futuro- de 12 mil millones de dólares.


De eso hablamos: ¡de aquí al 2022 gastaremos 12 mil millones de dólares en subsidiar una mala política pública!



Señora Presidenta, ¿cómo alguien puede votar a favor de un sistema de esta naturaleza? Sobre todo, cuando no hay una frase que diga cuál es el plan que va a transformar este sistema de transporte; en qué va a mejorar la infraestructura en las ciudades, en las regiones; dónde están los incentivos para la convergencia de la estabilidad financiera del sistema.



¡En ninguna parte, señora Presidenta!



El sistema actual no es sustentable y no se observa ningún instrumento para revertirlo.



Con esos recursos se podrían construir dos líneas de Metro, como las futuras 3 y 6. ¡Dos líneas más! 


¡Díganme si no sería un sistema completamente diferente!



Adicionalmente, en el mensaje se dice que este subsidio apunta a evitar un alza de tarifas, “por el impacto que ellas representan en el presupuesto de las familias, especialmente de menores ingresos, que son los principales usuarios del transporte público”. Es decir, se justifica no por motivos de eficiencia, sino como una política social.



Señora Presidenta, el monto anual del subsidio al Transantiago (430 mil millones de pesos hasta el 2017 y 500 mil millones a partir del 2018) equivale al doble de lo que se invierte en los programas Ingreso Ético Familiar y Chile Solidario. ¡El doble!



Entonces, cabe preguntarse dónde deben enfocarse los recursos para enfrentar la pobreza. ¿Hay que destinarlos a subsidios sociales que vayan focalizados a la esencia del problema o gastarlos en mantener un sistema de brutal ineficiencia?



Ahí está la interrogante de fondo. Lamentablemente, este proyecto no se hace cargo de responderla. 



Ahora, si alguien cree, como ya se dijo, que este es el mejor sistema de transporte de Latinoamérica o que esta es una forma adecuada de realizar política pública social, se equivoca dramáticamente, ya que, en definitiva, los hechos contrastan con la realidad.



Una breve reflexión sobre la ampliación del giro del Metro. 



A mí me preocupa profundamente que con esta iniciativa se le quiera aplicar “esta ingeniería moderna” al Metro, uno de los pocos servicios públicos que funcionan de manera eficiente. Se propone transformar a tal empresa en una especie de recurso supletorio para evitar posibles paros o problemas de otro tipo de transporte de pasajeros.



Señora Presidenta, digámoslo claramente: aquí se está instalando la lógica del Estado empresario; aquí se está demoliendo el principio de subsidiaridad; aquí se está notificando a todos los transportistas de Chile -¡no solamente de Santiago: de todas las regiones!- que va a haber una instancia estatal que podrá operar no en la lógica del Metro, sino en la de cualquier medio de transporte con determinadas características.



En consecuencia, no contentos con hacer explotar el sistema de transporte público de la Región Metropolitana, con dinamitar un proceso de iniciativas en este ámbito, ahora se busca -es lo que se insinúa- exportar dicha modalidad al resto de las regiones por la vía del remplazo con medios de empresas particulares. Ello obedece a la lógica del supraestatismo, en una materia muy sensible y donde el empresario privado ha sido sumamente eficiente.



Este es un cóctel de malas ideas; estas son las tormentas perfectas que se producen cuando uno pierde la noción de lo que debe hacer para construir buenas políticas públicas.



Cuando resulta imposible que un sistema funcione peor, no hay nada más dañino que mantenerlo vivo y, además, tratar de estimularlo sin plantear ninguna modificación en el intertanto. 



Sobre la base de esa perversión ideológica se cree que la solución del problema, una vez más, es la planificación estatista y no el mundo de la iniciativa privada. Sin embargo, lo que colapsó el Transantiago fue precisamente la planificación estatista para intentar derrotar el emprendimiento particular. ¡Esa visión fracasó! Pero, en vez de reconocerlo y buscar una alternativa distinta, se sugiere seguir subsidiando el sistema existente ¡y, más encima, llevarlo a regiones! El sueño de algunos parece ser que este mecanismo también se instale en el resto del país, a través del uso de servicios que operan con eficiencia, como los del Metro, de la cual obviamente poco va a quedar en manos estatales.



Por todo lo dicho, señora Presidenta, pienso que este proyecto es, probablemente, el más malo de todos los que han pasado por el Parlamento en los últimos años.



Por lo mismo, lo votaré en contra.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señora Presidenta, solo deseo solicitar segunda discusión respecto de esta materia, independiente de que el debate continúe.

El señor COLOMA.- ¿Qué pasó…? ¿Faltaron los votos…?

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Ofrezco la palabra al Honorable señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, no sé si la petición de segunda discusión es por falta de antecedentes o, quizá, por la incapacidad de defender un proyecto inaceptable. Porque, en verdad, la política pública que este plantea es de aquellas que avergüenzan a un país.



Yo tengo el orgullo de señalar que he votado siempre en contra de todas las iniciativas vinculadas al Transantiago. Desde el día en que empezó a funcionar el sistema, me ha parecido que todas las reformas legislativas que han buscado reformarlo, transformarlo, subsidiarlo, etcétera, al final solo mantienen la agonía de un enfermo.



Este sistema abusa de la gente más humilde. Lo único que se ha logrado es castigarla -y en nombre de la modernidad-, con un trato francamente inexplicable. Las personas demoran a lo menos una hora y media para llegar a su trabajo y otro tanto para volver a su hogar. 



Por eso sostengo que el Transantiago, desde el primer día, fue un abuso hacia los más pobres.



No obstante, desde entonces -han transcurrido ocho años-, el proyecto se mantiene. Uno tras otro, los gobiernos han incrementado las contribuciones que, con recursos de todos los chilenos, se le inyectan al sistema.



Se dice: “Bueno, es que se trata del transporte público; por tanto, debemos hacer esto en beneficio de los más humildes”. Pero resulta que antes del Transantiago no se gastaba un peso fiscal en el transporte público y nadie reclamaba de un mal servicio. Las micros eran viejas, antiguas, con problemas de combustión, contaminantes, pero el servicio que prestaban era infinitamente superior al que ha ofrecido el Transantiago. 



Sin embargo, en este hemos gastado miles de miles de millones de dólares: hasta la fecha, no menos de 12 mil millones de dólares. Y con lo que se propone comprometer hoy, solo en este subsidio adicional se gastarán otros 12 mil millones. Considerando el subsidio anual que se ha aprobado, las cifras finales terminan siendo francamente inexplicables.



En concreto, proyecto procura asegurar 1.350 millones de dólares anuales para el Transantiago en un período de siete años, a los que hay que agregar un monto igual en virtud del fondo espejo para regiones. Es decir, estamos hablando de 2.700 millones de dólares al año.



¿Qué significa esto? Que el subsidio actual del Transantiago, que es de 725 millones de dólares, va a pasar a ser de alrededor de 1.100 millones de dólares.



Eso es lo que los chilenos van a subsidiar al transporte público en Santiago, lo cual, sin lugar a dudas, es francamente irrisorio.



Si consideramos que la evasión anual equivale a 415 millones de dólares, habrá que concluir que solo por este concepto se está perdiendo el 60 por ciento del subsidio. O sea, si todos los usuarios pagaran el servicio de transporte, el subsidio correspondería al 40 por ciento del monto que se entrega. El resto lo aportarían los pasajeros, como corresponde.



Sin embargo, nada de eso ocurre.



Tales cifras le dan el carácter de escandalosa a esta iniciativa. Y nadie las ha podido explicar, pese a la buena disposición del Ministro, quien se ha retirado de la Sala, junto a la inmensa mayoría de la Nueva Mayoría.



El sistema de trasporte público de la Región Metropolitana presenta los mismos problemas que mostró desde el primer día. 



Todos los años pierde pasajeros, por la mala calidad del servicio, por el tiempo de espera, por las dificultades del acceso, por la duración de los trayectos, por la calidad deficiente de los buses, en fin.



Además, la evasión es un factor que no se ha logrado corregir. La conducta de no pagar el pasaje ha ido aumentando. Hoy día llega a 24,5 por ciento: uno de cada cuatro usuarios no cancela su costo de transporte.



Pero -¡oh, sorpresa!- los operadores de los buses siguen recibiendo sus pagos sin modificación alguna. En realidad, estos se han incrementado un 28 por ciento desde el inicio del sistema. 


¡Y para qué hablar de la infraestructura, donde se encuentran todavía los déficits más importantes!



¿De qué se trata esto? De un subsidio que todo transporte público necesita. Tal medida se justifica en muchos países. Es cierto. Y en algunos casos el monto aportado es mayor al que se entrega en Chile.



Sin embargo, dichos subsidios se otorgan a sistemas de transporte de pasajeros que funcionan bien, no como sucede con el Transantiago, que ha terminado siendo un servicio que abusa de la gente que necesita trasladarse en forma impostergable.



¿Qué logra, finalmente, este proyecto? Que los chilenos gastemos más en el Transantiago y que el sistema siga exactamente igual. Estamos hablando de un subsidio que no implica ninguna mejoría real a dicho servicio.


Muchos Senadores ya se han referido a esa materia. 


En realidad, esta iniciativa solo busca obtener más recursos para paliar el déficit. O sea, seguimos con un mal sistema; este genera más déficit, y para taparlo se pide más subsidio. Lo que al principio costaba cero -el costo de implementación- ahora asciende a 725 millones de dólares y  pasará a ser 1.100 millones de dólares.



Eso equivale a un décimo del presupuesto en educación, ¡una cifra increíble! 


Es un monto similar a la totalidad de los aportes de la reforma tributaria que implementó en su momento el Presidente Piñera. 



Tal es el orden de magnitud del subsidio que este proyecto entrega hoy al Transantiago.



¿Alguien puede realmente aprobarlo?



¿Alguien piensa que con esto vamos a mejorarles la calidad de vida a los santiaguinos?



¡Sin lugar a dudas, no! 


Aquí no se están tomando las medidas que los expertos proponen para mejorar el sistema. Se insiste en mantenerlo una y otra vez, pero no resiste un verdadero análisis.



Señora Presidenta, estamos frente a un sistema que realmente mueve a la indignación. A mí me produce una enorme irritación ver cómo se tira a la calle la plata de los chilenos. Cuesta mucho, en este país con dificultades económicas, producir esos recursos. Sin embargo, ¡se botan con una ligereza que clama al cielo!


Al final el Transantiago ha sido beneficioso solo para los operadores, y ni siquiera para todos ellos, pues algunos no logran financiar sus actividades, a pesar de que se les garantizan utilidades y los choferes no tienen que preocuparse por cobrar. 


¡Este resultó ser el mejor negocio para hacer las cosas mal!



Francamente, no logro entender que este Gobierno -en menor medida pero en forma similar actuó la Administración anterior y también la que la precedió, que es la autora material del Transantiago (sabemos que el autor intelectual fue el Gobierno anterior a esta última)- deje el sistema exactamente igual.



En mi opinión, ello es una burla para los chilenos.



Mientras esto siga igual, seguiré votando en contra.


He dicho.
)---------------(

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Solicito el asentimiento de la Sala para que la Honorable señora Allende, ex Presidenta del Senado, me remplace en la testera por algunos minutos.



Acordado.



--Pasa a presidir la sesión la Senadora señora Allende, en calidad de Presidenta accidental.

)---------------(

La señora ALLENDE (Presidenta accidental).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señora Presidenta, lo primero que deseo recordar es que nosotros estamos obligados, de acuerdo con el artículo 67 de la Constitución, a despachar proyectos debidamente financiados.



El inciso pertinente dice: “No podrá el Congreso aprobar ningún nuevo gasto con cargo a los fondos de la Nación sin que se indiquen, al mismo tiempo, las fuentes de recursos necesarios para atender dicho gasto.”.


He buscado, en el articulado del texto que se propone, la norma en que se señale de dónde saldrían los 120 mil millones de pesos que este año el Ministerio de Hacienda debería entregarle al Transantiago, tanto por la vía directa como por el efecto espejo en regiones. Y no la encuentro.



Puede que no la haya visto en la lectura que hice de la iniciativa. Pero he revisado varias veces. No figura una norma que indique de dónde se obtendrían tales recursos.



Eso sí, el informe financiero expresa que “el mayor gasto que representa este proyecto de ley, se financiará con recursos de la Partida Tesoro Público”.



Cabe preguntarse: ¿habrá a estas alturas del año 120 mil millones de pesos para suplementar los fondos del Transantiago y el efecto espejo en regiones?



Ese punto es clave.



Pero insisto: el articulado nada dispone al respecto y, a mi juicio, ¡debiera hacerlo! Porque la única manera de traspasar esos dineros es a través de una norma que establezca de dónde van a salir. 



En mi opinión, aquí se hace gran alarde de los recursos que las regiones van a recibir en virtud del efecto espejo. Se señala que quienes las representamos debiéramos votar a favor del proyecto, dado que incluye montos significativos para nuestras zonas.


Yo he tratado de hacer un seguimiento de los fondos espejo en mi Región. Y la respuesta que siempre recibo es que existen muchos dineros empozados en el Ministerio de Transportes; o sea, que no están llegando en su totalidad a las regiones.



Entonces, antes de aprobar la idea de legislar, debiéramos tener claridad sobre los recursos regionales, para saber si seguimos aprobando el subsidio al Transantiago. Porque no existe un efecto espejo real si sostenidamente se nos señala que los fondos no están llegando ni en las cantidades pertinentes ni en la oportunidad que corresponde.



¿Cuánta de esa plata se encuentra en la Cartera del ramo, sin que se ponga a disposición de las regiones?



Sería muy útil conocer ese antecedente no cuando discutamos en particular, sino ahora, antes de votar en general. Porque, finalmente, uno de los aspectos centrales de este proyecto es otorgar un aporte mayor, tanto al Transantiago como a los fondos espejo en regiones.



Sin esos datos, sin saber de dónde provendrán los recursos que se requieren ni cuántos son los que se hallan empozados en el Ministerio, es muy difícil que nos pronunciemos afirmativamente. No disponemos de toda la información sobre el particular. 



Pregunto directamente al señor Ministro lo siguiente: ¿cuál es el artículo del proyecto que señala cómo se va a financiar lo propuesto para este año?



No puedo pedirle que me indique cómo se solventarán los subsidios de los próximos años, porque uno entiende que eso se incorporará en las respectivas leyes de presupuestos. Sin embargo, en lo concerniente al aporte adicional que se plantea para el año en curso, de 120 mil millones de pesos, consulto: ¿dónde está la norma que establece que ello se cubrirá con recursos del Tesoro Público?


Insisto en conocer los datos respecto de los dineros empozados en el Ministerio, que debieron ser entregados a las regiones, pero que a la fecha no se han distribuido. Y no estoy hablando, señora Presidenta, solo de fondos del 2015. Tengo entendido que montos del 2014 y, probablemente, de años anteriores no han sido traspasados a regiones.



Sé que este es un proyecto superdifícil de resolver. Porque, claro, aquí la amenaza es que, si no entregamos estos recursos, la consecuencia directa sería un aumento de las tarifas. Y esto último significa, por supuesto, más descontento ciudadano.



Sin embargo, señora Presidenta, para aprobar esos fondos resulta indispensable que tengamos toda la información y, por sobre todas las cosas, que conozcamos un programa detallado de cómo se mejorará el servicio de transporte público en Santiago.



Porque estas ideas de mejoramiento las escuchamos cada vez que se viene a pedir más plata al Congreso.



Los compromisos son siempre los mismos, pero no se cumplen.



En cada oportunidad se señala que disminuirá la evasión. No obstante, he leído estos días en la prensa que alcanzamos un porcentaje de evasión récord: superior al 25 por ciento.



¿En qué quedaron las promesas anteriores?



Todo el tiempo se argumenta que ahora sí se materializarán las obras de infraestructura necesarias a fin de garantizar que la gente pague y para que mejore el sistema de transporte público.



Pero nunca ocurre. ¡Nunca!



Por lo tanto, se quiera o no, esto se transforma definitivamente solo en pedir dinero, en solicitar al Parlamento que autorice la entrega de mayores recursos para financiar un sistema de transporte público con el cual sus usuarios están profundamente descontentos.



Como manifestaron otros colegas, no podemos seguir extendiendo cheques en blanco. Si no existe un compromiso concreto, conocido por todos nosotros antes de votar la idea de legislar, sobre cuáles serán los cambios, cómo se mejorará el sistema de transporte público, será imposible pronunciarse a favor.



Se trata de cuantiosos recursos públicos. ¡No estamos hablando de un proyecto cualquiera!



El Ministro de Hacienda le ha señalado al país en forma reiterada que este año y los próximos enfrentaremos un escenario de enorme restricción fiscal.



Se dijo que se deben priorizar los recursos del Estado en educación, en salud, en mayor seguridad para la población.



Pero pretendemos aprobar un proyecto que, en forma adicional, entrega por tres años 120 mil millones de pesos anuales, cifra que se incrementa a 260 mil millones a partir de 2018 y hasta 2022.



¡Los recursos son muy cuantiosos!



¡Se trata de mucho mucho dinero, en un marco de restricción fiscal!



Además, destinaremos esos fondos con cargo a los ingresos que administrará un nuevo gobierno desde marzo de 2018. Lo dejaremos sin ninguna posibilidad de maniobra ni de ofrecerle al país alternativas de solución que sean financiadas con recursos fiscales. ¡Porque todos esos dineros quedarán comprometidos!



Con franqueza, eso no me parece responsable. Tampoco considero bueno seguir hipotecando recursos fiscales, que son escasos, más aún en un período de restricción financiera que es fruto, entre otras cosas, de un menor crecimiento económico.



Señora Presidenta, espero respuestas a las preguntas que le formulé al señor Ministro.



Muchas gracias.

La señora ALLENDE (Presidenta accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señora Presidenta, uno puede decir lo que quiera de la palabra “Transantiago”. Sin embargo, está ligada indefectiblemente a un proyecto fracasado que tuvo un mal resultado para las familias chilenas.



El ex Senador Escalona, quien no es precisamente de Derecha, dijo que se trató de una decisión de tecnócratas, realizada sin consulta ciudadana y que constituyó el más grave error cometido en los últimos 20 años de los gobiernos de la Concertación.



Un informe elaborado por la Asociación de Concesionarios de Transporte Urbano de Superficie (ACTUS) reveló que el Transantiago generó un déficit de 73 mil 413 millones en 2014. Además, dicho estudio estableció que los recursos destinados al presupuesto del año pasado no alcanzaron a cubrir los subsidios principales del sistema: el pase escolar y los transbordos.



De ese modo, se requirieron 73 mil 413 millones adicionales para cubrir en su totalidad los ítems mencionados, por lo que fue necesario recurrir a una parte de los ingresos operacionales.



Al mismo tiempo -coincidiendo con lo planteado por el Senador García-, la última medición oficial de este año reveló que la cantidad de pasajes impagos del Transantiago alcanzó un promedio de 26,7 por ciento, lo que significa 2,2 puntos porcentuales más que lo registrado entre los meses de enero y marzo de este año, según consigna El Mercurio a través de la Ley de Transparencia.



Tales resultados, señora Presidenta, confirman que, en promedio, en 2015 se produce la mayor evasión registrada por el sistema, 25,6 por ciento, lo que implica que una de cada cuatro personas que utilizan el Transantiago no paga pasaje.



Ese resultado se transforma en un récord si consideramos que en 2007 -cuando comenzó a operar el sistema- la evasión llegaba solo a 13,5 por ciento y que el año pasado alcanzó el 24,2 por ciento.



Este proyecto de ley tiene el siguiente objetivo: “Modernizar el subsidio al transporte público remunerado de pasajeros, permitiendo mantener los equilibrios financieros y operaciones del sistema; incorporar nuevos modos de transportes como los tranvías, teleféricos y ascensores, y realizar ajustes para facilitar e incentivar el desplazamiento de los mismos; ampliar el objeto social de Metro S.A., a la prestación de servicios de transporte público remunerado de pasajeros en superficie mediante buses y minibuses, sin restringirse a medios eléctricos”, etcétera.



En verdad, me parece que esta iniciativa no va en la línea correcta. Este nuevo subsidio no hace más que obviar otras necesidades del país, como las relacionadas con el ámbito de la salud o con la rebaja del valor del pasaje para adultos mayores.



Con 144 millones de dólares en 5 años se podría incluso contratar 400 médicos especialistas -es lo que la gente nos pide en el día a día- para los 60 hospitales de alta y mediana complejidad. Con 238 millones de dólares es factible pagar el 100 por ciento de nuestra deuda hospitalaria, que tiene hoy en las cuerdas a la salud pública.



Rodrigo Troncoso, investigador del Instituto Libertad y Desarrollo y experto en transporte, señala que, a pesar de que la ley N° 20.378 establezca que el nuevo subsidio que se está pidiendo es para los estudiantes, en la práctica esto no es así.



Dice expresamente: “El subsidio que se pide para Transantiago es ideológicamente falso porque se pide para paliar las pérdidas agregadas del sistema, independiente de su origen”. 



Añadió que “la lógica de subsidiar bienes costosos de producir se ha usado por distintos populismos en el mundo, con desastrosos resultados”.



Y continúa: “Los precios deben reflejar costos para no distorsionar las decisiones. Por lo tanto, ¿éste es un subsidio social a la pobreza o uno a la ineficiencia del diseño del sistema, que es incapaz de lograr estabilidad financiera?”.



Señora Presidenta, hasta la fecha se han despilfarrado 7 mil millones de dólares de recursos fiscales en un sistema que, a ocho años de su puesta en marcha, aún no funciona, ni funcionará.



Hace algunos minutos un Senador del oficialismo decía que “estaban en camino de llegar a puerto”. Parece que su plan no tiene puerto conocido, porque el Transantiago continúa y continúa con el único objetivo de aumentar más y más los gastos y no ofrecer un mejor servicio, en un sistema totalmente quebrado.



A lo anterior, señora Presidenta, deseo agregar algo que algunos parlamentarios de regiones han planteado.



He dado mi voto indefectiblemente a proyectos anteriores sobre esta materia a cambio de lo que se ha denominado la “ley espejo”, que destina una cantidad de recursos para las regiones.



Pero ¿qué señalan las autoridades de mi Región? Que es imposible determinar si esos fondos son adicionales a los que normalmente llegan a ella.



¿Y por qué digo eso? Porque aquí opera este sistema de los Ministros de Hacienda y de los Directores de Presupuestos, en el cual nunca se sabe si están entrando recursos nuevos o si son los mismos de siempre que se están redestinando. ¡Así de simple!



Una autoridad de este Gobierno, de mi Región, me comentó: “Los recursos que nos dan por un lado se descuentan del Fondo Nacional de Desarrollo Regional”.



Al final, nos quedamos muy contentos con los recursos espejo, pero, en definitiva, estos no llegan a las regiones.



Y voy a agregar algo más.



El Senador García consultó recién acerca de cuántos recursos del Fondo de Apoyo Regional (FAR) aún no se han gastado, o sea, no les han llegado a las regiones.



Para información de Su Señoría, hay 36 mil millones de pesos en el citado Fondo de Apoyo Regional -según cifras entregadas por el propio Ministro Gómez-Lobo- que aún no se han distribuido.



Entonces, señor Presidente, ¡cómo puedo votar a favor de esta cantidad tremenda de recursos nuevamente para Santiago, para un proyecto que no solo fue mal diseñado y mal pensado, sino también mal aplicado!



¡Y esto no lo digo solo yo! ¡Lo sostienen el ex Presidente Lagos y también la actual Presidenta Bachelet!



Aquí, en este Parlamento, aprobamos la entrega de 500 millones de dólares para mi Región, los cuales, sin embargo, no han llegado a ella. Y todavía hay gente que lo está pasando muy mal.



A mi juicio, el Gobierno debe hacer planteamientos que perfeccionen el proyecto, que mejoren la calidad de vida de la gente de Santiago, pero que sean reales.



Señor Presidente, solicito al señor Ministro que separe los recursos que realmente se entregarán a las regiones a través de la ley espejo. Porque, de lo contrario, nos cuesta aprobar una iniciativa de ley en donde todo se mete en una sola bolsa y, en definitiva, tenemos en las arcas fiscales 36 mil millones de pesos sin gastar.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Moreira.

El señor MOREIRA.- Señor Presidente, señor Ministro, aquí tengo un informe que dice brevemente lo siguiente:



“Luego de un acucioso estudio profesional y serio, más allá de lo político, recomienda rechazar este proyecto tanto en general como en particular, más aún cuando hace unos meses la Presidenta de la República señaló expresamente que el Estado no tiene los recursos suficientes para llevar a cabo el programa de Gobierno.



“Frente a esta realidad, que deriva especialmente del pésimo momento económico que vive el país, a raíz de la incertidumbre que generaron reformas de corte populista y sin ninguna seguridad de financiamiento, es que se hace aún más imperativo el rechazo de la iniciativa, ya que despilfarrar tal cantidad de recursos para paliar el déficit de un servicio que funciona mal sin proponer ningún tipo de solución es un error grave. Pero hacerlo si el país no cuenta con muchos recursos es aún mucho más irresponsable.



“En efecto, el proyecto no contempla mayores iniciativas para hacer mejor un servicio que ya lleva más de ocho años de falla”.



En verdad, señor Presidente y señor Ministro, eso es lo recomendable. Pero yo me siento entre la espada y la pared, porque, obviamente, represento a una Región, como la de Los Lagos, que sufre serios problemas de transporte.



Indudablemente, sabemos que la ley espejo no es equitativa, como todos quisiéramos. No existe equidad entre lo que el Estado entrega al Transantiago y la ley espejo. Entonces, la distribución de esos recursos es arbitraria, centralista. ¡Y de espejo no tiene absolutamente nada!



También resulta complejo aprobar el proyecto de ley cuando un 24,2 por ciento de los pasajeros evade el pago del Transantiago, lo que implica pérdidas por 440 millones de dólares. ¡Y el hospital de Quellón cuesta 23 millones, y aún no lo podemos construir!



Sé que las comparaciones pueden ser un poco odiosas, pero es la realidad. Porque en la Región de Los Lagos también tenemos muchas necesidades y prioridades. Conocemos perfectamente la configuración geográfica de la Región, de las provincias de Chiloé y de Palena. Sabemos del complejo acceso de una a otra isla, de las dificultades de conectividad.



Uno se pregunta, entonces, por qué las regiones deben seguir subsidiando a los habitantes de Santiago que en forma irresponsable e inescrupulosa evaden el pago del Transantiago. Al final, la ley espejo es bastante mezquina con nuestras regiones.


¿Y por qué digo “mezquina”? Porque si se aportan cien a la Capital, las regiones deben conformarse con una cantidad similar pero dividida en catorce: una matemática que no funciona desde el punto de vista de los beneficios.



También resulta importante reconocer que la ley espejo ha hecho su aporte especialmente subsidiando el transporte en las regiones aisladas.



Pero no basta con eso.



¿Qué se ha hecho para mejorar, por ejemplo, el transporte público urbano regional, el cual no recibe subsidio alguno, más que la herencia de las micros amarillas, que ingresan a las regiones y terminan pintadas de otro color?



Hoy nos encontramos en ciudades como Puerto Montt, Osorno, Castro con un transporte público que no es rentable, lo que finalmente significa entregar un servicio malo a quienes utilizan este medio para desplazarse.



Así como inyectamos recursos en un servicio que es malo, las regiones también requieren mejorar los estándares de calidad de las máquinas, de los recorridos, de los tiempos de espera. Los mismos problemas que hoy afectan a los habitantes de Santiago también los padecen los de regiones. La diferencia es que a estos últimos nadie los subsidia y ven cómo cada día el costo por transporte aumenta, pero el servicio no mejora.



Cuando hablamos de estándares de calidad, entendemos que, así como se subsidia el Transantiago con mil 350 millones de dólares, los recursos de la ley espejo deben mejorar dichos estándares. Obviamente, los recursos que hoy se envían -se reconocen y se valoran- no son los que nosotros requerimos de acuerdo con las complejidades de regiones como la de Los Lagos, sobre todo en la provincia de Chiloé.



Cabe señalar que el señor Ministro, con viento, con lluvia, con tormenta, hasta con gritos de protesta -no eran para él, sino para mí-, ha conocido y se da cuenta perfectamente de las necesidades que tenemos en Chiloé, en Puerto Montt y en Osorno. Por lo tanto, pedimos que esos recursos aumenten.



Si me guiara por el informe a que di lectura, debiera votar en contra del proyecto. Pero si me pronuncio así, nos quedamos sin nada.



¡Y créanme que no es fácil vivir en zonas aisladas, en zonas extremas, como la provincia de Chiloé, con todas sus islas, sus alrededores, y la provincia de Palena!



¡Cuántas veces hemos recorrido Palena junto al otro Senador de mi Región, y hemos palpado en terreno las necesidades de sus habitantes en salud, en caminos, en falta de rampas para que puedan acceder a alguna embarcación que los traslade de un lugar a otro!



Si un habitante de alguna de esas islas pierde la embarcación que debía tomar, tiene que esperar un mes para que esta vuelva. De lo contrario, ha de contratar una lancha especial, cuyo costo es verdaderamente inaccesible para los sacrificados chilenos que viven en esos sectores.



Por eso, señor Presidente y señor Ministro, entiendo la necesidad de contar con estos recursos, pero también que alguien debe solucionar el problema del Transantiago.



Sé que el Transantiago y que los recursos que necesita para cubrir tanto el déficit que ha provocado su mantenimiento cuanto el despilfarro (palabra muy dura) de dinero que ha habido han sido obra del Gobierno de la Concertación.



Eso es verdad.



Pero también es verdad que, con Transantiago y todo, la gente ha votado por la Nueva Mayoría.



Entonces, pareciera que los chilenos, en especial aquellos que viven en la Capital, son un poquito masoquistas: porque ese servicio de transporte es malo, inhumano, y la gente continúa votando por esta Administración.



Nuestro Gobierno, el del Presidente Piñera, hizo esfuerzos...

El señor MONTES.- ¡Pocos!

El señor MOREIRA.-... -muchos más que los Gobiernos de la Concertación o que el de la Nueva Mayoría- para solucionar este problema. Pero debemos reconocer que, lamentablemente, no logramos resolverlo.



Entonces, no seamos tan estrictos en la manera como cada uno expresa su molestia: a través de un voto positivo o negativo, dependiendo de las circunstancias.



Yo me pronuncio a favor exclusivamente con el fin de que en mi Región haya posibilidad de transporte para los sectores más pobres, más alejados, más extremos. Pero le pido por favor al Gobierno que se preocupe de llevar mayores recursos a través de subsidios y que veamos la forma de entregarle al transporte urbano algún apoyo, lo que lamentablemente no se ha hecho pero es necesario, a la luz de los dineros que se gastan en Santiago.



Por eso expresé que esta ley espejo no resulta muy equitativa, es arbitraria y de espejo no tiene nada.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, sin duda, estamos llamados a una votación muy compleja.



Cada uno de nosotros ha dado su opinión sobre una obra que originalmente era extraordinaria y que iba a cambiar el rostro al transporte público y a mejorar la calidad de vida de quienes lo ocuparan.



Inclusive, en su oportunidad se nos dijo que la ciudadanía se iba a bajar de los automóviles para subirse al Transantiago.



Desgraciadamente, ocurrió lo contrario: la gente compró automóviles, motos, en fin, ¡para bajarse del Transantiago...!



¡Esa es la realidad!



Así, permanentemente, los distintos gobiernos nos han ido solicitando recursos con el fin de paliar el déficit que presenta el referido sistema.



Señor Presidente, la ley en proyecto persigue dos objetivos.



Primero, la modernización del subsidio al transporte público remunerado de pasajeros.



Ello es fundamental. La cuestión estriba en cómo hacerlo.



El segundo -también es algo complejo; y quiero advertirlo a quienes trabajan hoy en el transporte menor en la Región Metropolitana- es la modificación del objeto social del Metro. Esto permitirá la prestación de servicios de transporte público mediante buses y minibuses, y a la larga podría significar competencia para los taxis y los taxis colectivos en la Capital.



Bien hablaron muchos Senadores de los problemas existentes y de esta lechería que tiene mucha leche y cada día menos vaquitas.



Es supercompleja la situación a que nos estamos enfrentando.

El señor MONTES.- ¡Espectacular: mucha leche y pocas vacas…!

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Exactamente.



Es cosa de preguntarle a CODELCO qué nos está ocurriendo hoy con el precio del cobre; es cuestión de ver el Presupuesto que tendremos el próximo año. Y aquí se pide más leche, pero cada día hay menos vacas.



Esa es la realidad, señor Senador.



Por otro lado, estimamos esencial que no se confundan los proyectos.



Yo quiero plantearle al señor Ministro algo que me molesta (incluso, se lo dije en una reunión ampliada que realizamos en mi Región con los dirigentes de taxis colectivos de todo Chile): no es bueno ni aconsejable mezclar proyectos.



Aquí se está proponiendo algo muy justo para los transportistas menores (en muchas regiones los necesitamos), quienes merecen un apoyo que compense el impuesto específico: que durante los años 2015, 2016 y 2017 a los propietarios de taxis colectivos se les rembolse el equivalente a cinco unidades tributarias mensuales.



No es bueno, señor Ministro -se lo he planteado permanentemente-, mezclar las cosas.



Porque acá, de alguna manera, se pretende decirnos: “Ustedes están en contra de que a los colectiveros se les entreguen estos recursos”. Y se confunde esta situación con el aporte de platas al Transantiago.



¡No es la manera de presentar los proyectos! ¡Se trata de cosas totalmente distintas!



Sin duda, los fondos espejo para regiones debieron haber ido también al transporte menor y no solo al transporte mayor.



Con esta iniciativa de algún modo se está haciendo justicia a los dueños de taxis colectivos, quienes en muchos casos -incluida mi Región, la del Libertador Bernardo O’Higgins- trasladan a un porcentaje altísimo de personas que necesitan un buen sistema de transporte público.



Por eso, me parece muy justo que se haya llegado al apoyo planteado. Porque los colectiveros han sacado la cara. Y también en la Capital, junto con los taxistas, han desarrollado un trabajo para compensar el desastre del Transantiago. 



Por consiguiente, no me gusta -y lo señalo nuevamente- que se mezclen materias diversas.



Aquí hay una cuestión de justicia: entregarles a los colectiveros algo que compense el impuesto específico que pagan, el esfuerzo que están realizando. Porque se ha producido una absoluta distorsión entre el transporte público mayor y el transporte público menor en regiones, en circunstancias de que en muchas de ellas -por ejemplo, en la que yo represento- el menor lleva más cantidad de pasajeros que el mayor, al cual se le posibilita cambiar sus buses, tener infraestructura, etcétera.



No puedo dejar de manifestar mi molestia, señor Ministro, pues la materia en comento debería haber sido tratada en un proyecto distinto. Por ejemplo, en la iniciativa que congela por cinco años más la inscripción de taxis en el Registro Nacional de Servicios de Transportes de Pasajeros.



Aprovecho la oportunidad para solicitarle formalmente al señor Ministro que el congelamiento del parque automotor, al igual como ocurre con el proyecto que estamos discutiendo ahora, sea también a nivel regional. Ello, a los efectos de que no existan distorsiones ni problemas entre las distintas regiones.



De otra parte, me preocupa la ampliación del giro del Metro. 



Sería muy bueno que nos explicaran si con la compra de minibuses el Metro empezará a competir con quienes hoy entregan servicio de transporte en la Región Metropolitana. Porque posiblemente se pedirá más plata para el día de mañana comprar los buses y minibuses. Y después apareceremos, tal como sucede con el Transantiago, con déficits, con fracasos, con empresas que no prestarán el servicio, y les sacarán recursos a todos los chilenos y no solo a quienes viven en Santiago.



Por otro lado, me inquieta profundamente la cantidad de recursos que se le están entregando al Transantiago y que no veamos mejoramiento.



El mayor problema que tenemos es la evasión.



Es importante saber -y se lo consulto al señor Ministro- qué porcentaje del déficit, en plata, corresponde a la evasión que hoy registra el Transantiago.



Si nos hallamos en alrededor de 25 por ciento, lo más probable es que ahí esté el 50 a 60 por ciento del déficit.



Entonces, ¿qué se está haciendo -es importante la consulta- ante la evasión, que vemos que no disminuye?



Y tenemos el otro problema: cada día la ciudadanía se sigue bajando del Transantiago.



¿Qué se está haciendo?



Dicen que quieren descongestionar la Región Metropolitana, y especialmente la ciudad de Santiago. Pero la gente se está subiendo a los automóviles, a las motos (ojalá que utilice más la bicicleta y que se construya una mayor cantidad de ciclovías; eso hay que valorarlo).



O sea, se ha producido exactamente lo contrario de lo que se pretendía originalmente con el Transantiago: la gente se ha subido al automóvil, a la moto, y está dejando de usar ese sistema de transporte. ¿Por qué? Por razones obvias.



Bien lo decía el Senador Allamand: hoy prácticamente 30 por ciento de los buses se hallan obsoletos. La contaminación que genera ese sector seguirá. La situación no será como se pensó originalmente. 



Ahora, la gente que sube al auto va a provocar mayor congestión. Tendremos más vehículos, y por lo tanto, mayores problemas para el transporte público. 



Entonces, uno ve aquí que se solicitan recursos. Para otro proyecto que había, más recursos. Promesas, promesas. Y la gente, cada día más molesta, pues se demora más en llegar a su trabajo, en fin. En el fondo, la calidad de vida va bajando, en circunstancias de que originalmente se ofrecía mejorar el transporte público para elevar la calidad de vida, para acercar a las personas al lugar donde laboran y facilitarles el retorno a sus casas por la tarde. Pero ha sucedido exactamente lo contrario.



Por eso, señor Presidente, considero muy importante que se haya pedido segunda discusión, pues ello permite seguir conversando sobre este proyecto.



Porque aquí se trata de dar un cheque en blanco, y, como bien dijo un Senador que me antecedió en el uso de la palabra, lo único que se ofrece a cambio es que el Metro ingrese también al transporte público de pasajeros, pero arriba de buses y de minibuses.



Ahora, ¿ley espejo? Sí. Pero que los recursos vayan en beneficio directo del transporte público menor y mayor en todas las regiones.



En este caso, señor Ministro, lamento decirle que voy a votar en contra. Y después pediré votación separada, con el fin de aprobar el otorgamiento de apoyo a los transportistas menores, a los  colectiveros de nuestro país.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Van Rysselberghe.

La señora VAN RYSSELBERGHE.- Señor Presidente, he escuchado con suma atención el debate habido en esta Sala, y particularmente las intervenciones de los Senadores que participaron en la Comisión y la del señor Ministro.



Lo digo porque me llama profundamente la atención que se esté solicitando esta ¡enorme cantidad de recursos! En régimen, estamos hablando de cerca de 5 por ciento de lo que se pretendía recaudar con la reforma tributaria, solo como aporte adicional por año.



Entonces, cuesta asumir que se está pidiendo esa cantidad adicional de dinero solo para tapar hoyos.



El señor Ministro dijo: “Acá no se trata únicamente de paliar el déficit del Transantiago, sino que, además, hay una adecuación a la Ley de Quiebras; se incorporan los ascensores y los tranvías; se aumenta el giro del Metro”.



Está bien. Y uno podrá tener opiniones al respecto.



Con relación al incremento del giro del Metro, mi parecer es distinto del que planteó el señor Ministro.



Pero, yendo al fondo del asunto, debo subrayar que ninguna de tales medidas apunta a resolver el problema de gestión que aqueja hoy al Transantiago.



Uno podría pensar que debe entregar los recursos necesarios para que el sistema siga funcionando, pues, como dicen los lolos, “es lo que hay ahora”. Pero ello, siempre y cuando exista una programación sobre cómo vamos a arreglar el problema. Porque no solo nos están pidiendo que mantengamos el subsidio que se estaba dando tradicionalmente, sino además que lo aumentemos en una cantidad increíble con los ojos y los oídos tapados y con las manos vendadas, sin que ni siquiera nos señalen un programa, un plan, una carta Gantt, algo fiscalizable, para ver si se está avanzando o no en la calidad del servicio.



Ahora, me llama mucho la atención que el señor Ministro afirme que se trata de uno de los mejores sistemas de transporte público.



A decir verdad, quedé muy impresionada con esa aseveración. Porque, de lo que uno observa por televisión -yo vivo en una región; por lo tanto, prácticamente no uso el sistema-, los usuarios corrientes del Transantiago no se hallan conformes.



O sea, todos los usuarios que le ponen nota roja al Transantiago están profundamente equivocados, mientras los expertos sostienen que es el mejor sistema que hay.



¡Algo no me cuadra...!



Un poquito de realismo obliga a pensar que el sistema tiene algún defecto que impide que la gente lo valore como se supone que debiera hacerlo, de acuerdo a lo que planteaba el señor Ministro.



Ahora se formula una petición, pero no se ofrece nada a cambio. O sea, no hay cómo disminuir la evasión, mejorar los rendimientos, reducir los tiempos de viaje, etcétera. Todo sigue exactamente igual. Y se plantea una cosa bastante cosmética, pero nada que vaya al fondo del problema.



Entonces, considero de una irresponsabilidad suprema el comprometer tal cantidad de recursos por un importante número de años sin siquiera un esbozo de la forma como se pretende mejorar la calidad del servicio.



Ahora, a quienes representamos a regiones se nos dice: “¡No! ¡Es que hay una ley espejo!”.



Yo concuerdo con el Senador Moreira en que esa ley tiene bastante poco de espejo. Porque los 1.350 millones de dólares para el Transantiago van a beneficiar a 4,6 millones de habitantes. Pero les quiero decir que en el resto de Chile vivimos más de 10 millones de habitantes, quienes no tendremos más que esa cantidad de recursos para mejorar todos nuestros problemas de conectividad. 



Por lo tanto, se trata de un espejo bastante peculiar, pues reparte bastante mal los recursos a un lado y otro.



Además, se dice: “De esa manera van a llegar los recursos a las regiones”.



No me cabe duda de que deben llegar.



Aquí he visto que los Senadores defienden con mucho ahínco a sus regiones. Porque quienes representamos a regiones y vivimos en ellas no somos chilenos de segunda categoría como para que el Estado no invierta también en mejorar nuestra calidad de vida.



Probablemente a las regiones llegaría más dinero si no se malgastaran los recursos en tratar de establecer paliativos para un sistema que hasta el minuto no tiene atisbos de mejoría. 



Yo estaría disponible para aprobar lo que se nos propone, pero contra algún proyecto que nos diera luces sobre cómo se va a mejorar el servicio.



Pedirnos que aprobemos esto así como está, sin carta Gantt y diciéndonos que debemos hacer fe en que las cosas van a mejorar, me parece un abuso de confianza.



Ahora, si lo aprobáramos en tales condiciones, habría una irresponsabilidad de nuestra parte.



Imagino que esta ha sido la misma discusión que se ha hecho desde que el Estado empezó a requerir aportes adicionales para el sistema.



Así que voy a votar que no. Y ojalá el proyecto se rechazara, para obligar al Gobierno a que proponga una solución real.



La actual Administración ha tenido tiempo más que suficiente para darse cuenta de que el sistema no funciona. Y, más allá de que vaya a funcionar o no, debe presentar una iniciativa seria para mejorar el Transantiago, al objeto de no seguir malgastando recursos. Porque, tal como dijo el Senador Allamand, de un proyecto realista que vaya en esa dirección no hay absolutamente nada.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- No sé si existe acuerdo -porque hay once inscritos- para hablar cinco minutos por Senador.

El señor LETELIER.- ¡No!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Imaginaba que esa iba a ser la respuesta.



Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, me sorprende la ligereza del lenguaje usado en esta Sala para una discusión de esta magnitud.



Por ejemplo, me llama la atención que en el Senado de la República se empleen conceptos errados cuando se habla de déficit, el que, como concepto, no existe en el transporte público de pasajeros.



Me extrañan las referencias de algunos a lo que “los análisis dicen” cuando parece que no se ha leído lo que piensan incluso los centros de estudios de la Derecha respecto del modelo de transporte público de pasajeros en la Región Metropolitana.



Por ende, permítame explicar, señor Presidente -lo planteo como alguien que ha seguido el debate en cada una de sus etapas y ha estado en la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones-, que nos hallamos en la cuarta fase de una discusión sobre la modificación del sistema.



La primera de ellas, muy fallida, se vinculaba con la implementación de lo que se conoció como “Transantiago” y generó una crisis tremenda, por haberse configurado a partir de cierta tecnocracia y pensándose en reducir el número de buses, sin una comprensión de cómo funciona la ciudad.



La segunda se verificó en esta Corporación. En una Comisión especial en la que participaron también la entonces Senadora señora Matthei y, si no me equivoco, el Honorable señor García, varios intervinimos en el análisis de cómo abordar el problema del transporte público de pasajeros. En esa oportunidad se socializaron en el Congreso conceptos como TPP, TPK y diferentes elementos en relación con cuáles son los guarismos que se usan para los efectos del sistema.



Políticamente, incluso, gente de las bancas de enfrente no quería, por momentos, tomar parte en el debate, ya que no deseaba hacerse corresponsable del modelo de transporte en la Región Metropolitana.



Cabe recordar la labor del titular de la Cartera en esa época, el señor René Cortázar, a quien le tocó modificar los contratos.



En la tercera fase, durante el Gobierno del Presidente Piñera, el Ministro de Transportes de entonces, junto con colegas de enfrente, asumieron un lenguaje distinto en el Congreso Nacional. No mencionaban un déficit, sino el rol del subsidio público al transporte de pasajeros para cubrir al menos tres variables, que es lo mismo que se hace ahora: el transporte escolar, el traslado que no se paga y un tercio de la inversión del Metro en la Región Metropolitana.


Sin duda, señor Presidente, ahora estamos frente al análisis de la cuarta etapa del sistema en Santiago, donde la situación es muy distinta que en las otras catorce regiones. A mí me gustaría que en la discusión futura nos abocáramos a las políticas de subsidio al transporte de pasajeros en el país y no solo en la Capital, porque creo que una de las perversiones en el asunto son los mal llamados “recursos espejo”. Hay mucho financiamiento escondido que no se destina a dicha actividad.



Es más. Existe una norma que determina cuál es el mínimo de la plata que en las regiones tiene que ir al transporte público de pasajeros, pero se cubren muchos aspectos que no inciden directamente en la tarifa, que es lo que les interesa a los ciudadanos.



Aquí se ha hecho referencia a una política de subsidio. Todos los especialistas que concurrieron a la Comisión demostraron que nos encontramos dentro de los modelos de transporte público de pasajeros que requieren una mirada distinta, sin duda, pero, para el nivel de recursos que se utilizan en el subsidio, no es mucho más de lo que se puede pedir. Según los estudios -ya que a la gente le gusta referirse a ellos-, nuestro sistema probablemente es de los mejores en América Latina por peso invertido.



¿Deseamos algo de mejor calidad? Sin duda. Y eso pasa por un debate en cuanto a qué tipo de ciudad queremos. En la Comisión se ha planteado que es preciso llevarlo a cabo en un contexto mayor.



Sin embargo, es preciso entender que median discusiones diversas. No se trata del Metro frente a los buses ni de los buses frente a los taxis colectivos, sino de un sistema de transporte público de pasajeros. Por eso, se registra un avance muy grande al reconocerse que el transporte menor es parte de este último, algo que no se había querido asumir. O sea, hay una red de servicios distintos. Los traslados en la Región Metropolitana no funcionan sin los buses.



No voy a entrar ahora en la controversia de si los operadores son todos buenos. La verdad es que existen tremendas diferencias entre uno y otro. Hay un problema de economía de escala, pero creo que algunos de ellos invirtieron en el proyecto, sacaron la plata y tienen semiquebradas sus empresas, y estamos expuestos a un riesgo tremendo por los que han sido poco responsables.



Por mi parte, entiendo que los aspectos relacionados con el transporte público dicen relación con uno de los bienes que el Estado debe proveer. Aquí radica la cuestión de fondo.



¿O deseamos que ese sea un asunto privado?



¿Queremos que la gente se baje o no de los autos?



¿Esperamos que aumente o no la velocidad del transporte público de pasajeros?



Para nuestro tipo de ciudad, tan extendida, tan poco densificada y en la cual las horas de viaje son muchas, evidentemente tenemos que invertir en vías exclusivas o en calles solo para el transporte público. Es necesario considerar a qué lado de la calle se baja la gente y el desplazamiento de taxis a mano izquierda y de buses a mano derecha. Cabe discutir aspectos de gestión que son fundamentales. Exhibimos un tremendo déficit en este ámbito, en el que podemos avanzar mucho.



Ahora, se suscita un debate con relación al Metro, señor Presidente. No abrigo la convicción -y quiero decirlo- de que sea bueno que este asuma una responsabilidad en el transporte de superficie. Es algo que estoy abierto a tratar.



No me opongo a un rol del Estado en ese ámbito. ¿Pero para qué? ¿Para una contingencia? ¿Para contar con una empresa espejo o para evaluar efectivamente lo que se está gastando? Es muy importante precisarlo.



A mi juicio, la aprobación del proyecto es una necesidad, pero requiere también -y eso corresponde a la discusión particular- que nos ocupemos en la materia sin la estridencia de algunos que juzgan que el transporte público de pasajeros en Santiago es un desastre, porque no es cierto.



¿Queremos un estándar mejor? Así es. No nos gustaba la contaminación de antes, que se ha reducido bastante; el número de accidentes, que ha disminuido significativamente; tanta desprotección de los choferes, quienes la sufren hoy mucho menos.



¿Se puede avanzar? Claro que sí.



En la cuarta etapa se requieren, de una vez por todas, políticas de transporte público de pasajeros para el país.



Los que somos de regiones deseamos que baje la tarifa en ellas. No queremos que el traslado entre una comuna rural y la capital regional cueste mil quinientos pesos, en circunstancias de que los sueldos promedio son mucho más bajos que en la Región Metropolitana.



Hay señales perversas en el sistema.



Tampoco deseamos que los llamados “recursos espejo” no lleguen a las regiones. Desde hace tiempo que no se dispone de una cierta norma que debe ser aprobada por la Contraloría para invertir los recursos.



El Senador que habla va a aprobar la iniciativa en general.



Estimamos importante que el transporte público sea un bien en que el Estado intervenga por la vía de subsidiar. Pero todos los institutos que nos han venido a ver -¡todos!-, como Libertad, Libertad y Desarrollo, han entendido que se trata de una inversión, no de un gasto. Sería útil que conversáramos en el mismo lenguaje.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ignacio Walker.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señor Presidente, qué duda cabe de que la experiencia del Transantiago ciertamente es un ejemplo, como aquí se ha dicho, de tal vez la peor política pública en los veinticinco años que llevamos de vuelta a la democracia. Lo anterior no está en discusión, y cada uno podrá reflexionar acerca de por qué y cómo ello ocurrió y de cuáles son las responsabilidades.



Encuentro mucho más interesante lo hecho por el ex Ministro de Transportes señor René Cortázar, quien ha publicado un libro acerca de diez lecciones, desde el punto de vista de las políticas públicas, que se pueden extraer de aquella que nos ocupa y de otras experiencias en nuestro país.



Por lo tanto, me parece que no tiene mucho sentido hacer permanentemente la misma referencia histórica y apuntar con el dedo a posibles responsables. Es preciso extraer enseñanzas y tratar de mirar hacia adelante para ver cómo lograr un buen sistema en el ámbito de que se trata.



El subsidio en la materia evidentemente es una realidad a nivel mundial en las sociedades más desarrolladas. No hay ninguna en el mundo que no cuente con el mecanismo. Y lo cierto es que en Chile no lo aplicábamos hasta hace cinco años. Era una anomalía. Pero también lo era, así como un peligro público, el sistema de transporte público en la Región Metropolitana.



¡Y para qué mencionar los déficits tremendos en las regiones!



Dicho instrumento es una realidad -repito- en los países desarrollados. Y el nuestro se halla en vías de desarrollo. En París y en Londres, por ejemplo, el subsidio a la operación del transporte público fluctúa entre un 40 y un 60 por ciento. En Chile varía entre un 35 y un 40 por ciento.



Si se aprueba el proyecto que nos ocupa, como espero, llegaremos a una cifra de 120 mil millones de pesos adicionales: 60 mil millones para Santiago y 60 mil millones para las otras regiones. Son mil 300 millones de dólares. A eso asciende el subsidio en Chile.



En Buenos Aires importa dos mil millones de dólares, como ha dicho el señor Ministro. En Londres asciende a tres mil millones.



Destinar mil 300 millones de dólares a este efecto -o 920 mil millones de pesos, su equivalente-, a pesar de ser doloroso, de llevarse a cabo un legítimo debate acerca del destino de los recursos, evidentemente que es la tónica y lo que impera al respecto en los países desarrollados.



Además, todos sabemos que los usuarios del sistema son las personas de menores ingresos, quienes carecen de un vehículo para trasladarse. Por lo tanto, la medida presenta un contenido progresivo: el subsidio del transporte público, utilizado principalmente por ese sector.



Ahora bien, estimo razonable uno de los comentarios del Senador señor Allamand, aunque no comparto su conclusión ni su voto. Su Señoría ha expresado: “Evitar el aumento de tarifas no puede ser la única o la principal justificación de un subsidio de este monto”.



Efectivamente, el panel de expertos informa acerca de un incremento en el valor del pasaje de un 5 por ciento, y queremos evitar el alza.



Tratándose de uno de los motivos que justifican el mecanismo y el aumento de 120 mil millones de pesos en el año en curso y de 260 mil millones, si se considera a Santiago y a regiones, a partir de 2018 y hasta 2022, evidentemente que es legítimo preguntarse cuál ha sido el destino de los recursos -en ese sentido, el señor Ministro de Transportes también tiene razón- en estos cinco años.



Desde luego, los estudiantes pueden viajar con una tarifa rebajada. En la Región de Valparaíso y del Aconcagua, a la que represento, permanentemente se observa el alivio que la medida les significa a ellos y a sus familias. Esta no sería posible sin el subsidio.



En seguida, se ha fortalecido el transporte regional. El “efecto espejo” es muy importante para regiones distintas de la Metropolitana. A ellas se destinan cuatrocientos mil millones de pesos, los que ascenderán a cuatrocientos sesenta mil si se aprueba el subsidio, como lo espero.



Asimismo, con cargo a estos recursos se han generado servicios de conectividad.



Además, se ha invertido en infraestructura.



En consecuencia, no se trata solo de evitar el aumento de la tarifa.



Y, en el mismo sentido, para terminar aterrizando en la realidad de la Quinta Región, en mi caso, que presenta bastante diversidad con 38 comunas, la conectividad ha sido señalada como el principal objetivo, de hecho, por el Gobierno regional, tanto en la presente Administración como en la anterior.



El aspecto recién mencionado no es menor, entonces, y quiero dar un ejemplo de ello. Cuando el Presidente Lagos, en 2005, reinauguró el Metro Regional de Valparaíso, más conocido como MERVAL -el servicio estuvo detenido mucho tiempo-, se registraban ocho millones de pasajeros, los que hoy ascienden a 22 millones. Y nueve o diez trenes llegarán a fines de año y durante el próximo. Por lo tanto, Valparaíso, Viña del Mar, Quilpué, Villa Alemana, Peñablanca y Limache importan 22 millones de pasajeros que se transportan en el sistema.



¿Cómo le encuentro sentido, en la circunscripción que represento, a este esfuerzo, que no solo dice relación con Santiago, sino también con las regiones? El recorrido del MERVAL se podría extender, por ejemplo, desde Limache a Quillota, La Cruz y La Calera. Se están invirtiendo 320 millones de pesos este año para estudiar la viabilidad y la factibilidad técnica de la medida. En términos de conectividad, unir el Gran Valparaíso con el interior les cambiaría la vida a las personas, como es obvio.



Si nos ponemos en la perspectiva de que el destino de los recursos no es solo evitar un aumento de la tarifa -objetivo que es importante, desde luego-, sino también incorporar elementos de infraestructura, abaratar el pasaje de los estudiantes y velar por la conectividad, resulta claro que ello le da un sentido a lo que estamos haciendo.



He mencionado una sola obra, en el caso de la Quinta Región, de aquellas que aspiramos que se puedan impulsar en el Gobierno de la Presidenta Bachelet, pero cada uno de nosotros, que representamos a distintas circunscripciones, obviamente podemos dar testimonio de que estos recursos, que van a ascender a 920 mil millones de pesos o mil 300 millones de dólares, son mucha plata. Mas no hay ningún país desarrollado en el mundo que no cuente con un sistema sustantivo de subsidio a la operación del transporte público.



Por eso, votaré a favor.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Hago presente que hay nueve inscritos, habiéndose pedido segunda discusión para la iniciativa que nos ocupa. Cabe recordar que la tabla de la sesión de mañana comprende varios proyectos de ley. Si no hay objeciones, se prorrogará por una hora el Orden del Día.



Acordado.



Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, el 27 de junio recién pasado se cumplió el primer año del fallecimiento, tras una larga agonía de casi un mes, de Marco Cuadra, dirigente que se quemó a lo bonzo el 2 de junio de 2014 ante las prácticas antisindicales de que era objeto por parte de la empresa Redbus S.A, operadora de los recorridos B y C del Transantiago.



En esas circunstancias, se realizaron velatones a lo largo de todo Chile.



Pudimos conocer un mensaje que envió a sus colegas, en el que les dijo: “He decidido mandar una carta al inspector regional del Trabajo para contarle cómo tratan a los sindicatos en mi empresa. Por lo tanto, me voy a quemar en el Ministerio de Trabajo. Hasta siempre, compañeros”.



Lo que pasó con Marcos Cuadra revela un aspecto poco tocado y del cual el Gobierno tiene que preocuparse. 



Cuando instalamos el Transantiago, la promesa fue mejorar el servicio a los usuarios, pero también las condiciones laborales de los conductores, quienes cumplían extensas jornadas. Se registraban un gran consumo de drogas y diversos problemas de estrés.



Ya llevamos cinco años y el problema no se ha superado. Hay 16 mil trabajadores y más de 800 sindicatos. Se ha llegado a una situación muy compleja. El personal se sindicaliza por el fuero, dada la alta inestabilidad.



Lo cierto es que, a pesar de las fuertes multas que hoy día se les aplican a las empresas del Transantiago, estas se hallan lejos de cumplir con la protección de los  trabajadores. Se cursan miles de multas y no todas se pagan. Y ahí vemos a la Dirección del Trabajo, dilatando las más de las veces. 



Es bueno señalar, frente a la crítica que aquí se hace al Transantiago, la cual comparto, que el Presidente Piñera tuvo cuatro años para solucionar el problema. Le he preguntado al Ministro Gómez-Lobo si existe un estudio comparativo que muestre lo que se avanzó en esta materia durante los cuatro años del Gobierno de Piñera con relación a lo que hemos logrado nosotros en solo dos. 



Siento que se necesita sincerar las condiciones del Transantiago.



Tuve oportunidad de visitar Madrid junto con el Honorable señor Zaldívar y el entonces Senador Chadwick. Y en esa ciudad el municipio subsidia el transporte. Anualmente significaba un costo de 1.350 millones de euros y había una recolección por concepto de pago que llegaba solo a 800 millones. Es decir, se daba un déficit de más de 500 millones de euros. Y el transporte público en Madrid es el mejor de Europa. 



¡Siempre va a haber déficit! Lo importante es que, si lo hay y se otorga un subsidio fiscal, tiene que entregarse un buen servicio. En tal sentido, hemos sostenido que hay aspectos que no mejoran en el Transantiago. Son temas en los que tenemos que profundizar.



Este siempre ha sido un debate muy corto, con estrecho margen. El informe que nos presenta el Gobierno contiene la evaluación económica, el impacto de la evasión y el mal uso de la Tarjeta Nacional Estudiantil (TNE). Yo quisiera saber cuánto ganan los administradores del Transantiago. ¿Han pagado las multas? ¿Están cumpliendo los recorridos? ¿Cumplen la exigencia tecnológica que prometieron para recibir este millonario subsidio?



Sobre esos aspectos no he encontrado nada en el informe. Nada se dice respecto de la evaluación de los costos asociados al buen servicio. El estudio que se plantea tiene que ver con los subsidios, con la evasión y con el mal uso de la TNE. 



Recuerdo que cuando esto se puso en marcha partió con el Banco Falabella, el Banco Chile, un conjunto de instituciones bancarias que se metieron al negocio del transporte público porque eran la espalda económica de las empresas que llegaban. 



Transcurridos cinco años, lo que existe es un sistema deficitario que tiene la llamada “ley espejo”. Para mí, a lo menos debiera haber una evaluación, señor Presidente. Es ofensivo que a este Senado, con 34 representantes de regiones, de un total de 38, se le haga llegar un informe que no da cuenta en forma detallada del uso de los recursos en cada una de las quince regiones. O sea, tenemos que aprobar 400 mil millones de pesos para el Transantiago y no se nos informa sobre los resultados de la ley espejo. A mi juicio, no se nos quiere entregar esos antecedentes. 



Se pone énfasis en la evasión, por cierto, que es mala: 25 por ciento de los pasajeros no paga por las etapas de viajes que realiza. Asimismo, se hace mal uso (aproximadamente, 7 por ciento) de la TNE. El Ministerio administra esta tarjeta junto con la JUNAEB y ha resultado un desastre en regiones.



¿Sabe, señor Presidente? El temor que tenemos es que nos quieran imponer un modelo que presenta fallas y que, desde luego, todavía se encuentra en etapa de desarrollo. Todos los expertos hablan de que se requieren 10 años para estabilizar un proyecto de modernización del transporte público. Pero ahora lo quieren imponer en la Región del Biobío. Han venido de CORESUR (Consejo Regional Sur del Transporte Urbano Mayor) a plantear que la implementación del perímetro de exclusión, que básicamente dice relación con el tema de la licitación, tendrá una extensión máxima de 5 años, en virtud del artículo 4° transitorio de la ley N° 20.696.



Hoy, en regiones las máquinas salen de servicio cuando cumplen 12 años. Son máquinas en buen estado y viene el subsidio de chatarrización, pagado por el Estado, que alcanza a los 12 millones de pesos por cada máquina retirada de circulación. No obstante, muchas de ellas se encuentran en buenas condiciones. ¿Dónde irán a parar? ¿Se chatarrizarán de verdad?



En la ciudad de Coronel ha habido estafas y Metalpar -cuya historia, que es de larga data, ya conocemos -, además de otras empresas, ha generado una situación muy compleja para los transportistas del sur. Cuando estaban en Santiago, se daba el desastre, el abuso más grande.



Quiero llamar la atención del Senado en orden a que, si el Transantiago no termina de consolidarse, cualquier alteración que hagamos en los procesos de regiones, que están funcionando más o menos ordenadamente, debe llevarse a cabo con sigilo, con responsabilidad y, por cierto, con mucha evaluación. Los dirigentes que vinieron entregaron un documento muy importante de evaluación. 



También quiero recordar que en la Región del Biobío, particularmente en Concepción, cuando los estudiantes en Santiago, los “pingüinos”, peleaban por conseguir 24 horas de transporte los siete días de la semana, incluyendo el horario nocturno, ya teníamos esos beneficios desde hacía siete u ocho años, sin contar la rebaja en el valor del pasaje para los adultos mayores. 



En esa ciudad, los estudiantes tienen transporte público los siete días de la semana, incluyendo sábados y domingos, las 24 horas. Y también hay un subsidio especial, una tarjeta que beneficia y se entrega a los adultos mayores.



Señor Presidente, antes de pronunciarnos -entiendo que el Ministro ha tenido que salir de la Sala-, me gustaría que se nos diera una evaluación, a lo menos general, del uso de la ley espejo -me dicen que el Ministro está sentado detrás de mí-, de modo tal que, cuando me pregunten al respecto en mi región, sobre todo cuando le comuniquemos a la gente que va a llegar plata para mejorar el transporte público, yo pueda decir “para esto viene” y pueda dar a conocer la buena nueva. Pero no se trata de aprobar millonarios recursos que no presenten el desglose que me gustaría conocer, principalmente cuánto gana el administrador provisional, cuánto se va en el ejercicio de administrar el Transantiago, de tal manera que no solo nos fijemos en el porcentaje de evasión.



Creo que fue el ex Presidente Frei, cuando era Senador, el que al ver que el sistema no funcionaba preguntó en la Sala: “¿En qué lugar del mundo el transporte público subsidiado es privado?”. En Londres es estatal; en Madrid es estatal; en todas las capitales de Europa es estatal. No es privado. Lo que ahí hay es un subsidio que otorga el Estado para su transporte público. Hoy nosotros se lo damos a un conjunto de empresas que no cumplen las normas laborales y cuyo único interés -digámoslo- es aumentar sus utilidades. Vienen y se van.



En ese sentido, señor Presidente, creo que, a 5 años de la creación del subsidio al Transantiago, una evaluación real se hace urgente y necesaria, sobre todo para determinar si el transporte público de la capital, que presenta estos niveles de gasto (2 millones de dólares diarios -eso es lo que nos cuesta el Transantiago-), tiene que seguir siendo administrado por un conjunto de privados que no lo hace bien, o si de una vez por todas se debe hacer cargo de su administración el Estado.



El Metro de la capital era uno de los mejores trenes subterráneos de América Latina. Se sobrecargó por el mal funcionamiento del Transantiago, pero sigue siendo una empresa pública, estatal, de altísimo rendimiento. Es la recarga de pasajeros, principalmente producto de los graves incumplimientos del transporte de superficie, lo que lleva a la gente a optar por su servicio.



Algunos dirán que es una idea estatista, una idea de izquierda. ¡No! Que yo sepa, ni en Madrid, ni en Londres, ni en París, ni en las principales ciudades del mundo desarrollado, ni en Finlandia, ni en todas las capitales de Europa, son “izquierdosos”. ¡El MAS no tiene filiales en Europa, señor Presidente…! Y la Izquierda, si bien tiene presencia allí, concuerda con la Derecha en cuanto a que el transporte público es del Estado. La novedad nuestra es que se lo pasamos a privados. Entonces, cuando hay que reclamar, efectivamente nos encontramos con un problema de fiscalización.



Si el sistema no mejora, la evaluación del traspaso del transporte público de la Región Metropolitana al Estado va a surgir simplemente de la necesidad de no seguir con este millonario derroche y con el pago de recursos que al final solventan todos los chilenos. Porque cuando se pagan 2 millones de dólares en Santiago, el costo lo asume la gente de Concepción, de Tomé, de Penco, de Talcahuano, de Santa Bárbara. Lo pagan las regiones. Lo paga su región, señor Presidente. No es que salga de las arcas de la gente de la Región Metropolitana. Y lo peor: los recursos van a una empresa privada.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Guillier.

El señor GUILLIER.- Señor Presidente, estamos discutiendo un proyecto que se ha hecho rutinario todos los años y que, en este caso, propone aumentar el monto total del subsidio a que se refiere el artículo tercero transitorio de la ley N° 20.378, con un aporte especial, adicional, de hasta 60 mil millones de pesos, del 2015 al 2017, y de 130 mil millones de pesos, desde el año 2018 al 2022.



Ahora, ¿por qué esta discusión? Desgraciadamente, más que pensar en una mejor atención a la ciudadanía, se trata de sostener un modelo de negocio llamado “Transantiago”, que no ha logrado, primero, consolidarse como modelo de negocio, y segundo, menos avanzar y mejorar en forma progresiva un servicio básico para la ciudadanía.



Felizmente, en parte ha significado también un subsidio para el transporte público de regiones, aun cuando, en los hechos, se lo ve más como una suerte de costo adicional del Transantiago o como una compensación para los transportistas de aquellas. 



En ningún caso, ni en Santiago ni en regiones, se podría decir que los aportes que el Estado realiza han ayudado a mejorar la calidad del servicio, toda vez que más bien han permitido a los operadores no hacer inversiones y confiar en que podrán sostener el sistema por la vía del subsidio.



Sin embargo, siendo esta una discusión rutinaria, en este caso presenta algunos agregados. Por lo pronto, incorpora regulación y  sujetos de subsidio, como vehículos con propulsión propia (teleféricos, tranvías), lo que abre potencialmente -imagino- el camino a impulsar algún tipo de proyecto de transporte público en regiones. Habrá que ver cuáles de ellos se concretan. Algunas regiones ya han sido señaladas como depositarias de iniciativas que podrían desarrollarse, más allá de recibir subsidios que al final más bien terminan empatando con los intereses de los operadores.



En segundo término, el proyecto se abre a la posibilidad de entregar subsidios en algunas regiones por rebajas de tarifas en los llamados “perímetros de exclusión” en las zonas urbanas, como asimismo en las rurales.



Y, finalmente, incorpora un bono para los taxis colectivos, equivalente a 5 unidades tributarias mensuales, para los años 2015, 2016 y 2017.



Por otra parte, se incorpora en el objeto social del Metro de Santiago la posibilidad de prestar servicios de transporte público remunerado de pasajeros en superficie, lo cual hace suponer que podrían existir algunos planes de desarrollo en el mismo sentido, los que sería bueno explicitar.



Sin embargo, señor Presidente -y para concluir-, hasta ahora este sistema de subsidio no aparece ante la opinión pública como un mecanismo eficiente en la perspectiva de asegurar la calidad de un servicio de transporte, sino, fundamentalmente, como un costo que se paga -reitero- para sostener un modelo de negocio que no termina de afirmarse y que muestra gastos siderales.



Y permítanme hacer una pequeña precisión. 



No entiendo por qué razón se entrega un bono compensatorio para bencina a los taxis colectivos y se excluye a los taxis básicos, en sus modalidades ejecutivo y de turismo, que prestan un servicio similar, toda vez que la petición de recursos para mayores subsidios al transporte se basa en la idea de avanzar hacia una suerte de sistema integrado. No hay razón aparente para no considerar a los taxis básicos en sus submodalidades ejecutivo y de turismo. 



Por lo tanto, si bien es cierto que vamos a apoyar, con resignación, el proyecto en análisis -si no, quedaría un desastre mayor-, la verdad es que seguimos en la situación de otorgar subsidios anuales para sostener (insisto) un modelo de negocio cuyo pie en regiones tiene que ver más con una suerte de compensación que con recursos que mejoran cualitativamente los sistemas de transporte zonales.



Muchas gracias.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Montes.

El señor MONTES.- Señora Presidenta, ayer me tocó asistir con el Senador Hernán Larraín a un seminario en la Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales (FLACSO), donde tuve ocasión de hablar sobre la crisis del Congreso Nacional. 



Y pensando qué pasa con el Parlamento, por qué ha caído su prestigio, llegando a niveles muy bajos tanto en Chile como en otros países, me atrevo a decir que quizás una de las cosas importantes es el tipo de debate que desarrollamos y cómo lo acometemos, hasta qué punto discutimos los grandes temas nacionales con la altura necesaria, pues ellos requieren soluciones más complejas que no pueden simplificarse como que aquí están los malos y allá están los buenos.



He escuchado muchas intervenciones que buscan descalificar a quienes están en el Gobierno, a los Ministros, pero sin asumir el problema real de que tenemos ciudades muy sobrepobladas y serios problemas relacionados con cómo se trasladan las personas dentro de ellas, dadas las características del tipo de urbe con que contamos.



La discusión sobre las ciudades tiene como eje principal el analizar el transporte de pasajeros.



Los planes reguladores que hemos impulsado no han logrado resolver el dilema del transporte. Debemos buscar distintas formas de distribuir el suelo, en fin. La Cámara Chilena de la Construcción pide que Santiago crezca en 10 mil hectáreas, por ejemplo. Y no pensamos cómo vamos a llegar con transporte a algunos sectores a costos adecuados y cómo se van a desplazar las personas.



Cuando se subsidia el transporte público para brindar un mejor servicio, no solo se está subsidiando a las empresas del rubro, sino también a las personas, a los negocios que hay por distintos lados; en definitiva, se está subsidiando el funcionamiento de la ciudad.



Yo no pensaba hablar, señora Presidenta, pero lo hago porque oí al Senador Coloma y en verdad me impresionaron sus argumentos. 



Se hace gran escándalo porque aquí, dice, se están gastando 12 mil millones de dólares, acumulando y sumando todas las cifras que él creyó que podían sumarse.



Yo quiero recordar que la pura deuda subordinada representó para el Estado chileno entre 35 mil y 40 mil millones de dólares. Fue una mala política, un mal manejo de toda una coyuntura y eso es lo que significó para la sociedad.



Pero no nos podemos quedar pegados en aquello. Ahí había que ver cómo resolver el problema y por eso se planteó una solución para el sistema financiero. Está claro: el Banco de Chile debe pagar 700 millones de dólares anuales hasta el año 2036, a pesar de obtener grandes utilidades. Es una carga que la sociedad y el Estado le impusieron.



Podríamos mencionar las franquicias tributarias. ¿Cuánto significan para el año 2015? ¡10 mil millones de dólares! O sea, impuestos no pagados por las empresas, con lo cual se busca estimular determinado desarrollo o paliar otras cosas.



Solo el 65 por ciento del IVA le representa este año al Estado, en gasto tributario, 800 millones de dólares, equivalentes al subsidio fiscal total del Transantiago. Para este año, tal valor alcanza a 700 millones de dólares.



Entonces, como que de repente falta una discusión más concreta, más real, que vaya más allá de tratar de sacar una pequeña ventaja criticando esto o lo otro.



¿Qué contiene el proyecto en debate? 



Cosas muy fundamentales.



En primer lugar, amplía el concepto de transporte público, en la medida que trata de incorporar en dicho concepto a los ascensores, bajo ciertas circunstancias, y también a los tranvías, al metrocable. 



En segundo término, prevé posibles problemas más serios con el Transantiago, como la aplicación de las normas de la Ley de Quiebras al transporte público. Estuvimos a punto de tener una quiebra el año pasado, de que las empresas colombianas hicieran crisis, porque presentan serias dificultades de manejo, de administración, de todo. Y ha habido que evitar estas quiebras por todas las implicancias que ellas acarrearían.



También hay que prever que en determinadas circunstancias el Metro podría asumir cierta parte del transporte de superficie con cualquier tecnología, de tal manera de resolver situaciones como las que estamos temiendo que pudieran ocurrir en algún momento.



Personalmente, me parece que el Metro debería estar facultado para entrar al negocio inmobiliario. No puede ser que en los terrenos que compra solo pueda construir una estación y que en todo el perímetro que queda alrededor no pueda levantar un edificio con locales comerciales o con departamentos, como sí lo pueden hacer los metros de todo el mundo. Es una facultad que hemos pedido. Hemos presentado proyectos con la firma de varios parlamentarios. Ojalá que eso se considere.



El tercer tema del proyecto se refiere al aumento del subsidio, de modo de llegar a los 700 millones de dólares. ¿Cuánto cuesta el funcionamiento del Transantiago? 2 mil millones de dólares. ¿Cuánto se autofinancia con los pasajes? 1.300 millones de dólares, a los que se suman los 700 millones de subsidio.



El Transantiago atravesó una crisis inicial, pero hoy nos hallamos en una etapa totalmente distinta. La crisis se debió a que no hubo institucionalidad, a que no existían subsidios, a que estaban mal estudiados los orígenes y destinos de los pasajeros,  a que el tamaño de la flota no tenía relación con las necesidades del modelo.



¿Qué pasa en la actualidad? Hay más costos asociados porque existen mejores condiciones de trabajo para los choferes, por ejemplo. Se formalizó su situación. ¿Subsisten algunos problemas? Sin duda, pero los conductores cuentan con otro estándar laboral.



Se dispone de nueva tecnología en materia de buses. Y aunque persisten algunos inconvenientes, ya no se trata de los “camiones con carrocería” que había antes. 



Hay nuevas tecnologías para el pago de pasajes, como la tarjeta Bip y otras.



A mi juicio, este proyecto debiéramos apoyarlo con seriedad, más allá de las cuestiones que podamos abordar en la discusión particular.



Yo no he hablado de los fondos espejo, que son adicionales a todo lo anterior. Con ellos se busca resolver los problemas de las regiones. Este no es un proyecto antirregiones, sino uno que persigue solucionar ciertas situaciones que se producen en la Región Metropolitana. Todo indica que los recursos no han sido bien asignados, bien administrados. Eso lo acepto, pero lo que debemos hacer es mejorar esa parte e incorporar elementos en esta iniciativa para que aquello ocurra.



 A mí no se me escapa que las personas de la circunscripción que represento me reclaman todos los días debido al Transantiago. Creo que hay muchos problemas operativos por resolver.



Por ejemplo, en muchos sectores de la capital los fines de semana no hay transporte público porque a los operadores les conviene más pagar las multas que llegar con buses a determinados lugares. Eso no puede ser. Por ello, las multas no debieran ser por cada acción en sí misma sino acumulativas, porque, si no, a los dueños simplemente les conviene más pagar el monto correspondiente que sacar un microbús a la calle.



La adecuación de los recorridos es algo tremendamente lento, que se inicia con el surgimiento de la demanda y termina con la llegada del transporte. Y los buses del Transantiago tienden a ordenarse en función de su rentabilidad y no de la demanda. Ese es el problema del carácter privado del sistema. Porque en un modelo público han de privilegiarse las necesidades de la ciudad y no los intereses de la empresa.



Hace poco estuvimos en Lo Espejo discutiendo con los vecinos en las ferias ciudadanas, y estos nos decían: “En tales y tales lugares de Lo Espejo no llegan buses; tenemos que caminar diez cuadras para llegar al Transantiago”.
El Seremi dijo: “Voy a resolverlo”. Pero ha pasado casi un mes y no se ha resuelto todavía.



El sistema no tiene capacidad de adecuación. Cuando era una pura estructura de mercado y se ajustaba solo contaba con una capacidad de adecuación de alto costo y presentaba muchos problemas. Hoy no hemos creado uno suficientemente apropiado.



Además, creo que el Transantiago tiene que funcionar bastante mejor. Hay demasiada gente que sufre -¡sufre mucho!-, sobre todo en las mañanas por este medio de transporte: personas que trabajan, mujeres, adultos mayores que se desplazan.



Entonces, el hecho de discutir este proyecto no significa que afirmemos “este es un modelo que funciona bien”. Todavía le falta alcanzar el estándar que merece la ciudad de Santiago, que merece nuestro país.



En tal sentido, estoy por votar a favor, por apoyar esta iniciativa del Ejecutivo, pero también por exigirnos bastante más en términos de subir el estándar del modelo de transporte público.



Y espero que todas las medidas realizadas para enfrentar los problemas de atochamiento (una de las cosas que más afectan al sistema de transporte) las continuemos haciendo: que sigamos con las vías segregadas que se crean y tengamos un sistema de transporte público de gran calidad.



Anuncio que votaré a favor.



Y pido a mis colegas que mejoremos la iniciativa de ley y no la boicoteemos.



He dicho.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el Senador señor De Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señora Presidenta, Honorable Sala.



Estamos frente a un tema que, desgraciadamente, cada cierto tiempo se repite en este Parlamento.



Y quiero hacer memoria de que allá por el 2008, cuando se planteó la primera crisis del Transantiago, fuimos muchos los parlamentarios -mejor dicho no tantos sino algunos de regiones- que señalamos que no íbamos a apoyar ese medio de transporte si no había una ley espejo.



Según la visión centralista, la visión de autoridades de la época, el problema era simplemente de Santiago.



En aquella oportunidad, un conjunto de Diputados (entre los que recuerdo a Esteban Valenzuela, a Patricio Vallespín) planteamos que debía haber un peso para Santiago y un peso para regiones.



Pues bien, costó que se entendiera el concepto regionalista en nuestra sociedad. Porque desgraciadamente tenemos la concepción, la visión de que el transporte público, con recursos, con calidad se da solo en Santiago, en la Región Metropolitana o, como en el último tiempo -por suerte-, también en el Gran Valparaíso y el Gran Concepción.



En tal sentido, quiero destacar la labor del Ministro de Transportes -está hoy con nosotros-, pues ha tenido esa visión regional y se han inyectado recursos al MERVAL, del Gran Valparaíso; al Biotrén, complejo de trenes suburbanos del Gran Concepción.



Además, en conjunto con el ordenamiento, y al menos en el caso de trenes de cercanía (igualmente,  en la Región Metropolitana), están los proyectos de Rancagua Express, el de Melipilla y otros.



Sin embargo, en materia de transporte me gustaría tener una visión integral del desarrollo en nuestro país. Porque hoy la conurbanización entre La Serena y Coquimbo también registra problemas. En estas zonas hay un proyecto de tranvía, de tren, de utilización de las vías férreas, ¡que no avanza con la misma velocidad!



Para qué hablar de los proyectos de trenes de cercanía, de integración en la Región de Los Lagos (Osorno, Puerto Montt), o de aquello en que hemos insistido reiteradamente: los tramos Valdivia-Temuco, Valdivia-Osorno, en la Región de Los Ríos.



Conceptualmente, el centralismo de nuestro país nos lleva a que este tipo de iniciativas siempre estén enfocadas en el modelo santiaguino y justificadas por él. Y eso es transversal a todas las Administraciones. Por ejemplo, el Ministro señor René Cortázar, al asumir la Cartera de Transportes dejó de ser Ministro del ramo y se convirtió prácticamente en administrador del Transantiago. ¡Digámoslo así!



Por eso, reconozco la dedicación que le ha puesto a este tema el Ministro señor Gómez-Lobo y su intento por enfocar el problema como Cartera de Transportes con una visión regional.



Apoyaré este proyecto.
Voy a darle mi voto favorable. Pero no dejaré de hacer el alegato por la equidad territorial, por que se entienda que los ciudadanos del Gran Concepción, o de La Serena y Coquimbo, o de mi ciudad, la capital de la Región de Los Ríos, tienen igual derecho a viajar en un vagón con aire acondicionado que los que lo hacen en el Metro en Santiago. Además, que pueden disponer de horarios seguros y del mismo cuidado que se tiene hoy en muchos medios de transporte en Santiago. ¡Y esa equidad no existe!



Lamentablemente, señor Ministro -por su intermedio, señora Presidenta- tenemos situaciones en que se burla el espíritu de la ley.



Cuando redactamos el proyecto del Transantiago, establecimos que el fondo espejo, principalmente el FAR, se iba a destinar a infraestructura de transporte.



Sin embargo, hoy tenemos presentaciones en la Contraloría General de la República respecto de varios gobiernos regionales, en cuanto a que esos fondos, destinados a nivelar y mejorar el transporte en nuestras regiones, principalmente en materia de terminales de buses, de garitas para que la gente se pueda cobijar de la lluvia, de mejoramiento de ciertos ejes de transporte importantes, han sido destinados, con la anuencia de la Dirección de Presupuestos, a otros fines.



Entonces, generamos un desequilibrio: la Región Metropolitana sigue consumiendo gran cantidad de recursos, pero mejorando su sistema de transporte a través de los buses licitados y también del número de líneas de Metro, que ya no sabemos cuántas son (la línea 3, la 4, la 6), mientras en regiones continuamos teniendo desperfectos, un transporte de segunda, de tercera.



Hemos conseguido -no lo negaré- avances relevantes impulsados por el Ministerio: la chatarrización de micros. ¡Perfecto!



Ahora existe el programa Renueva Tu Colectivo, que es un progreso.



No obstante, vamos generando una inequidad, una asimetría entre regiones, y deteriorando la calidad de vida. Hemos perdido nuestra ventaja competitiva en ellas: no poseer congestión vehicular. 



Hoy todas las ciudades capitales de Chile adolecen de tal congestión: Copiapó, Antofagasta, Talca, Temuco. 



Cada ciudad está congestionada, porque el nivel de inversión de corredores exclusivos, de sistemas modales no está completamente integrado.



Por tanto, la asimetría entre Santiago y el resto de las ciudades es enorme.



Yo valoro, señor Ministro -me gusta ser claro- cuando existen progresos, pero también hago críticas fundamentadas.



Apoyaré el proyecto de ley, pues entiendo que existen objetivos de corrección de lo que he señalado.



Y así como valoro la chatarrización de micros y colectivos, que les permiten a los pequeños empresarios renovar su flota, debo decir que hemos tenido importantes subsidios de transporte rural. Por ejemplo, localidades de nuestra Región que nunca -¡absolutamente nunca!- habían podido tener transporte, hoy lo tienen: Panguinilahue, en Lanco, con la estación Purulón, donde estuvimos hace un par de días; Llancacura Bajo, en La Unión, Provincia del Ranco.


Esos lugares no salen en el mapa, pero ahí el subsidio les permitió a los vecinos, con sus adultos mayores, con sus niños, disponer de un bus nuevo a una tarifa adecuada.



Para qué decir en materia de transporte escolar.



Es un avance, señor Ministro. No lo voy a negar.



Pero, por favor, compartamos la visión de que en regiones tenemos el mismo derecho a contar con medios de transportes eficientes y en los que exista inversión del Estado y no simplemente distribución de ciertos recursos.



Le solicito también al señor Ministro -por su intermedio, señora Presidenta- que se atiendan las observaciones formuladas por la Contraloría respecto de la utilización del FAR por algunos gobiernos regionales.



No es posible que con fondos espejo del Transantiago se terminen construyendo sedes sociales o consultorios. Eso tiene que financiarlo el Estado por otra vía. Si no, las regiones terminarán subsidiando a los Ministerios.



También sería positivo que se dotara de mejor infraestructura a las Seremías regionales; que hubiera ingenieros, por ejemplo, en transportes; que pudiera haber más abogados, equipos técnicos.



Sé que se ha avanzado, pero debemos tener una mayor capacidad para complementar todo aquello, para desarrollar grandes proyectos de ingeniería vial en las ciudades; para que haya perímetros de exclusión efectivamente trabajados; para que existan terminales de buses como corresponde en cada una de las regiones, y no simplemente que se parchen con estos fondos otras necesidades relacionadas con un fin distinto del que se estableció al votar la primera vez un subsidio al transporte público.



Creo que en Santiago urge -me gustaría que esta idea se pudiera desarrollar más- la necesidad de tener una autoridad regional del transporte, una especie de alcalde mayor que se preocupe de la integridad, de la relación de las comunas de la Capital. Pero debe ser una autoridad centralizada diferente del Ministro de Transportes.



Mi idea es que el titular del ramo tenga una visión nacional, de todo el país, y no que sea el “Ministro del Transantiago”. Para eso se requiere una autoridad responsable. 



Es lo mismo que señalamos respecto del Metro, señor Ministro. Si el Jefe de la Cartera falla, es respaldado por el directorio de una empresa autónoma. 



¡Ahí tendría que quedar radicada la responsabilidad! 



Se trata -como expresé- de que dicho Secretario de Estado tenga una visión del transporte público en todo Chile y de que vele por que los fondos se inviertan en lo que se convino: equilibrar el transporte e igualar las condiciones de todos los ciudadanos.



Anuncio que votaré a favor de esta iniciativa, y le solicito al Ministro que tenga una visión de equidad territorial y que no se apunte simplemente al Transantiago, como se hizo en su inicio.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señora Presidenta, en esta materia, desde luego, lo que corresponde es evaluar dos partes: una, el sistema de transporte público en Santiago (el Transantiago incluido), y otra, cómo se están aplicando los fondos espejo en las regiones. Porque la verdad es que aquí se observa un aumento equilibrado entre las dos partes. Eso se logró en una difícil negociación en el Parlamento.



Me consta que el Ministerio, y en particular el Ministro, ha dedicado una parte muy importante de su gestión a mejorar el Transantiago: bajar la evasión, generar los niveles de transporte y de calidad que se requieren, aspectos que constantemente están siendo evaluados.



Me gustaría que con motivo de la votación en particular del proyecto yo pudiera tener esos antecedentes a la mano para ver cómo ha sido el resultado de la aplicación de los fondos espejo y cuáles son las distintas políticas y obras planteadas sobre el Transantiago.



En términos generales, cabe señalar que en la evaluación de los sistemas de transporte público se tratan de asociar los costos de operación con los ingresos. En la medida en que vayan siendo similares, desde luego que existirá un buen indicador de gestión. 



En un sistema de transporte público es muy difícil que se financien la infraestructura, todas las inversiones con cargo a los usuarios.



En esta materia hay una gran cantidad de externalidades que, obviamente, también es preciso evaluar.



Con respecto a los fondos espejo del Transantiago, un tema no menor es saber si realmente se están aplicando bien en cada una de las regiones, porque se supo en su minuto que con ellos se llevaban a cabo o se decidían en los consejos regionales u otras instancias una serie de obras no significativas para las regiones, o que cuando esos dineros resultaban importantes de alguna manera se recortaban los recursos regionales.



En tal sentido, también se ha avanzado. O sea, uno percibe claramente, en el caso de la zona austral, la existencia de un subsidio para los sectores aislados, el que se ve reflejado en los sistemas multimodales, que nos permiten desplazarnos tanto por tierra como mediante transbordadores hacia y desde la Región de Aisén, y ello se está ampliando hacia la de Magallanes.



Además, recientemente se anunció un mejoramiento del subsidio, lo que permitirá aumentar la frecuencia de naves hacia y desde la zona austral y, también, mover carga y desplazar pasajeros dentro de la región.



Frente a esa realidad, sabemos que se están haciendo esfuerzos similares en otras partes de Chile. 



En lo que concierne específicamente a la Región de Aisén, hemos tenido entrevistas con el Ministro y vamos a pedir que considere -en esa etapa estamos- dentro de la ampliación a ascensores, teleféricos y tranvías algunas aplicaciones concretas, por ejemplo, para Coihaique, que producto del desarrollo de una zona franca de extensión se encuentra saturada de vehículos (hay tacos igual que en Santiago), y de combustión por leña. 



Los problemas de esa naturaleza llegan rápido a las regiones.



En lo concreto, se plantea la instalación de un teleférico multipropósito, con un tramo urbano hasta el sector centro y un segundo tramo con un objetivo más bien turístico, que subirá hacia el cerro Mackay y permitirá integrar, en toda época del año, el sector de la cordillera y un centro de esquí -pretendemos que sea internacional- en el centro de la Patagonia.



Otro caso puntual es el de Caleta Tortel, que es uno de los ramales finales que hay en la Carretera Austral, en la Región de Aisén. De ahí deriva un camino, o bien desde un poco antes, vía Yungay, hacia Villa O’Higgins. Se está trabajando en la zona para llegar a Magallanes por Chile, desde el oeste del Campo de Hielo Patagónico Sur.



En Tortel, en este minuto, el desplazamiento se produce a una altura que tiene bastantes metros de desnivel con respecto al mar. La gente debe movilizarse por escaleras. Por algo se la llama “la Venecia del ciprés”. No hay calles, sino solo vías fluvial y marítima y pasarelas, que son una maravilla. Sin embargo, es preciso poder conectar el puerto y para eso se requiere un ascensor. Y existe la posibilidad de construir un camino en el futuro.



Ahora bien, el transporte multimodal entre las Regiones de Aisén y de Los Lagos está saturado, pese a que existe un subsidio bastante atractivo. Más aún, de diciembre a marzo es muy difícil conseguir cupo para trasladarse. Desde luego, aquel requiere cierta atención mientras no se avance en el camino que resolverá el problema más adelante y evitará los transbordos.



Por otra parte, es pertinente señalar que el Ministerio del ramo recorrió el sector y anunció que está licitando un subsidio para la generación de un sistema multimodal entre Aisén y Magallanes, el que va a abrir una perspectiva turística insospechada.



Al respecto, cabe mencionar que los argentinos, que tienen una política de Estado referida a los potenciales de la Patagonia, en un par de décadas han creado pueblos, y hoy reciben a más de 100 mil turistas. En cambio, nosotros tenemos poblados creados en los años 60 y que solo reciben 2 mil, 3 mil turistas, a pesar de los diversos atractivos que hay en ellos.



Por lo tanto, dicho sistema abrirá un potencial enorme.



De otro lado, se ha colocado en el proyecto de Ley de Presupuestos lo necesario para la adquisición o licitación de los servicios de naves reacondicionadas, como catamaranes rápidos, entre Melinka y Quellón y entre las islas Huichas y Chacabuco.



Debo decir que esta es la oportunidad para tratar de independizarnos de algunos sistemas energéticos carísimos o de impulsar la utilización de vehículos eléctricos que utilicen energías renovables. 



La Región de Aisén tiene un proyecto muy atractivo, ya realizado en una etapa piloto, que busca independizarse de la bencina a través del alcohol y de un producto forrajero. A través de un subsidio ello podrá escalar a nivel masivo en la Región, y llevarse a cabo como plan piloto en el resto del país.



En virtud de tales consideraciones, y desde luego sobre la base de lograr los equilibrios señalados entre las regiones y de contar con un sistema de transporte público más eficiente para Santiago, creemos conveniente legislar en la materia y mejorar este proyecto a través de indicaciones en la discusión en particular.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Señores Senadores, ha llegado la hora de término del Orden del Día, por lo que quedarán inscritos para hacer uso de la palabra en la próxima sesión los Honorables señores Jaime Quintana, Francisco Chahuán, Carolina Goic, Lily Pérez y Rabindranath Quinteros.



--Queda pendiente la discusión general del proyecto.
La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Se levanta la sesión, sin perjuicio de dar curso reglamentario a las peticiones de oficios que han llegado a la Mesa.

PETICIONES DE OFICIOS


--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:


Del señor DE URRESTI:



A la señora Ministra de Educación, solicitándole información sobre MEDIDAS PARA PROTECCIÓN DE RUINAS ENCONTRADAS DURANTE CONSTRUCCIÓN DE HOTEL CASINO DREAMS DE VALDIVIA.


Al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, requiriéndole antecedentes relativos a PLAN DE MANTENCIÓN DE ESTACIONES FERROVIARIAS DE REGIONES DE LA ARAUCANÍA, DE LOS RÍOS Y DE LOS LAGOS.


Al señor Ministro de Bienes Nacionales, pidiéndole remitir información acerca de ENTREGA DE CONCESIÓN DE TIERRAS A COMUNIDAD DE CADILLAL ALTO EN COMUNA DE CORRAL.


Al señor Director de Obras Hidráulicas, requiriéndole antecedentes sobre PROYECTOS DE OBRAS HIDRÁULICAS A LA ESPERA DE FINANCIAMIENTO EN REGIÓN DE LOS RÍOS.



Del señor HORVATH:



Al señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo y a la señora Ministra de Salud, transmitiéndoles PLANTEAMIENTOS ANTE CRISIS DE FARMACIAS PEQUEÑAS Y COMUNITARIAS. Y al señor Ministro de Obras Públicas, exponiéndole SITUACIÓN DE ESTUDIOS Y EJECUCIÓN DE OBRAS DE CAMINO AUSTRAL SIN TRANSBORDOS ENTRE REGIÓN DE LOS LAGOS Y PUERTO MONTT.


Del señor OSSANDÓN:



Al señor Ministro del Interior y Seguridad Pública, al señor Subsecretario del Interior, al señor Intendente de La Araucanía y al señor Gobernador de Cautín, para que se informe acerca de AYUDA A SEÑORA CECILIA JARA LLANCAVIL ANTE DESTRUCCIÓN DE MAQUINARIA DE TRABAJO. 



Al señor Ministro de Obras Públicas y al señor Secretario Regional Ministerial de La Araucanía, a fin de pedir REPARACIÓN DE PUENTE COLGANTE EL ROSARIO, COMUNA DE ANGOL, y consultar respecto de REPARACIÓN DE AVENIDA ALEMANIA, EN TEMUCO.


A la señora Ministra de Salud y al señor Seremi de Salud de La Araucanía, a fin de que respondan acerca de ABANDONO DE OBRAS DONDE SE UBICARÍA ESCÁNER DE HOSPITAL DE ANGOL, y en cuanto a ATRASO DE OBRAS DE HOSPITAL DE PITRUFQUÉN.


A los señores Ministro de Transportes y Telecomunicaciones y Presidente de la Empresa de Transporte de Pasajeros Metro S.A., solicitándoles dar a conocer  RAZONES PARA DISMINUCIÓN DE FRECUENCIA DE VIAJES DE TRENES DE METRO.



A los señores Ministros del Medio Ambiente y de Energía y a los señores Seremis del Medio Ambiente y de Energía de la Región de La Araucanía, pidiéndoles información sobre APROBACIÓN DE PROYECTOS HIDROELÉCTRICOS EN RESERVA DE LA BIÓSFERA DE NOVENA REGIÓN y acerca de IMPACTO AMBIENTAL DE CONSTRUCCIÓN DE LÍNEAS DE ALTA TENSIÓN EN COMUNA DE CUNCO.


Y a los señores Ministro del Medio Ambiente y Seremi del Medio Ambiente de La Araucanía, para que informen sobre IMPACTO AMBIENTAL DE PROTOCOLO DE ACUERDO CON EMPRESA WEC PARA INSTALACIÓN DE PLANTAS INCINERADORAS DE RESIDUOS EN DIVERSAS COMUNAS DE NOVENA REGIÓN.



Del señor PROKURICA:



Al señor Presidente del Consejo de Defensa del Estado, requiriéndole antecedentes respecto de CAUSA ROL Nº 6428-2010, EN 21º JUZGADO CIVIL DE SANTIAGO, CONTRA DON ENRIQUE RAJEVIC MOSLER.



Del señor QUINTEROS:


A los señores Ministro de Obras Públicas y Seremi de Obras Públicas de Los Lagos, solicitándoles CONSTRUCCIÓN DE CAMINO ENTRE CHANA Y SAN IGNACIO DE LOYOLA, PROVINCIA DE PALENA,  y PAVIMENTACIÓN EN DOBLE VÍA DE CAMINO ENTRE RUTA 5 Y SECTOR FERIA LAGUNITAS, COMUNA DE PUERTO MONTT.
)---------------(



--Se levantó la sesión a las 19:59.









Manuel Ocaña Vergara,









Jefe de la Redacción

DOCUMENTOS
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OFICIO DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA CON EL CUAL SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA DESIGNAR EN EL CARGO DE CONTRALOR GENERAL DE LA REPÚBLICA AL SEÑOR ENRIQUE PETAR RAJEVIC MOSLER

(S 1.830-05)
GAB. PRES. N° 1974

ANT.: 
Vacancia del cargo de Contralor.

MAT.: Acuerdo del H. Senado para nombramiento de Contralor General de la República.

SANTIAGO, 07 SEP 2015
DE: PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA
A: SEÑOR PRESIDENTE DEL H. SENADO
1. Por el D.S. N° 476, de Hacienda, de 9 de abril de 2007, se nombró en el cargo de Contralor General de la República a don Ramiro Mendoza Zúñiga, por el  plazo ocho años, establecido en el artículo 98 de la Constitución Política de la República. El cargo, entonces, se encuentra vacante desde el 11 de abril de 2015.
2. De conformidad al artículo 98 de la Constitución Política de la República, el Contralor es nombrado por el Presidente de la República, con acuerdo del Senado adoptado por los tres quintos de sus miembros en ejercicio, por un período de ocho años. Debe tener a lo menos diez años de título de abogado, haber cumplido cuarenta años de edad y poseer las demás calidades para un ciudadano con derecho a sufragio.
3. En mérito de lo anterior, vengo en recabar el acuerdo de esa H. Corporación para designar como Contralor General de la República, por el período de ocho años, a don: ENRIQUE PETAR RAJEVIC MOSLER, C.I. N° 10.852.355-7, quien reúne los requisitos que exige la Carta Fundamental.
4. Atendida la conveniencia de contar, a la brevedad posible, con el acuerdo de esa H. Corporación para proceder al nombramiento antes referido, hago presente urgencia en el despacho de esta materia, en los términos a que alude el inciso segundo del N° 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental.
Saluda a V.E.,
(Fdo.): Michelle Bachelet Jeria, Presidenta de la República.
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE CREA UNA ASIGNACIÓN DE FORTALECIMIENTO DE LA AUTORIDAD SANITARIA 
(10.239-11)

Oficio Nº 12.084
VALPARAÍSO, 3 de septiembre de 2015
Con motivo del mensaje, informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley que crea una asignación de fortalecimiento de la autoridad sanitaria, correspondiente al boletín N°10239-11, del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:
“Artículo 1°.- Establécese, a contar de la fecha de publicación de esta ley, una asignación para el fortalecimiento de la autoridad sanitaria, dirigida al personal de planta y a contrata de la Subsecretaría de Salud Pública, regido por el decreto con fuerza de ley Nº29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N°18.834, sobre Estatuto Administrativo, y por el decreto ley N°249, de 1973, que fija Escala Única de Sueldos para el personal que señala. 

El Ministro de Salud y el Subsecretario de Salud Pública no tendrán derecho a esta asignación.

Artículo 2°.- La asignación de fortalecimiento de la autoridad sanitaria contendrá un componente fijo y un componente proporcional.

Dicha asignación se pagará mensualmente. Asimismo, tendrá carácter imponible y tributable, y no servirá de base de cálculo de ninguna otra remuneración.

El personal que preste servicios por un periodo inferior a un mes tendrá derecho a que se le pague la asignación en proporción a los días completos efectivamente trabajados. 

Artículo 3º.- El componente fijo de la asignación ascenderá a $100.000 brutos mensuales. A contar del mes de diciembre de 2017 se reajustará conforme a los reajustes generales de remuneraciones que se otorguen a los trabajadores del sector público.

Artículo 4°.- El componente proporcional  de la asignación será del 10% de la suma de las siguientes remuneraciones, según corresponda: 

a) Sueldo base.

b) Asignación del artículo 19 de la ley N°19.185.

c) Asignación de los artículos 17 y 18 de la ley N°19.185.

d) Asignación del artículo 6° del decreto ley N°1.770, de 1977.

Artículo 5°.- La Subsecretaría de Salud Pública deberá definir un plan institucional anual que contenga las principales líneas de acción, objetivos, indicadores y metas institucionales, las cuales deberán ser cumplidas durante el año calendario siguiente.

Este plan será enviado por la Subsecretaría de Salud Pública a las comisiones de Salud del Senado y de la Cámara de Diputados en el mes de diciembre del año anterior al de su ejecución.

Asimismo, la Subsecretaría de Salud Pública deberá presentar a dichas comisiones un informe de gestión que contenga los resultados obtenidos, el porcentaje de cumplimiento del plan y las medidas correctivas y preventivas tomadas para el cumplimiento de las metas establecidas. El plazo máximo de presentación de este informe será el mes de enero del año siguiente; asimismo, en julio de cada año se deberá presentar un informe de avance.

Artículos transitorios

Artículo primero.- Los componentes de la asignación de fortalecimiento de la autoridad sanitaria se sujetarán a la progresión que se indica para cada uno de los años que se señalan:

1) Desde la fecha de la publicación de esta ley hasta el 31 de diciembre de 2015:

a) Componente fijo: $50.000 brutos mensuales.

b) Componente proporcional: 6%.

2) Desde el 1 de enero de 2016 hasta el 30 de noviembre de 2016:

a) Componente fijo: $70.000 brutos mensuales.

b) Componente proporcional: 8%.

3) A contar del 1 de diciembre de 2016:

a) Componente fijo: $100.000 brutos mensuales.

b) Componente proporcional: 10%.

Artículo segundo.- Establécese, por una sola vez, un bono de $150.000 brutos para el personal de planta y a contrata de la Subsecretaría de Salud Pública regido por el decreto con fuerza de ley Nº29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N°18.834, sobre Estatuto Administrativo, y por el decreto ley N°249, de 1973, que fija la Escala Única de Sueldos, que se encuentre en servicio a la fecha de publicación de esta ley. 
Dicho bono se pagará en dos cuotas según se indica a continuación:

a) $50.000 brutos, el cual se pagará conjuntamente con el primer pago de la asignación establecida en el artículo 1° de esta ley.

b) $100.000 brutos, el cual se pagará en enero de 2016, conjuntamente con el pago de la asignación antes referida.

Este bono no será imponible ni tributable, y no servirá de base de cálculo de ninguna otra remuneración. Asimismo, se pagará a los funcionarios en servicio a la fecha correspondiente al pago.

Artículo tercero.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante su primer año presupuestario de vigencia se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Salud. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos. En los años siguientes se estará a lo que considere la ley de Presupuestos del Sector Público respectiva.”.
***

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Marco Antonio Núñez Lozano, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE CREA EL PLAN DE FORMACIÓN CIUDADANA PARA LOS ESTABLECIMIENTOS EDUCACIONALES RECONOCIDOS POR EL ESTADO 
(10.043-04)


Oficio Nº 12.081


VALPARAÍSO, 2 de septiembre de 2015

Con motivo del mensaje, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley que crea el plan de formación ciudadana para los establecimientos educacionales reconocidos por el Estado, correspondiente al boletín N°10043-04, del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:
“Artículo único.- Los establecimientos educacionales reconocidos por el Estado deberán incluir en los niveles de enseñanza parvularia, básica y media un Plan de Formación Ciudadana, que integre y complemente las definiciones curriculares nacionales en esta materia. En el caso de la educación parvularia, este plan se hará de acuerdo a las características particulares de este nivel y su contexto, por ejemplo, a través del juego.


Los objetivos de este plan serán:

a) Promover la comprensión y análisis del concepto de ciudadanía y los derechos y deberes asociados a ella.


b) Fomentar en los estudiantes el ejercicio de una ciudadanía crítica y responsable.

c) Promover el conocimiento, comprensión y análisis del Estado de Derecho y la institucionalidad en Chile.


d) Promover el conocimiento, comprensión y compromiso de los estudiantes con los derechos humanos.

e) Fomentar en los estudiantes la valoración de la diversidad social y cultural del país.


f) Fomentar la participación de los estudiantes en temas de interés público.


g) Garantizar una gestión y cultura democrática y ética en la escuela.


h) Fomentar una cultura de la transparencia y la probidad.


El Plan deberá considerar la implementación de acciones concretas que permitan cumplir con estos objetivos, entre las que se podrán considerar:


i) Una planificación curricular que visibilice de modo explícito los objetivos de aprendizaje transversales que refuerzan el desarrollo de la ciudadanía, la ética y una cultura democrática en las distintas asignaturas del currículum escolar. 


ii) La realización de talleres y actividades extraprogramáticas, en los cuales haya una integración y retroalimentación de la comunidad educativa.


iii) La formación de docentes y directivos específicamente en esta área.


iv) El desarrollo de actividades de apertura del establecimiento a la comunidad.


v) Actividades para promover una cultura de diálogo y sana convivencia escolar.


vi) Otras que el sostenedor en conjunto con la comunidad educativa consideren pertinentes.


Cada sostenedor podrá fijar libremente el contenido del plan de formación ciudadana, en conformidad a lo establecido en los incisos precedentes, debiendo tener a la vista las bases curriculares aprobadas por el Consejo Nacional de Educación, conforme a lo establecido en el artículo 32 del decreto con fuerza de ley N°2, de 2009, del Ministerio de Educación.


Con el objeto de promover una adecuada implementación del Plan de Formación Ciudadana, éste podrá incluirse en el proyecto educativo institucional de los establecimientos y,o en su plan de mejoramiento educativo, según lo disponga el sostenedor.


El Plan será de carácter público. El director del establecimiento lo dará a conocer a comienzos de cada año al Consejo Escolar y consultará con éste las modificaciones que deban hacerse para perfeccionarlo.


El Ministerio de Educación pondrá a disposición del sistema escolar orientaciones curriculares, ejemplos de planes y recursos educativos con el objeto de facilitar la implementación de los planes.


Asimismo, el Ministerio de Educación, en el marco de sus atribuciones, fomentará que en la formación inicial docente se incorpore la formación ciudadana y educación cívica.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero.- La presente ley entrará en vigencia al inicio del año escolar 2016.


Artículo segundo.- El Ministerio de Educación impulsará a más tardar durante el año 2017 la incorporación de una asignatura obligatoria de Formación Ciudadana para los niveles de 3° y 4° año de la enseñanza media, de conformidad al procedimiento contemplado en el artículo 31 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación, que permite establecer las bases curriculares.”.

*****

Hago presente a Vuestra Excelencia que los artículos único y segundo transitorio del proyecto de ley fueron aprobados, en general, con el voto favorable de 98 diputados, de un total de 118 en ejercicio.

En particular, en tanto, la letra g) del artículo único fue aprobada por 67 votos a favor, las restantes normas del artículo único por 99 votos favorables, y el artículo segundo transitorio por 102 votos a favor, en todos los casos de un total de 118 diputados en ejercicio.

De esta manera, se ha dado cumplimiento a lo prescrito en el artículo 66, inciso segundo, de la Constitución Política de la República.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Marco Antonio Núñez Lozano, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE DECLARA COMO FERIADO EL DÍA 12 DE FEBRERO PARA LA REGIÓN DEL MAULE, CON OCASIÓN DE CONMEMORARSE LA FIRMA DEL ACTA DE LA INDEPENDENCIA DE CHILE 
(9.855-06)
Oficio Nº 12.082

VALPARAÍSO, 3 de septiembre de 2015
Con motivo de la moción, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley que declara como feriado el día 12 de febrero para la región del Maule, con ocasión de conmemorarse la firma del Acta de la Independencia de Chile, correspondiente al boletín N°9855-06, del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:
“Artículo único.- Declárase feriado el día 12 de febrero de cada año para la región del Maule, con ocasión de conmemorarse la firma del Acta de la Independencia de Chile, efectuada el 12 de febrero de 1818.”.
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Marco Antonio Núñez Lozano, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE DECLARA FERIADO EL DÍA 8 DE SEPTIEMBRE PARA LA REGIÓN DE ANTOFAGASTA 
(9.611-06)

Oficio Nº 12.080

VALPARAÍSO, 2 de septiembre de 2015
Con motivo de la moción, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley que declara feriado el día 8 de septiembre para la región de Antofagasta, correspondiente al boletín N°9611-06, del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:
“Artículo único.- Declárase feriado el día 8 de septiembre de cada año para la región de Antofagasta, en razón de celebrarse la fiesta religiosa de Nuestra Señora Guadalupe de Ayquina.”.
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Marco Antonio Núñez Lozano, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE AGRICULTURA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE ESTABLECE REGULACIÓN DE LA ACTIVIDAD APÍCOLA, REFUNDIDO CON EL PROYECTO DE LEY 9.479-01 
(10.144-01)
HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Agricultura tiene el honor de presentar su primer informe sobre el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en moción de los Honorables Senadores señores García, Harboe, Matta y Tuma.

De la iniciativa se dio cuenta a la Sala del Honorable Senado en la sesión de 30 de junio de 2015, disponiéndose su estudio por la Comisión de Agricultura.

Cabe hacer presente que, originalmente, el Honorable Senador señor Moreira concurrió a la presentación de esta iniciativa legal y, posteriormente, con fecha 18 de agosto, informó a la Sala de la Corporación el retiro de su firma como coautor de la moción en estudio.
La iniciativa fue discutida sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento del Senado.





Por otra parte, es preciso informar que la Comisión  acordó solicitar a la Sala del Senado refundir el presente proyecto de ley con el iniciado en moción del Honorable Senador señor Juan Pablo Letelier boletín N° 9479-01, en atención a que ambos regulan la actividad apícola y se encuentran en primer trámite constitucional, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 17 A de la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional.

A las sesiones en que vuestra Comisión trató este proyecto de ley asistió, además de sus miembros, el Honorable Senador señor Eugenio Tuma.




Asimismo, asistieron especialmente invitados:

Por el Ministerio de Agricultura, el Ministro, señor Carlos Furche; el Jefe de Gabinete, señor Ricardo Moyano y el Asesor del Ministro, señor Alan Espinoza.

Por la Oficina de Estudios y Políticas Agrarias ODEPA, la Abogada de Asesoría Jurídica, señora Marisol Páez.

Por el Servicio Agrícola y Ganadera SAG, el Jefe de la División Jurídica, señor Pablo Wilson y por la División de Protección Pecuaria, el Jefe, señor José Ignacio Gómez y el Médico Veterinario, señor Antonio Celis. 

Por la Corporación Nacional Forestal CONAF, el Gerente de Fiscalización Forestal y Evaluación Ambiental, señor Fernando Olave y el Asesor señor Rodrigo Herrera. 

Por el Ministerio de Hacienda, Servicio Nacional de Aduanas, el Jefe del Departamento de Fiscalización en Línea Subrogante, señor Carlos Escudero y el Abogado de la Subdirección Jurídica, señor Claudio Sepúlveda. 

Por el Ministerio de Relaciones Exteriores, el Profesional del Departamento de Recursos Naturales, señor Ricardo Videla. 

Por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia, los Asesores señores Sergio Herrera y Felipe Ponce. 
El Abogado de la Universidad de Chile, señor Salvador Millaleo, quién expuso desde Boston, Estados Unidos, a través de videoconferencia.  

Por la Asociación Nacional de Productores de Semillas de Chile ANPROS, el Gerente Ejecutivo, señor Mario Schindler.
Por la Asociación Nacional de Fabricantes e Importadores de Productos Fitosanitarios Agrícolas A.G. AFIPA, el Presidente, don Pedro Donoso.

Por la Biblioteca del Congreso Nacional, el Analista, señor Pablo Morales. 

Por la Fundación “Jaime Guzmán”, la Abogado, señora Ericka Farías.

El Asesor del Honorable Senador José García Ruminot, señor Rodrigo Fuentes. 

El Asesor del Honorable Senador Eugenio Tuma Zedán, señor Eduardo Barros. 

Los Asesores del Comité P.P.D. señores David Martínez y Sebastián Abarca.

- - - 

OBJETIVOS DEL PROYECTO

a) Proteger la salud de las abejas, para mantener su rol imprescindible en la salud, la alimentación y la agricultura del país; 
b) Proteger sus hábitats, fomentando sus condiciones de biodiversidad para que subsistan y prosperen las colonias de abejas y otros polinizadores naturales, y
c) Desarrollar la industria apícola, nacional y local, especialmente la de los pequeños productores.

- - -

ANTECEDENTES

Para el estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes antecedentes:

I. ANTECEDENTES JURÍDICOS

1.- La Constitución Política de la República en su artículo 19 número 21°, que permite desarrollar cualquier actividad económica que no sea contraria a la moral, al orden público o a la seguridad nacional.

2.- La ley N° 18.755 sobre el Servicio Agrícola y Ganadero.

3.- La ley N° 20.089 que crea el Sistema Nacional de Certificación de Productos Orgánicos Agrícolas.

4.- La ley N° 20.596 que mejora la fiscalización para la prevención del delito de abigeato.

5.- La ley N° 20.656 que regula las transacciones comerciales de productos agropecuarios.

6.- El Código Sanitario.

7.- El decreto con fuerza de ley N° 15, de 1968, del Ministerio de Agricultura, que modifica normas de control aplicables por el Ministerio de Agricultura, establece normas sobre actividades apícolas y sanciona la explotación ilegal de maderas.

8.- El decreto con fuerza de ley RRA N° 16, de sanidad y protección animal, de 1963, del Ministerio de Hacienda.

9.- El Reglamento Sanitario de los Alimentos, contenido en el decreto N° 977, de 1997, del Ministerio de Salud. 

10.- El decreto supremo N° 54, de 2013, del Ministerio de Agricultura, que crea la Comisión Nacional de Apicultura.

II. ANTECEDENTES DE HECHO

La Moción que da origen al presente proyecto de ley señala que aproximadamente el noventa por ciento de todas las plantas con flores requieren polinizadores para sobrevivir. En la agricultura, acota, casi un tercio de la polinización se lleva a cabo por las abejas. Dentro de ellas, destaca a las abejas nativas como los polinizadores más eficientes, frente a las abejas domesticadas de la miel.
Refiere que la disponibilidad, calidad y cantidad de néctar y polen son los principales factores para la salud de las abejas. Al efecto, indica que las abejas se alimentan de una mezcla de polen de diferentes plantas. Agrega que las áreas con alta biodiversidad son más propensas a proporcionar suficiente nutrición durante todo el año, asegurando así la salud de las abejas. 
Reseña que los cambios en el uso del suelo, el manejo del cultivo agrícola, el abandono de las tierras, así como la pérdida de las prácticas agrícolas y forestales tradicionales son algunas de las principales causas de pérdida de biodiversidad favorable para las abejas. Lamenta que la disminución de las abejas silvestres y de otros polinizadores es un proceso global y que esta dramática disminución también está afectando a Chile.
A modo de ejemplo, da cuenta que en el 2013 los habitantes de Quillón y Liucura Alto, cerca del río Itata, sufrieron un fuerte colapso de sus cultivos de abejas. Al año, la población apícola decayó entre un cuarenta a un cincuenta por ciento, afectada por enfermedades y falta de nutrición, factores directamente relacionado con la deforestación, cambios de los cultivos y de los controles de eliminación de plagas.
Resalta que las plagas y enfermedades son dos causas importantes en la mortalidad de las abejas y de otros polinizadores, lo mismo la pérdida de su hábitat. Para mantener la salud las abejas de forrajeo, se necesita de una variedad de fuentes de néctar natural y de polen para prevenir una deficiencia nutricional y para fortalecer sus defensas inmunológicas. 
Además, menciona al aumento de las grandes explotaciones de monocultivos, que se ha traducido en la reducción de la variedad, calidad y de la cantidad de polen para las abejas. Asimismo, comenta, las abejas se han visto comprometidas por los esfuerzos de las personas por eliminar las flores silvestres y las malezas en los jardines y parques.
De esta manera, señala, los polinizadores han sufrido la destrucción de su hábitat natural producto de la misma agricultura al volar sobre las explotaciones agrícolas recibiendo los efectos nocivos de las prácticas agrícolas intensivas. También se ven afectados por las prácticas destructivas que limitan la capacidad de anidación de las abejas y, por sobre todo, el uso de herbicidas y plaguicidas, que convierten a la agricultura industrial en una de las mayores amenazas para las comunidades de polinizadores en todo el mundo.
Por otra parte, señala que el cambio climático ha tenido un fuerte impacto en la disminución y distribución de muchas abejas silvestres, puesto que está alterando el momento de la floración de las plantas, lo que está resultando antes o después de que el forraje para ellas esté disponible, generando una fuerte competencia con las abejas domesticadas.

Por lo anterior, remarca, estas circunstancias exigen la intervención del Estado para salvaguardar la vida de las abejas y de otros polinizadores, debido a su importancia para la salud y alimentación de las personas. Ello, implica considerar medidas de políticas públicas y una regulación legislativa para proteger la salud y los hábitats de las abejas y polinizadores.
En la misma línea, pone de relieve la necesidad de prohibir los insecticidas neonicotinoides. Al efecto, relata, en el mes de mayo de 2008 hubo una muerte masiva de abejas en la región de Baden-Wurttemberg de Alemania, que afectó a casi dos tercios de las colonias existentes. El daño fue rastreado rápidamente y se concluyó que esta mortandad se debió a uno de los plaguicidas de la familia de los neonicotinoides, conocido como “clotianidina” de la empresa alemana Bayer. A las dos semanas, Alemania, prohibió la clotianidina en el maíz y en otros cultivos.
Reconoce que aunque la mayoría de los insecticidas son tóxicos para los polinizadores, la familia de insecticidas neonicotinoides se distingue del resto debido a que los riesgos para las abejas son inmediatos y de largo plazo. Apunta que la investigación muestra que los neonicotinoides no sólo son capaces de matar a las abejas, atacando su sistema nervioso, sino que también son capaces de alterar sus habilidades de forrajeo, de navegación, de aprendizaje, de comunicación y su memoria, suprimiendo de esta manera su sistema inmunológico, por lo que las hace más vulnerables a las enfermedades y plagas. Complementa que los efectos de los neonicotinoides son persistentes, puesto que duran por años en el suelo y se impregnan en toda la planta.
Advierte que los pesticidas neonicotinoides no sólo están perjudicando a las abejas, sino que también matan a otros insectos útiles para los ecosistemas de la producción de alimentos, como las abejas silvestres, murciélagos, mariposas, libélulas y las mariquitas. Agrega que esta clase de pesticidas puede impactar a las aves, lombrices de tierra, mamíferos, anfibios e insectos acuáticos.

Bajo este contexto, sugiere, prohibir absolutamente los referidos pesticidas, siguiendo las medidas recientemente adoptadas por la Unión Europea y por algunos Estados de Estados Unidos. 
En cuanto a los cultivos genéticamente modificados y polinizadores, comenta, de acuerdo a la ONG Plan Bee, los cultivos genéticamente modificados tienden a absorber altas cantidades de fertilizantes y de plaguicidas químicos. De esta manera, sostiene, dichos cultivos afectan a todos los insectos y aves polinizadores, como las abejas, abejorros, mariposas, chinitas, colibríes, entre otros, ya que su polen resulta altamente tóxico para ellos, lo que ha contribuido a generar una merma altamente significativa de estos insectos tan beneficiosos para el medio ambiente. Del mismo modo, el impacto de los transgénicos sobre las abejas ha afectado la exportación de miel, porque la miel infectada ha sido rechazada por algunos países de la Unión Europea, que han prohibido o restringido el ingreso de alimentos genéticamente modificados.
En lo que respecta al contenido del presente proyecto de ley, persigue los siguientes objetivos:

1.- Protección de la salud de las abejas, para que puedan seguir actuando en su rol imprescindible para la salud, la alimentación y la agricultura del país. 
2.- Protección de los hábitats de las abejas, los cuales deben ver protegidas y fomentadas sus condiciones de biodiversidad para que puedan subsistir y prosperar las colonias de abejas y otros polinizadores naturales.

3.- Desarrollo de la industria apícola, nacional y local, sobre todo de pequeños productores.

Para la consecución de lo anterior, propone las siguientes medidas en el proyecto de ley:

a) Medidas de protección generales de la salud de abejas y polinizadores, que impliquen los deberes de notificación obligatoria en el caso de enfermedades y pestes de abejas, facilitación de inspección, prohibición de remoción de colonias infectadas y prohibición de autoaplicación de medidas por los apicultores.
b) Medidas de protección específicas de la salud de las abejas infectadas por enfermedades y pestes, incluyendo la destrucción, tratamientos específicos y la cuarentena. 
c) Restricciones preventivas para evitar el comercio de colonias de las abejas infectadas que puedan afectar colonias sanas de abejas en el territorio, incluyendo la importación de material genético.

d) Prohibición de plaguicidas neonicotinoides y, en general, de los insecticidas que sean letales para los polinizadores, incorporando los correspondientes deberes de transparencia en el etiquetado.
e) Medidas de protección de los hábitats de los polinizadores, incluyendo los planes de conservación y mejora del hábitat de las abejas y de otros polinizadores, la declaración de zonas apícolas y de protección de polinizadores, y la regulación de distancias mínimas entre apiarios y cultivos genéticamente modificados.
f) Medidas de fomento para la industria apícola, incluyendo la formulación participativa de una política de fomento al desarrollo sustentable de la industria apícola nacional y local. 
g) Sanciones por el incumplimiento de los deberes establecidos en esta ley.
- - -

Cabe hacer presente que antes de iniciar la discusión en general de este proyecto de ley, la Comisión dedicó una sesión a conocer en términos generales, las opiniones de entidades relacionadas con la actividad apícola sobre cuáles serían los principales aspectos que debiese considerar una legislación sobre esta materia.
De esta manera, en sesión de fecha 17 de agosto de 2015, el Honorable Senador señor Harboe resaltó la importancia que tiene el sector apícola para la agricultura, circunstancia que motivó a la Comisión para colocar este tema en el debate nacional, como una forma de incentivar su desarrollo y fomento. 

En razón de lo anterior, hizo presente que se ha  invitado al  Ministro de Agricultura, señor Carlos Furche; al Presidente de la Asociación Nacional de Fabricantes e Importadores de Productos Fitosanitarios Agrícolas A.G. AFIPA, señor Pedro Donoso y al Gerente Ejecutivo de la Asociación Nacional de Productores de Semillas de Chile ANPROS, señor Mario Schindler  para  conocer su opinión sobre la situación del mundo apícola actual y sobre cuáles serían los principales aspectos que debiese abordar una legislación para regular este sector.

En seguida, manifestó que dado que existen dos proyectos de ley que regulan la actividad apícola radicados en esta Comisión de Agricultura: la Moción del Honorable Senador señor Letelier, boletín N° 9479-01 y, la Moción de los Honorables Senadores señores Tuma, García, Harboe y Matta, boletín N° 10.144-01, sugirió que las exposiciones de los invitados muestren una visión general de la situación apícola de manera que la Comisión pueda informarse de los distintos planteamientos existen y, luego, durante la discusión en particular de los proyectos, construir un texto que dé cuenta de la realidad y permita proteger, fomentar y regular esta actividad, tan necesaria y relevante para nuestra agricultura.

A continuación, dio la palabra al señor Ministro de Agricultura, señor Carlos Furche, quien informó que la Cartera a su cargo, mediante la Oficina de Estudios y Políticas Agrarias, ODEPA, tiene una Comisión Nacional Apícola, en la cual participan varios de los representantes de las organizaciones que están presentes en esta sesión. En seguida, coincidió en que es evidente que el mundo de los agentes polinizadores, particularmente, las abejas han comenzado a sufrir amenazas de distinta índole.

En el caso de Chile, enunció que las principales amenazas son: los efectos adversos sobre la biodiversidad, las abejas requieren de un ambiente biodiverso para desarrollar plenamente su función polinizadora y en la medida que esa biodiversidad se va agotando se dificulta el desarrollo de la apicultura; la expansión de ciertas enfermedades que afectan el desarrollo de las abejas, algunas enfermedades importadas como consecuencia del mayor flujo de intercambio de bienes y servicios de Chile con los países vecinos y con el mundo, y la necesaria armonización y convivencia de los sistemas de producción agrícola, algunos bastante intensivos, como ocurre en nuestro país entre la Región de Atacama hasta la Isla de Chiloé. 

Sobre este último punto, resaltó, la necesidad de armonizar la convivencia entre las diversas actividades, como la fruticultura, ganadería y la apicultura, encontrando los mecanismos que permitan con una regulación inteligente y flexible tener esa convivencia, la que también se vincula al uso de agroquímicos y su impacto sobre la actividad de las abejas. 

En efecto, subrayó la necesidad de encontrar un mecanismo que permita de manera inteligente y flexible garantizar la posibilidad de tener una agricultura intensiva, que responda al empleo, a las exportaciones y a la innovación tecnológica, entre otros aspectos, a fin de mantener la actividad de las abejas como  agente polinizador fundamental.

Luego, mencionó que existe otro punto que ha estado presente en el debate internacional y que se refiere al impacto que tiene la producción de semillas genéticamente modificadas para la exportación, aspecto que, también, requiere ser regulado de una manera inteligente y flexible garantizando la convivencia, y recordó que hace un par de años atrás tuvo un impacto directo en la exportación de miel chilena a Alemania, porque se encontraron trazas de residuos de organismos genéticamente modificados.
Mencionó, además, la necesidad de contar con instrumentos de fomento productivo apropiados al desarrollo de la apicultura, entendiendo que esta actividad es fundamental para los pequeños productores y como tal, tiene importancia desde el punto de vista socioeconómico y de los ingresos de varios pequeños productores.

Por último, hizo presente que para el Ministerio de Agricultura es una de sus prioridades el tener una legislación apropiada y moderna, que garantice el desarrollo del sector apícola.
A continuación, el Presidente de la Asociación Nacional de Fabricantes e Importadores de Productos Fitosanitarios Agrícolas A.G. (AFIPA), señor Pedro Donoso, quien luego de acompañar su presentación en powerpoint, informó que la organización que representa es una asociación gremial que incorpora a once empresas fabricantes e importadores de productos fitosanitarios agrícolas, que fue creada en el año 1991, y que representa el 65% de las ventas de productos fitosanitarios o plaguicidas, aproximadamente.

Detalló que su objetivo es el uso y manejo correcto de los plaguicidas, además de transferir tecnología hacia los agricultores desde Arica a Punta Arenas. En efecto, informó que han capacitado a 57.119 agricultores entre los años 2001 a 2014 y, respecto del Programa Permanente Manejo de Envases, han reciclado 2.275 toneladas de envases recolectados en el agro y agregó que se han comprometido con el Código de la Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y Agricultura (FAO).

Luego, se refirió al proyecto de ley que establece una regulación de la actividad apícola, boletín N° 10.144 y manifestó que, en general, comparten la preocupación por el rol de los polinizadores en la producción global de alimentos y la necesidad de proteger su salud, así como la conservación de la biodiversidad; la importancia de regular la actividad apícola con medidas que aseguren buenas prácticas agrícolas y apícolas, y destacó que la toma de decisiones para autorizar la comercialización de un plaguicida debe fundarse en la evaluación de riesgo sobre la información científica exigida por la autoridad del Servicio Agrícola y Ganadero.

Resaltó que Chile es un país netamente exportador de productos silvoagropecuarios, y detalló que el año pasado se exportaron 15.916 millones de dólares aproximadamente a distintos destinos. A nivel mundial, informó que nuestro país es el primero en exportaciones de uvas; segundo, en cerezas; tercero en berries congelados; cuarto, en vinos, y quinto, en semillas, además de ser número uno en semillas a nivel Latinoamericano, todo lo cual es de suma importancia para la generación empleos, 9,2% acotó.

Explicó que en general, de acuerdo a la comunidad científica internacional, los fenómenos de pérdidas de abejas se atribuyen a una multicausalidad y enunció las siguientes: parásito varroa, bacterias y virus, cambio climático, pérdida de diversidad genética de las abejas melíferas, fuentes de alimento -monocultivos-, mal uso de plaguicidas, malas prácticas apícolas, deficiencias nutricionales y  problemas asociados a la reina.
Respecto a los plaguicidas, señaló que son productos químicos, naturales o sintéticos  para el control de enfermedades, insectos y malezas que atacan y destruyen plantas, frutos y cultivos, cuyo objetivo es proteger los cultivos, aumentar rendimiento y obtener frutos de buena calidad.
En cuanto a los insecticidas neonicotinoides, indicó que el primer registro en Chile data del año 1996, y que son productos de alta eficacia y amplia tolerancia para exportaciones. En efecto, se trata de productos de menor toxicidad, dosis y cantidad de aplicaciones que productos más antiguos, lo que disminuye el riesgo para las personas y para el medio ambiente. Refirió que son de amplio uso: para el tratamiento de semillas y para el sistema de riego y en cultivos extensivos, frutales, semillas y hortalizas. Además de ser clave en el manejo de resistencia para alternar con insecticidas de diferente modo de acción.
Respecto a la regulación internacional de los insecticidas neonicotinoides, precisó que desde el 2013, existe en la Unión Europea una restricción temporal de dos años para algunos usos, la que debería terminar en el mes de noviembre de este año, permitiendo reanalizarlos con todos los fundamentos científicos que sean procedentes. Informó que en países como Estados Unidos, Argentina, Australia, Japón y Brasil, no existe restricción.
Informó que el impacto económico de esta restricción en la Unión Europea, especialmente en el Reino Unido y en Alemania, ha generado una baja en el rendimiento del raps de un 20% al 40% durante el año 2015. Por ello, el Reino Unido y otros países han solicitado excepciones que permitan su uso de emergencia. Precisó que en julio de este año, el Departamento de Ambiente, Alimentación y Asuntos Rurales de Inglaterra aprobó el uso de emergencia en raps en 30.000 hectáreas. 
A continuación, abordó la situación actual de las abejas en el mundo y señaló que este año la Asociación de Investigación en Abejas “COLOSS”, altamente reconocida en el mundo, emitió un informe preliminar, en que afirma que a pesar que la restricción de los neonicotinoides ya lleva más de un año, la mortandad invernal de abejas durante el 2015 fue el doble del año anterior.

En Argentina, reseñó, el Servicio Nacional de Sanidad y Calidad, SENASA publicó que la varroasis es la patología apícola responsable de gran parte de las pérdidas de colmenas acontecidas durante los últimos cuatro años en el país. 

En Estados Unidos, no existen medidas restrictivas, pero sí han desarrollado una “Estrategia para Promover la Salud de las Abejas y otros Polinizadores”.

Por su parte, en Australia no hay medidas restrictivas y carece de la presencia de varroa. Los insecticidas no son un tema importante si son usados correctamente, afirmación que extrajeron de “Australian Pesticides and Veterinary Medicines Authority”.

En Chile, se carece de información oficial actualizada sobre el estado sanitario y poblaciones de las abejas, sólo existe el último censo de 2007, que muestra que entre 1997 y 2007 el número de colmenas creció un 35%, con un importante aumento en el tamaño promedio de las explotaciones apícolas, de 23 a 43 colmenas. Sin embargo, hizo presente que actualmente la Fundación Fraunhofer, que es miembro de Comisión Nacional Apícola, está realizando los primeros estudios de diagnóstico de salud de las abejas en la zona central.

Respecto a los potenciales efectos y riesgos de una posible restricción de plaguicidas neonicotinoides en nuestro país, señaló que implicaría volver a usar plaguicidas más antiguos, con mayor toxicidad e impacto sobre las abejas y el medio ambiente; se generarían mayores costos asociados por el aumento de aplicaciones; provocaría una potencial disminución de siembra en maíz y praderas por no contar con productos eficientes para el control de plagas complejas como el gorgojo argentino; se tendrían una mayor cantidad de residuos por uso de plaguicidas más antiguos; se limitaría la comercialización interna y exportaciones por un eventual rechazo de los mercados de destino; se desarrollaría una mayor resistencia de los insectos por su uso repetido, y se contarían con menos herramientas para la alternancia de los productos.

En lo que dice relación con una eventual prohibición de insecticidas letales para los polinizadores, expresó que actualmente todos los insecticidas si se usan en forma inadecuada, son letales para los polinizadores. Luego, su prohibición significaría reducir sustancialmente los rendimientos y la calidad de los productos agrícolas. 

Para estos efectos,  informó, el Servicio Agrícola y Ganadero cuenta con un registro de evaluación de riesgos de cada insecticida, mediante un proceso de evaluación de la información científica generada por el fabricante y por el cual este Servicio autoriza la comercialización de un plaguicida. Precisó que se han presentado más de ciento veinte estudios científicos por producto de toxicología, destino ambiental y de efectos sobre la flora y la fauna.

Explicó que las etiquetas de los productos son el resultado de esta evaluación de riesgo, por tanto, el cumplimiento de las indicaciones de la etiqueta de cada producto autorizado por el Servicio Agrícola y Ganadero, es una condición básica de una buena práctica agrícola, a través de la cual se realiza el correspondiente manejo del riesgo.

Por ello, argumentó que las posibles medidas de prohibición significarían un grave daño a la agricultura nacional, implicaría prescindir de herramientas tecnológicas claves para la producción local y el cumplimiento de los requisitos exigidos por los mercados de exportación.

Finalmente, y en sintonía con lo anterior, el representante de AFIPA  planteó algunas de las siguientes medidas:

1.- Establecer un sistema de toma de decisiones regulatorias en base a la evaluación de riesgos considerando la información científica disponible, proceso que realiza el Servicio Agrícola y Ganadero.

2.- Potenciar a través de instrumentos públicos y privados la investigación científica orientada a potenciar la actividad y la productividad apícola.

3.- Implementar políticas orientadas a las buenas prácticas agrícolas y apícolas en el manejo de las abejas y aplicar medidas que potencien la relación entre apicultores y agricultores, y
4.- Generar instrumentos públicos de capacitación para apicultores.
A continuación, la Comisión escuchó al Gerente Ejecutivo de la Asociación Nacional de Productores de Semillas de Chile ANPROS, señor Mario Schindler, quien acompañó un powerpoint con su presentación y expresó que la Asociación que representa nació en el año 1959, actualmente son sesenta y siete miembros y representan el 98% de la actividad semillera en Chile.
Resaltó que nuestro país ocupa el quinto lugar dentro de los exportadores de semillas en el mundo y el primero dentro del hemisferio sur, lo que es relevante dado que se tiene un importante nicho en las exportaciones de contra estación. En Chile, en el año 2013, 4.745 agricultores se dedicaron a la producción de semillas, con una superficie promedio de 8,75 hectáreas. Agregó que de sus socios, dieciséis son  empresas internacionales y cincuenta y uno nacionales, con pequeñas, medianas y grandes empresas. 

Destacó que las exportaciones de semillas en el año 2013, ocuparon el tercer lugar de las exportaciones agropecuarias en Chile, y que en los últimos años esta actividad ha sufrido bastante por los ciclos de los “commodities”. 

Informó que la producción de semillas en Chile comienza en el año 1980, con un crecimiento constante hasta el año 2013, donde se tuvo el punto más alto de exportaciones y, en todo este proceso, la exportación de semillas transgénicas ha sido fundamental, cuya producción empezó en nuestro país en el año 1996. Sus principales cultivos son el maíz, treinta especies de hortalizas; soya, canola, maravillas, semillas de flores y de forrajeras. 

Asimismo, detalló que los países de destino de las exportaciones chilenas al 2014 son: 50% a Estados Unidos,  30% a la Unión Europea,  8% a Asia y otro 8% al resto de Sudamérica.

Luego, presentó un estudio que encargaron a la Fundación Chile para evaluar cuál ha sido el impacto de la industria semillera en la economía chilena, que utiliza un gran número de mano de obra, el cual arrojó que en la temporada 2012-13 esta industria ocupó 72.913  en empleos indirectos e indirectos, de manera que constituyen un importante generador de trabajo para la agricultura chilena.

En relación a la producción de semillas genéticamente modificadas en Chile, comentó que sólo se permite la producción de semillas para exportar en períodos de contra estación y para la investigación. Precisó que el Servicio Agrícola y Ganadero es el responsable de fiscalizar y normar la importación, exportación y producción de los OGM, por lo que a su juicio, están claramente identificadas las responsabilidades a nivel del Ministerio de Agricultura, normativa que en su opinión es una de las más exigentes de la agricultura en Chile.

Luego, presentó el marco normativo nacional para la producción de semillas genéticamente modificadas, a saber:

- Resolución SAG 1523/2001, “Establece normas para la internación e introducción al medio ambiente de organismos vegetales vivos modificados de propagación”.

- Resolución SAG 3928/2015, “Crea Comité Técnico de Organismos Genéticamente Modificados (OGM) y su Secretaría, y deroga Resolución N° 6.966, de 2005”.

- Resolución SAG 246, “Fija tarifas para los análisis de determinación de organismos genéticamente modificados en semillas, plantas y miel”.

- Resolución SAG 1248/2013, “Autoriza para consumo animal soya MON 89788”.

- Resolución SAG 2423/2002, “Fija Nuevos tiempos y estándares para la internación e introducción al medio ambiente de organismos vegetales vivos modificados de propagación”.

- Resolución SAG 3970/1997, “Establece autorización para consumo animal de maíz transgénico con modificación (BT) y resistente a glufosinato”.
Además, indicó que el Servicio Agrícola y Ganadero cuenta con información pública en su sitio web sobre la distribución nacional de los cultivos genéticamente modificados, con detalle de las principales especies que se exportan, soya y canola, además de los totales de las especies exportadas y cuántas de semillas transgénicas, las que en promedio en las últimas temporadas, representan un 50% de nuestras exportaciones.

En el caso del maíz, informó que la cifra alcanza a un 61% y que en los años 2013 y 2014 se cubrieron  20.000 hectáreas de producción de semillas transgénicas y 13.000 hectáreas de producción de semillas convencionales con destino a Europa con altas exigencias. Lo anterior, dijo, han podido lograrlo a través de décadas de trabajo profesional de todas sus empresas, implementando un sistema de aislación en que generan información debida para esta coexistencia.

Por todo lo anterior, afirmó, la coexistencia de producción de semillas convencionales y genéticamente modificadas es total y esa ha sido su postura de manera permanente.

En seguida, se refirió a la relación entre la industria semillera chilena y la industria apícola y resaltó que sin duda ambos requieren de la apicultura por los servicios de polinización, en varias especies  sin abejas no hay semillas. Al efecto, subrayó que tienen una vinculación de varias décadas de trabajo manera coordinada y conjunta con los apicultores polinizadores y reiteró que ANPROS apoya el desarrollo de un marco legislativo para el sector apícola en Chile.

En sintonía con lo anterior, sostuvo que ANPROS es miembro de la Comisión Nacional Apícola, integra la Mesa de Trabajo en Polinización de la Mesa Apícola del Maule, con apoyo de la Secretaría Regional Ministerial de Agricultura, además, formó parte del grupo de trabajo con ODEPA el año 2011, con ocasión del problema de comercialización de miel en Europa, que fue un tema de carácter comercial, y no medio ambiental, ni de salud. 

Al efecto, indicó que en esa oportunidad se formó un grupo de trabajo liderado por ODEPA, en conjunto con los principales representantes del sector apícola y la Asociación de Exportadores de Miel y desarrollaron un sistema de información sobre la ubicación de los semilleros de organismos genéticamente modificados, que actualmente lleva el Servicio Agrícola y Ganadero, llamado Sistema Geográfico de Consulta Apícola Nacional, que permite a los apicultores ingresar las coordenadas de sus apiarios y saber a qué distancia se encuentran de un cultivo genéticamente modificado.

A su vez, relató que han sido invitados a participar en varias actividades de los apicultores, el 7° Simposio Nacional Apícola realizado el 2014, en la Región de la Araucanía y el 6° en la ciudad de Rengo, en el  2012.

En materia legislativa, mencionó los tres proyectos de ley que se tramitan en el Congreso Nacional para regular la actividad apícola.  Dos en el Senado, boletines 9479-01 y 10.144-01, y el boletín 9961-01 que se encuentra en la Cámara de Diputados.
En particular, se refirió al proyecto iniciado en moción de los Honorables Senadores señores Tuma, García, Harboe y Matta que establece regulación de la actividad apícola, boletín N° 10.144-01, en estudio en esta Comisión y mencionó que si bien valoran como iniciativa legislativa, en particular tiene algunos puntos negativos, que a su juicio, incidiría en la industria semillera y apícola polinizadora chilena.
Hizo presente que el capítulo introductorio del  proyecto de ley, denominado “Importancia y riesgos actuales para las abejas” hace referencia a la pérdida de biodiversidad, a la disminución de las abejas como un proceso global, a la falta de nutrición, a las enfermedades, a las plagas, la pérdida de hábitat en las grandes explotaciones de monocultivos,  las prácticas agrícolas intensivas y el cambio climático, entre otros, pero,  llama la atención que en todo este capítulo, no se haga mención a los cultivos genéticamente modificados como un factor de riesgo para las abejas. No obstante, en un capítulo siguiente, trata los cultivos genéticamente modificados, teniendo como base de referencia un documento de la ONG Plan Bee, el cual no tiene ninguna referencia, y afirma que estos cultivos genéticamente modificados tienden a absorber altas cantidades de fertilizantes y plaguicidas, lo que, a juicio de ANPROS es bastante discutible y se manifestó contrario al respecto.
Del mismo modo, continuó, el proyecto señala que los cultivos genéticamente modificados afectan a todos los insectos y aves polinizadores como abejas, abejorros, mariposas, chinitas, colibríes, ya que su polen resulta altamente tóxico para ellos, lo que ha contribuido a generar una merma altamente significativa de estos insectos y aves beneficiosos para el medio ambiente, lo que, en opinión de ANPROS, consideran que es una exageración. 

Por otra parte, reconoció que efectivamente hubo un problema comercial en la exportación de miel a los países de la Unión Europea, pero aclaró que la miel no fue rechazada, sino que hubo un problema de precios y enfatizó que jamás se  ha prohibido o restringido la entrada de miel chilena a la Unión Europea. Aclaró que en Europa se prohíbe  los cultivos genéticamente modificados, pero sí se autoriza el consumo humano, debiendo estar estos alimentos  debidamente etiquetados.

Indicó que la prohibición de los plaguicidas neonicotinoides y, en general, de los insecticidas letales para los polinizadores,  es un tema que debe ser estudiado con mucho cuidado pues se podría dejar a nuestra agricultura sin productos químicos y, eventualmente, tener que recurrir a insecticidas más antiguos, que sin duda son más tóxicos para el ser humano.

Resaltó que el articulado del proyecto propone zonas de protección para la producción apícola y zonas de protección para polinizadores, lo que valoró siempre que no se establezcan prioridades por sobre otras actividades económicas.

Manifestó mayor preocupación por la norma contenida en el artículo 30 de este proyecto de ley, que establece que se fijarán distancia mínimas en relación a los cultivos genéticamente modificados y que no se podrán desarrollar estos cultivos a una distancia menor a la que fijen las autoridades. Lo anterior, afirmó liquidará la producción de semillas genéticamente modificadas en Chile.

Al respecto, señaló que ya tienen dificultad para poder organizar las exportaciones que van a Europa y a los mercados de Estados Unidos y Canadá. La cantidad de apiarios que existen en el país sumado a su trashumancia, resulta muy complejo o imposible para generar estos requisitos.

Subrayó que el polen proveniente de los cultivos genéticamente modificados no daña, ni mata las abejas. Argumentó que existen treinta y seis estudios científicos que respaldan esta afirmación, reconocidos por la comunidad científica internacional que confirman la inocuidad del polen proveniente de estos cultivos para las abejas.
Sobre el particular, indicó que en el sitio web del Parlamento Europeo se publicó un documento “Honey Bee Health”, del año 2010, que en relación a los organismos genéticamente modificados,  señala que no hay ninguna evidencia del efecto de los productos genéticamente modificados tenga algún efecto sobre la salud de las abejas, aunque se trate de un tema que seguirá siendo investigado.

Luego, refirió el documento de la European Food Safety Authority (EFSA), que regula este tema en toda la Unión Europea, que dice claramente que los organismos genéticamente modificados no se han mencionados como causa de la pérdida de población en las colmenas.

Con respecto a las organizaciones nacionales, comentó que en la Comisión Nacional Apícola, coordinada por ODEPA, en que además de los apicultores participó ANPROS y FEDEFRUTA, en ninguna reunión se levantó el tema de que los vegetales genéticamente modificados pudieran tener un efecto adverso sobre la salud de las abejas. Lo anterior, también  fue ratificado por un estudio que realizó PROCHILE en una investigación sobre las abejas reinas.

Por otra parte, señaló la evidencia empírica que tiene como antecedente de los numerosos años de trabajo con los apicultores que les prestan servicios de polinización y que respaldan en la práctica todo lo presentado anteriormente.

Reiteró que actualmente, el polen proveniente de los cultivos genéticamente modificados no representa ningún problema para la exportación y comercialización de la miel chilena.

Indicó que la Unión Europea mediante una Directiva modificó la categoría del polen de componente natural a ingrediente, lo que fue rechazado por todas las organizaciones apícolas a nivel mundial, motivando que posteriormente se revirtiera esa disposición con otra Directiva de 15 de mayo de 2014, en la que se establece que el polen al ser un componente natural de la miel no debe ser considerado como de la misma. Lo anterior, permitió que la miel chilena pueda ser vendida en el mercado europeo sin ningún problema.

De este modo, concluyó, existe numerosa evidencia científica y empírica relevante que respalda esta afirmación: que el polen de los cultivos genéticamente modificados no dañan, ni matan a las abejas. 
Afirmó que la eventual fijación de una distancia mínima entre semilleros de cultivos genéticamente modificados y de apiarios, haría imposible la producción de semilla de vegetales genéticamente modificados en Chile y la polinización de todos los semilleros, causando enormes perjuicios para la agricultura chilena y al sector apícola polinizador. En rigor, subrayó, no existe evidencia en el proyecto ninguna sustentación para justificar lo anterior.

Por último, destacó que ANPROS reafirma su postura para incentivar y desarrollar un trabajo coordinado y profesional, de carácter permanente, con el sector apícola, y  apoyan que este sector cuente con un debido marco legislativo. 

A continuación, el Honorable Senador señor Letelier hizo presente que es legítimo tener diferencias de opinión en los temas que se plantean, pero siempre cuidando el lenguaje de las expresiones que se vierten y, en este sentido, llamó la atención respecto a los dichos de los expositores en cuanto a que fijar una distancia para delimitar la zona de cultivos genéticamente modificados de los apiarios, es  una medida va a “destruir la agricultura y la producción de semillas”. En su opinión, esto no será así y remarcó que este tipo de intervenciones hace muy mal al país, y aclaró que nadie desea que Chile deje de ser un país productor de semillas.

Resaltó que la idea es compatibilizar ambas actividades, especialmente porque pueden ser complementarias e insistió en   se podrá estar en desacuerdo o no gustarle la propuesta, pero otra cosa muy distinta es polarizar el lenguaje y afirmar que se va destruir la industria. En este sentido, solicitó a los presentes no utilizar expresiones desmedidas que hacen muy difícil entablar un diálogo.

En cuanto a los agrotóxicos, expresó que obviamente cuando se practica una fumigación indebida, sin aviso previo en sectores donde hay apiarios se producen muertes en las abejas. Por ello, es importante estudiar cómo mejorar la coordinación de las personas que aplican estos productos, ya que no tiene que ver con los productores de los productos sino con quienes los aplican, que es donde se tienen las dificultades. Manifestó que dentro de las buenas prácticas agrícolas, los agricultores  que se han sumado a ellas, avisan antes de aplicar un plaguicida a la autoridad. Por ello, planteó la conveniencia de contar con algún tipo de ordenanza municipal que permita informar por medio de registros los lugares en que se aplican ciertos plaguicidas, las fechas y su aviso a la autoridad.

Expresó que sería positivo generar sistemas de supervisión, de manera de compatibilizar ambas actividades y de esa forma mejorar la responsabilidad social empresarial, lo cual ayudaría a que el país tenga un buen sello de producción, ya que quienes venden los productos, también necesitan las abejas. En vez de argumentar que no se les causa daño, sería mejor analizar qué tipo de medidas se podrían implementar para protegerlas, lo que sin duda ayudará a exportadores el contar con un sello de buenas prácticas agrícolas.

El Honorable Senador señor Harboe, luego de agradecer los aportes a los expositores, recordó que el objetivo de esta Comisión es poner el tema apícola dentro de la agenda legislativa, tema que originalmente no estaba considerado y que, tanto el proyecto de ley del Honorable Senador señor Letelier como la moción del Honorable Senador señor Tuma, han incidido, junto con la buena disposición del Ministerio de Agricultura,  a que la apicultura tenga un marco regulatorio en la legislatura del presente año.

Coincidió en la necesidad de buscar puntos de encuentros para potenciar esta importante actividad, tanto por su nicho de mercado como por la influencia que tiene la industria apícola en el sector agrícola y, por tanto, en ambas consideraciones y no sólo como una industria accesoria, debe tener una regulación adecuada, moderna, ágil y eficiente y con una estructura estatal que evite que los pequeños productores apícolas tengan que estar permanentemente buscando apoyo, lo cual va frustrando estas actividades.

Por tanto, afirmó, la idea de tener un marco regulatorio nace con la finalidad de incentivar y de regular, pero también de fomentar esta actividad tan importante.

También, coincidió con lo planteado por el Honorable Senador señor Letelier en orden a buscar una forma distinta de presentar las observaciones al proyecto, tanto de aquellos que plantean que ciertos tipos de semillas o productos van a destruir las abejas, como de quienes afirman que algunas medidas acabarán con la industria. Resaltó que se deben matizar las posturas y que indiscutiblemente ninguna persona quiere que se destruyan las colmenas ni la industria de la semilla.

En esa perspectiva, hizo presente que, dado que la Comisión acaba de suscribir un convenio de colaboración con las Escuelas de Agronomía de las Universidades del CRUCH, sería positivo solicitar un informe relativo a la influencia que pueden tener los plaguicidas neonicotinoides sobre la salud de las abejas, lo mismo para el caso de los cultivos de vegetales genéticamente modificados, ya que es legítimo que por un lado se planteen dudas y por otro la defensa, por ello se requiere una mirada más  académica y objetiva de este tema.

Finalmente señaló que todos los aportes y documentos sirven de base para la discusión de fondo y recordó que respecto del proyecto de ley aprobado en general en el Senado, se encuentra abierto el plazo para presentar indicaciones, las cuales serán trabajadas por el Gobierno junto con los asesores de los señores Senadores  de manera de ir perfeccionando el proyecto y de esa forma avanzar en tener una legislación más completa y eficiente.
DISCUSIÓN EN GENERAL

Al iniciar la discusión del proyecto de ley en estudio, la Comisión tuvo presente el informe elaborado por la Biblioteca del Congreso Nacional, solicitado por el Honorable Senador señor Tuma, el cual compara esta iniciativa legal con otra ingresado a la Cámara de Diputados del Congreso de Argentina, haciendo presente que el primero fue presentado en mayo del 2015, y el segundo en agosto del mismo año. Ambos proponen el mismo marco normativo, no obstante, destaca que la versión del proyecto argentino, disponible en el sitio web de su autor, diputado Asseff, reconoce expresamente que se encuentra inspirada en su análogo chileno publicado en el Boletín N° 10.144-01, del Congreso de Chile, que fue iniciado a 25 de junio de 2015, en moción de los Senadores señores Eugenio Tuma Zedán, José García Ruminot, Felipe Harboe Bascuñán y Manuel Matta Aragay del país transandino. 
Así también, el informe da cuenta de las semejanzas del mismo y efectúa comentarios adicionales al proyecto de ley en estudio, el cual se tuvo a la vista por los Honorables Señores Senadores, y cuyo documento se encuentra disponible en la página web del Senado.

En seguida, la Comisión escuchó, vía videoconferencia, a don Salvador Millaleo, Dr. Phil. Profesor de la Facultad de Derecho de la Universidad de Chile, quien, además, acompañó su presentación en powerpoint, y explicó que el objetivo central de este proyecto de ley consiste en regular la actividad apícola y las condiciones bajo las cuales se ejerce esta actividad. En particular, precisó, se busca legislar sobre la salud y la sobrevivencia de las abejas, que es precisamente la idea principal de esta moción, suscrita por los Honorables Senadores señores Tuma, García, Harboe y Matta.

Asimismo, indicó que esta iniciativa es complementaria de las propuestas contenidas en los proyectos de ley signados bajo los boletines Nºs 9479-01 y 9961-01, este último radicado en la Cámara de Diputados.

Por otra parte, dejó constancia que este proyecto ha sido emulado por una iniciativa legal argentina presentada por el Diputado Alberto Asseff, el 12 de agosto de 2015, bajo el Boletín N° 4255-D-2015, y que así lo ha aclarado el mismo Diputado, al indicar en los fundamentos de su moción, lo siguiente:

“El proyecto propuesto, inspirado en su análogo publicado en el Boletín N° 10.144-01 del Congreso de Chile, que fue iniciado a 25 de junio de 2015, en moción de los señores Senadores del país trasandino, Eugenio Tuma Zedán, José García Ruminot, Felipe Harboe Bascuñán y Manuel Matta Aragay, que establece regulación de la actividad apícola en dicho orden legal…”.

A continuación, el Profesor Millaleo realizó un análisis de los fundamentos y objetivos de este proyecto de ley. En primer lugar, enfatizó que no se puede regular la actividad apícola sin preocuparse de las condiciones de vida y de salud de las abejas, tanto de las colonias como de las abejas silvestres, cuya actividad es complementaria a la de los cultivos apícolas que desarrollan los apicultores. 

Luego, señaló que el objeto fundamental de este proyecto de ley se enfoca en las necesidades de regulación que no han sido cubiertas por las otras iniciativas, especialmente, en lo referido a la protección de la salud y del hábitat de las abejas y de otros polinizadores. Resaltó, que ello tiene que ver con el reconocimiento del rol de las abejas y de los otros polinizadores para la biodiversidad y las actividades de la industria silvoagropecuaria, además de la alimentación y la salud de las personas. 
En seguida, presentó un gráfico que extrajo de una publicación canadiense que muestra las cuatro causas más relevantes que afectan la salud de las abejas y que inciden en su desaparición global, a saber: las pestes y enfermedades; el cambio climático; sus problemas de hábitat y nutrición, y su exposición a pesticidas. Al efecto, dio cuenta que este proyecto de ley intenta contrarrestar estas cuatro causales mediante una serie de políticas públicas que se proponen impulsar.

Hizo presente que este proyecto ha tenido en vista una serie de normas y proyectos de ley que se discuten hoy en el extranjero. En lo medular, acotó, se centra en la experiencia anglosajona, que en su mayoría corresponde a legislación de Estados Unidos, para no enfocarse en los entornos regulatorios más estrictos que suelen ser los países europeos. No obstante, que se encontraron con respuestas normativas bastante contundentes en lo que refiere a las políticas públicas que este proyecto de ley pretende desarrollar.

A continuación, pasó a enumerar algunas de las fuentes inspiradoras del proyecto de ley, a saber:

1.- “Bee Deseases and Pest Control Order”, de Inglaterra de 2006. Este ordenamiento establece un procedimiento claro de notificación obligatoria y poderes de inspección para las enfermedades y las pestes de abejas, que permiten actuar a las autoridades competentes de salud animal con eficacia preventiva.

2.- “Illinois Bees and Apiaries Act”, establece poderes de inspección y de control de la importación de colonias de abejas, así como medidas de reporte obligatorio y cuarentena en el caso de enfermedades y pestes de las colonias de abejas.

3.- “Oklahoma Apiary Act & Rules”, contiene reglas de control de la importación de abejas reinas, medidas de cuarentena y destrucción de las subespecies que son peligrosas para las otras abejas, como las colonias de abejas africanizadas.

4.- “New York Agriculture and Markets Law (Article 15)”, regula la notificación obligatoria de las enfermedades de abejas, su transporte y el control de subespecies que dañan a las demás abejas.
5.- “US Fish and Wildlife Service Decision July 4th 2014”, prohíbe el uso de insecticidas neonicotinoides para cultivos agrícolas y la vida silvestre en los Estados de Hawaii, Idaho, Oregon y Washington.

6.- La prohibición de los pesticidas neonicotinoides del Consejo Municipal de la ciudad de Eugene, Portland, Estado de Oregon: Resolución Nº 5.101 de 26 de febrero de 2014, titulada “Enhancing Current Integrated Pest Management in Parks”.

7.- Proyecto de Ley Federal “The Saving America´s Pollinators Act”, HR 2692, de Diputados Demócratas que busca suspender el uso de los neonicotinoides.

8.- Proyecto de Ley Federal “Pollinator Habitat Protection Act”, HR 1.496, de Senadores republicanos y Demócratas, que da competencia al Servicio de Vida Silvestre en Estados Unidos para tomar medidas para la conservación de las abejas.

9.- Proyecto de Ley Federal “Highways Bettering the Economy and Environment Pollinator Protection Act (Highways BEE Act)”, HR 2.738, de representantes Demócratas y Republicanos, que promueve la creación y el mantenimiento de hábitats de alta calidad para los polinizadores a lo largo de las carreteras. 

10.- Proyecto de Ley Estatal de Oregon “Save Oregon Pollinators Act”, HR 4.139, de un Representante Republicano, que establece el derecho a conocer la ubicación de los cultivos genéticamente modificados.

11.- Proyecto de Ley del Senado de Puerto Rico Nº 710, de 26 de agosto de 2013, que prohíbe el uso de plaguicidas neonicotinoides.

12.- “The 2014 Pollinator Label Law de Minnessota”, que establece la obligación de etiquetamiento de los productos para árboles y plantas que sean riesgosos para los polinizadores.
13.- “Pollinator Protection Act” de 2015 del Estado de Maryland, que establece la obligación de etiquetamiento de las semillas, plantas y abonos que hayan sido tratados con productos químicos riesgosos para las abejas y polinizadores, y
14.- Decisión de Provincia de Ontario, Canadá, junio de 2015, que es parte de la “Strategy to Improve Pollinator Health”, que ha implementado nuevas reglas administrativas para reducir gradualmente el uso de pesticidas neonicotinoides, restringiéndolos a aquellos casos cuando exista evidencia de pestes de abejas, y evitando su uso en los cultivos que tengan mayor impacto en las abejas.

En seguida, hizo presente que el proyecto plantea como deber del Estado el promover y proteger la salud de las abejas, para lo cual propone crear un sistema que permita enfrentar las enfermedades y pestes de las mismas. 

Al efecto, informó, que en consonancia con el derecho comparado se plantea instaurar un sistema de notificación obligatoria, que obliga a los propietarios y administradores, así como a los tenedores de colmenas a notificar a la autoridad correspondiente, para activar un sistema de respuesta para el caso concreto, a fin de prevenir la expansión y el contagio a otras colmenas. 

Precisó que este sistema permitirá a la autoridad tener acceso a las colmenas infectadas, debiendo informársele previamente. Asimismo, indicó, se prohíbe la remoción de las colonias infectadas y la auto-aplicación de medidas por parte de los propietarios, administradores o tenedores de las colmenas enfermas.

Así también, esta iniciativa establece el deber de los propietarios, administradores o tenedores de las colmenas infectadas a someterse a muestras de laboratorio y a exámenes que deberá realizar la autoridad, para determinar las causas de la enfermedad y posible contagio de otras colonias. 

Refirió que, además, se proponen medidas sanitarias concretas para el problema detectado, permitiendo a la autoridad ordenar: la destrucción de la colmena; la aplicación de tratamientos específicos; la declaración de cuarentena; la destrucción de especies peligrosas, y la disposición de las colonias de abejas muertas.

Subrayó que estas medidas para ser efectivas requieren de restricciones a las importaciones de material genético y de colmenas infectadas. Señaló que la idea es que las importaciones estén sometidas a un control, para prevenir el ingreso de abejas infectadas, que amenacen la salud de las abejas que están en el territorio nacional.

Luego, se refirió a la prohibición de plaguicidas neonicotinoides. Informó que son una especie de pesticidas sintéticos, similares químicamente a la nicotina, que matan a los insectos afectando su sistema nervioso, en particular, a los receptores de las sinapsis nerviosas. Agregó que se trata de pesticidas que no se aplican directamente sobre un objetivo, puesto que se irradian a través de las plantas, perjudicando a todo el que toma contacto con ellas y, agregó que toman bastante tiempo en degradarse en el suelo y que se utilizan para cultivos extensivos, la horticultura, viveros y silvicultura urbana. 

Indicó que las abejas y los polinizadores, en general, pueden estar expuestos a estos plaguicidas por el uso de aerosoles, polvo de semillas tratadas, residuos y contaminación del polen, néctar, agua o del suelo.  En efecto, lamentó que el uso masivo de estos insecticidas esté eliminando a los polinizadores, lo que ha sido motivo de preocupación en el mundo y ha generado una gran discusión en la Unión Europea y en Estados Unidos. Por estas consideraciones, consideró que el proyecto de ley es un aporte, que permitirá iniciar un debate nacional sobre cómo regular y enfrentar los efectos nocivos que pueden tener estos insecticidas para las poblaciones de abejas.
Posteriormente, informó que sus comentarios tienen como base literatura científica y destacó una publicación del mes enero de 2015, de la “Taskforce on Systemic Pesticides de la International Union for Conservation of Nature”, la cual tiene la virtud de revisar ochocientos papers científicos sobre los impactos que provocan los insecticidas neonicotinoides sobre las abejas. 

Reseñó que este estudio concluyó que existe un grave riesgo para las abejas y otros polinizadores, causado por el uso desmedido de los neonicotinoides, especialmente la variedad conocida como “Neonics”, que las afecta letal o subletalmente. 

En este último caso, observó, no destruye a la abeja, pero sí se dañaría su sistema de navegación individual, su aprendizaje, la posibilidad de recoger su alimento, su longevidad, su resistencia a enfermedades y la fecundidad de las colonias. Estos efectos, continuó, se extienden a los abejorros de las colonias, porque se ha demostrado que provocan un crecimiento más lento de la colonia y un descenso en el número de abejas reinas.

En seguida, mencionó el estudio “Conclusions of the Worldwide Integrated Assessment on the risks of neonicotinoids and fipronil to biodiversity and ecosystem functioning”, de Environ Sci Pollut Res (2015), que dice lo siguiente:
“La literatura ha sintetizado en esta evaluación integrada que demuestra la biodisponibilidad a gran escala de estos insecticidas en el medio ambiente mundial a niveles que se sabe que causan efectos letales y subletales sobre una amplia gama de terrestre (incluyendo el suelo) y microorganismos acuáticos, invertebrados y vertebrados. Impactos a nivel de población han demostrado ser propensos a concentraciones ambientales observadas en el campo de los insectos polinizadores, invertebrados del suelo y los invertebrados acuáticos. Hay una creciente evidencia de que estos efectos representan un riesgo para el funcionamiento del ecosistema, la resistencia y los servicios y funciones que proporcionan los ecosistemas terrestres y acuáticos. Dichos servicios y funciones pueden ser aprovisionamiento, regulación de cultivos, e incluyen entre otros la formación del suelo, la calidad del suelo, el ciclo de nutrientes, tratamiento de residuos y disposición de ellos, la polinización, la red de soporte de los alimentos, la purificación del agua, regulación de plagas y enfermedades, la dispersión de semillas, cultivos herbívoros y control de malezas, la provisión de alimentos (incluidos los peces), la estética y la recreación.” (2015: P 152).

El profesor Millaleo destacó que este informe documenta los efectos y los servicios ecosistémicos, ya que no se restringe sólo a las poblaciones que son objeto inmediato de los efectos nocivos de estos insecticidas. Como conclusión, señala que los neonicotinoides, también, afectan a otras especies, como microbios, insectos invertebrados terrestres y acuáticos, anfibios, reptiles, peces, aves e, incluso, mamíferos.

Asimismo, citó un estudio del Profesor de Harvard, Doctor Chensheng LU, del Departamento de Salud Ambiental de la Escuela de Salud Pública, el cual considera como la principal causa del colapso de las colonias de abejas que ha afectado a Estados Unidos y a Europa en los últimos cinco años, al uso de los pesticidas neonicotinoides. En su opinión, para superar esta crisis se requiere de una respuesta regulatoria urgente.

También, mencionó tres estudios publicados, en los dos últimos años, en la prestigiosa “Revista Nature”, que prueban los efectos adversos de los neonicotinoides sobre otras especies distintas a las abejas, a saber: 

1.- Caspar A. Hallmann; Ruud P. B. Foppen, Chris A. M. van Turnhout, Hans de Kroon, Eelke Jongejans (July 2014). "Declines in insectivorous birds are associated with high neonicotinoid concentrations”, que demuestra los impactos en las aves de los insecticidas neonictonoides.

2.- Sebastian Kessler et al. (March 2015). “Bees prefer foods containing neonicotinoid pesticides”, que muestra la adicción de las abejas a alimentos infectados con neonicotinoides.

3.- Marc Ründlof et al. (May 2015). “Seed coating with a neonicotinoid insecticide negatively affects wild bees”, sobre los impactos negativos en las abejas silvestres.
A su vez, hizo referencia a un estudio europeo de este año sobre los impactos negativos de los neonicotinoides en las abejas y en los servicios ecosistémicos, informado por European Academies Science Advisory Council (EASAC), titulado “Ecosystem services, agriculture, and neonicotinoids”, que refrenda todas las conclusiones antes mencionadas.

En consideración a los argumentos expuestos, el profesor Millaleo destacó que se ha generado esta propuesta de regulación, que busca prohibir los insecticidas neonicotinoides, teniendo en consideración uno de los principios fundamentales del Derecho Ambiental, cual es el Principio Precautorio, que se estableció en la Conferencia de Río de 1992 sobre Medio Ambiente y Desarrollo, en la que se adoptó la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo de las Naciones Unidas. Precisó que este principio señala que cuando existe un riesgo o peligro para el medio ambiente se requiere de una respuesta regulatoria para prevenir ese riesgo y para adoptar medidas eficaces que impidan la degradación del medio ambiente.

Del mismo modo, agregó, el proyecto busca proteger el hábitat de las abejas. Al efecto, hizo presente que las abejas son insectos que recorren grandes distancias en busca de alimento, por lo que se debe utilizar un enfoque más territorial para su conservación.

En este sentido, dio cuenta que el proyecto  propone la existencia de planes de conservación y de mejora para el hábitat de las abejas, como herramienta de estudio para política pública, definiendo zonas de producción apícola en los territorios en los que se establezcan prioridades para su ocupación. 

En esta misma línea, argumentó que el Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental debiera considerar los impactos que se pudieran generar sobre los polinizadores en el análisis de los proyectos. Por otra parte, esta iniciativa pretende obligar al Sistema de Áreas Silvestres Protegidas a contar con planes de manejo para proteger a los polinizadores.

Indicó, además, que el proyecto autoriza a la autoridad a fijar una distancia mínima entre los apiarios y los cultivos genéticamente modificados, los que, sin duda, son un riesgo para los polinizadores. Al efecto, señaló que esto conlleva la necesidad de debatir sobre cuál es la distancia mínima para la demarcación de una zona de exclusión, considerando las grandes distancias que recorren las abejas en busca de alimento. 

Actualmente, refirió, la distancia mínima en algunos países oscila entre veinte a cincuenta metros. Incluso, detalló, que la Sociedad de Polinizadores de Inglaterra está pidiendo a la autoridad fijar una distancia de seis millas, que equivalen a diez kilómetros, con el objeto de dar mayor seguridad a los hábitats de las abejas. Con todo, resaltó que este proyecto de ley ha sido cauto, puesto que sólo ha instalado el debate dejando a la autoridad el definir esta distancia mínima.

Por otra parte, reseñó, este proyecto de ley establece la obligación de notificar, previamente, la fumigación en áreas próximas a cultivos apícolas, para que los administradores de los apiarios puedan tomar las medidas necesarias para proteger la salud de las colonias que están en sus colmenas.

Asimismo, precisó que se aborda en forma bastante escueta, el fomento apícola. Ello, debido a que las otras iniciativas en tramitación desarrollan este aspecto extensamente. Sin perjuicio de lo anterior, enfatizó la necesidad de introducir el concepto de sustentabilidad en la apicultura y de generar una política de fomento que permita el desarrollo sustentable de la industria apícola nacional.

Al finalizar, dio cuenta que esta iniciativa consagra una serie de sanciones, para que las medidas que se adopten no sean meramente declarativas, sino que efectivamente estén respaldadas por una carga de coercitividad para que quienes tienen alguna obligación, en razón de esta ley, actúen con la seriedad que corresponda para cada caso en concreto.

A continuación, el Honorable Senador señor Harboe agradeció la exposición del Profesor Millaleo y dio la palabra al Ministro de Agricultura, señor Carlos Furche, quien señaló que es evidente que hay consenso en la necesidad de promover el desarrollo del sector apícola en nuestro país y se sumó a los agradecimientos al Profesor Millaleo por la contribución que ha hecho a este debate.

Por su parte, el Honorable Senador señor Tuma pidió a la Comisión tener a la vista el informe que emitió la Biblioteca del Congreso Nacional sobre este proyecto de ley, en el cual se señala que esta iniciativa ha sido fuente inspiradora de una moción presentada por el Diputado Argentino, señor Alberto Asseff.

En seguida, el Honorable Senador señor Letelier, se refirió a la propuesta de prohibir los insecticidas neonicotinoides, y comentó que este tema tiene una discusión antigua y como tal le gustaría conocer la posición del Ministerio de Agricultura. Informó que  no incluyó este aspecto en su proyecto de ley, por cuanto fue cauto respecto de las atribuciones que tienen como parlamentarios en materias de iniciativa exclusiva de la Presidenta de la República 

Al efecto, refirió que el Ejecutivo a través del Servicio Agrícola y Ganadero y, en algunas ocasiones, por medio del Ministerio de Salud, establece cuáles son los agrotóxicos autorizados para ser aplicados en Chile y los procedimientos de registros de estos productos. Por lo anterior, pidió al Ejecutivo su opinión respecto de estos insecticidas y de otros que pudieran afectar a las abejas.

Asimismo, solicitó información respecto a qué cultivos se aplican, ya que según entiende no forman parte del paquete tecnológico que se usa para las variedades frutales. En general, tiene antecedentes que se utilizan en la actividad forestal y monocultivos de vegetales genéticamente modificados. 

Con todo, hizo presente a Sus Señorías que estos insecticidas generan adicción en las abejas, dada sus altas cargas de concentración de nicotina y de sus derivados.

A su turno, el Honorable Senador señor García consultó al Ejecutivo por las disposiciones de este proyecto de ley que habilitan a la autoridad a establecer zonas de producción apícola y a fijar una distancia mínima entre estas zonas y los cultivos de vegetales genéticamente modificados. En lo medular, acotó, le interesa conocer las probabilidades de aplicación de esta norma y bajo qué condiciones.

El señor Ministro de Agricultura informó que los semilleros de vegetales genéticamente modificados han manifestado ciertas aprensiones sobre esta propuesta y señaló que en la práctica resulta imposible aislar a los apiarios, porque necesitan de un hábitat diverso para realizar su proceso de polinización y de producción de miel. 

No obstante lo anterior, indicó que existe necesidad para establecer una distancia mínima para los cultivos de semilleros de vegetales genéticamente modificados respecto de las áreas de producción de abejas, lo que ayudaría a enfrentar situaciones como las vividas en el pasado en relación con la miel chilena exportada a la Unión Europea, cuando se detectaron trazas de organismos genéticamente modificados dentro de sus componentes.

Con respecto a los insecticidas, pidió autorización a la Comisión para escuchar a la Asesora de la Oficina de Estudios y Políticas Agrarias respecto de las facultades que tiene el Servicio Agrícola y Ganadero.

A continuación, la Abogada de la Oficina de Estudios y Políticas Agrarias, señora Marisol Páez, confirmó que el Servicio Agrícola y Ganadero es la autoridad competente para determinar la seguridad y eficacia de un plaguicida, a través de un proceso riguroso, cuyo objetivo es evitar que el producto afecte a los humanos y a los animales. Informó que en la etiqueta del producto autorizado se deben indicar los animales que puede afectar y los períodos en que se puede aplicar.

De esta manera, afirmó, el Servicio Agrícola y Ganadero ya cuenta con las atribuciones para autorizar la aplicación de un plaguicida determinado en el territorio nacional. En consecuencia, observó, varias de las facultades que consagra este proyecto de ley ya están reguladas en la legislación vigente, por lo que, a su juicio, de aprobarse esta norma, podría haber una duplicidad de normas jurídicas, lo que generaría una suerte de incertidumbre respecto de la normativa a aplicar.

En cuanto a la fijación de una distancia entre los apiarios y los cultivos de vegetales genéticamente modificados, señaló que existen antecedentes respecto de la intención de algunas municipalidades de regular la distancia entre los apiarios para determinar la carga apícola, es decir, la capacidad que tienen las abejas o colmenares para alimentarse y subsistir en un territorio determinado. Informó que la Controlaría General de la República se pronunció sobre la materia y resolvió que el Servicio Agrícola y Ganadero es el órgano competente para regular este aspecto sanitario, por lo que también sería un tema que ya está resuelto en la legislación actual.

Por su parte, el Honorable Senador señor Harboe valoró la intención de este proyecto de ley, que al igual que la iniciativa patrocinada por el Honorable Senador señor Letelier, pretende regular la actividad apícola con el objetivo de protegerla y de fomentarla. En  esa línea, anunció que hay voluntad para aprobar en general el proyecto, no  obstante reconocer que existen diversas observaciones respecto del eventual impacto que podría generar esta iniciativa, como lo que ha planteado el Profesor Millaleo o la Abogada de la Oficina de Estudios y Políticas Agrarias, respecto de los efectos de los neonicotinoides en el desarrollo de la industria apícola, entre otros, temas.

En atención a lo expuesto y dado que el proyecto trata aspectos que requieren una visión  académica y científica, recordó que la Comisión, en el marco del Convenio suscrito con las Facultades de Agronomía del Consejo de Rectores de Universidades Chilena (CRUCH), solicitó un informe sobre los efectos que tienen estos plaguicidas en las abejas, lo mismo respecto de los cultivos de vegetales genéticamente modificados y de las zonas de producción apícola, a fin de que una institucionalidad académica, basada en la ciencia pueda orientar a la Comisión. 

Respecto a las observaciones planteadas durante el estudio del proyecto, aclaró que la intención en esta etapa de la discusión no es entrar en el debate de cada uno de sus artículos, sino más bien aprobar la idea de legislar y, de esta forma, solicitar a la Sala de la Corporación que autorice refundir este proyecto de ley con el iniciado en Moción del Honorable Senador señor Letelier dado que ambos regulan la actividad apícola y se encuentran en primer trámite constitucional. Por tanto, las materias específicas como los neonicotinoides, las zonas de producción o de exclusión, las medidas de fomento y otras, serán materias que se abordarán durante la discusión en particular.
El Honorable Senador señor Letelier hizo ver al señor Ministro de Agricultura la importancia de precisar esta materia y señaló que la razón por la cual el proyecto está legislando sobre productos específicos es por el Servicio Agrícola y Ganadero no lo ha hecho. Lo mismo sucede, apuntó, en países como Estados Unidos, en que se legisla sobre determinados productos. 

En ese sentido, expresó que la visión que tienen los apicultores es que el Servicio Agrícola y Ganadero no tiene capacidad de fiscalización y que si bien existen excelentes agricultores en nuestro país, también hay otros que no son respetuosos de los procedimientos, lo cual  crea esta dificultad. 
Comentó que existen altos niveles de nitritos en los suelos chilenos debido al uso abusivo de ciertos paquetes tecnológicos por algunos agricultores que privilegian el rendimiento de sus cultivos y lamentó que estos daños se extienden a los cauces del agua, generando severos desequilibrios en el medio ambiente, sin embargo, previno que ese daño tiene otro alcance que el que hoy está en discusión, por ello su  interés en plantear esta inquietud de cómo fortalecer la Institucionalidad y mejorar la fiscalización. Tal vez, apuntó, sería conveniente prohibir por ley la aplicación de ciertos productos o, al menos, ser más estrictos en la autorización de los plaguicidas que se pueden usar en territorio nacional.

Insistió en la importancia de este tema, y alertó que lo está en juego son los principales polinizadores que tienen la misión de garantizar la biodiversidad del planeta. 

Por último, reiteró su pregunta respecto de cuáles son los cultivos en que más se aplican estos tipos de plaguicidas.

El señor Ministro de Agricultura hizo presente que no tiene los antecedentes para responder fundadamente la pregunta de Su Señoría pero se comprometió a investigar el tema y enviar la información. 

Respectó a la interrogante de cuánto regular, indicó que lo primero es ver cómo se fiscaliza y en ese punto, subrayó que inevitablemente la fiscalización debe ser ejercida por el Servicio Agrícola y Ganadero, pero, teniendo en consideración que ésta debe ser flexible y precisa para regular adecuadamente la fiscalización de la actividad apícola. 

Con todo, estimó que no es apropiado establecer una prohibición por ley, ya que su modificación o supresión requeriría de otra ley. En su opinión, se debe buscar un cierto equilibrio entre la especificidad de la ley y el marco de las atribuciones del Servicio Agrícola y Ganadero. Coincidió en que el nivel de fiscalización no ha sido lo suficientemente rígido que se requiere para garantizar la actividad apícola.
En seguida, la Abogada de la Oficina de Estudios y Políticas Agrarias precisó en relación con la práctica de las fumigaciones, que se debe distinguir entre aplicaciones terrestres y las aéreas. Las primeras, detalló, son de competencia del Servicio Agrícola y Ganadero, sin embargo, las fumigaciones aéreas corresponden al Ministerio de Salud. Lo anterior se origina en el 2008, año en que se eliminó esta atribución al Servicio Agrícola y Ganadero.

A continuación, el Honorable Senador señor Tuma expresó que, luego de haber escuchado las intervenciones del Profesor Millaleo, del Ministro de Agricultura y del Honorable Senador señor Letelier, se confirma la necesidad de establecer una ley marco que garantice la sobre vida de los polinizadores que hoy se ven afectadas por diversas razones. Por tanto, destacó que el mérito que tiene este proyecto de ley, es   garantizar la protección de la salud y el hábitat de las abejas, a fin de resguardar la polinización necesaria para asegurar la alimentación del planeta. 
Por otro lado, reiteró el informe de la Biblioteca del Congreso Nacional en que confirma que este proyecto de ley, de su autoría, sirvió de base para la moción presentada por un Diputado argentino en el mes de agosto de este año.




Sobre este punto, el señor Ministro de Agricultura hizo presente que le envió una carta a Su Señoría pidiendo las disculpas del caso  y de esa forma corregir el error involuntario.

El Honorable Senador señor Letelier solicitó a la a la Biblioteca del Congreso Nacional información respecto a si los neonicotinoides tienen reemplazos o alternativas.

A su turno, el Honorable Senador señor García se manifestó a favor de una normativa que fortalezca, apoye y proteja el desarrollo de la apicultura. Sin embargo, hizo presente que se ha señalado que el proyecto entra en contradicción con las facultades del Servicio Agrícola y Ganadero en materia autorización de plaguicidas, por cuanto el artículo 21 del proyecto prohíbe no sólo el uso, sino también el almacenamiento, la importación, la distribución, venta de una serie de plaguicidas neonicotinoides, lo mismo respecto del artículo 22, que prohíbe todos los insecticidas letales para los polinizadores.

Al respecto, comentó que la Comisión escuchó a la Asociación Nacional de Fabricantes e Importadores de Productos Fitosanitarios Agrícolas A.G. AFIPA, quienes presentaron un informe mediante el cual observan una serie de efectos y de riesgos que se podrían generar de aprobarse las citadas normas, puesto que dichos plaguicidas tendrían que ser reemplazados por insecticidas más antiguos que son más tóxicos para las abejas y el medio ambiente, además de aumentar los costos de producción al utilizar otro tipo de plaguicidas, provocando una disminución de la siembra, afectando a otros cultivos, y que se tendría una mayor cantidad de residuos y mayores restricciones de comercialización interna y externa, entre otros efectos.




Sobre el particular, preguntó si es efectivo que de aprobarse los artículos 21 y 22 en los términos que están expresados en el proyecto, significará que se va a perjudicar otros cultivos y cuál es el efecto que se tendrá sobre otras producciones agrícolas. 

El Honorable Senador señor Harboe junto con agradecer las consultas, recordó que todas las observaciones planteadas serán analizadas durante la discusión en particular de este proyecto de ley, y agregó que el Profesor Millaleo en su exposición, citó ocho estudios sobre los efectos de los neonicotinoides en la letalidad de las abejas, lo mismo hizo AFIPA para apoyar su postura.  En consecuencia, y dado que no es un técnico en la materia, sugirió esperar el informe solicitado al Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas, lo que no obsta a la opinión que les pueda entregar el Ministerio de Agricultura.

Insistió que en esta etapa, el objetivo es aprobar en general este proyecto para poder refundirlo con el otro iniciado en moción del Honorable Senador señor Letelier que versan sobre la misma materia y, así, durante su discusión en particular, aprobar una regulación al sector apícola que proteja y fomente esa actividad, sin generar un perjuicio para otros cultivos.

El Honorable Senador señor García anunció su voto favorable, con la prevención que hizo respecto de los artículos 21 y 22 de esta iniciativa, porque entiende que no es el ánimo de este proyecto perjudicar a otros cultivos del país, por el contario, apuntó, la idea es hacerlos compatibles.

El Honorable Senador señor Harboe argumentó que votará a favor, en el entendido de que la discusión particular será la etapa en la cual se profundizarán los antecedentes técnicos que han abordado en esta sesión.

A su turno, el Honorable Senador señor Moreira manifestó su voto en contra del proyecto por estimar que esta iniciativa podría dañar los intereses de algunos agricultores.

- Puesto en votación en general el proyecto de ley, fue aprobado por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión. Votaron a favor los Honorables Senadores señores García, Harboe y Letelier y en contra el Honorable Senador señor Moreira. 

- - - 

TEXTO DEL PROYECTO 

En mérito de los acuerdos precedentemente expuesto, la Comisión de Agricultura tiene el honor de proponeros aprobar, en general, el siguiente proyecto de ley:

PROYECTO DE LEY:

“Título I
Disposiciones Generales

Artículo 1º. Objeto de la ley. Esta ley está dirigida a proteger la salud y hábitat de las abejas y otros polinizadores, así como a fomentar y proteger la industria apícola nacional y local. 

El Estado reconoce la importancia y rol de las abejas y otros polinizadores para la preservación de la biodiversidad, el desarrollo de las actividades e industrias silvoagropecuarias, y para la alimentación y salud de todos los habitantes del territorio nacional. 

Artículo 2º. Definiciones. Para los efectos de esta ley, se entenderá lo siguiente:

a) Abejas: Insectos conocidos como Apis Mellifera.

b) Aparejos o equipamiento apícola: Colmenas, partes de colmenas y utensilios usados en la apicultura.

c) Apiario: Conjunto de Colmenas donde se encuentran físicamente las abejas y el equipo apícola de un apicultor. 

d) Apicultura: El cultivo o producción de abejas, cera de abejas, miel, productos derivados y transporte de abejas, colonias o ítems de equipamientos o aparejos relativos a las abejas.

e) Apicultor: Aquellas personas, naturales o jurídicas, que realizan de manera permanente o temporal actividades de apicultura, ya sea por cuenta propia o ajena, implicando el manejo de una más colonias de abejas, salvo aquellos que poseen equipos de apicultura para el exclusivo propósito de transporte, distribución o venta, y los fabricantes de equipamientos y aparejos de apicultura. 

f) Colmena: Domicilio para guardar las abejas, sea natural o artificial, cualquiera sea su forma. 

g) Colonia: Significa una entera familia de abejas o una unidad social de ellas que vive en conjunto, incluyendo el panal, la miel, el propóleo y el polen.

h) Cuarentena: Implica cualquier orden que contenga, detenga, determine un área afectada, instalaciones o un área infectada, las restricciones de movimiento de cualquier tipo, para cualquier apiario, equipos apícolas, abejas, colmenas, o la miel después de descubrir la presencia de una enfermedad o peste de abejas. 

i) Enfermedad de abejas: Condición anormal de los huevos, larvas, pupas o etapas adultas de las abejas que perjudica su funcionamiento normal.

j) Miel: Producto final natural producida por abejas obreras a partir del néctar de las flores, en un proceso en que es transportado, modificado y almacenado en las celdas de los panales de las abejas. 
k) Núcleo de Abejas: Cualquier división o porción de una colonia que contiene un panal y abejas.

l) Peste de Abejas: Cualquier insecto, ácaro u organismo viviente similar que puede ser perjudicial directa e indirectamente para las abejas en cualquier estado de su ciclo de vida, o que interfiere con su manejo, incluyendo a los parásitos y las abejas africanizadas. 

m) Pesticida letal para los polinizadores: Insecticida absorbido por las plantas que las hace letales para los polinizadores.

n) Polinización: Uso de abejas para la transferencia de polen a los cultivos.

Título II
Salud de las Abejas

Artículo 3º. Salud de las abejas. La salud de las colonias de abejas será un objetivo permanente del Estado, incluyendo la erradicación de las enfermedades y pestes que las afecten. El Estado a través de sus diversos organismo, deberán adoptar todas las medidas que sean adecuadas para preservar la salud de las abejas

Artículo 4º. Pestes enfermedades de las abejas sujetas a notificación obligatoria. Las siguientes enfermedades y causas de muerte de las abejas quedarán sujetas a deberes de notificación:

1. Pestes de abejas.

2. Loque americana y Loque europea.
Artículo 5º. Notificación obligatoria de enfermedades y pestes de las abejas por los propietarios y administradores. Los propietarios y administradores de colonias de abejas en colmenas, cuando sospechen o tengan noticia que algunas abejas de la colmena estén infectadas con una enfermedad que sea sujeta a deber de notificación, que una peste sujeta a notificación está presente en la colmena, que abejas de la colmena hayan muerto por causas sujetas a notificación, o bien que una enfermedad, peste o causa de muerte sujeta a notificación esté presentes en otras colmenas situadas en las mismas instalaciones o vehículos en que se sitúa la colmena de su propiedad o administración, deberá notificar inmediatamente al Servicio Agrícola y Ganadero de esos hechos.

Artículo 6º. Notificación obligatoria de enfermedades y pestes de las abejas por otros descubridores. Cualquier otra persona que esté o haya estado en posesión de una colmena, y que descubra en el curso de su ocupación o uso  una de las enfermedades, pestes o causas de muerte indicadas en el artículo anterior, deberán también notificar inmediatamente de ello al Servicio Agrícola y Ganadero.

Artículo 7º. Forma de notificación. La notificación debe ser por escrito, o verbal. La notificación referida, siempre será revocable, cuando quienes hayan realizado la notificación consideren que ha desparecido de manera segura el motivo de la notificación.
Artículo 8º. Acceso a colmenas con pestes y enfermedades notificadas. Los dueños, administradores o cualquier persona que esté en posesión o uso de colmenas infectadas, equipamientos o aparejos,  instalaciones y productos apícolas relacionados, deberán proporcionar acceso a estos objetos, y ponerlo a disposición de las autoridades competentes para realizar las pruebas y tomar las medidas necesarias para prevenir la difusión de las enfermedades, pestes o causas de muerte de abejas que hayan sido notificadas. 

Artículo 9º. Información a la autoridad. Las personas indicadas en el artículo anterior deberán proporcionar a las autoridades competentes toda la información de que dispongan sobre la enfermedad, peste o causa de muerte de abejas notificada, su difusión y sobre las personas que estén en actual posesión o uso de los objetos referidos en el artículo anterior, así como la ubicación de dichos objetos.

Artículo 10. Prohibición de remoción y presentación de pruebas. Cuando se haya realizado una notificación en los términos de los artículos anteriores, los dueños o administradores de las colmenas no deben remover o permitir remover las colmenas de las instalaciones donde están situadas.

Lo anterior implica la no remoción de la misma colmena, las abejas, productos apícolas, pestes de abejas, restos de colmenas o aparatos relacionados, el suelo de los alrededores de la colmena, o cualquier otra cosa que puedan propagar la enfermedad o peste de declaración obligatoria.

Los propietarios o administradores deberán presentar todos los objetos indicados en el inciso anterior y que obren en su poder, ante el Servicio Agrícola y Ganadero.
Dentro de lo anterior, los propietarios o administradores que hayan prestado la declaración estarán obligados a remitir las muestras de los objetos indicados en el inciso segundo para las pruebas de laboratorio que sean necesarias. 

Artículo 11. Inspecciones de la autoridad. Los dueños, administradores o cualquier persona que esté en posesión o uso de colmenas, equipamientos o aparejos, instalaciones y productos apícolas relacionados y cualquier medio de transporte de abejas para cumplir con los objetivos de esta ley, deberán permitir el acceso de la autoridad competente para efectuar la inspección y fiscalizar el cumplimiento de las normativas contenidas en el presente proyecto de ley, como así de todas las normas relacionadas con la salud apícola y de polinizadores. 

Las facultades de inspección incluyen, aunque no se limitan, a la realización de apertura de cualquier paquete, contenedores, el examen y copia de registros y documentos, la recolección y presentación de muestras para el análisis.
Artículo 12. Prohibición de autoaplicación de medidas. Los dueños, administradores o personas que estén en actual posesión o uso de las colmenas infectadas, aparejos, instalaciones y productos apícolas relacionados, no deberán por iniciativa propia aplicar substancias de cualquier tipo para enfrentar la peste, enfermedad o causa de muerte de abejas o prevenir su difusión, sin que haya sido ordenado por la autoridad competente.
Artículo 13. Pruebas de laboratorio. Las notificaciones de enfermedades, pestes y causas de muerte de abejas serán comprobadas por pruebas de laboratorio. 
Artículo 14. Medidas frente a enfermedades de abejas. Frente a una enfermedad, peste o causa de muerte de notificación obligatoria haya sido notificada a la autoridad, o bien sea conocida por otros medios, y tales noticias sean respaldadas por las correspondientes pruebas de laboratorio, se aplicarán las siguientes medidas: 

1.- La destrucción de la colmena infectada, aparejos, instalaciones, productos apícolas y restos de ellos, que estén relacionadas con la enfermedad, peste o causa de muerte notificada, o su difusión. 

2.- Un tratamiento específico para esos objetos. 

3.- La cuarentena de las colmenas, aparejos, instalaciones y vehículos de transporte usados. Dicha cuarentena deberá ser específica en cuanto a su alcance y extensión, incluirá las medidas para enfrentar la enfermedad o peste respectiva, así como para prevenir su difusión, y permanecerá vigente mientras que no sea revocada por la autoridad competente. 
Artículo 15. Destrucción de especies y subespecies peligrosas. Todas las especies y subespecies de abejas que hayan sido determinadas como riesgosas o dañinas por la autoridad competente, en forma directa o indirecta, para la población de abejas, cultivos u otras plantas de este estado y todas las abejas, las colmenas de dichas abejas, accesorios o aparejos infectados o expuestos a enfermedades o pestes de abejas, deberán ser destruidas. 
Artículo 16. Disposición de colonias de abejas muertas. Donde colonias o panales de abejas muertas estén expuestos de tal manera que son accesibles a abejas, o donde las colonias de abejas hayan estado abandonadas o no regularmente atendidas de tal forma, el apicultor deberá disponer de una manera y por un período determinados y específicos de tales colonias o panales de abejas, que eviten la contaminación de otras colonias o panales.
Artículo 17. Importación y transporte de material genético. No se podrá importar o transportar material genético de abejas en el país, a menos que se cuente con certificación del origen de dicho material genético, y que el transporte o importación se realice en la forma que dicha certificación indica.
Artículo 18. Venta e importación de colmenas infectadas. No se podrán vender o importar colmenas o panales que estén afectados por enfermedades o pestes de notificación obligatoria. 

Artículo 19. Compraventa, importación y exportación de abejas reina. Está prohibida la compra, venta, importación, exportación o entrega a cualquier título de abejas reina de cualquier raza, sin la correspondiente certificación sobre la sanidad de la colmena de origen.

Artículo 20. Importación e ingreso de abejas. La importación o ingreso al territorio nacional bajo cualquier modalidad de colmenas, núcleos de abejas y otros productos apícolas sólo podrá realizarse mediante las correspondientes certificaciones sanitarias.
Artículo 21. Prohibición de plaguicidas neonicotinoides. Se prohíbe la introducción, uso, manejo, almacenamiento, distribución, venta u oferta de envío, recibo, entrega u oferta de entrega o transportación de los plaguicidas Acetamiprid, Clothianidin, Dinotefuran, Imidacloprid, Nitenpyram, Thiacloprid, Thiamethoxam así como cualquier otro plaguicida que pertenezca a la familia de los neonicotinoides.

Artículo 22. Prohibición de insecticidas letales para los polinizadores. Se prohíbe la introducción, uso, manejo, almacenamiento, distribución, venta u oferta de envío, recibo, entrega u oferta de entrega o transportación de insecticidas que sean letales para las abejas u otros polinizadores.
Artículo 23. Etiquetamiento de plantas dañinas para los polinizadores. Las plantas, artículos de vivero y material vegetal que sea peligroso para las abejas y otros polinizadores deberá ser etiquetado como “material riesgoso para polinizadores”. 

Artículo 24. Rocío de aerosoles o polvo perjudiciales en los árboles frutales. Ninguna persona pondrá aerosol o polvo sobre árboles frutales durante el período en que dichos árboles están en flor, cuando esos medios consten de una mezcla que contiene cualquier sustancia venenosa nociva para las abejas, a menos que todas las flores hayan caído de los árboles.

Artículo 25. Importación y comercialización de medios para protección y cuidado de plantas atractivas para las abejas.Se prohíbe la importación y comercialización de tratamientos para semillas, aplicaciones para el suelo, tratamiento de hojas o foliar para plantas, árboles y cereales atractivos para las abejas, cuando no se haya demostrado fehacientemente, mediante certificación, que no son dañinas para las abejas u otros polinizadores.
Artículo 26. Contratos de polinización. Cualquier apicultor que ofrezca colonias de abejas para la polinización o la producción de miel en virtud de un contrato verbal o escrito, deberá contar con certificación sobre la ausencia de la presencia de enfermedades y pestes de las abejas.
Título III
Protección del Hábitat de las Abejas y otros Polinizadores
Artículo 27. Planes de conservación y mejora del hábitat de las abejas y otros polinizadores. El Estado, a través de sus organismos competentes desarrollará planes de conservación y mejora del hábitat de las abejas y otros polinizadores, tanto a nivel nacional como regional.

En especial deberá determinarse las zonas de hábitat de las abejas nativas, conservando la vegetación autóctona y las especies endémicas que aseguren su subsistencia y diversidad.
Artículo 28. Zonas de producción apícola y zonas de protección de polinizadores. Los ordenamientos territoriales que se desarrollen en todos los niveles del Estado deberán considerar la determinación de zonas de producción apícola, donde las condiciones naturales y botánicas favorezcan dicha producción. Dichos ordenamientos establecerán prioridades de ocupación de dichas áreas para favorecer la apicultura. Así también, se establecerán prioridades de cultivos florales para mejorar las condiciones de sobrevivencia de las abejas nativas o silvestres. 

Asimismo, se determinarán zonas de protección de polinizadores, incluyendo las abejas nativas y silvestres, en las cuales se conservarán y fomentarán las condiciones de biodiversidad que favorezcan la vida y multiplicación de las abejas y otros polinizadores. 
Artículo 29. Planes de manejo de áreas protegidas y protección de las abejas y otros polinizadores. Los planes de manejo en el sistema de áreas silvestres protegidas contemplarán medidas especiales para conservar las colonias de abejas, abejas nativas y otros polinizadores, su salud y condiciones de sus hábitats.
Artículo 30. Distancia mínima de zonas de producción apícola y de protección de polinizadores respecto de cultivos genéticamente modificados. Las autoridades competentes determinarán y establecerán la distancia mínima respecto de las zonas de producción apícola y zonas de protección de polinizadores en que podrán establecerse cultivos genéticamente modificados.

No podrán desarrollarse dichos cultivos cuando estén ubicados en terrenos a una distancia menor a la fijada por las autoridades, según el inciso anterior. 
Artículo 31. Fumigación en zonas próximas a cultivos apiarios y zonas de protección de polinizadores. Aquellas personas y empresas que realicen actividades de aplicación por vía aérea o terrestre de productos fitosanitarios en áreas próximas al emplazamiento de cultivos apiarios, en cualquiera de sus formas, y de zonas de protección de polinizadores, deberá notificar previamente con la antelación adecuada a los dueños y administradores de colmenas que puedan verse afectados y a las autoridades municipales y de salud animal competentes.
Título IV
Fomento a la Apicultura Sustentable

Artículo 32. Actividades de industria apícola bajo esta ley. Las actividades apícolas que se desarrollen en el territorio nacional, de manera permanente o transitoria, estarán sujetas a las medidas de fomento y protección a que se refiere esta ley, incluyendo la crianza de abejas reinas, la producción de material vivo, producción de miel, la trashumancia, la polinización de cultivos, la producción de jalea real, cera, propóleos, polen y demás productos derivados de la colmena, el acopio, industrialización, comercialización a través de la preparación, conservación, fraccionamiento y a presentación de cada uno de cada uno de los objetos referidos destinados al consumo humano o industrial, así como la fabricación y utilización de equipamientos, aparejos e insumos destinados a la producción apícola, y otras actividades que puedan generase a partir de ella. 
Artículo 33. Sustentabilidad de la apicultura. Las actividades apícolas deben realizarse mediante prácticas que tengan sustentabilidad medioambiental, social, económica y favorezcan la biodiversidad.
Artículo 34. Política de fomento al desarrollo sustentable de la industria apícola nacional y local. El Estado, a través de sus organismos competentes, formulará una política de fomento al desarrollo sustentable de la industria apícola nacional y local. 

Dicha política deberá formularse con la participación activa de los gobiernos regionales, las organizaciones de apicultores, así como de organizaciones ambientalistas e instituciones académicas y de investigación. 

La política de fomento apícola deberá perseguir los siguientes objetivos: 

1.- Mejora de la productividad de las industrias apícolas.
2.- Mejora de la calidad de la producción de miel, de acuerdo a estándares internacionales de calidad.
3.- Mejora de los procesos de extracción, clasificación, acondicionamiento y etiquetado de los productos de las colmenas.
4.- Desarrollo de la trazabilidad de los productos apícolas destinados a la exportación. 
5.- Desarrollo y uso de tecnologías que apoyen y fortalezcan la industria apícola nacional y local. 
6.- Mejora de las condiciones de salud para las colonias de abejas y de sus hábitats. 
7.- Mejora de las condiciones de salud para la producción y consumo humano de los productos apícolas.

8.- Apoyo a la apicultura local, especialmente aquella desarrollada por pequeñas y medianas empresas y productores individuales.

9.- Establecimiento de fondos que permitan apoyar proyectos de apicultura local, la trazabilidad y la producción apícola sustentable.

10.- Apoyo a la comercialización de productos apícolas de pequeños y medianos productores tanto en el mercado interno como internacional.

11.- Apoyo a obtención de marcas y de denominaciones de origen de productos apícolas de clara identificación local.

12.- Desarrollo de actividades de promoción del consumo de productos apícolas nacionales y locales. 
13.- Implementación de un registro de apicultores nacionales y locales. 
La política de fomento apícola deberá revisarse cada cinco años. 

Título V

Sanciones

Artículo 35. Sanción por incumplimiento del deber de notificación. Aquellos que, de acuerdo a los artículos 6º y 7º, hayan conocido de una enfermedad, peste o causa de muerte de abejas y tengan el deber de notificarla, y no hayan realizado dicha notificación, con una multa de hasta 5 unidades tributarias mensuales, y serán hechos responsables por todos los perjuicios que su omisión haya provocado a otros propietarios, administradores o actuales poseedores o usuarios de colmenas que hayan sido infectadas por la enfermedad, peste o causa de muerte de abejas que debió notificarse.
Artículo 36. Sanción por incumplimiento de facilitación de acceso. Aquellos que no cumplan el deber de facilitación de acceso para inspección y otras actividades de control establecido en el artículo 9º, serán sancionados con multas de hasta 30 unidades tributarias mensuales.
Artículo 37. Sanción por incumplimiento del deber de información sobre enfermedades y pestes de abejas. Aquellos que tengan información relevante a que se refiere el artículo 10 y no la proporcionen oportunamente a la autoridad, serán sancionados con multas de hasta 10 unidades tributarias mensuales. 

Artículo 38. Sanciones por incumplimiento de prohibición de remoción y de deber de presentación de pruebas. Aquellos que incumplan la prohibición de remoción a que se refiere el artículo 11, serán sancionados con multas de hasta 20 unidades tributarias mensuales. 

Asimismo, aquellos que no presenten todos los objetos que obren en su poder y no remitan las muestras a que se refiere el artículo 11, serán sancionados con multas de hasta 20 unidades tributarias mensuales.

Artículo 39. Sanción por incumplimiento de prohibición de autoaplicación de medidas. Aquellos que no cumplan con la prohibición de autoaplicación de medidas para enfrentar pestes y enfermedades de abejas sin que las haya ordenado la autoridad competente, de acuerdo a esta ley y en conformidad con el artículo 12, serán sancionados con multas de hasta 30 unidades tributarias mensuales. Además, serán responsables de todos los perjuicios que dicha vulneración infrinja en otros productores apícolas.
Artículo 40. Sanción por incumplimiento de deber de disposición de abejas y artefactos infectados. Aquellos que incumplan las órdenes de la autoridad competente que indica el artículo 16, serán sancionados con una multa de hasta 20 unidades tributarias mensuales. Si se han incumplido por dos veces una orden similar de la autoridad, los destinatarios de ellas serán sancionados entonces con la pena de presidio menor en su grado mínimo.
Artículo 41. Sanción por importación y transporte de material genético de abejas sin certificación. Aquellos que importen o transporte material genético de abejas sin la correspondiente certificación a que se refiere el artículo 17, serán sancionados con multa de hasta 60 unidades tributarias mensuales.
Artículo 42. Sanciones por venta o importación de colmenas infectadas. Aquellos que vendan o importen colmenas o panales serán sancionados con multas de hasta 80 unidades tributarias mensuales, además de la indemnización de todos los daños provocados a quienes fueron vendidas dichas colmenas.

Las empresas cuya actividad consista en la venta o importación de colmenas, y hayan vendido o internado colmenas o panales infectadas, careciendo del correspondiente certificado sanitario, serán sancionadas con multas de hasta 100 unidades tributarias mensuales, además de la indemnización de todos los daños provocados a quienes fueron vendidas dichas colmenas. 

Artículo 43. Sanciones por venta e importación de abejas reina sin certificación. Aquellos que compren, vendan, importen, exporten o entreguen a cualquier título de abejas reina incumpliendo lo indicado en el artículo 19, serán sancionados  con multas de hasta 30 unidades tributarias mensuales.
Artículo 44. Sanción por importación o ingreso de abejas sin certificación. Aquellos que importen o ingresen abejas sin la certificación que indica en el artículo 20 serán sancionados con multa de hasta 30 unidades tributarias mensuales. 
Artículo 45. Sanción por uso de pesticidas e insecticidas prohibidos. El que introduzca, use los pesticidas o insecticidas prohibidos en los artículos 21 y 22, o realice cualquiera de las actividades prohibidas en dichos artículos, será castigado con presidio menor en sus grados medio a máximo, y será responsable de todos los perjuicios que tales objetos o actividades puedan producir.
Artículo 46. Sanción por etiquetamiento falso. Aquellos que, en el etiquetamiento de los plaguicidas e insecticidas neonicotinoides y en general que sean letales para las abejas u otros polinizadores, oculten o falseen de cualquier forma dicha información, serán castigados con presidio menor en sus grados medio a máximo. 

La omisión o falseamiento del etiquetamiento a que se refiere el artículo 26 por las empresas, dentro de cuyas actividades se encuentren los objetos referidos en el inciso anterior, serán castigadas con presidio menor, en sus grados mínimo a medio, para quienes sean sus gerentes.

Artículo 47. Sanción por rocío de aerosoles o polvo perjudiciales en árboles frutales. Aquellos que realicen conscientemente actividades que contravengan el artículo 24, serán sancionados con una multa de hasta 30 unidades tributarias mensuales, además de la indemnización de todos los daños provocados dichas actividades.
Artículo 48. Sanción por importación y comercialización irregular de medios de protección y cuidado de plantas atractivas para las abejas. Aquellos que importen y comercialicen tratamientos para semillas, aplicaciones para el suelo, tratamiento de hojas o foliar para plantas, árboles y cereales atractivos para las abejas, en contravención del artículo 25, serán sancionados con una multa de hasta 30 unidades tributarias mensuales, además de la indemnización de todos los daños provocados dichas actividades.
Artículo 49. Sanción por cultivos genéticamente modificados a distancia irregular de zonas de producción apícola. Aquellos que desarrollen cultivos genéticamente modificados incumpliendo con lo establecido en el artículo 30 serán sancionados con una multa de hasta 200 unidades tributarias mensuales, además de la indemnización de todos los daños provocados dichas actividades.
Artículo 50. Sanción por fumigación no notificada en zonas próximas a apiarios. Aquellos que realicen las actividades descritas en el artículo 31, y no cumplan con o indicado en ese artículo, serán sancionados con multas de hasta 20 unidades tributarias mensuales.”.

- - - 

Acordado en sesión celebrada el día 31 de agosto  de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señores Felipe Harboe Bascuñán (Presidente), José García Ruminot, Manuel Antonio Matta Aragay, Iván Moreira Barros y Rabindranath Quinteros Lara (Juan Pablo Letelier Morel).
Sala de la Comisión, a 3 de septiembre de 2015.

(Fdo.): Ximena Belmar Stegmann, Secretario. 
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INFORME DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE EXIME DE LA OBLIGACIÓN DE EFECTUAR COTIZACIONES DE SALUD A PENSIONADOS MAYORES DE 65 AÑOS, FACILITA LA TRAMITACIÓN DE PRESTACIONES DE VEJEZ Y OTORGA OTROS BENEFICIOS QUE INDICA

(10.201-13)
HONORABLE SENADO:


La Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet Jeria, con urgencia calificada de “suma”.
 
Cabe señalar que la Sala del Senado, en sesión de 18 de agosto de 2015, autorizó a la Comisión para discutir esta iniciativa en general y en particular en el primer informe. Asimismo, acordó que una vez despachada por la Comisión de Trabajo y Previsión Social sea conocida por la Comisión de Hacienda, en lo que corresponda a su competencia.

-------

OBJETIVOS DEL PROYECTO

1) Eximir de la obligación de cotizar el 5% para salud a los pensionados mayores de 65 años de edad que cumplen con los requisitos para acceder a dicho beneficio. La implementación de esta medida se efectuará en dos años, con una rebaja del 5% al 3% en el primer año y con la exención total en el segundo año.

2) Facilitar el trámite de la solicitud del pago de la prestación de vejez para los beneficiarios del sistema de pensiones solidarias de invalidez.

3) Garantizar que todos los beneficiarios del sistema de pensiones solidarias cuenten con una asignación que les ayude a solventar los gastos de su fallecimiento.

NORMAS DE QUÓRUM

Los artículos 1°, 2° y 3° permanentes, y segundo transitorio, tienen el carácter de normas de quórum calificado, en conformidad al inciso segundo del numeral 18 del artículo 19 de la Constitución Política de la Republica, al regular el ejercicio del derecho fundamental a la seguridad social, por lo que requieren de la aprobación de la mayoría absoluta de los diputados y senadores en ejercicio, en virtud del inciso tercero del artículo 66 de la Carta Fundamental.

Cabe señalar que la Cámara de Diputados también consideró como disposiciones sujetas a quórum calificado el artículo 4° permanente, referido al financiamiento del proyecto y los artículos primero y tercero transitorios, que regulan la entrada en vigencia del artículo 1° permanente y de los artículos 2° y 3° permanentes, respectivamente.

-------

A la sesión en que la Comisión estudió esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón González, el Subsecretario del Trabajo señor Francisco Díaz Verdugo, la Subsecretaria de Previsión Social, señora Julia Urquieta Olivares, acompañada por el Jefe de Estudios de la Subsecretaría, señor Gonzalo Cid Vega y el asesor señor Roberto Barraza Saavedra, el coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río Correa y la asesora de prensa del mismo Ministerio, señora Rocío Sabanegh Figueroa; las asesoras de la Biblioteca del Congreso Nacional, señoras Paola Álvarez e Irina Aguayo; la asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Vanesa Salgado. Asesores parlamentarios: de la Senadora Muñoz, la periodista señora Andrea Valdés. De la Senadora Goic, el abogado señor Juan Pablo Severín. Del Senador Letelier el periodista señor José Fuentes. Del Diputado Tucapel Jiménez el señor Salvador Orozco.
ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa legal se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

-La ley N° 20.531, publicada el año 2011, que exime, total o parcialmente, de la obligación de cotizar para salud a los pensionados que indica.

-La ley Nº 20.255, publicada el año 2008, que establece reforma previsional.

-La ley N° 20.301, publicada el año 2008, que modifica la regulación de la cuota mortuoria del seguro escolar y de la asignación por muerte de beneficiarios de pensión básica solidaria de invalidez, carentes de recursos.
II.- ANTECEDENTES DE HECHO

El Mensaje que da origen a este proyecto de ley, entre sus fundamentos, señala que, a raíz de la implementación del sistema de pensiones solidarias mediante la ley N° 20.255, que establece reforma previsional, de 2008, nuestro país ha garantizado una prestación para enfrentar las contingencias de la vejez o invalidez de quienes integran el 60% de la población con menores recursos.
En efecto, describe que el sistema de pensiones solidarias beneficia actualmente a más de un millón trecientas mil personas, constituyendo un avance en el desarrollo de un sistema de protección social efectivo, con derechos garantizados por el Estado.

En la misma línea, la iniciativa pretende establecer una serie de beneficios previsionales con el propósito de avanzar en el establecimiento de derechos y mejorar el bienestar de los adultos mayores.

El primero consiste en eximir de la obligación de cotizar el 5% para salud a los pensionados, mayores de 65 años, que cumplen con los requisitos para acceder a la rebaja.

El segundo pretende que los beneficiarios de prestaciones de invalidez del Sistema de Pensiones Solidarias no acudan a presentar su solicitud para acceder al pilar solidario de vejez, dado que mes a mes, aproximadamente 680 personas que perciben prestaciones de invalidez cumplen 65 años y deben acercarse al Instituto de Previsión Social a formular la solicitud, trámite que puede resultar difícil especialmente para aquellos usuarios a los que les ha sido declarada la invalidez total.

El tercero busca garantizar que todos los beneficiarios del Sistema de Pensiones Solidarias que fallezcan generen una asignación que ayude a solventar sus gastos funerarios.

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


La Comisión escuchó de los representantes del Ejecutivo una fundamentación de los objetivos y del contenido de la iniciativa legal en estudio.
 
La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón González, explicó que el proyecto de ley apunta a eximir, de modo gradual, de la obligación de cotizar para salud a los pensionados mayores de 65 años que actualmente cumplen los requisitos para acceder a su rebaja.

 

Asimismo, propone garantizar que todos los pensionados del sistema de pensiones solidarias cuenten con una asignación que ayude a solventar los gastos que se generen por su fallecimiento, y permitir que el Instituto de Previsión Social pueda tramitar, de oficio, las solicitudes de pensión básica solidaria de vejez, o del aporte previsional solidario de vejez, de los beneficiarios del sistema de pensiones solidarias de invalidez.

 

Enseguida, la Subsecretaria de Previsión Social, señora Julia Urquieta, sostuvo que la propuesta legislativa da cumplimiento a un compromiso asumido en la cuenta pública de S.E. la Presidenta de la República, realizada el 21 de mayo de 2015 en el Congreso Nacional.
 

Con dicha finalidad, detalló que el Estado asumirá el pago de la cotización legal de salud para asegurar que los beneficiarios mantengan los derechos que derivan del sistema de salud al que estén adscritos conforme a un régimen gradual, equivalente a un período de dos años.

 

De ese modo, expuso que la iniciativa contempla que en el primer año, contado desde la publicación de la ley, los beneficiarios que actualmente pagan un 5% pagarán un 3%, en tanto que el segundo año estarán totalmente eximidos de ésta. En cualquier caso, agregó que, para acceder a esta prestación, las personas deben tener una ficha de protección social toda vez que la información que se recoge a través de este instrumento resulta indispensable para verificar los requisitos que deben cumplir.
 

Agregó que dicha medida beneficia principalmente a los pensionados de ingresos medios y aquellos que integran un grupo familiar que pertenece al 80% más pobre de la población, según el instrumento técnico de focalización que opera en cada caso. En consecuencia, aseveró que el proyecto beneficiará, en el año 2015, a 340 mil pensionados, en tanto que, al año 2016, llegarían a ser 358 mil.
 

Añadió que esta exención tendrá, para el año 2015, un costo de $4.183 millones, y, en el 2017, de $ 46.923 millones.

 

En ese contexto, detalló que el instrumento de focalización atiende al grupo familiar comprendiendo al beneficiario, su cónyuge, los hijos menores de 18 años o menores de 24 que se encuentren estudiando, lo que permitirá que más de 93 mil adultos mayores del cuarto quintil -es decir de la capas medias del país, que reciben una pensión promedio de $283 mil-, puedan incrementar su pensión, en promedio, en $15 mil pesos aproximadamente. 
 

Asimismo, agregó que más de 210 mil adultos mayores que pertenecen al 60% más vulnerable de la población, que reciben una pensión promedio de $172 mil, y que por cualquier motivo no hubieren accedido a las prestaciones del pilar solidario, podrán aumentar su pensión en cerca de $ 9 mil pesos al mes.

 

Seguidamente, explicó las medidas propuestas por la iniciativa con miras a garantizar que todos los pensionados del sistema de pensiones solidarias cuenten con una asignación que ayude a solventar los gastos que se generen a su fallecimiento.

 

En efecto, especificó que los beneficios por fallecimiento varían según régimen previsional, toda vez que, en el caso del sistema antiguo –correspondiente al ex Instituto de Normalización Previsional-, el beneficio se denomina asignación por muerte, el que consiste en un monto de 3 sueldos no remuneracionales por una suma equivalente a $466.380.

 

Por otra parte, añadió que en el sistema de capitalización individual dicho beneficio, denominado cuota mortuoria, equivale a 15 UF -esto es, $376.890-, los que se obtienen de la cuenta individual del fallecido.

 

En esa línea, explicó que el proyecto propone que los pensionados que actualmente han sido excluidos de dicho beneficio generarán asignación por muerte. Al efecto, detalló que, tratándose de los beneficiarios del sistema de pensiones solidarias adscritos al decreto ley N°3.500, que no cuenten con fondos suficientes para financiar la cuota mortuoria, el Estado se hará cargo de cubrir la diferencia que se genere entre el monto establecido para la prestación y el monto financiado con el saldo de su cuenta de capitalización individual, en los términos establecidos para dicha prestación en el artículo 88 del decreto ley N° 3.500.

 

De ese modo, agregó que el proyecto beneficiaría a 120 mil usuarios del sistema de pensiones solidarias que no están adscritos a ningún régimen previsional, de los cuales 101.000 son beneficiarios de pensión básica solidaria y 19.000 son beneficiarios del aporte previsional solidario. En cualquier caso, agregó que todos ellos causarán asignación por muerte, en los términos que establece el decreto con fuerza de ley N° 90, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, de 1979.
 

Asimismo, indicó que el proyecto operará respecto de 185 mil beneficiarios del sistema de pensiones solidarias que se encuentran adscritos al decreto ley N° 3.500 que no cuentan con fondos suficientes para financiar la cuota mortuoria, a cuyo respecto el Estado cubrirá la diferencia que se genere entre el monto establecido para la prestación y el monto financiado con el saldo de su cuenta de capitalización individual, en los términos establecidos en el artículo 88 del decreto ley Nº 3.500. Dicha medida, agregó, tendrá un costo anual en torno a los $2.826 millones.

 

En lo tocante a la facilitación del trámite de obtención de pensiones, añadió que el proyecto propone que el Instituto de Previsión Social pueda tramitar de oficio las solicitudes de pensión básica solidaria de vejez o del aporte previsional solidario de vejez de los beneficiarios del sistema de pensiones solidarias de invalidez.

 

Al efecto, detalló que se sugiere que dicho organismo, durante el trimestre anterior a aquel en que un beneficiario de pensión básica solidaria de invalidez o del aporte previsional solidario de invalidez cumpla 65 años de edad, cursará de oficio la solicitud de la prestación de vejez al sistema de pensiones solidarias que corresponda. 
 

En consecuencia, una vez cursada la solicitud, la pensión básica solidaria de vejez, o el aporte previsional solidario de vejez, según corresponda, se devengará a contar del día primero del mes siguiente al cumplimiento de los 65 años de edad, siempre que los peticionarios reúnan los requisitos para acceder a la referida pensión o aporte.

 

Dicha medida, añadió, facilitará el trámite para obtener las prestaciones de vejez para los beneficiarios del sistema de pensiones solidarias de invalidez, considerando que no tendrán que tramitar una solicitud para acceder a ésta. Asimismo, afirmó que ello genera efectos únicamente en el ámbito administrativo, por lo que no tiene costo fiscal en régimen, salvo incidencias en flujos de caja.

-------

CONSULTAS

El Senador señor Letelier hizo presente que, aun cuando la propuesta legislativa resulte aprobada, la cotización de salud equivalente al 7% seguirá siendo pagada por los pensionados correspondientes al quinto quintil y los exonerados políticos acogidos a la ley N° 19.234, normativa que establece beneficios previsionales por gracia para personas exoneradas por motivos políticos en lapso que indica y autoriza al Instituto de Normalización Previsional para transigir extrajudicialmente en las situaciones que señala. 
 

La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón González, explicó que el factor determinante para acceder al beneficio dice relación con el nivel de ingresos de cada pensionado, con independencia del sistema previsional al que estuvieren adscritos o a su calidad de exonerado.

 

En la misma línea, la Subsecretaria de Previsión Social, señora Julia Urquieta, aseveró que, con la finalidad de acreditar la concurrencia de los requisitos que establece la legislación vigente, los pensionados deben acceder a la ficha de protección social, toda vez que dicho instrumento permite focalizar el otorgamiento del beneficio de que se trate.

 

En ese contexto, el jefe de estudios de la Subsecretaría de Previsión Social, señor Gonzalo Cid, explicó que la ficha de protección social permite recabar información específica respecto de la composición del grupo familiar, en tanto que el Instrumento Técnico de Focalización permite aplicar sus indicadores a cada caso específico.
 
El Senador señor Larraín consultó respecto del total de personas beneficiarias del sistema que propone la iniciativa.

 
La Subsecretaria de Previsión Social, señora Julia Urquieta, informó que el proyecto beneficiará a 340 mil pensionados, en tanto que, hacia el año 2016, dicha cifra ascenderá a 358 mil personas, considerando los cambios demográficos del país.

 
Respecto del total de beneficiarios con la rebaja de 7% al 5%, la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señor Ximena Rincón González, explicó que se trata de más de 900 mil personas que accedieron a la exención completa de la cotización, en tanto que cerca de 300 mil accedieron a la rebaja de ésta.


La Subsecretaria de Previsión Social, señora Julia Urquieta, acompañó un cuadro explicativo que consigna el número de beneficiarios que resultará de aprobarse esta iniciativa y el costo fiscal que implicará su implementación.

CUADRO EXPLICATIVO

[image: image2.png]Exencién de 7% para Salud para

Asignacién por

quienes actualmente accedenala | Muertey Cuota| TOTAL (***¥)
rebaja de 5%. Mortuoria
Beneficiarios Costo Fiscal Costo Fiscal Costo Fiscal
Promedio (M$ 2015) (M$ 2015) (MS$ 2015)
(1) (2) (3) (4)=(2)+(3)
Afio 2015 (*) 340.946| 4.183.965) 4.183.965|
Afio 2016 (**) 357.829] 24.335.590 2.120.025 26.455.615
Afio 2017 (***) 384.841 46.923.720 2.826.700 49.750.420)

(*) Considera entrada en vigencia desde Octubre de 2015, por lo tanto, disminucién de la cotizacién para salud de 5% a

3% partir de dicho mes.

(**) Considera el costo del beneficio de Asignacién por Muerte y Cuota Mortuoria a partir de Abril de 2016 y costo de
exencion total de cotizacion para salud 2 partir de Octubre de 2016.

(***) Considera costo en régimen del proyecto de ley

(+*%) Considerando las caracteristicas administrativas que contempla la modificacién que permitiré la tramitacién de
oficioa los beneficiarios del Sistema de Pensiones Solidarias de Invalidezpara accedera los beneficios de vejez del Pilar
Solidario, Pensiones Bisicas Solidarias de Vejez o Aportes Previsionales Solidarios de Vejez, esta modificacién no
representa mayor costo fiscal.





La Senadora señora Goic consultó sobre la compatibilidad entre el bono por hijo nacido vivo y el pago de la cuota mortuoria.

 
El jefe de estudios de la Subsecretaría de Previsión Social, señor Gonzalo Cid, explicó que la cuota mortuoria consiste en un beneficio que opera en el sistema de capitalización individual, a diferencia de la asignación por muerte, que deriva del régimen previsional a cargo del Instituto de Previsión Social, en cuyo caso consiste en un derecho que surge con el fallecimiento del pensionado, a diferencia de la cuota mortuoria, que se deduce del fondo que hubiere formado el cotizante que fallece.

 
En ese contexto, afirmó que algunos pensionados, bajo el sistema que administra el Instituto de Previsión Social, optaron por cambiarse de régimen previsional pensando erróneamente que, de ese modo, podían acceder al bono por hijo. Habida cuenta de ello, agregó que la asignación por muerte –que, como se señaló, consiste en un derecho del afiliado-, se transformó en una prestación que depende del saldo en la cuenta de capitalización individual. De ello deriva que aquellas cuentas individuales de bajo monto no pudieron acceder al pago de dicha prestación.

 
En consecuencia, explicó que el proyecto pretende asegurar que el Estado provea, en dicha hipótesis, de los fondos necesarios para que los beneficiarios del pilar solidario puedan acceder al pago de la cuota mortuoria.


El Senador señor Letelier sostuvo que se debe analizar la forma de pago del bono por hijo nacido vivo, toda vez que, añadió, se han verificado diversos casos en que éste no se agrega a la cuenta de capitalización individual del afiliado, como debiera ocurrir, sino que se entrega en dinero en efectivo.

 
Asimismo, reiteró la necesidad de otorgar prevalencia al nivel de ingresos de cada pensionado como el factor que genera la aplicación de los beneficios que contiene la iniciativa, en lugar de utilizar la ficha de protección social que se requiere actualmente.

 
El Senador señor Allamand manifestó que la iniciativa, en general, resuelve adecuadamente la situación que afecta a los pensionados en materia de cotización de salud. Con todo, aseveró que, se hace necesaria la introducción de una serie de modificaciones que permitan implementar de mejor manera las prestaciones y beneficios que considera.

 
El Senador señor Larraín, de forma previa a aprobar el contenido de la iniciativa, coincidió con dicha observación.


- Puesto en votación en general y en particular el proyecto fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier, en los mismos términos que la Cámara de Diputados.

-------

TEXTO DEL PROYECTO


En conformidad con el acuerdo adoptado, la Comisión de Trabajo y Previsión Social propone aprobar el proyecto de ley en informe en los mismos términos en que lo despachó la Cámara de Diputados:
PROYECTO DE LEY:
“Artículo 1°.- Modifícase la ley N° 20.531, que exime, total o parcialmente, de la obligación de cotizar para salud a los pensionados que indica, de la siguiente manera:
1. En su artículo 2°:
a) Modifícase el inciso primero en el siguiente sentido:

i) Reemplázase la frase “A contar del día 1 del mes siguiente a los doce meses posteriores a la entrada en vigencia de la exención establecida en el inciso primero del artículo anterior,” por “Estarán exentos de”.
ii) Elimínase la frase “será de 5% para”.
iii) Sustitúyese la palabra “rebaja” por “exención”, después del primer punto seguido.
b) Reemplázase en su inciso segundo la expresión “rebaja” por “exención”.
c) Modifícase su inciso tercero en los siguientes términos:
i) Reemplázase la expresión “el artículo 1° y la nómina de aquellos beneficiarios de la rebaja de cotización de salud de este artículo,” por “los artículos 1° y 2°”.
ii) Elimínase la expresión “o rebaja”.
d) Intercálase el siguiente inciso cuarto, nuevo, pasando el actual inciso cuarto a ser quinto:
“Respecto de los beneficiarios de la exención establecida en el presente artículo, será aplicable lo dispuesto en los incisos segundo y tercero del artículo anterior, según corresponda.”.
2. En su artículo 3°:
a) Elimínase en el inciso primero la expresión “o rebaja” las dos veces que aparece.
b) Sustitúyese el inciso tercero por el siguiente:
“Las entidades pagadoras de pensión enterarán una bonificación, de cargo fiscal, en el Fondo Nacional de Salud, respecto de sus pensionados del artículo 1° que a contar de la fecha señalada en dicho artículo comiencen a ser beneficiarios de la exención de la cotización de salud establecida en la presente ley y que se encuentren afiliados al Régimen del Libro II del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Salud. También deberán enterar la referida bonificación de cargo fiscal respecto de sus pensionados beneficiarios de la exención del artículo 2°, siempre que se encuentren afiliados al antedicho régimen de salud. Para ello, el Instituto de Previsión Social transferirá los recursos de conformidad al procedimiento señalado en el inciso segundo. Dicha bonificación ascenderá al monto establecido en el inciso primero.”.
c) Elimínase en su inciso cuarto la expresión “o rebaja”.
3. Reemplázase en el artículo segundo transitorio la palabra “rebaja” por “exención”.
Artículo 2°.- Modifícase la ley N°20.255, que establece Reforma Previsional, en el sentido que a continuación se indica:

1. Intercálanse en el artículo 23 bis los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, pasando el actual inciso segundo a ser inciso cuarto:

“Respecto de los beneficiarios de pensión básica solidaria de invalidez o del aporte previsional solidario de invalidez que no hayan solicitado las prestaciones de vejez en los plazos señalados en el inciso anterior y hasta el trimestre previo a que cumplan la edad señalada en la letra a) de artículo 3°, el Instituto de Previsión Social tramitará de oficio y según corresponda la solicitud de pensión básica solidaria de vejez o aporte previsional solidario de vejez, a que se refieren los artículos 6° y 12, respectivamente. Para lo anterior, el Instituto de Previsión Social utilizará los antecedentes del Sistema de Información de Datos Previsionales establecido en el artículo 56 y los que le proporcionen los organismos públicos y privados a que se refiere su inciso primero. En este caso, la mencionada pensión de vejez o el aporte previsional solidario de vejez, según corresponda, se devengarán en la oportunidad señalada en el inciso anterior, siempre que los peticionarios reúnan los requisitos para ser beneficiarios de dicha pensión o aporte.
Para las solicitudes que se tramiten de oficio, el Instituto de Previsión Social podrá requerir al titular de ella los antecedentes que sean necesarios para acreditar el cumplimiento de los requisitos para acceder a la pensión básica solidaria de vejez o al aporte previsional solidario de vejez, según corresponda. Si dentro del plazo de seis meses, contado desde que se efectuare el requerimiento, no se entregasen los antecedentes, la solicitud tramitada de oficio no producirá efecto alguno.”.
2. En su artículo 34:
a) Reemplázase el inciso primero por el siguiente:
“Artículo 34.- Los beneficiarios del Sistema de Pensiones Solidarias que no sean causantes de asignación por muerte o cuota mortuoria en algún régimen de seguridad social causarán asignación por muerte en los términos establecidos en el decreto con fuerza de ley N°90, de 1978, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. El Instituto de Previsión Social deberá verificar el cumplimiento de este requisito utilizando el Sistema de Información de Datos Previsionales a que se refiere el artículo 56.”.
b) Intercálase el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual inciso tercero a ser inciso cuarto:
“Respecto de los beneficiarios de cuota mortuoria del artículo 88 del decreto ley N°3.500, de 1980, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, cuyo causante sea beneficiario del Sistema de Pensiones Solidarias, el Instituto de Previsión Social deberá pagar a quien corresponda y en los términos del precitado artículo la diferencia que se genere entre el monto efectivo de la prestación y las 15 unidades de fomento que establece como límite dicho precepto.”.
Artículo 3°.- Derógase el artículo 2° de la ley N°20.301.
Artículo 4°.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley en su primer año presupuestario de vigencia se financiará con cargo a la partida presupuestaria del Ministerio del Trabajo y Previsión Social y, en lo que faltare, con cargo a los recursos de la partida presupuestaria Tesoro Público.
Para los años posteriores, el gasto se financiará con cargo a los recursos que se contemplen en las respectivas leyes de Presupuestos del Sector Público.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS
Artículo primero.- El artículo 1° de la presente ley entrará en vigencia el primer día del decimotercer mes posterior a la fecha de su publicación en el Diario Oficial.
Artículo segundo.- No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, a contar del día siguiente a la publicación de la presente ley y durante los doce meses siguientes, la cotización legal establecida en el artículo 85 del decreto ley N°3.500, de 1980, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, será del 3% para aquellos pensionados que cumplan los requisitos establecidos en el artículo 2° o segundo transitorio, ambos de la ley N°20.531.
Artículo tercero.- Los artículos 2° y 3° de esta ley entrarán en vigencia el primer día del sexto mes posterior a la fecha de su publicación en el Diario Oficial.”.
Acordado en sesión celebrada el día 19 de agosto de 2015, con asistencia del Senador señor Juan Pablo Letelier Morel (Presidente), de las Senadoras señoras Carolina Goic Boroevic y Adriana Muñoz D’Albora y de los Senadores señores Andrés Allamand Zavala y Hernán Larraín Fernández.
Sala de la Comisión, a 25 de agosto de 2015.
(Fdo.): Pilar Silva García De Cortázar, Secretaria de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE EXIME DE LA OBLIGACIÓN DE EFECTUAR COTIZACIONES DE SALUD A PENSIONADOS MAYORES DE 65 AÑOS, FACILITA LA TRAMITACIÓN DE PRESTACIONES DE VEJEZ Y OTORGA OTROS BENEFICIOS QUE INDICA

(10.201-13)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir  su informe acerca del proyecto de ley individualizado en el epígrafe, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, con urgencia calificada de “suma”. 

- - -

Cabe señalar que la Sala del Senado, en sesión de 18 de agosto de 2015, autorizó a la Comisión de Trabajo y Previsión Social a discutir esta iniciativa en general y en particular en el primer informe. Asimismo, acordó que una vez despachado el proyecto de ley por dicha Comisión, este sea conocido por la Comisión de Hacienda, en lo que corresponde a su competencia.

- - -

A la sesión en que la Comisión estudió esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, del Ministerio de Hacienda, el Ministro, señor Rodrigo Valdés; la Coordinadora Legislativa, señora Macarena Lobos; la Coordinadora de Estudios, señora Paula Benavides; el asesor legislativo, señor Rodrigo González, y la asesora de comunicaciones, señora Marcela Gómez.

Del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, la Subsecretaria de Previsión Social, señora Julia Urquieta; el Jefe de Estudios, señor Gonzalo Cid y el asesor del gabinete, señor Pablo Lanfranco.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el asesor, señor Giovanni Semería.

El asesor del Honorable Senador Zaldívar, señor Christian Valenzuela.
El asesor del Honorable Senador Coloma, señor Gustavo Rosende.

El asesor del Honorable Senador García, señor Rodrigo Fuentes.

El asesor del Honorable Senador Montes, señor Gabriel Galaz.

De la Biblioteca del Congreso Nacional, el asesor parlamentario, señor Samuel Argüello.
- - -
NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

En lo relativo a las normas de quórum especial, la Comisión de Hacienda se remite a lo consignado en el informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, en el que se indica lo siguiente:

“Los artículos 1°, 2° y 3° permanentes, y segundo transitorio, tienen el carácter de normas de quórum calificado, en conformidad al inciso segundo del numeral 18 del artículo 19 de la Constitución Política de la Republica, al regular el ejercicio del derecho fundamental a la seguridad social, por lo que requieren de la aprobación de la mayoría absoluta de los diputados y senadores en ejercicio, en virtud del inciso tercero del artículo 66 de la Carta Fundamental.

Cabe señalar que la Cámara de Diputados también consideró como disposiciones sujetas a quórum calificado el artículo 4° permanente, referido al financiamiento del proyecto y los artículos primero y tercero transitorios, que regulan la entrada en vigencia del artículo 1° permanente y de los artículos 2° y 3° permanentes, respectivamente.”.

- - -
De conformidad con su competencia, vuestra Comisión de Hacienda se pronunció acerca de los artículos 1°; 2°, numeral 2; 3° y 4° permanentes, y de los artículos primero, segundo y tercero, transitorios, en los términos en que fueron aprobados por la Comisión de Trabajo y Previsión Social, como reglamentariamente corresponde.

- - -
OBJETIVOS DEL PROYECTO DE LEY

1) Eximir de la obligación de cotizar el 5% para salud a los pensionados mayores de 65 años de edad que cumplen con los requisitos para acceder a dicho beneficio. La implementación de esta medida se efectuará en dos años, con una rebaja del 5% al 3% en el primer año y con la exención total en el segundo año.

2) Facilitar el trámite de la solicitud del pago de la prestación de vejez para los beneficiarios del sistema de pensiones solidarias de invalidez.

3) Garantizar que todos los beneficiarios del sistema de pensiones solidarias cuenten con una asignación que les ayude a solventar los gastos de su fallecimiento.

- - -

DISCUSIÓN


Previo a la consideración de los asuntos de competencia de la Comisión de Hacienda, el Ministro de Hacienda, señor Rodrigo Valdés, efectuó una presentación, en formato power point, del siguiente tenor:

Iniciativas contenidas en el proyecto de ley

1. Se exime, gradualmente, de cotizar totalmente para salud a los pensionados, mayores de 65 años, que actualmente cumplen los requisitos para acceder a la rebaja desde 7% a 5% en la cotización de salud.

2. Garantiza que todos los pensionados del Sistema de Pensiones Solidarias cuenten con una asignación que ayude a solventar los gastos funerarios que se generen cuando fallecen.

3. Permite que el Instituto de Previsión Social tramite de oficio las solicitudes de Pensión Básica Solidaria de Vejez o del Aporte Previsional Solidario de Vejez de los beneficiarios del Sistema de Pensiones Solidarias de Invalidez.

1.- Exime de cotizar para salud a los pensionados que actualmente cumplen los requisitos para acceder a la rebaja desde 7% a 5% en la cotización de salud.

Antecedentes:

Mensaje Presidencial 21 de mayo de 2015

"Y a aquellos pensionados mayores de 65 años de edad, que actualmente pagan el 5% en su cotización de salud, los eximiremos totalmente de la obligación de cotizar. El Estado asumirá dicho pago para así asegurar que los beneficiarios mantengan los derechos al régimen de salud al que estén adscritos. Esta medida se implementará con una gradualidad de dos años. Esto beneficiará a alrededor de 340 mil pensionados.”.

Contenido de la iniciativa

Se exime totalmente de la obligación de cotizar el 7% para salud a los pensionados, mayores de 65 años de edad, que actualmente cumplen los requisitos para acceder a la rebaja del 7% al 5%.

El Estado asume el pago de la cotización legal de salud para asegurar que los beneficiarios mantengan los derechos al régimen de salud al que estén adscritos.

La rebaja es gradual, el primer año contado desde la publicación de la ley, los beneficiarios que actualmente pagan un 5%, pagarán un 3%. El segundo año estarán totalmente eximidos de pagar la cotización de salud.

Beneficiarios:

El universo ya está establecido en la ley N° 20.531 del 2011 (beneficiarios de la rebaja de cotización en salud del 7% al 5%). Son pensionados que integran un grupo familiar que pertenecen al 80% de menores recursos de la población según el Instrumento Técnico de Focalización Previsional.

Este proyecto beneficiará en el año 2015 a 340.000 pensionados que actualmente están pagando un 5% de cotización de salud.

Se estima que el año 2016 los beneficiarios llegarían a ser 358.000.

Costos

En 2015 esta medida tendrá un costo de $4.183 millones y en 2017 $46.923 millones.

Continuó con la presentación, la Subsecretaria de Previsión Social, señora Julia Urquieta, quien expuso que:
2.- Garantiza que todos los pensionados del Sistema de Pensiones Solidarias cuenten con una asignación que ayude a solventar los gastos funerarios que se generen cuando fallecen.

Antecedentes:
Mensaje Presidencial 21 de mayo de 2015

“Enviaremos un proyecto de ley para garantizar a todos los pensionados del Sistema de Pensiones Solidarias el acceso a una cuota mortuoria o prestación por muerte.”.

Contenido de la iniciativa

Aquellos adultos mayores beneficiarios del Pilar Solidario que no sean causantes de asignación por muerte o cuota mortuoria, causarán asignación por muerte en los términos que establece el decreto con fuerza de ley N° 90, de 1979, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.

Los beneficiarios del Sistema de Pensiones Solidarias, adscritos al decreto ley N° 3.500, que no cuenten con fondos suficientes para financiar la cuota mortuoria, el Estado se hará cargo de cubrir la diferencia que se genere entre el monto establecido para la prestación y el monto financiado por ellos con el saldo de su cuenta de capitalización individual. Lo anterior en los términos establecidos para dicha prestación en el artículo 88° del decreto ley N° 3.500.

Beneficiarios:
120.000 beneficiarios del Sistema de Pensiones Solidarias que no están adscritos a ningún régimen previsional. Todos ellos causarán Asignación por Muerte en los términos que establece el decreto con fuerza de ley N° 90, de 1979. Monto Asignación por Muerte: 3 ingresos mínimos para fines no remuneracionales ($466.380).

185.000 beneficiarios del Sistema de Pensiones Solidarias, adscritos al decreto ley N° 3.500, que no cuentan con fondos suficientes para financiar la cuota mortuoria. A todos ellos el Estado les cubrirá la diferencia que se genere entre el monto establecido para la prestación y el monto financiado por ellos con el saldo de su cuenta de capitalización individual. Monto cuota mortuoria: 15 unidades de fomento.

Vigencia

El primer día del sexto mes posterior a la fecha de su publicación en el Diario Oficial.

Costo

Se estima que esta medida tendrá un costo anual en torno a $2.826 millones.

3.- Permite que el Instituto de Previsión Social tramite de Oficio las solicitudes de Pensión Básica Solidaria de Vejez o del Aporte Previsional Solidario de Vejez de los beneficiarios del Sistema de Pensiones Solidarias de Invalidez.

Antecedentes:

Mensaje Presidencial 21 de mayo 2015

“Además, enviaremos un proyecto de ley para que al cumplir la edad correspondiente, los beneficiarios de prestaciones de invalidez del Sistema de Pensiones Solidarias no deban acudir a presentar una solicitud para acceder al pilar solidario de vejez, sino que ésta sea procesada y verificada automáticamente por el Instituto de Previsión Social (IPS).”.

Contenido de la iniciativa

Se otorga al Instituto de Previsión Social las competencias para tramitar de oficio las solicitudes de Pensión Básica Solidaria de Vejez o del Aporte Previsional Solidario de Vejez, a los beneficiarios del Sistema de Pensiones Solidarias de Invalidez.

El Instituto de Previsión Social, durante el trimestre anterior a que un beneficiario de Pensión Básica Solidaria de Invalidez o del Aporte Previsional Solidario de Invalidez cumpla 65 años de edad, cursará de oficio la solicitud de la prestación de vejez del Sistema de Pensiones Solidarias que corresponda.

Beneficiarios

Esta medida facilitará el trámite de la solicitud de prestaciones de vejez a los 240 mil beneficiarios del Sistema de Pensiones Solidarias de Invalidez.

Mensualmente serán 680 beneficiarios de prestaciones de invalidez que no tendrán que ir a llenar una solicitud para acceder a una prestación de vejez.

Vigencia

El primer día del sexto mes posterior a la fecha de su publicación en el Diario Oficial.

Costo

Esta medida tiene un carácter administrativo por lo que no tiene costo fiscal en régimen, sólo efectos en flujos de caja.

Resumen de costos del proyecto de ley

	
	Exención de 7% para Salud para quienes actualmente acceden a la rebaja de 5%.
	Asignación por Muerte y Cuota Mortuoria
	TOTAL (****)

	
	Beneficiarios
Promedio

(1)
	Costo Fiscal (M$ 2015)
(2)
	Costo Fiscal (M$ 2015)
(3)
	Costo Fiscal (M$2015) (4)=(2)+(3)

	Año 2015 (*)
	340.946
	4.183.965
	
	4.183.965

	Año 2016 (**)
	357.829
	24.335.590
	2.120.025
	26.455.615

	Año 2017 (***)
	384.841
	46.923.720
	2.826.700
	49.750.420


(*) Considera entrada en vigencia desde Octubre de 2015, por lo tanto, disminución de la cotización para salud de 5% a 3% a partir de dicho mes.
(**) Considera el costo del beneficio de Asignación por Muerte y Cuota Mortuoria a partir de Abril de 2016 y costo de exención total de cotización para salud a partir de Octubre de 2016.

(***) Considera costo en régimen del proyecto de ley.

(****) Considerando las características administrativas que contempla la modificación que permitirá la tramitación de oficio a los beneficiarios del Sistema de Pensiones Solidarias de Invalidez para acceder a los beneficios de vejez del Pilar Solidario, Pensiones Básicas Solidarias de Vejez o Aportes Previsionales Solidarios de Vejez, esta modificación no representa mayor costo fiscal.
El Honorable Senador señor Coloma manifestó tener las siguientes consultas sobre las materias que aborda la iniciativa legal:
- El último quintil -o quinto quintil- de los grupos familiares de la población de Chile, que no accede al beneficio de la exención de la cotización de salud, ¿en qué nivel de ingresos o recursos comienza?

- El proyecto de ley no es aplicable a los afiliados de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional y de la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile (CAPREDENA y DIPRECA), en razón de tratarse de regímenes de seguridad social distintos, pero sería bueno saber si el Gobierno implementará una rebaja similar respecto de esas personas, en el entendido de que es justo que se otorgue por igual a todos los pensionados en una misma situación.

- En el artículo 1°, numeral 1, letra c), se efectúa una modificación en el inciso tercero del artículo 2° de la ley N° 20.531, sustituyendo una frase por la expresión “los artículos 1° y 2°”, siendo que la norma que se está enmendando es el mismo artículo 2° al que se hace mención, estima que debiera modificarse esa redacción, y consultó si el Ejecutivo está dispuesto a acoger su planteamiento.

- Cuál es la razón de que exista una diferencia entre los montos de la asignación por muerte y la cuota mortuoria, no advierte la razón de fondo que la justifique, más allá de que existan regulaciones diversas.

El Honorable Senador señor García manifestó que se trata de una iniciativa de la que se espera su pronto despacho, especialmente para que se haga efectiva la primera rebaja de 5% a 3% (y posteriormente a 0) de la cotización legal.

No obstante ello, deben comprenderse adecuadamente los alcances reales de lo propuesto, en primer lugar, respecto del instrumento técnico de focalización que permite tener como beneficiarios a personas pertenecientes a los cuatro primeros quintiles de la población.

Observó que la población está convencida que se derogará la obligación de cotizar por salud un 7%, y no saben que lo que realmente ocurre es que sólo se termina con la obligación de cotizar un 5%. Agregó que el instrumento que se utiliza para calcular a qué quintil de la población se pertenece no es igual a la ficha de protección social, por lo que personas que creen que recibirán el beneficio muchas veces quedan excluidos del mismo.

Además, expresó que existe otra situación que afecta a muchos pensionados, que se produce cuando reciben dos o más pensiones y por todas ellas se les descuenta el 7% destinado a salud. Por ello, solicitó al Ejecutivo que entregue información de cuánto costaría eximir de cotización de salud a esos pensionados por la pensión más baja que reciban.

Consultó si existe alguna posibilidad de adelantar la entrada en vigencia de lo que se propone acerca de asignación por muerte y cuota mortuoria (artículo tercero transitorio dispone que entrada en vigencia sea el primer día de sexto mes posterior a publicación de la ley). Estimó que el referido adelantamiento tendría un costo aproximado de $200 millones mensuales, y ayudaría enormemente a enfrentar la situación de personas que deben ser sepultadas recurriendo a la caridad.

Añadió que muchas personas, para acceder al bono por hijo nacido vivo que implementó la reforma previsional, se afiliaban por un mes a alguna AFP, pero eso provocó que no reciban cuota mortuoria debido a que no tienen saldo en la cuenta de capitalización individual.

Respecto de los beneficiarios de pensión básica solidaria de invalidez o del aporte previsional solidario de invalidez y la solicitud de las prestaciones de vejez, indicó que no entiende la razón de que no se implemente la tramitación de oficio de la solicitud para todos los casos.

En otra materia relacionada con los pensionados, llamó la atención sobre un reclamo extendido, porque quienes reciben pensiones de administradoras de fondos, AFP, no acceden al bono de invierno y a los aguinaldos de fiestas patrias y navidad. Preguntó si no se puede hacer una enmienda que permita eliminar la discriminación a que se ven enfrentados quienes se encuentran en dicho sistema. 

El Honorable Senador señor Montes señaló que le preocupa la parte operacional asociada al proyecto de ley, porque a veces, por ejemplo, el cobro y el pago de la cuota mortuoria es muy lento. Asimismo, observó que el hecho de haber privatizado la gestión de muchos cementerios elevó notoriamente los costos asociados al fallecimiento de una persona.

Además, indicó que el Ejecutivo debiera revisar la situación de los municipios, que están impedidos de aportar para solventar gastos relacionados a la sepultación, a menos que existan razones sanitarias que lo justifiquen.

Finalmente, consultó por la situación de los exonerados por razones políticas frente a este proyecto de ley.

El Ministro de Hacienda, señor Valdés, explicó que el instrumento técnico de focalización que ubica a una persona dentro de los cuatro primeros quintiles de la población de Chile, no sólo toma en cuenta el monto de la pensión, sino también la existencia de otros ingresos propios y la composición e ingreso del grupo familiar.

Agregó que, aproximadamente, el monto del ingreso per cápita de un grupo familiar que resulta incluido en el 80% de menores ingresos de la población, está en $321.000.

Respecto de la situación de los pensionados de CAPREDENA y DIPRECA, explicó que se encuentran en una situación con reglas completamente distintas, por lo que no es conveniente incluirlos en este proyecto de ley. Agregó, como dato a considerar, que las pensiones promedio en las referidas instituciones son superiores a $700.000, en cambio, fuera de esos sistemas, el monto promedio de la pensión se encuentra alrededor de $200.000.

Sobre los plazos de implementación de lo referido a cuota mortuoria y asignación por muerte, sostuvo que se requiere un tiempo para que se implemente el cambio por lo que no se puede iniciar de inmediato.

Acerca de la situación planteada sobre quienes se afiliaron a una AFP sólo para recibir el bono por hijo nacido vivo, por lo que no alcanzan a tener cuota mortuoria, manifestó que el mismo representó un arbitraje que efectuaron las personas, dado que su situación no se contemplaba en el proyecto de ley de reforma previsional, pero la norma quedó redactada de forma que se permitía utilizar el incentivo, que superaba por mucho a la cuota mortuoria correspondiente.

Agregó que si las personas tienen puntajes de aquellos que permiten ser beneficiarios del pilar solidario, las mismas quedan cubiertas por el presente proyecto de ley en cuanto a cuota mortuoria. 

La Subsecretaria de Previsión Social, señora Urquieta, expresó que la diferencia entre los montos de la cuota mortuoria y la asignación por muerte se deben a que responden a regulaciones de distintos cuerpos legales.

Respecto de los problemas que se generan al fallecer una persona con bajos ingresos, señaló que deben estudiarse medidas asociadas a los costos que se enfrentan por dicha situación, como el mencionado del cementerio y la sepultura. 

El Honorable Senador señor García observó que, de lo expuesto por el señor Ministro, se colige que una persona que vive sola, con una pensión inferior a $321.000, debiera verse exenta del 7% ó 5% de cotización de salud, pero, conoce muchos casos de personas con pensiones de entre $130.000 y $180.000 que no se liberan del cobro.
Reiteró que su consulta acerca del artículo 2°, número 1, se refiere a si no será más conveniente que todas las solicitudes por prestaciones de vejez se tramiten de oficio. Planteó que, cuanto más sencilla es la ley, más fácil es explicar y lograr que se entienda lo que busca y propone la misma.

Asimismo, expresó que debe buscarse una forma de que los pensionados que reciben un mismo monto de pensión accedan al bono de invierno y a los aguinaldos que entrega el Fisco, sin discriminar.

El señor Ministro expresó que, en el caso de pensiones inferiores a $321.000 que no se encuentren con cotización reducida, puede que la persona cuente con otros ingresos adicionales o tenga un grupo familiar que eleve el ingreso per cápita. Si no ocurre así, la persona debe pedir que se revise su situación.

Con relación al bono de invierno y los aguinaldos, explicó que muchos pensionados del sistema del decreto ley N° 3.500 sí reciben dichas bonificaciones, aunque existen restricciones mayores para su entrega respecto de otros beneficios sociales. 

La Coordinadora de Estudios del Ministerio de Hacienda, señora Paula Benavides, expuso, sobre la situación de los exonerados políticos, que ellos se encuentran incorporados en la iniciativa legal, dado que fueron contemplados dentro de la ley N° 20.531, accediendo a la rebaja de cotización mediante la inclusión de la ley N° 19.234 dentro del cuerpo legal.

Respecto de la tramitación de oficio de las solicitudes para acceder a las prestaciones de vejez, señaló que se mantuvo la posibilidad de otorgarlas a petición del interesado, porque el mismo, al hacer la solicitud, puede aportar antecedentes o pedir que se aclaren dudas.

El Honorable Senador señor Coloma reflexionó, a partir del dato que fija en $321.000 como promedio per cápita en que se accede a los beneficios, que se trata de un monto no muy alto, por lo que le gustaría saber que significaría -en términos de costo fiscal- incorporar a las personas ubicadas en el noveno decil dentro de los beneficiarios de la presente ley.
El Honorable Senador señor Lagos observó que existen personas que no acceden al beneficio de reducción o exención de la cotización de salud y que es bastante evidente que se trata de personas que si debieran ser beneficiarias. Agregó que resulta muy difícil explicar los requisitos que pueden dejar fuera de la cobertura de la ley a personas que entienden que debieran ser, en todas las circunstancias, beneficiarias de la misma. 

El Honorable Senador señor García consultó cuáles son las cifras totales acerca de: pensionados, por modalidades, beneficiarios de la rebaja o exención de cotización y los que no acceden al beneficio.

La señora Subsecretaria de Previsión Social indicó que existen 2.558.944 pensionados en el país, de los cuales, 1.834.418 corresponden a pensionados mayores de 65 años. De esta última cifra, 450.359 pensionados seguirán pagando la cotización de salud (equivalen, aproximadamente, a un 25%).

El señor Ministro precisó que, en cifras del año 2013, el noveno decil está compuesto por hogares con ingresos promedio de $1.175.000.
El Honorable Senador señor Montes expresó que, del análisis socioeconómico de la población, clasificado en deciles y quintiles, surgen datos como el que muestra que existen 178.000 personas en el país con ingresos mensuales superiores a $14.000.000, lo que da cuenta de la enorme concentración de la riqueza.

Asimismo, observó que existe mucha desconfianza acerca de los sistemas de cálculo y la debida correspondencia entre la caracterización socioeconómica de una persona en un determinado quintil y su real situación.

Señaló que, al pasar de un sistema que medía pobreza a uno que mide vulnerabilidad, se generaron muchos problemas porque la vulnerabilidad se ajusta más a países con otro nivel de desarrollo. Planteó que debiera regresarse a un sistema de medición de pobreza.

El Honorable Senador señor Zaldívar manifestó que no debe perderse de vista que el proyecto de ley avanza en una política pública que hace tiempo el país se planteó asumir, y si existen situaciones que representan un rezago, deberán ser abordadas en los próximos meses.

El Honorable Senador señor García solicitó se informe por el Ejecutivo cuántas personas reciben más de una pensión, respecto del total de 450.359 pensionados que se ha indicado seguirán pagando la cotización de salud. Asimismo, que se señale cuánto costaría eximirlos de la cotización de salud respecto de la pensión más baja que reciban.

El señor Ministro manifestó que, si existen los datos necesarios para generar la información, la harán llegar a la brevedad. Y, acotó, respecto del mismo tema, debe tenerse presente que si existen dos o más pensiones, lo que corresponde conceptualmente es tratarlas como una sola.

Finalmente, el Honorable Senador señor Coloma señaló que, no obstante concurrir a la aprobación de la iniciativa legal, considera necesario dejar las siguientes constancias:

- Que la exención de la cotización de salud debiera aplicarse también a los pensionados de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional y de la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile que cumplan los requisitos exigidos.

- Que debiera igualarse el monto de la cuota mortuoria respecto de la asignación por muerte, dado que son completamente equivalentes y no existe una razón de fondo que justifique discriminar entregando un monto inferior por cuota mortuoria.

- - -


A continuación se describen o reproducen, según el caso, en el orden del articulado del proyecto, las citadas disposiciones de competencia de vuestra Comisión:
Artículo 1°

Modifica la ley N° 20.531, que exime, total o parcialmente, de la obligación de cotizar para salud a los pensionados que indica, mediante tres numerales, del siguiente modo:
“1. En su artículo 2°:
a) Modifícase el inciso primero en el siguiente sentido:

i) Reemplázase la frase “A contar del día 1 del mes siguiente a los doce meses posteriores a la entrada en vigencia de la exención establecida en el inciso primero del artículo anterior,” por “Estarán exentos de”.

ii) Elimínase la frase “será de 5% para”.

iii) Sustitúyese la palabra “rebaja” por “exención”, después del primer punto seguido.

b) Reemplázase en su inciso segundo la expresión “rebaja” por “exención”.

c) Modifícase su inciso tercero en los siguientes términos:

i) Reemplázase la expresión “el artículo 1° y la nómina de aquellos beneficiarios de la rebaja de cotización de salud de este artículo,” por “los artículos 1° y 2°”.

ii) Elimínase la expresión “o rebaja”.

d) Intercálase el siguiente inciso cuarto, nuevo, pasando el actual inciso cuarto a ser quinto:

“Respecto de los beneficiarios de la exención establecida en el presente artículo, será aplicable lo dispuesto en los incisos segundo y tercero del artículo anterior, según corresponda.”.

2. En su artículo 3°:

a) Elimínase en el inciso primero la expresión “o rebaja” las dos veces que aparece.

b) Sustitúyese el inciso tercero por el siguiente:

“Las entidades pagadoras de pensión enterarán una bonificación, de cargo fiscal, en el Fondo Nacional de Salud, respecto de sus pensionados del artículo 1° que a contar de la fecha señalada en dicho artículo comiencen a ser beneficiarios de la exención de la cotización de salud establecida en la presente ley y que se encuentren afiliados al Régimen del Libro II del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Salud. También deberán enterar la referida bonificación de cargo fiscal respecto de sus pensionados beneficiarios de la exención del artículo 2°, siempre que se encuentren afiliados al antedicho régimen de salud. Para ello, el Instituto de Previsión Social transferirá los recursos de conformidad al procedimiento señalado en el inciso segundo. Dicha bonificación ascenderá al monto establecido en el inciso primero.”.

c) Elimínase en su inciso cuarto la expresión “o rebaja”.

3. Reemplázase en el artículo segundo transitorio la palabra “rebaja” por “exención”.”.

Puesto en votación el artículo 1°, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
Artículo 2°

Modifica la ley N° 20.255, que establece Reforma Previsional, mediante dos numerales.
Numeral 2

Introduce las siguientes enmiendas en el artículo 34 de la referida ley:

“a) Reemplázase el inciso primero por el siguiente:
“Artículo 34.- Los beneficiarios del Sistema de Pensiones Solidarias que no sean causantes de asignación por muerte o cuota mortuoria en algún régimen de seguridad social causarán asignación por muerte en los términos establecidos en el decreto con fuerza de ley N°90, de 1978, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. El Instituto de Previsión Social deberá verificar el cumplimiento de este requisito utilizando el Sistema de Información de Datos Previsionales a que se refiere el artículo 56.”.

b) Intercálase el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual inciso tercero a ser inciso cuarto:

“Respecto de los beneficiarios de cuota mortuoria del artículo 88 del decreto ley N°3.500, de 1980, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, cuyo causante sea beneficiario del Sistema de Pensiones Solidarias, el Instituto de Previsión Social deberá pagar a quien corresponda y en los términos del precitado artículo la diferencia que se genere entre el monto efectivo de la prestación y las 15 unidades de fomento que establece como límite dicho precepto.”.”.

Puesto en votación el numeral 2 del artículo 2°, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
Artículo 3°

Deroga el artículo 2° de la ley N° 20.301, que establece que los beneficiarios de pensión básica solidaria de invalidez carentes de recursos, causarán asignación por muerte en los términos establecidos en el decreto con fuerza de ley N° 90, de 1979, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, resultándoles aplicables para su calificación como tales, y para el acceso y pago de dicha asignación, las mismas normas legales y reglamentarias aplicables a los beneficiarios de pensión básica solidaria de vejez carentes de recursos.
Puesto en votación el artículo 3°, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
Artículo 4°

Establece que el mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley en su primer año presupuestario de vigencia se financiará con cargo a la partida presupuestaria del Ministerio del Trabajo y Previsión Social y, en lo que faltare, con cargo a los recursos de la partida presupuestaria Tesoro Público. Para los años posteriores, el gasto se financiará con cargo a los recursos que se contemplen en las respectivas leyes de presupuestos del sector público. 

Puesto en votación el artículo 4°, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
- - -
DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero

Dispone que el artículo 1° entrará en vigencia el primer día del decimotercer mes posterior a la fecha de su publicación en el Diario Oficial.

Puesto en votación el artículo primero, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
Artículo segundo

No obstante lo dispuesto en el artículo primero, a contar del día siguiente a la publicación de la presente ley y durante los doce meses siguientes, la cotización legal establecida en el artículo 85 del decreto ley N° 3.500, de 1980, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, será del 3% para aquellos pensionados que cumplan los requisitos establecidos en el artículo 2° o segundo transitorio, ambos de la ley N° 20.531.

Puesto en votación el artículo segundo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
Artículo tercero

Establece que los artículos 2° y 3° entrarán en vigencia el primer día del sexto mes posterior a la fecha de su publicación en el Diario Oficial.

Puesto en votación el artículo tercero, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
- - -

FINANCIAMIENTO

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 20 de julio de 2015, señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes
1. En primer término, el proyecto de ley propone una modificación que exime totalmente de la obligación de cotizar el 7% para salud a los pensionados, mayores de 65 años de edad, que actualmente cumplen los requisitos para acceder a la rebaja de la cotización legal de salud establecida en el artículo 2° o segundo transitorio, ambos de la ley N°20.531.

El proyecto de ley considera que el Estado asuma el pago de la cotización de salud para asegurar que los beneficiarios mantengan los derechos al régimen de salud al que estén adscritos.

La implementación de esta medida se realizará en dos años, comenzando con una rebaja de 5% a 3% en el primer año y eximiendo totalmente del pago en el segundo año.

2. En segundo lugar, se permitirá la Tramitación de Oficio, a los beneficiarios del Sistema de Pensiones Solidarias de Invalidez, de las solicitudes de Pensión Básica Solidaria de Vejez o del Aporte Previsional Solidario de Vejez.

Para lo anterior, se modifica el actual artículo 23 bis de la ley N°20.255, otorgando al Instituto de Previsión Social las competencias para tramitar de oficio las solicitudes de Pensión Básica Solidaria de Vejez o del Aporte Previsional Solidario de Vejez, durante el trimestre anterior a que un beneficiario de pensión básica solidaria de invalidez o del aporte previsional solidario de invalidez cumpla la edad señalada en la letra a) del artículo 3° de la ley N°20.255, esto es, 65 años de edad.

3. Por último, el proyecto de ley garantiza que todos los pensionados del Sistema de Pensiones Solidarias cuenten con una asignación que ayude a solventar los gastos funerarios que se generen cuando fallecen.

Para lo anterior, se modifica el artículo 34 de la ley N°20.255, disponiendo que los beneficiarios del Sistema de Pensiones Solidarias que no sean causantes de asignación por muerte o cuota mortuoria en algún régimen de seguridad social causarán asignación por muerte, en los términos establecidos en el decreto con fuerza de ley N° 90, de 1979, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. El Instituto de Previsión Social deberá verificar el cumplimiento de este requisito utilizando el Sistema de Información de Datos Previsionales a que se refiere el artículo 56 de la precitada ley. 

En el caso de los beneficiarios de cuota mortuoria del artículo 88 del decreto ley N° 3.500, de 1980, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, cuyo causante sea beneficiario del Sistema de Pensiones Solidarias, se establece el derecho a la diferencia que se genere entre el monto efectivo de la prestación y las 15 unidades de fomento que establece como límite dicho precepto.

4. Se debe señalar que lo señalado en los puntos 2 y 3 entrará en vigencia el primer día del sexto mes posterior a la fecha de su publicación en el Diario Oficial.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

1. Considerando, la gradualidad que contempla el proyecto de ley para la implementación de las medidas señaladas, el costo anual de estas medidas a partir del año 2015, se presenta a continuación:

	
	Exención de 7% para Salud para quienes actualmente acceden a la rebaja de 5%.
	Asignación por Muerte y Cuota Mortuoria
	TOTAL (****)

	
	Beneficiarios
Promedio

(1)
	Costo Fiscal (M$ 2015)
(2)
	Costo Fiscal (M$ 2015)
(3)
	Costo Fiscal (M$2015) (4)=(2)+(3)

	Año 2015 (*)
	340.946
	4.183.965
	
	4.183.965

	Año 2016 (**)
	357.829
	24.335.590
	2.120.025
	26.455.615

	Año 2017 (***)
	384.841
	46.923.720
	2.826.700
	49.750.420


(*) Considera entrada en vigencia desde Octubre de 2015, por lo tanto, disminución de la cotización para salud de 5% a 3% a partir de dicho mes.
(**) Considera el costo del beneficio de Asignación por Muerte y Cuota Mortuoria a partir de Abril de 2016 y costo de exención total de cotización para salud a partir de Octubre de 2016.

(***) Considera costo en régimen del proyecto de ley.

(****) Considerando las características administrativas que contempla la modificación que permitirá la tramitación de oficio a los beneficiarios del Sistema de Pensiones Solidarias de Invalidez para acceder a los beneficios de vejez del Pilar Solidario, Pensiones Básicas Solidarias de Vejez o Aportes Previsionales Solidarios de Vejez, esta modificación no representa mayor costo fiscal.
2. El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley en su primer año presupuestario de vigencia se financiará con cargo a la partida presupuestaria del Ministerio del Trabajo y Previsión Social y, en lo que faltare, con cargo a los recursos de la partida presupuestaria Tesoro Público.

Para los años posteriores, el gasto se financiará con cargo a los recursos que se contemplen en las respectivas leyes de Presupuestos para el Sector Público.”.
Se deja constancia del precedente informe financiero en cumplimiento de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 17 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

- - -
TEXTO DEL PROYECTO

En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley en informe, en los mismos términos en que fue despachado por la Comisión de Trabajo y Previsión Social, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY
“Artículo 1°.- Modifícase la ley N° 20.531, que exime, total o parcialmente, de la obligación de cotizar para salud a los pensionados que indica, de la siguiente manera:

1. En su artículo 2°:

a) Modifícase el inciso primero en el siguiente sentido:

i) Reemplázase la frase “A contar del día 1 del mes siguiente a los doce meses posteriores a la entrada en vigencia de la exención establecida en el inciso primero del artículo anterior,” por “Estarán exentos de”.

ii) Elimínase la frase “será de 5% para”.

iii) Sustitúyese la palabra “rebaja” por “exención”, después del primer punto seguido.

b) Reemplázase en su inciso segundo la expresión “rebaja” por “exención”.

c) Modifícase su inciso tercero en los siguientes términos:

i) Reemplázase la expresión “el artículo 1° y la nómina de aquellos beneficiarios de la rebaja de cotización de salud de este artículo,” por “los artículos 1° y 2°”.

ii) Elimínase la expresión “o rebaja”.

d) Intercálase el siguiente inciso cuarto, nuevo, pasando el actual inciso cuarto a ser quinto:

“Respecto de los beneficiarios de la exención establecida en el presente artículo, será aplicable lo dispuesto en los incisos segundo y tercero del artículo anterior, según corresponda.”.

2. En su artículo 3°:

a) Elimínase en el inciso primero la expresión “o rebaja” las dos veces que aparece.

b) Sustitúyese el inciso tercero por el siguiente:

“Las entidades pagadoras de pensión enterarán una bonificación, de cargo fiscal, en el Fondo Nacional de Salud, respecto de sus pensionados del artículo 1° que a contar de la fecha señalada en dicho artículo comiencen a ser beneficiarios de la exención de la cotización de salud establecida en la presente ley y que se encuentren afiliados al Régimen del Libro II del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Salud. También deberán enterar la referida bonificación de cargo fiscal respecto de sus pensionados beneficiarios de la exención del artículo 2°, siempre que se encuentren afiliados al antedicho régimen de salud. Para ello, el Instituto de Previsión Social transferirá los recursos de conformidad al procedimiento señalado en el inciso segundo. Dicha bonificación ascenderá al monto establecido en el inciso primero.”.

c) Elimínase en su inciso cuarto la expresión “o rebaja”.

3. Reemplázase en el artículo segundo transitorio la palabra “rebaja” por “exención”.

Artículo 2°.- Modifícase la ley N°20.255, que establece Reforma Previsional, en el sentido que a continuación se indica:

1. Intercálanse en el artículo 23 bis los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, pasando el actual inciso segundo a ser inciso cuarto:

“Respecto de los beneficiarios de pensión básica solidaria de invalidez o del aporte previsional solidario de invalidez que no hayan solicitado las prestaciones de vejez en los plazos señalados en el inciso anterior y hasta el trimestre previo a que cumplan la edad señalada en la letra a) de artículo 3°, el Instituto de Previsión Social tramitará de oficio y según corresponda la solicitud de pensión básica solidaria de vejez o aporte previsional solidario de vejez, a que se refieren los artículos 6° y 12, respectivamente. Para lo anterior, el Instituto de Previsión Social utilizará los antecedentes del Sistema de Información de Datos Previsionales establecido en el artículo 56 y los que le proporcionen los organismos públicos y privados a que se refiere su inciso primero. En este caso, la mencionada pensión de vejez o el aporte previsional solidario de vejez, según corresponda, se devengarán en la oportunidad señalada en el inciso anterior, siempre que los peticionarios reúnan los requisitos para ser beneficiarios de dicha pensión o aporte.

Para las solicitudes que se tramiten de oficio, el Instituto de Previsión Social podrá requerir al titular de ella los antecedentes que sean necesarios para acreditar el cumplimiento de los requisitos para acceder a la pensión básica solidaria de vejez o al aporte previsional solidario de vejez, según corresponda. Si dentro del plazo de seis meses, contado desde que se efectuare el requerimiento, no se entregasen los antecedentes, la solicitud tramitada de oficio no producirá efecto alguno.”.

2. En su artículo 34:

a) Reemplázase el inciso primero por el siguiente:

“Artículo 34.- Los beneficiarios del Sistema de Pensiones Solidarias que no sean causantes de asignación por muerte o cuota mortuoria en algún régimen de seguridad social causarán asignación por muerte en los términos establecidos en el decreto con fuerza de ley N°90, de 1978, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. El Instituto de Previsión Social deberá verificar el cumplimiento de este requisito utilizando el Sistema de Información de Datos Previsionales a que se refiere el artículo 56.”.

b) Intercálase el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual inciso tercero a ser inciso cuarto:

“Respecto de los beneficiarios de cuota mortuoria del artículo 88 del decreto ley N°3.500, de 1980, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, cuyo causante sea beneficiario del Sistema de Pensiones Solidarias, el Instituto de Previsión Social deberá pagar a quien corresponda y en los términos del precitado artículo la diferencia que se genere entre el monto efectivo de la prestación y las 15 unidades de fomento que establece como límite dicho precepto.”.

Artículo 3°.- Derógase el artículo 2° de la ley N°20.301.

Artículo 4°.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley en su primer año presupuestario de vigencia se financiará con cargo a la partida presupuestaria del Ministerio del Trabajo y Previsión Social y, en lo que faltare, con cargo a los recursos de la partida presupuestaria Tesoro Público.

Para los años posteriores, el gasto se financiará con cargo a los recursos que se contemplen en las respectivas leyes de Presupuestos del Sector Público.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero.- El artículo 1° de la presente ley entrará en vigencia el primer día del decimotercer mes posterior a la fecha de su publicación en el Diario Oficial.

Artículo segundo.- No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, a contar del día siguiente a la publicación de la presente ley y durante los doce meses siguientes, la cotización legal establecida en el artículo 85 del decreto ley N°3.500, de 1980, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, será del 3% para aquellos pensionados que cumplan los requisitos establecidos en el artículo 2° o segundo transitorio, ambos de la ley N°20.531.

Artículo tercero.- Los artículos 2° y 3° de esta ley entrarán en vigencia el primer día del sexto mes posterior a la fecha de su publicación en el Diario Oficial.”.

---

Acordado en sesión celebrada el día 2 de septiembre de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señores Andrés Zaldívar Larraín (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa, José García Ruminot, Ricardo Lagos Weber y Carlos Montes Cisternas.

Sala de la Comisión, a 4 de septiembre de 2015.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE INTRODUCE MEJORAS AL TRANSPORTE PÚBLICO REMUNERADO DE PASAJEROS, MODIFICANDO LAS DISPOSICIONES LEGALES QUE INDICA

(10.007-15)
HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, con urgencia calificada de “suma” el 19 de agosto de 2015.
- - - - - - - 



A las sesiones en que vuestra Comisión trató este proyecto de ley asistieron los miembros de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, Honorables Senadores señores Girardi (Presidente), Allamand (Orpis), Letelier, Matta y Ossandón.


Asistieron a algunas de sus sesiones, además de sus miembros,  los Honorables Senadores señores De Urresti y Tuma.


Durante el estudio de esta iniciativa legal, vuestra Comisión contó con la participación del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Andrés Gómez-Lobo; del Gerente de Regulación y Finanzas y del Director del Directorio de Transporte Público Metropolitano, señores Julio Briones y Guillermo Muñoz, respectivamente; del Jefe de Gabinete del Ministro, señor Oscar Carrasco; de la Asesora Legislativa del Ministro, señora Paola Tapia; del Jefe de Asesores del Ministro, señor Ronaldo Bruna; del Asesor del Ministro, señor Vicente Pinto y de la Asesora de Comunicaciones del Ministro, señora Vanessa Rosso. 

Asimismo, concurrieron especialmente invitadas a exponer sus puntos de vista, las siguientes entidades:


- Confederación Nacional de Taxis de Chile (CONFENATACH). Asistieron el Presidente, señor Luis Reyes; el Secretario, señor Héctor Alonso Puebla; el Presidente de la Federación de la V Región, señor Juan Espinoza y el Director de la Federación de la V Región, señor Alberto Acháva.


- Confederación Nacional de Taxis Colectivos de Chile (CONATACOCH). Concurrieron, el Presidente, señor Héctor Sandoval; el Secretario Ejecutivo, señor David Singh; el Presidente de la Asociación Gremial Metropolitana de Taxis Colectivos (A.G.M.T.C.), señor Ernesto Morales; el Presidente del Consejo Calama, señor Fidel Vergara; el Presidente de la Federación de Sindicatos de la Provincia de Cordillera (Fesicor), señor Luis Contreras; el Vicepresidente de la Federación de Sindicatos de la Provincia de Cordillera (Fesicor), señor Pedro Pizarro; el Dirigente de la Federación de Sindicatos de la Provincia de Cordillera (Fesicor), señor Emiliano Pinto y el Dirigente de la Federación de Sindicatos de la Provincia de Cordillera (Fesicor), señor Carlos Mazurett.


- Confederación Nacional del Transporte de Pasajeros de las Regiones de Chile (CONFENAR). Participaron el Presidente, señor Patricio Jorquera; el Vicepresidente, señor Luis Quiroz; la Directora, señora Ana María Larregui; el Director, señor José Berrios; el Gerente de Fenur S.A., señor Juan Mellado; el Presidente Buses Gran Valparaíso, señor Héctor Alonso Figueroa; el Presidente Buses Machalí S.A., señor Luis Ramírez; el Abogado, señor Carlos Toro y el Abogado, señor Herman Rojas.


- Director de la Escuela de Ingeniería de la Universidad Diego Portales, señor Louis de Grange.


- Profesor Asociado del Departamento de Ingeniería Civil de la Universidad de Chile, señor Leonardo Basso.


- Académico de la Universidad del Desarrollo y Director del Centro de Datos del Instituto Libertad y Desarrollo, señor Rodrigo Troncoso.


- Académico de la División de Ingeniería de Transporte del Departamento de Ingeniería Civil de la Universidad de Chile, señor Alejandro Tirachini.


- Abogado experto en subsidios al transporte público, señor Juan Carlos González.

- Metro S.A. Asistieron el Presidente del Directorio, señor Rodrigo Azócar; el Gerente General, señor Rubén Alvarado y el Fiscal, señor Gonzalo Morales.

- Asociación de Conductores no Propietarios de Coquimbo. Concurrió el Delegado y Vocero, señor Mauricio Rojas. 


- Consejo Regional Sur del Transporte Mayor (Coresur). Participaron el Presidente, señor Juan Quilodrán; el Vicepresidente, señor Alejandro Riquelme; el Asesor, señor Luis Cardoso y el Asesor, señor Carlos Essman.


- Confederación Gremial Nacional de Regiones del Transporte Mayor de Pasajeros de Chile (Conabus). Concurrieron el Presidente, señor Justo Álvarez; el Vicepresidente, señor John Andrades; el Secretario, señor Luis Andrade; el Vicepresidente de la Federación Gremial Regional Norte del Transporte de Pasajeros de Chile (Ferenor), señor Pedro Castillo y el Tesorero de la Federación Gremial Regional Norte del Transporte de Pasajeros de Chile (Ferenor), señor Jorge Astudillo.


- Asociación de Concesionarios de Transporte Urbano de Superficie (Actus). Participaron el Presidente, señor Héctor Moya; el Director Ejecutivo, señor Víctor Barrueto y el Asesor, señor Juan Pablo Carvajal.


De los invitados, se excusaron el Profesor Titular de Ingeniería de Transporte y Logística de la Pontificia Universidad Católica de Chile, señor Juan de Dios Ortúzar; el Académico de la Pontificia Universidad Católica de Chile, señor Juan Carlos Muñoz y el Académico de la Escuela de Ingeniería Civil Industrial de la Universidad Finis Terrae, señor Rafael Delpiano. 


Además asistieron los Asesores del Honorable Senador señor Letelier, señor Sebastián Divin; del Honorable Senador señor Matta, señor Hugo Ilabaca; del Honorable Senador señor Ossandón, señoras María Angélica Villadango e Israela Rosenblum y señor José Huerta; del Honorable Senador señor García, señor Rodrigo Fuentes; del Comité PPD, señor Miguel Fernández; del Instituto Libertad y Desarrollo, señora Cristina Torres y de la Segpres, señora Tania Larraín y señores Daniel Portilla, Luis Batalle; Octavio Del Favero y Hernán Campos.
OBJETIVOS DEL PROYECTO


Modernizar el subsidio al transporte público remunerado de pasajeros, permitiendo mantener los equilibrios financieros y operaciones del sistema; incorporar nuevos modos de transportes como los tranvías, teleféricos y ascensores, y realizar ajustes para facilitar e incentivar el desplazamiento de los mismos; ampliar el objeto social de Metro S.A., a la prestación de servicios de transporte público remunerado de pasajeros en superficie mediante buses y minibuses, sin restringirse a medios eléctricos; hacer aplicable la nueva ley Nº 20.720, que sustituye el régimen concursal vigente por una ley de reorganización y liquidación de empresas y personas, a las empresas de transporte público remunerado de pasajeros y el perfeccionamiento del rol de la superintendencia del ramo.
NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


El artículo 3º duodecies, contenido en el Nº 6 del artículo 4º tiene el carácter de orgánico constitucional, de conformidad con el inciso segundo del artículo 77 de la Constitución Política de la República.

El artículo 2º, es de quórum calificado, de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo, del Nº 21, del artículo 19 de la Constitución Política de la República, por incidir en materias de administración presupuestaria y financiera del Estado, al permitir ampliar su giro al Metro de Santiago.

OPINIÓN DE LA EXCMA. CORTE SUPREMA

Hacemos presente que la Sala de la Honorable Cámara de Diputados envió Oficio N° 11.837 de 21 de Abril de 2015, solicitando el parecer de la Excelentísima Corte Suprema respecto del proyecto de ley, de conformidad con lo dispuesto en los incisos segundo y tercero del artículo 77 de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 16 de la ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.


El máximo Tribunal emitió su opinión mediante Oficio N° 70-2015, de 2 de Junio de 2015.
ARTÍCULOS QUE DEBAN SER CONOCIDOS POR LA COMISIÓN DE HACIENDA

Los numerales 1, 5 y 9 del artículo 1º y el artículo 2º de este proyecto.

ANTECEDENTES

Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


1.- Ley Nº 20.378, de 5 de septiembre de 2009, que crea un subsidio nacional al transporte público remunerado de pasajeros;


2.- Ley Nº 20.696, de 26 de septiembre de 2013, que modifica la ley Nº 20.378, que crea un subsidio nacional al transporte público remunerado de pasajeros, incrementando los recursos del subsidio y creando el fondo de apoyo regional (FAR).


3.- Ley Nº 18.696, de 31 de marzo de 1988, que modifica el artículo 6º de la ley Nº 18.502, que autoriza la importación de vehículos que señala y establece normas sobre transporte de pasajeros;


4.- Ley Nº 18.772, de 28 de enero de 1989, que establece normas para transformar la Dirección General de Metro en Sociedad Anónima.


5.- Decreto con fuerza de ley Nº 1, de 29 de octubre de 2009, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley Nº 18.290, de Tránsito.


6.- Ley Nº 20.504, de 19 de marzo de 2011, que modifica el régimen jurídico del transporte público concesionado.

Artículo 1º transitorio.


7.- Ley Nº 20.720, de 9 de enero de 2014, que sustituye el régimen concursal vigente por una ley de reorganización y liquidación de empresas y personas y perfecciona el rol de la superintendencia del ramo.


8.- Código de Procedimiento Civil.

Artículo 445, Nº 17.

II.- ANTECEDENTES DE HECHO


Señala el Mensaje de S.E. la Presidenta de la República que el transporte público remunerado de pasajeros es un servicio que influye en forma sustancial en el desarrollo de las diversas actividades que enfrentan y realizan las personas en su vida cotidiana. Por lo anterior, el foco del gobierno ha estado en mejorar la conectividad y movilidad de todos los chilenos y chilenas, democratizando los espacios públicos y, por ende, priorizando al transporte público mayor.


En este sentido, indica que se busca avanzar para que las personas puedan contar con un transporte digno, de calidad y accesible, para lo cual se han adoptado y se busca implementar una serie de medidas tendientes a favorecer el transporte público.


Así por ejemplo, informa que en junio de 2014, se convocó a la Comisión Pro Movilidad, la cual realizó un arduo trabajo que consideró los aportes de la comunidad a través de procesos participativos de la ciudadanía y de los diversos actores involucrados, proponiendo una serie de medidas para mitigar los efectos de la congestión y contribuir con mejores sistemas de trasporte. En el ámbito de la infraestructura, se anunció en mayo del 2014, el aumento en inversión en $548 mil millones.


En consecuencia, observa que se ha tratado de un conjunto de medidas adoptadas, para mejorar el trasporte público en todo el país, lo que conlleva el desafío de promover el uso de dicho transporte y mejorar sus condiciones, para lo cual es necesario realizar una serie de modificaciones legislativas que se proponen en el proyecto de ley.


En cuanto a los objetivos del proyecto se precisa que son los siguientes: 


1.- La modernización del subsidio al transporte público remunerado de pasajeros.


La ley N° 20.378, publicada el 5 de septiembre de 2009, creó un Subsidio Nacional para el Transporte Público Remunerado de Pasajeros.


Explica que a cinco años de la creación del subsidio al transporte público remunerado de pasajeros, éste ha permitido, a nivel nacional, que los ciudadanos accedan a diversos beneficios. Así por ejemplo, los estudiantes pueden realizar sus viajes con una tarifa rebajada; se ha fortalecido el transporte regional; se han generado servicios de conectividad; y se ha invertido en infraestructura para el transporte público del país.


Manifiesta que durante el año 2014, operaron un total de 4.535 servicios de transporte público que cuentan con aportes de subsidio en todo el país, de los cuales: 3.332 son servicios con rebaja de tarifas; 563 son servicios de conectividad para zonas aisladas; y 640 son servicios de transporte escolar que benefician a 42 mil niños principalmente en zonas rurales del país. Adicionalmente se ha modernizado la flota, renovándose más de 350 buses a través del programa “Renueva tu micro”. Asimismo, se han financiado obras que permiten optimizar el transporte público y el desarrollo de las regiones.


Recuerda que los subsidios al transporte público existen en una gran cantidad de países, en algunos por montos que superan los establecidos en nuestro país. Así, en promedio en las grandes ciudades de Europa, la recaudación por concepto de pago de tarifa cubre sólo un 45,5% de los costos totales de operación del transporte público, el resto es financiado por subsidios y otros aportes (Estudio de las autoridades metropolitanas europeas de transporte, EMTA, 2011). Por otra parte, en 20 de las principales ciudades de EE.UU el subsidio al transporte público alcanza alrededor del 70% de los costos operativos en promedio (En Seattle, supera el 80%, en Portland y Los Ángeles supera el 70%, Informe de Embarq, 2014). En Europa hay países que superan el 60% como Austria, Bélgica, Italia, entre otros (Informe de Embarq, 2014).


Advierte que en el caso del sistema de transporte público de la ciudad de Santiago, el subsidio financia cerca de un 40% de los costos del sistema. El subsidio permanente un 20,5% y el transitorio un 19,5%. Por lo tanto, la recaudación por concepto de pago de tarifa cubre un 60% de los costos totales de operación del transporte público, incluyendo el pago al Metro para financiar un tercio de sus inversiones en infraestructura. 


El monto del subsidio al transporte público establecido en el artículo 2° de la ley N° 20.378, fue incrementado con la ley N° 20.696, y asciende actualmente a un máximo de $380.000.000 miles. Por su parte, el artículo 3° transitorio de la ley N° 20.378, autoriza, entre los años 2012 y 2022, un aporte para el transporte, conectividad y desarrollo regional, por hasta $360.000.000 miles anuales, en la forma establecida en dicho artículo. 


Asevera que el sistema de transporte público de la ciudad de Santiago ha experimentado un aumento de sus costos, entre otras razones por: 


a. La decisión en enero 2014 de incrementar el pago al Metro por mayores costos para aire acondicionado en los coches. 


b. Addendum a contratos y aumento de flota en el año 2013.


c. Disminución de la demanda (2% a 4% anual), producida principalmente por la congestión. 


d. Mayor evasión del sistema (pasando a 27% en buses el último trimestre del 2014).


e. Aumento de costos de la industria mayor al IPC. 


f. La extensión de la Tarjeta Nacional Estudiantil (TNE) a los meses de enero y febrero.


g. Los mayores costos operacionales de Metro en el Plan de Mejoramiento anunciado en diciembre 2014. 


Señala que estas situaciones afectan el equilibrio financiero contemplado en los contratos de concesión de uso de vías para el transporte público remunerado de pasajeros mediante buses, que busca ser resguardado por la ley N° 20.378.


Específicamente, en relación a la determinación de las tarifas para el sistema de transporte público de Santiago, se creó el Panel de Expertos, establecido en el artículo 14 y siguientes de la ley N° 20.378, que determina las eventuales alzas de tarifas que serían requeridas por el sistema con el propósito de equilibrarlo financieramente. Para lo anterior se consideran, entre otros, los recursos provenientes del subsidio y de los pasajes pagados por los usuarios.


Informa que los cálculos realizados durante el período comprendido entre febrero de 2013 y febrero de 2014, para las proyecciones del año 2014, no se realizaron adecuadamente, pues la proyección entregada por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones al Panel de Expertos en la sesión del 26 de febrero del año 2014, daba cuenta de una diferencia entre ingresos por tarifa y costos del sistema ascendente a $390.000.000 miles aproximadamente, monto significativamente menor al que efectivamente se registró durante el 2014, entre otras razones porque existió una subestimación de costos y una proyección a nivel mensual de los ingresos desajustada con la estacionalidad de la demanda.


Explica que considerando los errores de cálculo advertidos en las proyecciones, se encargó una auditoría a las empresas Deloitte Auditores y Consultores Limitada e Ingemax Limitada, para que revisaran las proyecciones efectuadas en el período comprendido entre febrero 2013 y febrero 2014, constatándose en dicha auditoría un desajuste en la estimación de costos e ingresos por tarifa.


Paralelamente, conforme establece el inciso final del artículo tercero transitorio de la ley N° 20.378 de subsidio, el Panel de Expertos encargó un estudio de evaluación externa al sistema de transporte público, al reconocido consultor internacional Embarq (Institución con sede en Washington D.C., EE.UU.), con el objeto general de evaluar el funcionamiento del sistema, su eficiencia, sus costos y la pertinencia y montos de los subsidios y aportes establecidos en la ley N° 20.378, y proponer sobre esa base, si resultare procedente, un ajuste a los montos de subsidio. 


Advierte que al discutirse la modificación que incorporó el referido estudio, según consta en la historia de la ley N° 20.696, quedó expresamente establecido que su objetivo era que las tarifas no subieran por efecto del déficit del sistema sino sólo por inflación. En el mismo sentido, se indicó que el aumento del monto de subsidio podría realizarse para el período 2015 y 2016, dando cuenta que ya en esa época se había advertido que efectivamente se requeriría un aumento en el corto plazo. 


El estudio requerido a Embarq, concluye que “El análisis del bienestar general puede justificar importantes subvenciones para mantener la frecuencia. Esto genera menores tiempos de espera para los pasajeros y desincentiva su paso a vehículos privados. Como consecuencia, se reduce la congestión y externalidades asociadas: contaminación y accidentabilidad.”. 


Por último, informa que el Panel de Expertos propuso con fecha 31 de marzo de 2015 el aumento en un 5% del nivel de todas las tarifas adulto vigentes del sistema de transporte público de la provincia de Santiago y las comunas de San Bernardo y Puente Alto. Conforme al mecanismo contemplado en la ley N° 20.378 se ha observado dicho aumento, que justifica la presentación de este proyecto que incrementa el monto total del subsidio, todo ello con el fin de que el aumento propuesto de tarifas no se materialice por el impacto que ellas representan en el presupuesto de las familias, especialmente de menores ingresos, que son los principales usuarios del transporte público. 

2.- Modificación del objeto social de Metro.


Manifiesta que Metro S.A. ha desempeñado un rol fundamental en el desplazamiento de los ciudadanos en Santiago, constituyéndose en un eje estructural del sistema de transporte capitalino, hecho que puede comprobarse a través del incremento que ha experimentado la demanda de sus servicios durante los últimos años. Tanto la construcción de nuevas líneas como la extensión de las existentes, junto con su integración operacional y tarifaria con los servicios de buses urbanos en 2007, ha permitido que, actualmente, más de la mitad de las etapas de viajes en transporte público mayor, que se realizan en Santiago, tengan alguna de sus etapas en Metro, lo que ha permitido que ciudadanos que antes no tenían acceso a este medio de transporte, hoy puedan utilizarlo regularmente.


Indica que sin perjuicio de reconocer que Metro S.A. ha cumplido una encomiable labor desde su creación, y a que es una necesidad el otorgar a los ciudadanos un servicio continuo, regular, seguro y de calidad, es necesario introducir mejoras particularmente en su relación y coordinación con los demás organismos públicos, particularmente en episodios de contingencia como los ocurridos puntualmente durante el año recién pasado. Por esta razón, se debe fortalecer su integración al sistema de transporte público de Santiago y ampliar los servicios complementarios y anexos no contemplados actualmente en su objeto social. En razón de lo anterior, por medio del Instructivo Presidencial N°15, de 2014, por ejemplo, se incorporó Metro S.A., como invitado permanente a las sesiones del Directorio de Transporte Público Metropolitano, entre otras innovaciones.


Expone que el gobierno, no obstante haber adoptado los resguardos y medidas que correspondan para reforzar la integración efectiva y eficiente de Metro S.A. al sistema de transporte público metropolitano, considera indispensable la modificación del objeto social de esta sociedad del Estado, de manera que pueda prestar servicios de transporte público en superficie en forma adecuada y eficiente.


Señala que es imprescindible ampliar el objeto social de Metro S.A., de forma de asegurar la continuidad y calidad del servicio de transporte público, como dotar a la empresa de todo lo necesario para afrontar los desafíos de su expansión. 


Indica que la Empresa de Transporte de Pasajeros Metro S.A. fue creada en virtud de la autorización entregada por la ley N° 18.772, que autorizó al Estado a desarrollar actividades empresariales, al transformar la antigua Dirección General de Metro en una sociedad del Estado. Al efecto, disponen los artículos 1° y 2° de dicha ley que la empresa puede desarrollar actividades de “…servicio público de transporte de pasajeros mediante ferrocarriles metropolitanos urbanos y suburbanos u otros medios eléctricos complementarios y servicios anexos”.


En el reseñado contexto y conforme a los mencionados cuerpos legales, explica que en la actualidad Metro S.A. desarrolla diversas actividades anexas o complementarias a su objeto o giro principal. Señala como ejemplos, que se otorgan en arriendo locales comerciales y espacios publicitarios dentro de su infraestructura; se otorgan también en arriendo terrenos superficiales o conectados a la infraestructura de la sociedad para que terceros puedan desarrollar actividades comerciales; se administra el canal de ventas del sistema de transporte público de Santiago (Tarjeta Bip!); se administran terminales intermodales conectados a estaciones de Metro; se prestan asesorías y realiza asistencia técnica en el extranjero, entre otros muchos, quedando todos ellos amparados en la expresión “(…) y las anexas a dicho giro…”.


Finalmente manifiesta que este proyecto tiene por finalidad incorporar en el objeto social de Metro S.A., la prestación de servicios de transporte público remunerado de pasajeros en superficie mediante buses y minibuses, sin restringirse a medios eléctricos. 

Contenido del proyecto

De acuerdo a lo anteriormente expuesto el proyecto de ley propone modificaciones a la ley de subsidio, permitiendo mantener los equilibrios financieros y operacionales del sistema.


Para lo anterior, se necesita aumentar el monto total del subsidio transitorio a que se refiere el artículo tercero transitorio de la ley, con un aporte especial adicional al ya establecido, el que podrá ser de hasta $60.000.000 miles el año 2015, 2016, 2017 y de $130.000.000 miles el año 2018, para el sistema de transporte público de Santiago y un monto igual para las demás zonas del país. 


Asimismo, se requiere contar con una metodología de ajuste del monto del subsidio que permita reflejar en forma efectiva las variaciones de los costos reales del sistema. 


Por otra parte, el proyecto contempla la eventual entrega de subsidios a tranvías, ascensores, teleféricos, de uso en el transporte público remunerado de pasajeros.


Con el objeto de introducir mejoras a la infraestructura que sustenta al transporte público remunerado de pasajeros y reducir barreras de entrada a nuevos operadores, dado el actual crecimiento de la ciudad y el reducido número de inmuebles destinados a terminales e infraestructura necesaria para el desarrollo de la actividad, el proyecto contempla que el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones declare de utilidad pública los inmuebles necesarios para ejecutar obras para la instalación y/o funcionamiento de terminales de buses e intermodales y, asimismo, entrega herramientas para facilitar la disponibilidad de dichos inmuebles. De esta forma, se contará con terrenos que permitirán al Estado abrirse a múltiples alternativas de modelos de operación, pudiendo dichos inmuebles ser incluidos como activos en las condiciones base de sus procesos de licitación, para hacerlos más abiertos y eficientes. A lo anterior, se suma el hecho de que una infraestructura permanente permitirá realizar constantes mejoras, las que fortalecerán el sistema y contribuirán a disminuir los costos de éste y otorgar a los trabajadores más y mejores instalaciones.


Adicionalmente, se realizan ajustes de procedimiento para optimizar la entrega de subsidios.


En relación a la modificación de la ley N° 18.772, el presente proyecto tiene por finalidad incorporar en el objeto social de Metro S.A., la prestación de servicios de transporte público remunerado de pasajeros en superficie mediante buses y minibuses, sin restringirse a medios eléctricos. 


En relación al decreto con fuerza de ley N° 1, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justica, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.290, se incorpora el concepto de tranvía y se efectúan ajustes para facilitar el desplazamiento del transporte público remunerado de pasajeros.


Por último, en relación a la ley N° 18.696, conforme se ha indicado, se incorporan nuevos modos de transportes como los tranvías, teleféricos o ascensores, que complementen los servicios actuales y se introducen cambios para fortalecer la continuidad de los servicios de transporte público remunerado de pasajeros y se adecua la normativa a la nueva ley N° 20.720, que sustituye el régimen concursal vigente por una ley de reorganización y liquidación de empresas y personas, y perfecciona el rol de la superintendencia del ramo.
ESTRUCTURA DEL PROYECTO


El proyecto en estudio consta de cinco artículos permanentes.


El artículo primero introduce modificaciones a la ley Nº 20.378, que crea un subsidio nacional para el transporte público remunerado de pasajeros. En relación al aumento total del subsidio transitorio, establece una nueva metodología de ajuste del monto del subsidio considerando la variación del IPC o mediante la metodología de reajuste que comprenda, en forma efectiva, las proyecciones de variaciones de los costos del sistema, la que será establecida por Decreto Supremo del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, considerando, entre otros, el precio del petróleo diésel, el dólar e índice de pasajeros por kilómetro.

 
Además, extiende la entrega del subsidio a tranvías, teleféricos y ascensores u otros modos propulsados por mecanismos externos, tales como catenarias o cables y entrega facultades al Ministerio de Transportes para introducir mejoras a la infraestructura que sustenta al transporte público remunerado de pasajeros y, reducir barreras de entrada a nuevos operadores, dado el actual crecimiento de la ciudad y el realizar diferentes operaciones que se requieran para la prestación del servicio de transporte público, incluida la declaración de utilidad pública de inmuebles de ser necesaria para ejecutar obras para la instalación o funcionamiento de terminales de buses e intermodales, y asimismo, entrega herramientas para facilitar la disponibilidad de dichos inmuebles. 


El artículo segundo introduce modificaciones a la ley Nº 18.772, que establece normas para transformar la Dirección General de Metro en Sociedad Anónima, las que consisten en ampliar el objeto social de Metro S.A. a la prestación de servicios de transporte público remunerado de pasajeros en superficie mediante buses y minibuses, sin restringirse a medios eléctricos.


El artículo tercero introduce modificaciones a la Ley 18.290, de Tránsito, las que consisten en contemplar en la ley el concepto de tranvía y en efectuar ajustes para facilitar el desplazamiento del transporte público remunerado de pasajeros.


El artículo cuarto modifica la ley Nº 18.696, que enmienda el artículo 6º de la ley Nº 18.502, que autoriza la importación de vehículos que señala y establece normas sobre transporte de pasajeros, las que consisten en:


- Incorporar nuevos modos de transportes con propulsión mediante mecanismos como catenarias o cables, tales como los tranvías, teleféricos o ascensores;


- Autorizar la contratación de servicios complementarios;


- Introducir medidas para fortalecer la continuidad, permanencia y seguridad de los servicios de transporte público remunerado de pasajeros;


- Adecuar la normativa relativa a la insolvencia de un concesionario a la nueva ley Nº 20.720, que sustituye el Régimen Concursal vigente por una ley de reorganización y liquidación de empresas y personas y perfecciona el rol de la Superintendencia del ramo.


El artículo quinto modifica el artículo 4º transitorio de la ley Nº 20.696, que modifica la ley Nº 20.378, que crea un subsidio nacional al transporte público remunerado de pasajeros, incrementando los recursos del subsidio y creando el Fondo de Apoyo Regional (FAR), del siguiente modo:


- Faculta, durante los primeros cinco años contados desde la entrada en vigencia de la presente ley, al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, para el caso de los perímetros de exclusión que implemente en zonas distintas de la provincia de Santiago y de las comunas de Puente Alto y San Bernardo, para convocar a los responsables de servicios de transporte público remunerado de pasajeros de la respectiva zona rural o urbana, a procesos previos de negociación destinados a modificar las tarifas o estándares de servicio, con el objeto de incorporar los efectos de los recursos resultantes de aplicar el mecanismo de subsidio en el correspondiente perímetro de exclusión.
DISCUSIÓN EN GENERAL



Durante el estudio del proyecto de ley en informe, se escucharon las exposiciones de las personas que se señalan a continuación, en el orden que se efectuaron las mismas.
Presentación del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones


El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Andrés Gómez-Lobo, comenzó su exposición explicando las razones por las cuales el actual sistema de transporte público sí requiere de un subsidio de parte del Estado, en contraposición al antiguo sistema que no lo necesitaba.


En ese sentido, señaló que el anterior sistema presentaba un subsidio “encubierto”, a través de un trabajo, de parte de los conductores, completamente desformalizado, lo que producía por ejemplo, que aquéllos trabajasen quince horas diarias. En efecto, indicó que uno de los cambios que introdujo el TRANSANTIAGO fue la formalización de dichos trabajadores, lo cual redujo la jornada laboral a una extensión normal, acorde con los parámetros de la regulación, lo que  acarreó un alza en los costos laborales.


Por otro lado, indicó que el sistema actual implicó una renovación completa de la flota de buses, por vehículos nuevos y menos contaminantes, lo que ha generado un impacto ambiental positivo al aire y a los índices de ruido de la capital.


A su turno, agregó que la introducción de tecnologías, tales como los medios de pago, la tarjeta BIP, los GPS, entre otros, debió ser financiada, destacando que todos esos artefactos no eran contemplados en el sistema anterior.


Por último, mencionó que al ser el actual sistema integrado, esto es, que el trasbordo no tiene costo para el usuario, abarata el pasaje de este último, quien antes debía pagar más de una tarifa ante tal situación.


Todo lo anterior, afirmó, permite evidenciar las razones de porqué el sistema actual es más caro que el anterior.


Sin perjuicio de lo mencionado, señaló que existen estudios que indican que incluso haciéndose los primeros tres cambios mencionados anteriormente en el antiguo sistema, de igual forma hubiere sido aquél más caro que el actual.

Evolución de la legislación sobre el subsidio al 

Sistema de Transporte Público


Por las razones señaladas, añadió, se introdujo un subsidio a través de la ley N° 20.378, cuyas modificaciones describió de la siguiente forma:


- Ley N° 20.378, publicada el 5 de septiembre de 2009, crea un subsidio nacional para el transporte público remunerado de pasajeros.


- Ley N° 20.432, publicada el 15 de abril de 2010, establece un reclamo judicial en contra de las sanciones aplicadas por percepción indebida del subsidio nacional para el transporte público remunerado de pasajeros.


- Ley N° 20.468, publicada el 29 de octubre de 2010, que aumenta subsidio nacional transitorio al transporte público remunerado de pasajeros. 


- Ley N° 20.696, publicada el  25 de septiembre de 2013, que modifica la ley Nº 20.378, incrementando los recursos del subsidio y creando el fondo de apoyo regional. 


Respecto a este punto, describió las dos reformas relevantes que esta última ley introdujo al sistema, relacionadas con la iniciativa en estudio.  


La primera, consistente en el otorgamiento de nuevas funciones al Panel de Expertos, así, a partir de tal fecha no sólo debían fijar los cambios en la tarifa, por razones de déficit e inflación de costos, sino que también deben pronunciarse sobre la metodología, condiciones y términos de la implementación de modificaciones en las condiciones económicas y en la operación de los servicios de transporte público remunerado de pasajeros a que hace referencia el artículo 3° literal b), esto es: zonas licitadas, perímetro de exclusión y condiciones de operación. Lo anterior, además de realizar labores de arbitraje ante discrepancias en las revisiones programadas de los contratos de los operadores del TRANSANTIAGO. 


La segunda modificación, introdujo el requerimiento al Panel de Expertos para que, cada dos años, a partir del año 2014, convocara a entidades especializadas a la realización de un estudio de evaluación externa del sistema de transporte público remunerado de Santiago. 


En efecto, señaló que el objetivo general de aquello es lograr evaluar el funcionamiento del sistema, su eficiencia, sus costos y la pertinencia y montos de los subsidios y aportes establecidos en la ley. Así, añadió que en base a ello se podrá proponer un ajuste a los montos de subsidio, para su consideración en la discusión de la Ley de Presupuestos. Agregando que el citado estudio deberá ser entregado a más tardar el 31 de agosto del respectivo año, y tendrá carácter público.

En este punto, destacó que dicho estudio, para el actual período bianual, ya se encuentra terminado, por lo que informará acerca de las conclusiones a las que se arribó más adelante en la presentación, adelantando que el mismo versó acerca del sistema de financiamiento, los costos, la eficiencia, entre otros criterios, del sistema de transporte en Santiago.
Situación financiera


En lo referente a la situación financiera del sistema, explicó que el año 2014 la estimación del déficit que se presentó al Panel de Expertos en el mes de febrero de ese año, que era de M$ 390.000, fue inferior a lo que efectivamente fue el déficit, esto es, M$ 444.000. Lo anterior, motivó un alza de $ 40 en las tarifas de los pasajes para hacer frente a la situación.


Sin perjuicio de lo señalado, expresó que tal déficit, asimismo, se pudo financiar con los recursos disponibles con la denominada “Cuenta 5”, la cual contenía fondos que se habían acumulado en años anteriores de subsidio.


Como consecuencia de lo expresado, indicó que en octubre del 2014 se encargó una auditoria para que revisara los modelos de proyección financiera del sistema y explicara la diferencia entre el déficit 2013 y 2014.


De esa forma, señaló que es imperativo dotar de recursos adicionales al sistema a menos que se pretenda aumentar la tarifa aún más en Santiago, toda vez que tales soluciones no resuelven el tema de fondo, que es que el subsidio es insuficiente para solventar tanto el déficit actual como el futuro. Por consiguiente, afirmó que se debe incrementar el subsidio, en el período 2015 a 2022, para cubrir el costo del sistema, sin subir las tarifas por concepto de déficit, siendo el objetivo de la ley N° 20.696 según su historia legislativa.

Componentes que explican el déficit año 2014


Posteriormente, explicó los elementos asociados al déficit, con sus respectivas cifras, a partir del siguiente gráfico:
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Así, mencionó los siguientes puntos relevantes:


- A partir del déficit del año 2013, situado en M$ 360.108, se advierte que hay una disminución del mismo por un aumento en la demanda del servicio, sumado a una mayor recaudación por el alza de la tarifa.

- A su turno, explicó que existen otros ítems que hacen aumentar el déficit durante el 2014: el primero, el compromiso de aumentar el pago a Metro en horario punta para el aire acondicionado, el cual fue acordado en el mes de enero de dicho año, cifra que alcanza casi los M$ 7.000; el segundo, un aumento de flota de un costo que no se reflejó sino hasta el 2014 de cerca de M$ 14.000; el tercero, los efectos de la revisión programada, que se realiza cada dos años, de acuerdo a la evolución de la demanda, a fin de mantener el pago por pasajero transportado, el cual se ajusta inversamente con el índice por pasajero kilómetro y, por último, el efecto precio, que fue el gran causante del aumento del déficit del año 2014, principalmente, el aumento de los precios de los combustibles y el tipo de cambio.


- Para finalizar el punto, destacó que el monto total de subsidio disponible para el año 2013 fue de $355.230 millones. Por lo tanto, agregó que en el año 2013 hubo un déficit de $5 mil millones que se pagaron con recursos del subsidio 2014.

Estudio Embarq


En el año 2014, explicó, se realizó un estudio por parte de Embarq, en donde participaron reconocidos especialistas en el tema, tales como Darío Hidalgo, reconocido experto en transporte público a nivel mundial. Dicho estudio, concluyó que, a pesar de las dificultades iniciales, la implementación de un sistema de transporte público integrado tuvo como resultado una reducción en los accidentes y un mejoramiento en la calidad del aire en la Región Metropolitana.


En la misma línea, de acuerdo a las estadísticas de la CONASET, el número de choques en los que participan buses en Santiago se ha reducido desde más de 6.000 en 2005 a menos de 3.000 en 2010. Reducciones similares se han registrado en el número de muertos y heridos.


Lo anterior, explicado por los siguientes gráficos:
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A su turno, señaló que dicho documento expresa que la calidad del aire también ha mejorado como resultado de la reducción de emisiones de los buses del transporte público. El total de la flota y el total de los kilómetros se ha reducido y, además, la flota ha mejorado.


Destacó, asimismo, que el estudio recalca que Santiago presenta bajos subsidios operacionales en comparación con las principales ciudades del mundo, tal como lo expone el gráfico que a continuación se presenta:
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Fuente: European Metropolitan Transport Authorities, EMTA.  Barometer 2015


En la misma línea, explicó que en el caso de Estados Unidos, las autoridades metropolitanas subsidian cerca del 63% de los costos operativos de los sistemas de transporte, mientras que en Santiago el subsidió sólo alcanza cerca del 40%. 


Asimismo, añadió que dentro de ese 40% hay una proporción que podría explicarse por las inversiones de Metro que dicha entidad autofinancia, situación bastante anómala a nivel internacional, en tanto no existir referencias comparadas en las cuales las tarifas financien a las obras de infraestructura del sistema de transporte público. Por consiguiente, agregó que el 40% mencionado es un porcentaje aparente de subsidio, en tanto involucra otros elementos que no debiesen ser computados en el cálculo. 


Por su parte, presentó algunas cifras relativas al subsidio al transporte público en otras ciudades mediante el siguiente esquema:
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Por otra parte, se refirió luego a las recomendaciones a corto plazo contenidas en el estudio de Embarq, señalando que la opinión de este organismo es que el análisis de bienestar justifica los subsidios para mantener las frecuencias, entregando tiempos de espera más bajos para los usuarios y menores niveles de congestión vehicular para los usuarios de autos.


Así, dicha entidad propuso que los incrementos de subsidios debieran se acompañados por:


a) Cambio en la asignación de los subsidios de estudiantes al presupuesto del Ministerio de Educación,


b) Introducción de una tarifa de estabilización y un mecanismo de ajuste de subsidio relacionado con los principales costos reales del sistema, y 


c) Ajustes de los mecanismos de incentivos dentro de los contratos. 


Por último, se recomendó aumentar las multas a los operadores por no controlar la evasión, sin forzarlos a que asuman la mayoría del riesgo de ingreso, sobre el cual ellos tienen relativamente poco control, ya que la tarifas y frecuencias están establecidas para ellos en los contratos.

Alza en tarifas y Panel de Expertos

Posteriormente, se refirió a la problemática del alza de tarifas y las sugerencias efectuadas a este respecto por parte del Panel de Expertos. En efecto, señaló que con fecha 31 de marzo del año en curso, recibió un oficio de este último organismo en el cual se recomendaba un alza de tarifas de $30 en la ciudad de Santiago. A raíz de ello, añadió, el Gobierno tomó la opción de ingresar un proyecto de ley a fin de evitar tal situación, siendo éste el propósito principal de los recursos adicionales que la iniciativa contempla. 


Respecto a este punto, mencionó las tres alternativas que pudieron seguirse para enfrentar tal situación, cuales son:


- Disminuir los costos de operación, con efecto negativo  en la calidad de servicio.


- Subir las tarifas por déficit, afectando a los usuarios.


- Aumentar el subsidio.


Así, destacó que el Gobierno haya optado por la última opción, a fin de evitar una pérdida en la calidad del sistema o un impacto económico negativo en los usuarios.

Contenido del proyecto de ley


A continuación, sintetizó en seis los aspectos sobre los cuales el Mensaje en estudio se pronuncia:


1. Aumento de los montos de la ley de subsidio.


2. Fortalecimiento del transporte público.


3. Refuerzo de la continuidad del servicio. 


4. Ajustes a la ley de quiebras.


5. Otras modificaciones complementarias. 


6. Reembolso de taxis colectivos.


A su turno, indicó las leyes que la iniciativa propone modificar:


1. Ley N° 20.378, que crea un Subsidio Nacional para el Transporte Público Remunerado de Pasajeros. 


2. Ley N° 18.696, que autoriza importación de vehículos que señala y establece normas sobre transporte de pasajeros.


3. Ley N° 18.772, que establece normas para transformar la Dirección General de Metro en Sociedad Anónima.


4. Decreto con fuerza de ley N° 1, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley N° 18.290, de Tránsito.


1. Aumento en la ley de subsidios y reajustabilidad


En lo concerniente a este tópico, señaló que lo que se propone es un aumento de M$ 60.000 para la Provincia de Santiago, Puente Alto y San Bernardo y un monto equivalente para todo el resto del país durante los años 2015 a 2017 inclusive. Posteriormente, desde el año 2018 al año 2022, un aumento de M$ 130.000 para las provincias de la Región Metropolitana antes citadas y la misma cantidad para las demás del territorio. 


El fundamento del aumento desde el año 2018, agregó, responde a la entrada en operación de la línea tres y la línea seis de Metro, situación que elevará los costos operativos del sistema. En efecto, señaló que aumentará el pago por pasajero transportado a Metro, lo que será compensado en forma reducida con la disminución de buses. 


Todo lo anterior, a fin de mantener una estabilidad financiera del sistema, con una visión de Estado de largo plazo, a fin de que un futuro Gobierno no tenga que comenzar su gestión elevando las tarifas del transporte público.


Para concluir el punto, señaló que la iniciativa de igual forma contempla un margen de recursos para eventualidades de un 5% a un 10%. Ello, en tanto a medida que se acerca el final del año, el Panel de Expertos debe hacer cuadrar los ingresos y costos del sistema, por lo que si hay un aumento del costo muy fuerte hacia final del año, hay muy poco espacio de tiempo, incluso con un alza muy fuerte de la tarifa, para financiar el déficit que queda. Por consiguiente, afirmó que debe existir algún margen de flexibilidad para evitar tal problemática. 


Mecanismo de reajustabilidad del subsidio


Por su parte, expuso acerca del sistema de reajustabilidad del subsidio, el cual presenta un problema estructural (sea el subsidio permanente o transitorio), toda vez que se reajusta conforme al IPC, siendo insuficiente para cubrir el alza constante de los costos. Por consiguiente, señaló que la iniciativa incorpora una de las propuestas mencionadas en el estudio de Embarq, agregando un sistema indexado de reajustabilidad conforme al aumento de los costos globales del sistema, considerando uno o más de los siguientes factores de costos: precio del petróleo diésel, dólar e índice de pasajero por kilómetro (IPK).


2. Fortalecimiento del transporte público


a. Ampliación del giro de Metro


Por otro lado, expresó que el Mensaje, además, propone ampliar el giro de Metro para que opere buses, no necesariamente eléctricos, en superficie. Actualmente, indicó que Metro puede operar vehículos eléctricos en superficie, pero no vehículos híbridos o de otra tecnología.


El objetivo de tal ampliación, explicó, es poner a disposición del sistema a una empresa pública en caso de emergencia, contingencias u otro que contribuya a dar redundancia al sistema, esto es, poder tener disponible a algún operador de última instancia.


A su vez, indicó que tal medida de igual forma permite tener un comparador público de costos /eficiencia y calidad de servicio, lo que genera más competencia en el sistema y mayor información para el regulador. 


Lo anterior, agregó, a fin de terminar con la asimetría de información que se presenta entre los operadores y las autoridades, lo que genera cierta dificultad en la regulación del sistema. 


b. Incorporación de nuevos transportes públicos, susceptibles de recibir subsidios


Por su parte, destacó que la iniciativa contempla la incorporación, como transportes públicos susceptibles de recibir subsidios, a los ascensores, tranvías y teleféricos, en virtud de los proyectos asociados que está desarrollando el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones en las comunas de Iquique, Antofagasta y Valparaíso.


c. Terminales


Asimismo, recalcó que el proyecto de ley en estudio habilita al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones a adquirir, instalar, administrar, arrendar y operar los terminales de buses y estaciones intermodales. 


De igual forma, agregó, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá incluir en el marco de una concesión, perímetro de exclusión, condiciones de operación u otra modalidad, predios fiscales, municipales y otros, para ser destinados a terminales o los inmuebles necesarios para la prestación de servicios.


d. Refuerza los principios de la prestación del servicio de transporte

Por otro lado, el Mensaje permite extender la aplicación de tales máximas no sólo a las licitaciones sino a cualquier modalidad de prestación de los servicios.


e. Conceptualiza los servicios complementarios


En este punto, indicó que se precisa el contenido de los conceptos de: servicios tecnológicos, administración financiera, asistencia operacional, información y atención de usuarios, provisión de buses para que sean prestados por un tercero y otros necesarios para dotar de la adecuada certeza conceptual con la que el sistema debe funcionar.


3.- Refuerza la continuidad de servicio


En lo referente a este tópico, destacó la relevancia de los siguientes aspectos considerados por el proyecto de ley en debate:


1. Extensión y fortalecimiento de los bienes afectos a la prestación de los servicios


Ello permitirá su aplicación no sólo en caso de concesión, sino también en otras formas de regulación como los perímetros de exclusión.


Al término de la prestación del servicio, los bienes serán inmediatamente transferidos al nuevo prestador, en el caso que así se establezca en el contrato de concesión o en el instrumento regulatorio respectivo.


El reglamento establecerá las formas y condiciones que permitan que las transferencias de los bienes afectos y su implementación efectiva se realicen sin interrupción de los servicios en los períodos de transición, para mantener la continuidad de éstos.


4.- Ajustes a la nueva ley de quiebras


Se actualizará el actual procedimiento de término anticipado en caso de “quiebra del concesionario” a la nueva Ley de Reorganización y Liquidación de  Empresas y personas, perfeccionando el rol de la Superintendencia del ramo.


Se incorporará el deber de los veedores y liquidadores intervinientes en un procedimiento concursal de velar por la continuidad de los servicios.


5. Otras modificaciones a la ley de subsidios


a. Ley N° 20.378


En este punto, explicó que se distinguirá expresamente entre el financiamiento para seguridad vial o educación vial. 


A su vez, se ampliará a 5 años (hoy son 3 años), la suscripción de convenios de la ley de subsidios, con visación del Ministerio de Hacienda.


Por su parte, se explicitará que los contratos de subsidio o de licitación de uso de vías y otros no constituyen bienes o servicios que se requieran para el desarrollo de las funciones, conforme a lo sostenido por la Contraloría General de la República, pues en tales casos se rigen por la normativa específica, tratándose de acuerdos de naturaleza distinta.


Por otro lado, en lo referente a las funciones del Panel de Expertos, la iniciativa propone complementar la función actual de pronunciarse sobre materias solicitadas por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, indicando que debe realizarlo, además, en los términos requeridos en materias de contratos de concesión, servicios complementarios y otros. 


Por último, se ajustará la dieta de los integrantes del Panel de Expertos a las funciones incorporadas a partir de las modificaciones de la Ley N° 20.696, pues requiere pronunciarse sobre la metodología, condiciones y términos de la implementación de modificaciones en las condiciones económicas y en la operación de los servicios de transporte público remunerado de pasajeros en regiones, artículo 3 literal b) de la ley de subsidio.


De esta forma, la dieta ascenderá a la cantidad de 20 UF por sesión, con un tope mensual de 70 UF.


b. Ley N°18.696


El proyecto de ley en estudio incorpora otros medios de transporte público susceptibles de ser regulados por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, como por ejemplo, vehículos propulsados por catenarias o cables, como los tranvías o teleféricos.


Asimismo, será posible regular los lugares y espacios donde se desplacen, se detengan, depositen o estacionen, dichos transportes, tales como paradas o terminales, sin perjuicio de las demás autorizaciones.


Por último, se explicita que el procedimiento y metodología de cálculo de la indemnización por término anticipado de la concesión es el contenido en el artículo primero transitorio de la ley N° 20.504.


6. Otras modificaciones


a. Ley de Tránsito


En lo relativo a esta normativa, explicó que la iniciativa incorpora el concepto de tranvía, definiéndolo como “vehículo motorizado destinado al transporte público remunerado de pasajeros, que se desplaza en zonas urbanas exclusivamente a través de rieles sobre la vía”.


Asimismo, agregó, se dispone que no regirá el derecho preferente de paso cuando se aproxime un tranvía.


Finalmente, el Mensaje posibilita la detención al lado izquierdo de la calzada cuando exista una zona exclusiva de detención para el transporte público o cuando el Servicio Regional Ministerial de Transporte y Telecomunicaciones lo autorice. 


7. Reembolso taxi colectivo


Por último, destacó que la iniciativa concede, durante los años 2015, 2016 y 2017 un reembolso equivalente a 5 unidades tributarias mensuales a los taxis colectivos.


Concluida la presentación anterior, los Honorables señores Senadores realizaron las siguientes observaciones y preguntas:


El Honorable Senador señor Letelier, señaló que la presentación del proyecto de ley en estudio es una buena oportunidad para regular de manera adecuada el funcionamiento del sistema y el rol que desempeñen los operadores en el mismo. Junto con advertir el rol que tiene la evasión en el sistema y los efectos que la misma genera.


Por otro lado, apuntó a que la iniciativa corrigiese las, a su juicio, distorsiones en la entrega de recursos entre las tres provincias de la Región Metropolitana que el Mensaje contempla y las demás del territorio. En efecto, enfatizó que los recursos “espejo” entregados a las regiones puedan ser dirigidos efectivamente a paliar el precio de la tarifa y no a otras materias, que si bien se encuentran asociadas, tal como la construcción de algunas vías, reparación de pavimentos,  paraderos u otros, son tareas que perfectamente pueden ser asumidas por otros órganos. 


Por último, preguntó las razones de la exclusión de la incorporación de nuevos medios de transporte, como los monorrieles, en la planificación del transporte público, bajo el entendido de que, algunos de ellos, pudiesen ser más económicos que los tradicionales en uso.


El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Andrés Gómez-Lobo, respondiendo las observaciones efectuadas por el Honorable Senador señor Letelier, indicó que durante la semana se presentará el informe sobre los efectos de la evasión en el déficit en el sistema.


En tal sentido, explicó que, en el corto plazo, la reducción de la evasión aumenta el déficit, en tanto el costo actual de dicho fenómeno es soportado por los operadores. En efecto, señaló que alrededor del 70% de las ganancias de estos últimos vienen dados por el pago de las tarifas. Por consiguiente, de existir más validaciones, ello acarrea un mayor subsidio por parte del Estado a los operadores, por lo que un mayor control de la evasión genera un incentivo negativo en este sentido, a saber, a menor evasión mayor subsidio estatal.


No obstante ello, señaló que se están realizando esfuerzos para controlar y reducir dicho fenómeno. Así, explicó que se aumentó en un 400% la cantidad de inspectores este año, agregando que a la fecha se han cursado más de un millón de infracciones por el no pago del pasaje. Tales medidas, añadió, han arrojado a la fecha como cifra que un 32% de los infractores finalmente paga la multa en el Juzgado de Policía Local respectivo. 


A su turno, y en la misma línea, recalcó la presentación de un Mensaje que tiene por finalidad reducir la evasión, iniciativa actualmente en tramitación en la Comisión (Boletín N° 10.125-15). 


De esa forma, explicó que la reducción de la evasión presenta, en primer lugar, un cariz normativo, dirigido a fortalecer los mecanismos de control con los que se cuenta para combatir dicho fenómeno; en segundo orden, una faceta dependiente de la autoridad, tendiente a aumentar la fiscalización en este ámbito; en tercer lugar, el control de la evasión también se verá beneficiado por la entrada en operación del nuevo tren Rancagua-Nos-Santiago, ya que en esa plataforma (ferrocarril) tal fenómeno disminuye; en cuarto orden, la entrada en vigencia de las líneas 3 y 6 del Metro también ayudará a reducir la evasión, precisamente porque la evasión en este último medio es marginal y muy baja (cercano al 1%); y por último, la creación de más zonas pagas de igual forma contribuirá en este respecto, existiendo a la fecha 39 nuevas, administradas por los propios operadores. 


En este punto, recalcó que las aproximadamente 150 zonas pagas actualmente administradas por el Directorio de Transporte Público Metropolitano, serán licitadas, a principios del próximo año, a fin de que sean los mismos operadores quienes asuman su administración y responsabilidad.  


Asimismo, agregó, se están incorporando nuevos puntos de recarga para la tarjeta BIP, operando estos últimos ya en dos cadenas importantes de supermercados. De igual forma, expresó que el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones está trabajando en el desarrollo de la tecnología necesaria para contar con los medios que posibiliten que a través de los celulares se puedan recargar las mencionadas tarjetas.

 
Sin perjuicio de todo lo anterior, añadió, incluso reconfigurando los contratos, a fin de eliminar el mencionado incentivo negativo, y reduciendo la evasión a cero, no se elimina el déficit del sistema. 


Por otro lado, en lo referente al efecto del mayor subsidio a las tres Provincias referidas, tal distorsión sólo obedece a la magnitud de las mismas en relación al resto del territorio, por lo que estudiarán algunos criterios correctivos posteriormente, haciendo presente que el subsidio se focaliza en ellas a fin de evitar alzas tarifarias. 


Por su parte, y en relación con lo mencionado, indicó que el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones no cuenta con las capacidades para, de por sí, poder ejecutar todos los recursos “espejo” de las regiones, y es por ello que aquéllos son ejecutados conjuntamente con otros órganos de la Administración Pública. Sin perjuicio de eso, agregó que la capacidad del Ministerio del ramo ha ido progresivamente aumentado durante los últimos cinco años, por lo que año a año existen más recursos que se ejecutan directamente por la Cartera.


Por último, en lo relativo a la incorporación de nuevos medios de transportes, tales como los monorrieles, señaló que si bien su puesta en marcha es más económica, en términos comparativos con los medios más tradicionales, su poca capacidad los hace poco viables, especialmente en la ciudad de Santiago, sin perjuicio de eso, añadió que dicho transporte pudiese resultar útil en zonas de aeropuertos en donde su capacidad pudiese resultar adecuada. Finalmente, concluyó señalando que medios tales como teleféricos y ascensores pueden resultar competitivos en variadas áreas de la ciudad.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Girardi, expresó su acuerdo con todos los puntos planteados por el Honorable Senador señor Letelier, salvo una observación. En efecto, señaló que la situación de las tres Provincias de la Región Metropolitana no es comparable con las del resto de esta última ni menos con las del resto del país, lo anterior, tanto por criterios demográficos, de extensión de distancias de recorridos y por razones de recursos involucrados.


Sin perjuicio de lo anterior, estimó que la oportunidad legislativa que presenta el estudio de la iniciativa debe ser aprovechada para incluir una regulación integral de la ciudad y del país.  En efecto, afirmó que debiesen incorporarse materias ambientales, de planificación urbana, entre otros tópicos, a fin de generar un contexto integral de análisis. Lo anterior, sea agregando tales materias a este proyecto o presentando distintas iniciativas en la misma línea, destacando en este sentido los proyectos presentados sobre regulación de autos particulares y restricción vehicular.


Así, propuso invitar a esta instancia a diversos actores del sector, a fin de proveer tanto al Gobierno como a la Comisión de los insumos necesarios para la elaboración de una política pública integrada.


Por último, destacó el hecho que el proyecto contemple financiamiento hasta el año 2022, excediendo el actual mandato presidencial, lo que da cuenta de una idea seria en este punto. Finalizó enfatizando la necesidad de un incremento constante de mayores recursos al sistema, a fin de estar acorde con los porcentajes que se manejan al respecto a nivel comparado.


El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Andrés Gómez-Lobo, en consideración con las observaciones efectuadas por el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Girardi, concordó con la idea de integralidad propuesta, para lo cual se realizará una coordinación interministerial al respecto, cuyos resultados se comunicarán a la Comisión.


Por su parte, destacó que el Ministerio que encabeza está desarrollando un gran plan de infraestructura precisamente para dar cuenta de los desafíos que el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Girardi enfatizó, en la cual se comprenden ciclovías, vías exclusivas, cámaras de fiscalización, nuevas líneas de tren y metro, entre otros.


Lo anterior, sin perjuicio de recalcar que la presente idea gira en torno al aumento del subsidio del sistema.
Presentación de la Confederación Nacional de Taxis de Chile (CONFENATACH)



El Presidente de la Confederación Nacional de Taxis de Chile (CONFENATACH), señor Luis Reyes, inició su presentación señalando que la entidad que preside cuenta con 50 años de existencia y un reconocido historial sindical y gremial, lo que les permite, afirmó, tomar con propiedad las decisiones que ayuden a unificar criterios en esta importante actividad dinámica y de múltiples desafíos, integrando sin exclusión a todos aquellos que quieren trabajar y avanzar con optimismo y objetividad en ese rubro.



En seguida, destacó que la organización que preside es la única entidad en Chile que representa el 70% del sector en sus cuatro modalidades, a saber, taxis básicos, taxis colectivos, taxis ejecutivos y taxis de turismos, por lo que, agregó, CONFENATACH expresa el sentir de miles de colegas.



Posteriormente, hizo presente a la Comisión que la iniciativa ya contempla un bono compensatorio de 5 UTM anuales para la modalidad de taxis colectivos, acordado por los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Hacienda, en consecuencia, solicitó que el proyecto, extienda tal beneficio, asimismo, a las tres modalidades restantes del rubro.



Por su parte, manifestó que la Confederación es consciente del momento económico que atraviesa el país, por lo que ha reconsiderado reducir las propuestas de eliminación o rebaja del impuesto específico a los combustibles. Sin perjuicio de eso, recalcó la urgente necesidad de modificar la ley N° 20.378, para ampliar, en la letra i) del inciso cuarto de su artículo 2°, el otorgamiento del subsidio a las cuatro modalidades del rubro, en tanto actualmente sólo beneficiar a los taxis colectivos. En consecuencia, donde dice taxis colectivos debería decir “taxis básicos, ejecutivos, turismo y colectivos.”.
 

Por último, subrayó que tal como lo indica el Decreto Supremo N° 212 del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, los taxis son considerados como transporte público, en consecuencia, la legislación debiese regular a estos últimos en conformidad a dicha calidad, en los mismos términos que los demás medios que ostentan tal característica.  
Presentación de la Confederación Nacional de Taxis Colectivos de Chile CONATACOCH


El Presidente de la Confederación Nacional de Taxis Colectivos de Chile (CONATACOCH), señor Héctor Sandoval,  comenzó su intervención señalando los puntos del Mensaje que suscitaban preocupación al interior del gremio.


En efecto, en primer lugar, mencionó la ampliación del giro de Metro S.A., la cual, originalmente en el proyecto de ley, habilitaba a esta empresa a operar transporte de superficie, a través de buses y minibuses. Así, indicó que respecto de los segundos se originaba un conflicto con el rubro que representa, en tanto estos últimos intervenían en un mercado actualmente cubierto por los taxis colectivos. De esa forma, agregó, que fue valorada la indicación del Ejecutivo, durante la tramitación en la Cámara de Diputados, mediante la cual se acotó la ampliación del giro de Metro S.A. sólo a la operación de buses y taxibuses. (Numeral 1, del artículo 2º del proyecto.)

En segundo orden, señaló que la potestad del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones de adquirir, instalar, administrar, arrendar u operar terminales fue otro tema de preocupación para la organización que preside, máxime si además se contemplaba la posibilidad de expropiación de tales recintos por parte del Ministerio de Obras Públicas a solicitud del Ministerio del ramo. Así, y de igual modo que con la observación anterior, tal preocupación fue recogida por el Ejecutivo a través de una indicación presentada en la Cámara de Origen, eliminando las facultades expropiatorias antedichas. (Numeral 6 del artículo 1º del proyecto).

En tercer lugar, en lo relativo al beneficio contemplado en el proyecto a los taxis colectivos, expresó que ello responde a la corrección de un desbalance histórico respecto de los demás medios de locomoción colectiva y transporte público, lo que motivó movilizaciones del sector el año pasado, arribándose a un acuerdo conjunto entre los Ministerios de Interior, Hacienda y Transportes y Telecomunicaciones, a fin de superar tal desequilibrio. En ese sentido, señaló que el titular de la Cartera del sector, señor Andrés Gómez-Lobo, le había hecho saber que tal acuerdo se respetaría no obstante los cambios de Ministros acaecidos, de ahí su incorporación en la iniciativa en estudio.


Por tales razones, finalizó su intervención solicitando a los Honorables señores Senadores miembros de la Comisión ratificar el bono compensatorio contemplado en el texto del proyecto aprobado por la Cámara de Diputados. (Letra c) del numeral 9, del artículo 1º del proyecto de ley).

Presentación de la Confederación Nacional del Transporte de Pasajeros de las Regiones de Chile (CONFENAR).


El Presidente de la Confederación Nacional del Transporte de Pasajeros de las Regiones de Chile (CONFENAR), señor Patricio Jorquera, señaló que la entidad que preside concurre a la Comisión con la finalidad de exponer la posición de los transportistas de pasajeros, mediante buses, urbanos y rurales, de las regiones del país, acerca del proyecto de ley en debate.


Así, señaló que la organización que representa fue fundada en enero del año 2014, agrupando a más de 8.000 pequeños empresarios del transporte mayor de pasajeros, mediante buses, en Iquique, Antofagasta, Valparaíso, Rancagua, Curicó y Concepción.


Por su parte, expresó que las conclusiones emanadas del Encuentro Nacional de Pequeños Empresarios del Transporte de Pasajeros de las Regiones de Chile, celebrado en Concepción, el pasado 1 de junio de 2015, permitió que el Ejecutivo introdujera diversas indicaciones al proyecto de ley, durante su tramitación en la Cámara de Diputados, por cuanto la propuesta original contenía disposiciones que claramente, a su juicio, atentaban contra la pequeña industria del transporte regional, y establecían mecanismos de concentración inspirados en el modelo Transantiago.


De esa forma, explicó que la visión de CONFENAR, como transportistas regionales, apunta a la necesidad de:


1. Anteponer el interés de los usuarios de los servicios urbanos y rurales de las regiones del país, estableciendo imperativamente que los mayores recursos que se aprueben:


a) Sean destinados, exclusivamente, a reducir la tarifa del transporte a los usuarios de las regiones, y


b) En iguales montos o proporcionalidad que la reducción artificial de la tarifa que se otorga al usuario capitalino.


En tal sentido, expresó que considera que no es posible seguir aprobando recursos para impedir alzas tarifarias en la capital, mientras en la mayor parte de las ciudades del país no se reciben subsidios para los usuarios adultos o se otorgan subsidios de no más del 7% a los estudiantes.


Así, agregó, no se trata de un subsidio al transportista, sino de una simple compensación económica por las rebajas de tarifas a los usuarios, quienes son los únicos beneficiarios de los recursos estatales.


Sin embargo, señaló que no hay garantías, en el proyecto que se encuentra sometido a consideración de esta Comisión, de que los nuevos fondos sean total o parcialmente destinados a los sistemas de transporte regionales, pudiendo invertirse en obras o servicios que ninguna relación tienen con el transporte regional.


A su turno, destacó que el gremio ha debido sufrir los inconvenientes de un sistema de pago de la compensación por la rebaja tarifaria, cuyos procedimientos administrativos son de habituales deficiencias, inconvenientes y errores por parte del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones. Agregando que no cuentan con las certezas adecuadas en las fechas de pago, en términos tales, que las dilaciones han provocado movilizaciones de conductores que demandan el pago de sumas que permanecen impagas por el Estado por más de 6 meses.


2. Impedir la expansión a regiones del modelo "Transantiago", y por tanto, impedir la concentración económica de la actividad que el proyecto persigue.

Respecto a este punto, indicó que si bien las indicaciones limitaron al sistema de transportes capitalino las disposiciones relativas a la expropiación de los terminales y la afectación de nuestros bienes muebles e inmuebles al servicio, se mantiene la amenaza al incorporarse, explícitamente, el control estatal de los terminales como limitación a la libertad de ejercer la actividad económica del transporte.


3. Facilitar la inmediata incorporación del subsidio a la tarifa


En lo referente a este tópico, señaló que la legislación actual admite fórmulas de regulación tales como "los perímetros de exclusión" o "condiciones de operación", y otras más simplificadas comprendidas bajo la expresión "otras modalidades equivalentes".


En esa línea, explicó que en el Encuentro Nacional de Transportistas, celebrado el 1 de junio del año en curso, se concluyó que debía recurrirse a expeditos y simples mecanismos regulatorios, por ejemplo, de la reajustabilidad de las actuales tarifas, para reducir sus montos en favor de los usuarios de las ciudades intermedias y zonas suburbanas.


Sin embargo, añadió, hace pocos días se informaron que el 24 de junio pasado, la Contraloría General de la República tomó razón de la resolución N° 130, que "Aprueba formato tipo de acto administrativo que establece perímetro de exclusión de la Ley N° 18.696, en el área geográfica que indica, determina área geográfica de aplicación del mismo y aprueba condiciones de operación, requisitos y otras exigencias que impone".


La resolución fue suscrita por el Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, Sr. Andrés Gómez-Lobo Echeñique, el 29 de abril del año 2014.


De esa forma, expreso que, a su parecer, se fijó un modelo de regulación diseñado unilateralmente, sin participación de su organización, y que por el contrario, por más de 14 meses, no fue difundido adecuadamente por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones. 


En el Reglamento aludido, indicó que se establece un mecanismo de control operacional en línea, y un sistema de evaluación que no considera las externalidades viales que afectan la normal circulación de los vehículos por la ciudad.


A su vez, agregó, el sistema sancionatorio que se contiene en el nuevo Reglamento impone ingentes y desproporcionadas sumas como garantías del cumplimiento de sus obligaciones, tipifica infracciones cuya ocurrencia y periodicidad provocará el cobro de las garantías y el reembolso o pérdida de las compensaciones tarifarias.


En tal sentido, afirmó que el proyecto contiene mecanismos y procedimientos, rápidos y expeditos, para cancelar progresiva y periódicamente a los actuales operadores y proceder a su reemplazo por nuevas empresas.


4. Reconocer la facultad del sector para generar y administrar servicios complementarios, tales como sistemas propios de pago electrónicos de pago de la tarifa


En lo referente a este punto, señaló que si bien las indicaciones formuladas por el Ejecutivo en el primer trámite constitucional permitieron reconocer el derecho de los operadores a contratar los servicios complementarios, contradictoriamente, la mencionada Resolución 130 establece la absoluta prohibición para que el gremio pueda participar en la propiedad y gestión de las empresas de control satelital, mediante el establecimiento de exigentes inhabilidades.

Agregó que no se trata de un proyecto integral, sino sólo existe una mirada parcial e incompleta destinada a la extinción de la propiedad atomizada.

Por último, subrayó que el proyecto en estudio pretende que los operadores del transporte público de buses de las regiones del país asuman nuevas e ingentes obligaciones, muchas de ellas imposibles de cumplir, que claramente incrementarán los costos de operación y no existe siquiera un estudio de los costos de operación que concluya en una nueva y adecuada tarifa. No podrán cumplirse con los actuales y exiguos ingresos, y no serán los propietarios de los vehículos quienes absorban estos mayores costos.

Luego de esta última intervención, los Honorables señores Senadores realizaron las siguientes observaciones y preguntas:


El Honorable Senador señor Letelier, valoró los aspectos en los cuales el proyecto recogió los planteamientos de los gremios en la Cámara de Diputados.


Por otra parte, destacó como un punto de atención la situación del transporte mayor en regiones y su relación con el uso de los fondos “espejo”. En este punto, señaló que existe una considerable ambigüedad acerca de la ejecución de tales recursos y el impacto concreto de los mismos en los precios de las tarifas en las regiones, por lo que solicitó en el futuro poder convocar a una sesión especial de la Comisión a fin de analizar la situación. 


En esa línea, ejemplificó lo señalado destacando que los recorridos de los usuarios del sistema de transporte regional, en una distancia de aproximadamente 15 kilómetros, tienen un costo cercano a los $1.000, lo que considera oneroso en comparación con los precios soportados por los usuarios de la Región Metropolitana.  


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Ossandón, hizo presente que cualquier extensión del beneficio a las demás modalidades de taxis corresponde a una indicación del Ejecutivo, en tanto forma parte de la iniciativa exclusiva de este último.


A su turno, preguntó al Ejecutivo, en primer lugar, por qué sólo la extensión del beneficio a los taxis colectivos y no al resto de las tres modalidades de taxis y, en segundo lugar, cuál es la metodología de cálculo de tal beneficio, a efectos de que pueda paliar efectivamente la rebaja tarifaria que afectará a los gremios.


El Honorable Senador señor Allamand, por su parte, solicitó a los gremios referirse al modo de funcionamiento del sistema de compensaciones anteriormente existente y su contraste con el contemplado en la iniciativa en estudio.


El Presidente de la Confederación Nacional de Taxis de Chile (CONFENATACH), señor Luis Reyes, señaló que en dos oportunidades, una en el primer Gobierno de la Presidenta Bachelet y otra en el Gobierno del Presidente Piñera, se otorgó una compensación, para todas las modalidades de taxis de 4 UTM.


El Presidente de la Confederación Nacional de Taxis Colectivos de Chile (CONATACOCH), señor Héctor Sandoval, indicó que en el año 2008, se otorgaron las mencionadas 4 UTM para todo tipo de taxis, 2 UTM para los furgones escolares y 3 UTM para el transporte mayor. Lo anterior, destacó, fue replicado en el Gobierno del Presidente Piñera excluyéndose al transporte mayor.


El Honorable Senador señor Allamand, recalcó que la diferencia, en consecuencia, es que la compensación involucrada en la iniciativa en debate se extiende por tres años, esto es, 2015, 2016 y 2017, ascendente a 5 UTM, sólo aplicable a los taxis colectivos.


El Vicepresidente de la Confederación Nacional del Transporte de Pasajeros de las Regiones de Chile (CONFENAR), señor Luis Quiroz, recalcó que, comparativamente hablando, el impacto del proyecto sobre el transporte público mayor es mucho más potente que respecto de los taxis.


Lo anterior, en tanto que el proyecto tiene consecuencias sobre distintos ámbitos del rubro. 


La Asesora Legislativa del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, señora Paola Tapia, explicó que al inicio de la tramitación del presente proyecto no se contempló ningún tipo de reembolso. Sin perjuicio de eso, agregó, en la dinámica de las conversaciones y acuerdos con el Ministerio de Hacienda, junto con las peticiones efectuadas en el debate de la iniciativa en la Comisión de Hacienda de la Cámara de Diputados, se incorporó el beneficio de 5 UTM a los taxis colectivos.


Lo anterior, destacó, en tanto en dicha instancia no se recibió ninguna otra solicitud adicional de parte de algún otro gremio del rubro.


Sin perjuicio de lo anterior, enfatizó que la regulación sobre subsidios en la materia siempre se ideó destinada al transporte público mayor y luego al colectivo, no considerándose, por consiguiente, el transporte público individual. No obstante ello, recalcó la disposición del Ejecutivo para discutir los distintos planteamientos de los diferentes actores al respecto.


Por su parte, explicó que la ley de subsidios contempla dos tipos de regulaciones, la primera, referente a la entrega de dineros, relacionada con el reembolso que la iniciativa en debate considera para los taxis colectivos, y la segunda, relativa al programa de apoyo al transporte, en la cual se creó la figura del fondo de apoyo regional y en la que se encuentra la renovación para los taxis colectivos. Estas son dos formas, agregó, en virtud de las cuales estos últimos pueden obtener financiamiento.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Ossandón, solicitó al Vicepresidente de la Confederación Nacional del Transporte de Pasajeros de las Regiones de Chile (CONFENAR), señor Luis Quiroz, precisar sus críticas a la iniciativa en examen.


El Vicepresidente de la Confederación Nacional del Transporte de Pasajeros de las Regiones de Chile (CONFENAR), señor Luis Quiroz, indicó que el Reglamento antes aludido por el Presidente de la entidad que representa, acarrea un alto impacto en los pequeños emprendedores, en tanto contener exigencias y sanciones que sólo podrán sortear de buena manera las grandes empresas del sector. Lo anterior, agravado por el hecho de que su contenido no fue discutido previamente con el gremio.


El Honorable Senador señor Allamand, solicitó a los representantes de CONFENAR que, a fin de tener claridad en los puntos hechos presentes por la organización, ratificar estas afirmaciones acerca de sus planteamientos:


1. Dicha entidad solicita que los fondos “espejo” sean destinados efectivamente a las tarifas de transporte, evitando su direccionamiento a otras finalidades.


En este punto, señaló que, en su opinión, no considera inadecuado usar parte de tales recursos en obras de infraestructura o cuestiones asociadas, indicando que la falta de aquéllas es un obstáculo significativo para el buen funcionamiento de un sistema de transporte, siendo una de las mayores problemáticas actuales del Transantiago.


 2. La crítica a la réplica del modelo del Transantiago dice relación con evitar que los operadores de transporte regional sean sólo grandes empresas, en tanto ser ellas quienes ganen las licitaciones sobre zonas y recorridos, tal como sucede en el primer sistema.


3. Paliativos al alza de la tarifa efectuados en el sistema de Transantiago, sean, asimismo, realizados en las regiones.


El Vicepresidente de la Confederación Nacional del Transporte de Pasajeros de las Regiones de Chile (CONFENAR), señor Luis Quiroz, enfatizó el segundo punto, señalando que la problemática radica en que los marcos reglamentarios sobre los cuales se licitarán los perímetros de exclusión permitan que los empresarios que conforman el gremio puedan realistamente participar, evitando que sólo las grandes empresas tengan reales chances de ser adjudicadas. Lo anterior, en tanto la configuración de las bases de los procedimientos licitatorios contienen condiciones complejas de cumplir por parte de los pequeños y medianos empresarios del rubro.


En los otros puntos, señaló, efectivamente los planteamientos responden a las afirmaciones realizadas por el Honorable Senador señor Allamand.


La Asesora Legislativa del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, señora Paola Tapia, haciéndose cargo de la observación efectuada por quien la antecedió en la palabra, expresó que el Reglamento en debate sólo establece un formato tipo, esto es, un marco general de condiciones, que no contiene el catálogo específico de requisitos que se señalarán para la licitación, en concreto, en cada región.


A su turno, indicó que ya está establecido en la ley N° 20.696 que los fondos “espejo” sean destinados, en un porcentaje no inferior a un 50%, a la rebaja de tarifas, lo que se aplica actualmente y que comenzó, precisamente, el año en curso.


Por último, la Directora de la Confederación Nacional del Transporte de Pasajeros de las Regiones de Chile (CONFENAR), señora Ana María Larregui, indicó que las nuevas condiciones de los procesos licitatorios no consideran los costos globales del sistema y las capacidades con que cuentan los pequeños empresarios del rubro, manejándose cifras anacrónicas, que no dan cuenta de la realidad actual, agregando, asimismo, que dicha situación se remonta hace ya varios años.
Presentación del Director de la Escuela de Ingeniería de la Universidad Diego Portales, señor Louis de Grange


El señor Louis de Grange, comenzó su intervención indicando que la misma constaría de cuatro partes, una primera parte referente a un diagnóstico del Transantiago, una segunda relativa a los costos operacionales y los subsidios del sistema, una tercera dedicada a las metas para las autoridades y, por último, una cuarta parte concerniente a propuestas de corto, mediano y largo plazo relacionadas con los puntos anteriores.


I. Diagnóstico del Transantiago


En este primer acápite, señaló que los antecedentes muestran que existe una reducción sostenida en la demanda de pasajeros, especialmente en los buses, entre los años 2010 y 2014 inclusive. En efecto, indicó que en dicho período los buses han perdido en promedio 18,5% de pasajeros, mientras que el Metro ha aumentado en un 8% en la misma categoría.
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Lo anterior, explicó, probablemente se deba a una fuga de pasajeros desde los buses hacia otros modos de transporte, en particular el automóvil.


Por otra parte, expresó que Santiago tiene la segunda tarifa de buses más alta de Latinoamérica, superada sólo por ciudades de Brasil, lo que describió mediante el siguiente gráfico: 
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Otro antecedente, agregó, es que los tiempos de viaje en el sistema de transporte público, específicamente en los buses, han presentado, asimismo, un deterioro progresivo. Ello, subrayó, de acuerdo a las mediciones efectuadas entre los años 2008 y 2012 por DICTUC de la Pontificia Universidad Católica de Chile, como también por ACTUS durante los años 2011 a 2014, ambos reflejados en el esquema que a continuación se presenta:

[image: image10.emf]30,8

31,5

31,6

31,8

32,6

33,9

35,3

28

29

30

31

32

33

34

35

36

2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014

Tiempo Promedio de Viaje en Bus Transantiago 

(minutos)

AÑO



En la misma línea, añadió que la Encuesta Origen-Destino del año 2012, en la cual se preguntó a los usuarios la hora de inicio y la hora de llegada de sus viajes, se observó que los buses son el medio de transporte más lento de todos, superado incluso por la bicicleta. Lo mencionado, reflejado en las cifras que a continuación se presentan:
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Por otro lado, en lo referente a la evasión en el pago del pasaje, destacó que ella ha experimentado un aumento sostenido en el último tiempo, llegando en algunos meses a cifras cercanas al 30%, situación que no ha sido posible reducir con éxito hasta el momento, lo que constituye un problema estructural del sistema. Así, subrayó que de acuerdo a los datos manejados por Alto Evasión, dicho fenómeno importa un valor de aproximadamente US$ 415.000.000.000.- (cuatrocientos quince mil millones de dólares estadounidenses), lo que representa un 63% del subsidio.
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Posteriormente, describió las cifras de la encuesta Adimark relativas a la aprobación del sistema en el último año, la cual bordea un 20%, subrayando que dicho porcentaje es incluso peor que en el año 2009, bajo la misma metodología y el mismo indicador. 
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En el mismo sentido, indicó que los resultados de la encuesta pro calidad, si bien con una metodología distinta, arrojó similares resultados.
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A su turno, señaló que las razones de la desaprobación del sistema de transporte público dicen relación a un detrimento de variables tales como calidad de servicio y tiempos de espera. En efecto, añadió que ninguna de las empresas concesionarias del sistema alcanza los mínimos exigidos por las autoridades en los contratos, habiéndose cursado a la fecha más de US$ 700.000.000.- (setecientos millones de dólares estadounidenses) en multas. Ello, destacó, es señal clara que algún actor del sistema está fallando, a saber, o las exigencias no son apropiadas para las capacidades que pueden desarrollar los buses, o simplemente las empresas concesionaras no pueden gestionar adecuadamente tales exigencias.


Todo lo anterior, agregó, considerando un incremento anual progresivo del déficit del sistema.


En resumen, puntualizó, Transantiago pierde pasajeros, se reduce la velocidad de los buses, existe una alta evasión, hay una considerable desaprobación de los usuarios y un sostenido aumento de los costos, principalmente en el sistema de los buses.


II. Costos de operación del Transantiago y los subsidios


  En lo relativo a este tópico, a través del gráfico que a continuación se presenta, expuso la evolución de  la tarifa técnica, esto es, el pago que reciben los operadores del sistema y el Metro por pasajero transportado: 
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Así, observó que los costos del sistema, en aproximadamente un 70%, recaen en el sistema de buses, mientras que cerca de un 20% en el Metro.


Posteriormente, a través de la siguiente lámina, se refirió al aumento del déficit del Transantiago:
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A su turno, explicó que el déficit del sistema aumentó un 23% el año 2014, destacando, especialmente, que en el pago a los operadores de buses, se observa un aumento promedio, en todas las unidades de negocio, de un 15% en la tarifa técnica en dicho año respecto de lo que se observó durante el año 2013. Tales incrementos, subrayó, no son experimentados en Metro.

[image: image17.jpg]Pago por Pasajero Transportado ($)

900

B0

0

500

500

a0

300

100

s672

I

Vule

s8as
I

SuBus

s679

649
s623
$ 5t 5
$557]

Metropolitana SantiagoS.A.  Redbus
Empresa Transantiago

$735

63

Express

$777

5 68

Alsacia

m 2013
m 2014





En este punto, resaltó que en ciertos meses el operador Alsacia recibe $1.338.- (mil trescientos treinta y ocho pesos) por cada validación, en tanto el Metro, en promedio, recibe cerca de $300.- (trescientos pesos), tal como se observa en el gráfico que a continuación se presenta:
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Por su parte, mencionó que se han incrementado las fallas mecánicas en el transporte, en concreto, un 7% de aumento en las pannes, destacando que existen operadores que todos los días presentan tales anomalías en alrededor de un 10-15% de sus buses, o tienen que volver a terminales por fallas mecánicas.
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En lo referente a la procedencia del subsidio, indicó que este último no es una condición necesaria para que los sistemas de transporte público funcionen, tal como lo reflejan algunos ejemplos de la siguiente lámina: 
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Sin perjuicio de los antecedentes descritos, expresó que lo preocupante es que los operadores advierten que los subsidios no están cubriendo los costos del sistema. Es decir, explicó, los montos adicionales que actualmente se proponen en la iniciativa, tal como lo ha señalado el Secretario Ejecutivo de ACTUS, señor Víctor Barrueto, no podrán permitir elevar la calidad del sistema, sino que sólo vienen a desestresar financieramente al mismo. Tanto es así, afirmó, que el Panel de Expertos no ha subido las tarifas en espera de la aprobación del proyecto de ley en debate.


III. Metas u objetivos de las autoridades


En este punto, señaló que no existen metas o compromisos asociados a mejoras en índices operacionales, tiempos de viaje, tiempos de espera, frecuencia de los buses y a la confiabilidad de los usuarios, como tampoco se han planteado objetivos tales como disminuir el número de pasajeros por unidad, evitar la fuga de los mismos hacia otros modos de transporte, reducir la evasión o controlar los costos de operación del sistema. En resumen, señaló la inexistencia de metas concretas por parte de las autoridades en factores clave en el funcionamiento del sistema. 


IV. Propuestas de corto, mediano y largo plazo


En este acápite, indicó que las propuestas que más adelante se puntualizan, en su opinión, debiesen transformarse en exigencias planteadas a las autoridades, de tal forma de garantizar el buen uso de los recursos que la iniciativa en estudio plantea.


a. Propuestas de corto plazo (bajo impacto)

Relacionadas, en primer término, con la red de carga. En este punto, sugirió establecer indicadores de accesibilidad que determinaran la distancia máxima que debiese recorrer una persona para poder recargar su tarjeta.


En segundo orden, incluyó a la gestión tarifaria. Así, declaró que, a su juicio, existe margen para que Metro en los horarios extremos del día (6:00 - 6:30 a.m.; 22:00 - 22:30 p.m.), establezca que el precio del pasaje sea de un costo bajo, de tal forma de premiar a aquellas personas que realizan un esfuerzo de adelantar sus viajes, lo que ayudaría, asimismo, a mejorar la calidad del servicio.


Por su parte, destacó que es prioritario desarrollar infraestructura adecuada en los paraderos y vías exclusivas de buses en la superficie.


b. Propuestas de mediano plazo 


A este respecto, afirmó como necesidad fundamental el expropiar los terminales de buses. Lo anterior, explicó, ya que representan un poder monopólico para los operadores, toda vez que una empresa que pretende ingresar al sistema no cuenta con los terrenos para desarrollar a aquéllos, generándose una barrera de entrada. Además, mencionó que esta última se acrecienta por el hecho de que los operadores cobran el uso de los terminales para cada licitación.


En esa línea, agregó que cuando el Estado es dueño de los terminales, por consiguiente, puede concesionar las operaciones y aumentar el número de combinaciones, mejorándose la conexión de los servicios.


Por otro lado, señaló como necesaria una nueva licitación de las unidades operacionales y, asimismo, una actualización de las tecnologías de pago a fin de evitar fraudes a este respecto.


Para cerrar este punto, expresó que, en su criterio, se debiesen reemplazar los buses de piso bajo por buses de piso alto. Lo anterior, en tanto los primeros, si bien permiten al usuario subir fácilmente al vehículo, tienen un número bajo de asientos, lo que impide una mejora en la calidad del servicio, mientras que los segundos poseen prácticamente el doble de asientos, obligando, además, a que los paraderos cuenten con la infraestructura adecuada para que el usuario pueda subirse fácilmente al bus.


c. Propuesta de largo plazo


Afirmó, en palabras del Ex Presidente de la República, señor Ricardo Lagos Escobar, que se debe pasar a una segunda etapa en materia de infraestructura, siendo fundamental invertir en esta área, la cual contribuye considerablemente a mejorar la calidad del servicio, compartiendo, a su vez, el planteamiento de este último de extender las líneas de Metro diez kilómetros cada año, tal como lo hacen las grandes urbes del mundo.


En ese sentido, destacó que el actual Gobierno sería el primero, en los últimos cuarenta años, que no iniciaría obras de un nuevo proyecto de Metro, sino que sólo ha propuesto extensiones de menor envergadura.


Concluyó su presentación describiendo los beneficios que acarrearía una serie de proyectos alternativos de extensión de Metro a través del siguiente esquema: 
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Presentación del señor Leonardo Basso, Profesor Asociado del Departamento de Ingeniería Civil de la Universidad de Chile


El  señor Leonardo Basso, señaló que su intervención cubriría cuatro puntos más un disclaimer inicial, a saber: la justificación de un subsidio al transporte público, la falsa dicotomía entre bus o Metro, el problema de Santiago y la idea de Metro como operador de buses.


I. Disclaimer


A este respecto, afirmó que nunca ha asesorado a Metro, ACTUS o alguna empresa o autoridad relacionada con el particular, lo que hizo presente antes de comenzar con el desarrollo de su exposición.


II. ¿Se justifican los subsidios al transporte público?


En lo concerniente a esta interrogante, indicó cuatro razones que sí lo justifican:


a. Aumentar el número de usuarios beneficia a todos los usuarios si es que el sistema se adapta a la nueva demanda. Así, expresó que ello genera, por ejemplo, que la frecuencia del transporte y la densidad de líneas aumente, lo que en la literatura especializada se denomina efecto Mohring.


En tal sentido, observó que lo que la Encuesta Origen-Destino evidencia es que, en horas punta, el uso del transporte público no ha disminuido demasiado, de hecho, más bien se ha mantenido. Por el contrario, explicó, es en los horarios distintos a aquél en donde radica el problema, presentándose en este ámbito la baja en la frecuencia del transporte. Ello obedece, reiteró, a las consecuencias del señalado efecto Mohring, razón por la cual, a su juicio, debiese, de igual forma, subsidiarse la periodicidad del transporte en el horario fuera de punta.


b. El automóvil se encuentra subtarificado. En efecto, explicó que el costo del empleo de dicho medio no es proporcional a las implicancias sociales que acarrea. 


Así, añadió, cuando el precio de cualquier medio alternativo al transporte público se encuentra muy bajo, como sucede con el automóvil, ello conduce a disminuir los valores del medio principal (transporte público), de ahí se explica la presión a la baja en las tarifas de los buses.


c. Consideraciones distribucionales. A este respecto, indicó que los sectores con menos recursos de la población son los principales usuarios del sistema.


d. Potenciales de economía de escala en la operación, que típicamente justifican subsidios a nivel comparado.


Luego de describir los cuatro puntos anteriores, subrayó que los primeros tres se presentan con claridad en nuestro país, quedando el último abierto a discusión.  


Por su parte, luego se refirió a los subsidios al transporte en diversas ciudades del mundo, expresados en términos de porcentaje del costo operacional.


- El promedio de las 20 ciudades más grandes de Estados Unidos, es 65%.


- El promedio de las 5 ciudades australianas más grandes, es 60%.


- Barcelona, 56%.


- Madrid, 60%.


- Bruselas, 68%.

- Amsterdam, 61%.


- Paris, 60%.


- Berlin, 51%.


- Toronto, 40%.


- Londres, 60%.


En esa línea, señaló que en tales urbes no se utiliza, conceptualmente, la idea de déficit, lo que en su opinión es correcto, ya que hablar de este último término, implica necesariamente apuntar al autofinanciamiento como un objetivo, finalidad que no es la central, sino que contar con un buen sistema de transporte público.


Sin perjuicio de lo anterior, expresó que evidentemente los subsidios son costosos.


¿Qué pasaría si se quisiera disminuir los subsidios? Frente a esta pregunta, ilustró la situación mediante el siguiente gráfico:
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Los datos contenidos en el eje horizontal representan el porcentaje de subsidio, como porcentaje del costo operacional, mientras que la información plasmada en el eje vertical se refiere a los beneficios sociales. Agregó que para dicho gráfico se utilizaron datos de Santiago.


Así, explicó que la curva punteada que aparece en la parte inferior del gráfico muestra cuáles son las ganancias en bienestar social a medida que el subsidio aumenta, sólo si se realiza financiamiento por esta vía, arribándose a la cifra de un 55%.


A su turno, indicó que las dos curvas restantes describen, respectivamente, la rendición, entre las variables ya mencionadas, respecto a la tarificación por congestión y pistas “sólo bus”. 


En efecto, añadió que si se pretende reducir el subsidio es imperioso contar con vías exclusivas, ya que ello permite aumentar el número de buses circulantes, tal como lo evidencia el gráfico.


En la misma línea, a través de la lámina que a continuación se presenta, describió la forma de concientizar en Australia a la población a respetar las vías exclusivas de buses.
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La lámina anterior, manifestó, pretende hacer presente la dificultad de realizar cambios en partición modal mediante tarifas, sobre todo, destacó, en un país con considerables grados de desigualdad como lo es Chile. Así, reiteró la idea de que ello es posible de lograr a través de una mejora en la calidad de servicio, a través de una mayor velocidad de circulación de los buses mediante vías exclusivas.


III. La falsa dicotomía entre Bus vs Metro


En lo concerniente a este acápite, comenzó analizando la situación mediante el siguiente gráfico:
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En efecto, explicó que el antedicho esquema describe el costo por persona de acuerdo a la tecnología empleada. Así, señaló que la curva intersectada por la línea punteada roja representa a los buses de tránsito rápido (BRT, Bus Rapid Transit), y la curva siguiente al Metro, destacando la intersección de la misma, lo que refleja que los usuarios en ciertas áreas utilizan buses y en otras al tren subterráneo.


Por consiguiente, subrayó que tales medios no son opuestos, sino que son fundamentalmente complementarios. 


De esa forma, no son comparables los costos del Metro con los de los buses, en tanto, es esperable que estos últimos sean más onerosos que el primero en un sistema que tenga por finalidad un buen funcionamiento del transporte. Por ende, agregó, si el Metro se ha diseñado de buena forma, este último debiese ser más barato por pasajero transportado que el bus, de lo contrario, no existiría una gestión eficiente.


A modo de reforzar el punto, señaló que en las veinte ciudades más grandes de Estados Unidos los trenes urbanos reciben un 58% de subsidio, mientras que los buses reciben un 73% de financiamiento por esa vía.


En la misma línea, ilustró la complementariedad Metro-Buses con los datos provenientes de la última Encuesta Origen-Destino, mediante el siguiente recuadro:
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A partir de tal información, destacó que el 78% de los viajes necesitan de buses, por lo que consideró incorrecta la propuesta de concentrar los esfuerzos en el Metro en perjuicio de aquéllos.


IV. El problema de Santiago


Referente a este punto, expresó que la situación se debe a un problema de diseño, a saber, celebración de contratos cuya configuración interna generaba incentivos desfavorables al sistema, sin perjuicio, además, de que muchos de ellos impedían traspasos monetarios necesarios, todo lo anterior, sumado al hecho de haberse concebido la idea central del autofinanciamiento, no contemplándose originalmente el subsidio. 


A su turno, explicó que los subsidios no generan cambios, precisamente, porque gran parte de ellos va dirigido a modificar los referidos contratos, reconduciéndose la problemática al diseño original.


Por otro lado, señaló que, no obstante lo expresado, dichas consecuencias negativas responden a la desregulación del sector del transporte público durante los años 80´, la que sin perjuicio de efectuarse con el objetivo de propiciar una reducción tarifaria, generó, por el contrario, un aumento real en los precios de un 17% anual. Sin considerar, el gran número de accidentes y los altos índices de contaminación que ello provocó.


Posteriormente, indicó que con los procesos licitatorios existieron algunas mejoras, pero de igual forma el servicio público de transporte continuó siendo el peor evaluado.


Respecto al Transantiago, y tal como lo señaló durante su presentación, explicó que si bien han existido cambios sucesivos en los contratos, el aumento de subsidios no ha logrado aumentar suficientemente la calidad de servicio.


Como corolario, dentro del marco actual, propuso agregar más y mejores mediciones de calidad de servicio contra el subsidio que se entrega. Así, y a modo de ejemplo, mencionó que en Londres se miden, además del tiempo y la regularidad, los siguientes factores:


- Calidad de la conducción.


- Calidad, seguridad y limpieza del vehículo.


- Funcionamiento real de medidas de accesibilidad para personas con movilidad limitada.


- Encuestas de satisfacción con efecto en ingresos de los operadores.


Añadió, sin perjuicio de tales medidas, como necesario ajustar los montos de las multas y preparar el sistema para las nuevas licitaciones a realizarse.


Sugirió, en la misma línea,  introducir mejoras en los detalles técnicos de las máquinas, haciendo presente que ciertos buses presentan problemas entre la carrocería y el tren de conducción, generando un bajo rendimiento entre los factores distancia recorrida y combustible utilizado, llegando, en algunos casos, a un promedio de sólo 1,5 kilómetros por litro.


Destacó, para cerrar el punto, y en el mismo sentido indicado por quien le antecedió en la palabra, como prioritario el levantar las barreras de entrada al sector, debiendo el Estado hacerse cargo de los terminales, precisamente, por las ventajas que ello conlleva y que el señor Louis de Grange ya puntualizó.


V. Metro operando buses y empresa pública


Indicó, a este respecto, que no obstante la magnitud del problema, la operación de buses mediante una empresa pública puede contribuir a superar las dificultades presentes en los contratos y los incentivos desfavorables al sistema contenidos en ellos.


Explicó, en efecto, que la evidencia internacional muestra que es posible y que la intervención del Estado es un aporte, existiendo muchos ejemplos de ello en Europa y Norteamérica.


Así, propuso que Metro, en el entendido de ser una compañía de transporte pública que provee un servicio de calidad, se haga cargo de parte de la red. 


Lo anterior, expresó, presenta las siguientes ventajas:


- Gradualidad.


- Efecto de demostración para los otros operadores que ciertas metas pueden ser cumplidas en buenos términos, lo que en la literatura se denomina como regulación por empresa pública.


- Creación de un potencial entrante real que discipline a los incumbentes.


- Operador de última instancia.
Presentación del señor Rodrigo Troncoso, Académico de la Universidad del Desarrollo y Director del Centro de Datos del Instituto Libertad y Desarrollo,

El señor Rodrigo Troncoso, comenzó su exposición realizando una breve historia del subsidio en el Transantiago.


I. Recorrido histórico


La promesa original del sistema, indicó, era implementar un transporte público de clase mundial para la capital, sin la necesidad de subsidios fiscales.


Posteriormente, agregó que la realidad de la puesta en marcha de tal sistema fue considerablemente distinta, siendo incluso financiado el año 2007 con el 2% constitucional.


Todo lo anterior, expresó, condujo a que en el año 2009 se introdujese a Transantiago un subsidio permanente y uno transitorio hasta el año 2022, conforme a las disposiciones de la ley N° 20.378, ambos con fondos espejo para regiones.


Por otra parte, destacó que ha existido un cambio de actitud por parte de las autoridades en lo referente al aumento de los costos del sistema y los recursos necesarios para solventarlos. Lo anterior, descrito mediante el siguiente gráfico:
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No obstante lo señalado, explicó, si bien existen mayores costos, ello no ha sido aparejado con metas claras de mejoras en la calidad del servicio.


En ese sentido, expuso las conclusiones del informe de ACTUS, divulgado el 28 de abril pasado en La Tercera:


- Recursos no son suficientes para implementar mejoras al sistema.


- Sólo alcanzarían para mantener el actual nivel de servicios.


En la misma línea, describió los resultados de la Encuesta Adimark al respecto, observando que la desaprobación del sistema se mantiene tan alta como en los primeros años de operación. Ello, ilustrado a través del siguiente esquema:
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A su turno, afirmó que desde el año 2010 las validaciones en buses han disminuido en un 18.5%, mientras que, en el mismo período, las de Metro aumentaron en 8.1%, lo que describió a través del cuadro que a continuación se presenta:
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II. Destino de recursos



Por otro lado, manifestó que a pesar de que la ley N° 20.378 establezca que parte del subsidio se utilice en beneficio de los estudiantes, en la práctica esto no es así. En efecto añadió, que dicho mecanismo se destina a sustentar las pérdidas agregadas del sistema, independiente de su origen.


Posteriormente, enumeró los factores que contribuyen al déficit del sistema:


- Los altos costos de operación de los buses.

- Los viajes con transbordo.


- La alta evasión.


- La negativa a subir la tarifa adulto.


III. Costo para el usuario


Por otra parte, en lo concerniente a los costos para el usuario, señaló que en el esquema actual este último sólo soporta el valor del primer viaje ($640.-, seiscientos cuarenta pesos), en tanto los transbordos no tienen precio, existiendo, además, una tarifa reducida cuando hay combinación bus-Metro.


IV. Ingresos del sistema


A su turno, enumeró cuáles son las entradas del sistema.


- Tarifa técnica o Precio por Pasajero Transportado (en adelante, PPT).


- Pago por cada validación al operador. Así, dicho acto se efectúa aunque no necesariamente signifique un costo para el usuario (por las razones antes expresadas, en los casos de transbordos o combinación con Metro), sin perjuicio de pagarse lo mismo independientemente si el pasajero es estudiante o adulto.


V. Costo económico de la evasión en el sistema


En otro orden de ideas, en lo relativo al costo que la evasión produce al Transantiago, destacó que si bien en el corto plazo, atendida la configuración de los contratos, una mayor evasión permite reducir el déficit del sistema, en el largo plazo estas personas efectivamente son transportadas, lo que tiene un costo económico real.


VI. Tarifas técnicas


En este punto, expresó que el costo económico es el referente para fijar las tarifas técnicas. De esta forma, los operadores más costosos son los que reciben un mayor pago por pasajero, siendo inexistentes los incentivos a mantener costos bajos en el largo plazo. 


No obstante lo anterior, destacó que el operador de menor costo para el sistema es Metro, con un PPT de unos $350.- (trescientos cincuenta pesos). Tal situación, explicó, resulta paradójica para  el pasajero,  ya que es el medio de mayor costo para el usuario. En esa línea, subrayó que los viajes de adultos en Metro sin trasbordos bus-Metro son de los pocos que generan excedentes en el sistema.


VII. ¿Subsidio a la pobreza o a un mal diseño?


Inició este acápite de su presentación señalando que una de las justificaciones políticas al subsidio es que favorece a los más pobres, sin embargo, expresó que el monto anual del subsidio a Transantiago es de $430.000.000.000.- (cuatrocientos treinta mil millones de pesos) hasta 2017 y $500.000.000.000.- (quinientos mil millones de pesos) a partir de 2018, lo que en cifras corresponde al doble que los programas Ingreso Ético Familiar y Chile Solidario juntos $ 230.000.000.000.- (doscientos treinta mil  millones de pesos), número que se eleva a cuatro veces si se incluyen los recursos espejo.


Así, manifestó que los precios deben reflejar los costos para no distorsionar las decisiones, por lo que deja abierta la pregunta acerca de que el subsidio en debate es, valga la redundancia, un subsidio social a la pobreza o a los problemas de estabilidad financiera del sistema.


VIII. ¿Se justifica un subsidio al transporte público?


Declaró, a este respecto,  que existen argumentos para la intervención del Estado en este ámbito, al tratarse de un bien público. Sin embargo, afirmó, la evidencia empírica muestra que subsidiar el transporte público no sirve para atraer a usuarios habituales de automóvil (De Grange et al, 2012).


Otros trabajos advierten que los subsidios al transporte público tienden a inflar los costos operacionales (Altshuler et al., 1981; Bonnell, 1981; Gwilliam et al., 2004; Gwilliam, 2008).


Concluyó el punto haciendo presente que se deben interpretar con prudencia los modelos teóricos que justifican subsidios, ya que no constituyen evidencia empírica.


IX. Nuevas licitaciones


Finalizó su intervención refiriéndose a las próximas licitaciones que se realizarán en Transantiago, resaltando que este año vencieron los primeros contratos con operadores de buses, debiendo, al año 2018, renovarse los contratos del 61% del sistema, añadiendo que será compleja tener una nueva licitación competitiva con los terminales en manos de los operadores actuales.
Presentación del señor Alejandro Tirachini, Académico de la División de Ingeniería de Transporte del Departamento de Ingeniería Civil de la Universidad de Chile,


El señor Alejandro Tirachini, inició su exposición refiriéndose a las justificaciones de la existencia de subsidios al transporte público.


I. Subsidios al transporte público


Así, explicó que, tanto en la teoría como en la práctica, dichos subsidios son respaldados, principalmente, por dos argumentos:


i) Inexistencia de tarificación de costos externos del automóvil: principalmente congestión y contaminación.


ii) Equidad social: subsidio es progresivo.


En esa línea, advirtió que la teoría de subsidios óptimos en transporte público, está presente en la ciencia económica desde los años 70´, existiendo decenas de artículos científicos publicados.


II. ¿Por qué el subsidio en Santiago genera rechazo?


En este punto, indicó que tal situación obedece, a su juicio, a que el Transantiago se diseñó sin considerar subsidios, siendo un error la estimación inicial de que la integración bus-metro pudiese funcionar autónomamente en términos de financiamiento. En efecto, agregó, ya en febrero del año 2007 se llegó a la conclusión de que se debe subsidiar por necesidad, no por convicción, surgiendo en ese momento el denominado “déficit del Transantiago”.


No obstante lo señalado, los altos índices de evasión que presenta (lo que incluye el mal uso tarjeta estudiante) y el beneficio de la tarifa integrada, que implica que el usuario pague sólo una vez mientras que el Estado paga dos veces, ha impedido que la calidad del servicio promedio sea proporcional al nivel subsidio.


III. Porcentaje de Subsidios y aprobación del sistema 


Siguiendo en este ámbito, mencionó que los subsidios al transporte público, a nivel comparado, oscilan entre el 0 y el 80%, situación que se debe tener presente al momento de analizar el caso de Santiago, ya que parte del porcentaje que se menciona corresponde a recursos destinados a obras de infraestructura.


Posteriormente, analizó la información relativa a los viajes realizados en el transporte público, a través de los datos arrojados por la Encuesta Origen-Destino, los que se presentan a continuación:

	Viajes en TP en día laboral (millones)

	
	2001
	2012
	Variación

	Solo Bus
	4.23
	2.34
	-44,5%

	Solo Metro
	0.48
	1.03
	112,0%

	Bus - Metro
	0.16
	1.18
	642,2%

	Total
	4.88
	4.55
	-6,7%



A su turno, mencionó los porcentajes de aprobación del sistema en el mes de noviembre del año pasado, según los siguientes gráficos:

[image: image29.png]Satisfaccién con los recorridos del Transantiago
£6n gemers,con qué nota vl e senvico de esteresorido?

Nota Promedio Noviembre: 4,7

ol

Nota1 Nota2 Notas

% Notas1a3=17 % Notas4a7=83




[image: image30.png]Satisfaccion con el Sistema de Transporte Publico de Santiago
2n general, con qué nota evalia e istema de transporte piblico de Santiago?

| 52}
| NotaPromedioNovembre 013:04 Subsidio 40%
Nota promedio Enero 2014 44 if2 aprox
Nota Promedio Abrl/junio 2014: 4,4 aprox
Nota 1 Nota2 Nota 3 Nota's Nota 6 Nota7
% Notas1a3=21,7 % Notas4a7=78,3

Se raficanosdatoscon decmales debidoa e a aproxmacidn s complefa ya aue los datos aprommados o suman 100%. codemae





IV. Problemas en Transantiago


1. Tiempos de espera


A este respecto, indicó que las observaciones en paraderos hechas por el DICTUC muestran que en los períodos punta entre el 76 y el 79% de los usuarios espera menos de 5 minutos, mientras que, en los horarios fuera de punta, un 7.4% espera más de 10 minutos. Así, los tiempos de espera promedio estimados por el Observatorio Transantiago (U. Andes, Ciudad Viva, Pro Acceso), señalan que el año 2013 fue de 6.9 minutos y el año 2014 de 7.0  minutos.


2. Aumento de la congestión vehicular


En este punto,  describió los distintos problemas asociados a este fenómeno:


- Disminución de calidad del servicio buses.


- Aumenta el costo para proveer el servicio, en tanto se incrementa el valor por vehículo-kilómetro, necesitándose, a su vez,  más buses para proveer la misma frecuencia (buses/h) e inversiones para minimizar el efecto del tráfico en buses.


- Impacto en el rendimiento del combustible, lo que describió a través del gráfico que a continuación se presenta:
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- Efecto en la velocidad promedio (incluye detenciones) de los buses, destacando los siguientes aspectos: 


i) Pistas sólo bus: aumento de 10 a 13 km/h en horario punta mañana (en adelante, PM) en Avenida Matta.


ii) Vías exclusivas: aumento de 5 a 14 km/h PM en Santa Rosa.


iii) Corredores segregados: aumento promedio de 14 a 27 km/h PM corredor Santa Rosa.


Para concluir el punto, subrayó que la reducción de tiempos de viaje en los buses disminuye el subsidio, reduciéndose el valor por pasajero.


3. Problemas en contratos


En lo relativo al tópico contractual, enfatizó que es un considerable impedimento al sistema el hecho de que los contratos, a ocho años de la puesta en marcha del Transantiago, no sean todavía óptimos, persistiendo en tales instrumentos anomalías de operación, lo que conduce a que, por ejemplo, existan buses vacíos “en tránsito”, haciendo un recorrido meramente comercial, provocando una acumulación de buses, aumentando los tiempos de espera en los paraderos y recorridos. Todo lo anterior, además, teniendo presente que cada renegociación de tales convenciones implica compensación.


V. Propuestas en este escenario


En este ámbito, sugirió tres alternativas: la creación de una empresa pública que opere buses, la ampliación del giro de Metro o la conformación de una empresa pública de transporte público.


En efecto, explicó que existen varias experiencias de esta naturaleza alrededor del mundo:


- Berlín, Zürich, Münich: la empresa pública de transporte público planifica y opera buses y trenes urbanos integradamente.


- Sydney: los buses son operados por un sistema mixto público-privado.


En la misma línea, posteriormente destacó las ventajas de la operación pública de buses Transantiago:


- El Estado no se defraudará a sí mismo, en el entendido de que no aumentará los costos, en términos considerables, de manera artificial.


- Se contaría con una estimación más precisa de los costos, disminuyendo la asimetría de información actualmente existente entre el Estado y los operadores.


- Permitiría comparar la eficiencia de los operadores públicos y privados.


Por último, para concluir su presentación, abordó el tema de la eficiencia comparativa entre sistemas públicos y privados, expresando que la literatura internacional no es conclusiva. Lo anterior, en tanto algunos estudios advierten que el operador privado tiene costos menores, mientras que otros no observan diferencias significativas.


Así, un sector relevante de los autores sostiene que la eficiencia de los privados depende del tipo de contrato y de los incentivos a los cuales se les somete. De ese modo, propuso generar una licitación futura competitiva, eliminando las barreras de entrada dadas por la problemática de los terminales, sugiriendo que sea el Estado el propietario de estos últimos.

Presentación del señor Juan Carlos González, Abogado experto en subsidios al transporte público


El señor Juan Carlos González inició su presentación señalando que esta última giraría fundamentalmente en torno a la configuración legal de la iniciativa. Sin perjuicio de eso, comenzó su exposición indicando las razones que justifican el subsidio del transporte público. En efecto, explicó que aquél responde a necesidades básicas, de creación de industria, de calidad de vida, sin perjuicio de su vinculación, asimismo, con temáticas como salud, medio ambiente y comunidad.

A su turno, indicó que a medida que tales finalidades van evolucionando, se requieren más recursos para incorporar mejores activos al sistema, tales como buses nuevos, mayor frecuencia y regularidad, generación de información con canales de atención a los usuarios, menor número de accidentes, formalización de trabajadores y desarrollo laboral e infraestructura de punta, siempre en la búsqueda de mayores beneficios sociales.


En ese sentido, indicó que todo lo anterior requiere de un alto financiamiento, máxime si no se pretende aumentar la tarifa general.


Indicó, no obstante lo señalado, que por las razones expresadas la forma correcta de diseño de un sistema de transporte público es determinar claramente las metas a las cuales apuntará para luego fijar la forma de financiamiento. De ese modo, explicó que el subsidio es sólo una herramienta más, existiendo casos como Francia, en los cuales se utilizan mecanismos de distribución de renta para solventar parte de los gastos del transporte público, destinando una proporción de las asignaciones de movilización de los trabajadores a este respecto.


Por otra parte, mediante las tablas que a continuación se presentan, expresó la evaluación del transporte público, por parte de la población.
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En este punto, destacó que el transporte público regional tiene una mejor evaluación que el de Santiago, lo que obedece, a su criterio, a que en el primer caso la tarifa cobrada alcanza a financiar tal sistema.


Por consiguiente, afirmó que el subsidio no es lo determinante para evaluar la calidad del transporte público sino que el financiamiento global del mismo.


I. Oportunidades de mejora en el actual proyecto de ley


A este respecto, indicó que era esperable la propuesta del Ejecutivo para aumentar los recursos del Transantiago, en tanto la ley N° 20.378 del  año 2013, se diseñó con una petición adicional de financiamiento, en la medida que se pretendan mejoras en la calidad del sistema. En efecto, agregó, para ello se encarga un estudio externo bianual que, posterior a su confección, se envía al Ministerio de Hacienda para su incorporación  al proyecto de Ley de Presupuestos, lo anterior, consagrado en el siguiente artículo:


Inciso final del artículo 3º transitorio de la ley N° 20.378:


“El Panel de Expertos creado en el artículo 14° de esta ley, cada dos años y a partir del año 2014, convocará a entidades especializadas a la realización de un estudio de evaluación externa al sistema de transporte público remunerado de pasajeros de la Provincia de Santiago y de las comunas de San Bernardo y Puente Alto, sobre la base de objetivos específicos concordados entre el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y el Ministerio de Hacienda. Lo anterior, con el objeto general de evaluar el funcionamiento del sistema, su eficiencia, sus costos y la pertinencia y montos de los subsidios y aportes establecidos en esta ley, en base a lo cual podrá proponer un ajuste a los montos de subsidio, para su consideración en la discusión del correspondiente proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público. El citado estudio deberá ser entregado a más tardar el 31 de agosto del respectivo año, y tendrá carácter público.”


A su vez, señaló que la iniciativa en estudio propone una nueva metodología de reajuste del subsidio permanente, en base a un indexador de costos. En esa línea, sugirió hacer extensivo dicho esquema a las regiones reguladas.


II. Ampliación formas de regulación


El proyecto de ley en discusión crea nuevas formas de regulación, denominadas “condiciones de operación y/u otras equivalentes”; las cuales ya se mencionan en la actual ley N° 20.378, a propósito de los subsidios, en su artículo 3º B, pero la iniciativa en debate les da un alcance nuevo, relacionándolas con: bienes afectos, servicios complementarios, sistema de compras públicas, expropiación consentida de predios, interés público, calidad, obras públicas menores y operación de buses por parte de Metro S.A. 


No obstante ello, añadió, el proyecto no define conceptualmente a tales condiciones, por lo que propuso definir estas modalidades y determinar su alcance.


III. Ampliación giro de Metro S.A. a operación de Buses


Expresó que en este acápite corresponde distinguir tres discusiones. La primera, relativa a si el transporte público debe ser prestado por una entidad estatal. La segunda, concerniente a si dicho organismo pudiese ser el Metro. Y la última, referente a las condiciones en que tal empresa compite respecto del resto del mercado, a su criterio, el punto más relevante en debate, sugiriendo un marco regulatorio claro y definido al respecto en el texto del proyecto, determinando las modalidades en las que ejercerá sus funciones la entidad en comento. Lo anterior, en virtud de lo dispuesto en los numerales 21 y 22 del artículo 19 de la Constitución Política de la República.


En esa línea, propuso considerar que Metro, por el momento, sólo actúe como administrador provisional, y que, posteriormente, introduzca reformas a su giro, como las contenidas en la iniciativa en estudio, las que se incorporen a un modelo explícito de transporte público en un proyecto de ley separado.


IV. Actualización de la ley N° 20.720


Expresó que tal actualización es correcta, pero necesita corregir la referencia a la “calidad de deudor en un proceso concursal”, lo que genera problemas, ya que, de acuerdo a la ley N° 20.720, dicha calidad puede terminarse rápidamente, por ende, la iniciativa despliega sus efectos en este ámbito en etapas muy tempranas del proceso concursal.


Por consiguiente, sugirió, en línea con lo informado por la Excma. Corte Suprema, acotar la regulación sólo al caso de la liquidación forzosa, al momento de la resolución de liquidación, de acuerdo al artículo 129 de la mencionada ley. 


V. Otras propuestas


Para finalizar su presentación, sugirió, asimismo, las siguientes propuestas:


- En el inciso tercero transitorio, el incremento de 5% a 10% debe referirse también al aporte especial adicional.


- Aplazar los compromisos de la ley N° 20.696 con las regiones. 


- Mitigar el esquema de discriminación respecto del transporte rural de la Región Metropolitana.


- Permitir la ejecución del Fondo de Apoyo al Transporte Regional (FAR) más allá del año 2024.


- Eliminar para el año 2015 la restricción a la rebaja de tarifa.


- Autorizar a los Ministerios sectoriales para financiar programas de apoyo mediante subsidio a la demanda.


- Hacer extensiva facultad de negociar perímetros de exclusión al sistema de Transantiago.

Finalizadas las presentaciones, los Honorables señores Senadores miembros de la Comisión realizaron las siguientes observaciones y preguntas:

El Honorable Senador señor Allamand, indicó que la exposición del señor Basso, a su juicio, despejó rápidamente un problema, esto es, la necesidad de contar con un subsidio al transporte público, lo que ya no es un tema controvertido.


Posteriormente, dejó planteadas las siguientes observaciones:


La primera, considerar si el actual servicio se condice tanto con el monto del subsidio a la fecha, como con el que la iniciativa pretende adicionar.


La segunda, en relación con lo expuesto, de igual forma, por el señor Basso, referente a la combinación Metro-Bus, a fin de determinar si la configuración existente es correcta o inapropiada.


La tercera, destacando que si bien no tiene ninguna objeción a que se cree una empresa pública de transporte de buses, no aprobará que dichas funciones sean encomendadas al Metro, solicitando saber si existe alguna ventaja comparativa para que dicha entidad realice tal rol, subrayando que, a su juicio, ello debiese ser tratado en un proyecto distinto.


Por último, en cuarto lugar, determinar el impacto de la futura inauguración del Rancagua Express y del Melitren en el actual sistema, así como la forma de absorber tal demanda.


El Honorable Senador señor Letelier, recalcó la importancia de contar con adecuada información acerca de las distintas realidades que presentan los diferentes concesionarios del Transantiago, ya que ello se relaciona directamente con el costo que soporta el Estado en este punto, existiendo considerables distorsiones en la forma en que cada uno de aquéllos opera en el sistema, problemática que debe ser asumida y regulada.


Por otra parte, concordó con el señor Basso respecto a lo inadecuado que resulta el concepto de “déficit” en el ámbito referente a los costos de un sistema de transporte público y los recursos proporcionados vía subsidios, sin perjuicio de observar que estos últimos, en una medida no menor, son destinados a obras de infraestructura, especialmente del Metro, lo que desarticula el financiamiento de tal sistema. A su vez, agregó, ello genera una alteración en el destino de los fondos espejos hacia regiones, ya que la ejecución del financiamiento a estas últimas, precisamente, abarca a materias distintas a cuestiones operacionales.


El Honorable Senador señor Ossandón, enfatizó la necesidad de contar con un análisis más cercano entre la teoría y la práctica en el examen del particular, incorporando el sentido común de los usuarios en los planteamientos que se propongan. Ejemplificó lo anterior, mencionando que en muchos lugares de Santiago, donde efectivamente existe acceso tanto a buses como a Metro, la población utiliza en mucha mayor medida a este último, en su opinión, debido a la confianza que aquel medio le otorga.


Concluyó señalando que debe estudiarse en profundidad las distintas extensiones que se realicen del Metro, atendiendo a la necesidad efectiva de transporte de pasajeros por esta vía a distintos sectores, evaluando, asimismo, si ello puede ser complementado o suplido por los demás medios de transporte, incluidos los taxis colectivos.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Girardi, explicó que el gran desafío que el Transantiago debe asumir es la introducción de políticas de planificación en un modelo de ciudad desregulado.


Por consiguiente, añadió, es complejo el desarrollo de una política de transporte de superficie sin contar con la infraestructura y regulaciones adecuadas para ello, tales como vías exclusivas, tarificación vial, restricción por dígito, entre otras. Permitiendo que la vía pública recobre, valga la redundancia, su valor de bien público en términos eficientes y sustentables.


En tal sentido, subrayó como prioridad el desarrollo integral de una visión de ciudad, en donde se interconecten diversos elementos de desarrollo.


En esa misma línea, destacó que el modelo impulsado por Metro ha sido exitoso ya que, en su opinión, evita las distorsiones del uso individual de la vía pública. Lo anterior, no obstante que su desarrollo deba complementarse con el esquema de buses, estando de acuerdo en este punto con lo planteado por el señor Basso, permitiendo viabilizar ambas tecnologías de forma coherente.


Sin perjuicio de lo anterior, enfatizó que es imprescindible contar con subsidios al sistema, en virtud de que es un requisito fundamental para desarrollar un transporte público adecuado y de calidad.
Presentación del Presidente del Directorio de Metro S.A., señor Ricardo Azócar


El señor Ricardo Azócar, inició su exposición destacando que Santiago tiene una superficie de 867 kilómetros cuadrados y 6,5 millones de habitantes, por lo tanto, explicó, sin perjuicio de ser una ciudad muy poblada es, además, de considerable extensión territorial, constituyendo ello un factor de complejidad en la planificación del transporte público de la urbe.


Sumado a lo anterior, indicó los siguientes datos de la capital, a fin de hacer presente las dimensiones de la misma, con la finalidad de entender la envergadura de la problemática del sistema:


- US$ 14.000.- (catorce mil dólares estadounidenses) por habitante.


- 2,6 viajes diarios/habitante.


- 1,3 millones vehículos privados.


- 0,2 vehículos/habitantes.


En esa línea, mencionó que las proyecciones de la ciudad para el año 2020 son las que a continuación se presentan:


- 8 millones de habitantes.


- 3 viajes diarios/habitante.


- 3,6 millones de vehículos privados.


- 0,5 vehículos/habitante.


I. Transporte Público integrado de Santiago (Bus-Metro)


A continuación, se refirió a las cifras diarias a este respecto:


- 4 millones de viajes.


- 6,2 millones de validaciones.


- 1,6 etapas por viaje.


En este punto, subrayó que el análisis de la repartición modal de tales viajes, arroja que un 30% de ellos se realiza sólo en Metro, un 35% en combinación Metro-Bus y un 37% sólo en bus.


De igual forma, mencionó que en este punto existe un medio de pago que permite la integración física y tarifaria, presentándose una recaudación anual superior a los US$900.000.000.- (novecientos millones de dólares estadounidenses) en virtud de más de doscientos ochenta millones de transacciones al año.


II. Metro: Historia de futuro


En lo concerniente a la evolución histórica de la entidad, presentó la siguiente cronología:


- El 22 de enero de 1974 se crea la Dirección General de Metro, como parte del Ministerio de  Obras Públicas, mediante el Decreto Ley N°  257.


- El 28 de enero de 1989 fue publicada la ley N° 18.772, que autorizó la transformación de la Dirección General de Metro, dependiente del Ministerio de Obras Públicas, en Sociedad Anónima.


- A la fecha, el Metro de Santiago pertenece al Sistema de Empresas SEP. Teniendo dos accionistas, a saber, CORFO y el Estado de Chile, este último representado a través del Ministerio de Hacienda. 


III. Estado de la operación

A este respecto, expresó que durante el año 2014, Metro realizó 667 millones de viajes, lo que representa un aumento de un 0,12% en comparación al mismo periodo de 2013. De esta forma, agregó, se registraron 773.351 más traslados en la red que el año anterior. 


A su vez, mencionó que el 31% de los viajes durante el año 2014 se realizó en horario punta, mientras que un 69% se efectuó en horario valle.


Destacando, asimismo, que el año pasado la afluencia promedio de pasajeros en día laboral fue de  2.387.000. 


Por otra parte, en lo relativo al desarrollo de Metro, precisó que dicho proceso se realiza con, quizás, la más importante obra de infraestructura efectuada en el país, esto es, la construcción de las nuevas líneas 3 y 6, las cuales, junto con las extensiones de algunas otras de las líneas, representarán un 45% de crecimiento de la entidad estatal al año 2020.


En efecto, estos proyectos implicarán:


- 46 nuevos kilómetros de red.


- 35 estaciones.


- 61 nuevos trenes con aire acondicionado.


- Más de 150 millones de viajes al año.


- Aproximadamente US$ 3.931.000.000.- (tres mil novecientos treinta y un millones de dólares estadounidenses) de inversión. 


- 13 comunas beneficiadas.


- Cerca de 1,6 millones de habitantes potencialmente beneficiados.


Para concluir el punto, indicó que al 30 de junio del año en curso, la construcción de las líneas 3 y 6 presentaban un avance estimado de un 42,2%.


IV. Mirada de futuro


En este acápite, señaló que los objetivos planteados en materia de ejecución de proyectos, excelencia operacional, sustentabilidad financiera y salud organizacional, en su opinión, han sido de buena forma logrados, ya que Metro puede hoy exhibir bajas tasas de fallas.


V. Proyecto de ley en estudio


Expresó que la iniciativa en discusión propone habilitar al Metro para operar buses, a fin de que el sistema cuente con un operador de última instancia, permitiendo, asimismo, contar con una entidad benchmark, facilitando de igual forma la integración bus-Metro.


En esa línea, contrastó el giro actual de la empresa con la ampliación que el proyecto de ley en discusión introduce:


a. Giro actual. Ley Nº 18.772


Artículo 1°


“Autorízase al Estado para desarrollar actividades empresariales de servicio público de transporte de pasajeros, mediante ferrocarriles metropolitanos urbanos y suburbanos u otros medios eléctricos complementarios y servicios anexos”.


Artículo 2°


“(…) La sociedad anónima tendrá por objeto la realización de todas las actividades propias del servicio de transporte de pasajeros en ferrocarriles metropolitanos u otros medios eléctricos complementarios y las anexas a dicho giro, pudiendo con tal fin constituir o participar en sociedades y ejecutar cualquier acto u operación relacionados con el objeto social (…)”.


b. Giro propuesto


En el artículo 1° se intercala entre la palabra “complementarios” y la expresión servicios anexos la oración “mediante buses y taxibuses de cualquier tecnología, que presten servicios de transporte público de pasajeros en superficie”, resultando el siguiente texto:


“Autorízase al Estado para desarrollar actividades empresariales de servicio público de transporte de pasajeros, mediante ferrocarriles metropolitanos urbanos y suburbanos u otros medios eléctricos complementarios mediante buses y taxibuses de cualquier  tecnología, que presten servicios de transporte público de pasajeros en superficie y servicios anexos”.


A su turno, se agrega un nuevo inciso tercero al artículo 2° del siguiente tenor:


“En el caso del transporte de superficie mediante buses u otros vehículos de cualquier tecnología, la sociedad podrá prestar los servicios de transporte público de pasajeros bajo un régimen de concesión de uso de vías de conformidad a la ley N° 18.696 u otra modalidad”.


VI. Comentarios


Es conveniente explicitar, agregó, que la actividad de transporte mediante buses pueda ser asumida indistintamente por Metro S.A. o por una empresa filial o coligada. 


Ello permite separar lo que Metro de por sí genera respecto de los costos asociados a las nuevas funciones, posibilitando, a su vez, un adecuado accountability del sistema, una compatibilización con el giro exclusivo exigido a concesionarias y una coherencia respecto de lo dispuesto en la ley N° 18.772, la cual habilita al Metro para constituir o formar parte de otras empresas. 


De esa forma, concluyó su presentación proponiendo agregar, al final del nuevo inciso 3° del artículo 2°, el siguiente texto: 


“(…) directamente o a través de una empresa filial o coligada, en los términos indicados en el inciso precedente”.





Luego de la exposición referida, los Honorables señores Senadores miembros de la Comisión efectuaron las siguientes preguntas y observaciones:





El Honorable Senador señor Allamand, preguntó cuál sería la ventaja comparativa de Metro S.A. para operar un sistema de buses, destacando, por el contrario, que hoy existen las condiciones suficientes para crear una empresa pública de transporte, lo que, a su juicio, evitaría las tensiones y complicaciones con los actores del sector resultantes de seguirse la primera alternativa.





Por otra parte, solicitó al señor Azócar referirse a las condiciones en las cuales se encuentra Metro hoy para abordar la futura demanda proveniente de la inauguración del Rancagua Express.





El Honorable Senador señor De Urresti, destacó los márgenes de inversión de la entidad estatal, cuestión que refleja, a su criterio, la inequidad y el centralismo en nuestro país.





Posteriormente, manifestó que, contrario a lo señalado por el Honorable Senador señor Allamand, estima conveniente la ampliación del giro del Metro, en tanto la creación de una empresa estatal en este rubro, a su juicio, no sería considerada favorablemente por la oposición.





Por último, preguntó qué consecuencias acarrearía, en lo relativo al transporte de pasajeros en el Metro, la mencionada ampliación de giro. 





El Honorable Senador señor Ossandón, comenzó su intervención señalando no entender la lógica bajo la cual la iniciativa gira. Lo anterior, en tanto estimar que no resulta adecuado, en su opinión, recargar de mayores funciones al Metro si este último, actualmente, ya sufre importantes consecuencias negativas del modesto desempeño del sistema de buses.





Por su parte, se manifestó contrario a incluir el tópico en discusión en la estructura del presente proyecto, resaltando que tanto esta materia, como el tema referido al reembolso de los taxis, debiesen ser tratados en iniciativas diferentes.





Sin perjuicio de lo anterior, recalcó que cualquier proyecto que proponga una ampliación del giro del Metro debe considerar las implicancias y riesgos de una eventual competencia desleal entre este último y las empresas, en virtud de las facultades excepcionales con las que cuenta la entidad estatal.





Por último, subrayó que las distintas ideas que se planteen respecto al transporte público deben tener presente el sentido común de los usuarios y la experiencia acumulada por estos últimos durante los años de funcionamiento del sistema.





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Girardi, señaló que, a su juicio, los distintos temas regulados por el proyecto de ley en debate se encuentran estrechamente ligados, en tanto abordar un problema sistémico, siendo insoluble cualquier planteamiento que no considere integralmente la vinculación bus-metro.





En ese sentido, añadió, la gran complicación actual en esta materia viene dado por el uso desregulado del automóvil, factor al cual, a diferencia de los buses, Metro no se ve enfrentado, sin perjuicio de que el segundo dependa, en parte considerable, de los primeros para el acercamiento de pasajeros, lo que evidencia la fundamental complementariedad de ambas tecnologías.





Así, señaló como necesario continuar fortaleciendo la combinación entre esos dos medios, no obstante añadir a otros como las bicicletas, cuyo uso en los últimos años se ha incrementado progresivamente. Todo lo anterior, a fin de mejorar la accesibilidad e integralidad del sistema.





El Presidente del Directorio de Metro S.A., señor Ricardo Azócar, respondiendo, en primer lugar, la pregunta formulada por el Honorable Senador señor Allamand, indicó que las ventajas comparativas de Metro se explican, en un sentido relevante, por referencia a experiencias históricas de la entidad, existiendo una sinergia considerable en las primeras implementaciones de la integración Bus-Metro (Metrobus).





Por consiguiente, prosiguió reafirmando su postura de que Metro puede llevar a cabo las funciones propuestas por la iniciativa, a través de una empresa filial o coligada, posibilitando un accountability separado.





Por otro lado, en lo concerniente a la pregunta acerca del Rancagua Express, indicó que la entidad estatal está analizando, junto con la Dirección de Transporte Metropolitano, ideas para abordar de buena forma el aumento de demanda que ese proyecto conllevará, destacando que, en términos de capacidad de transporte, el Metro está facultado para absorber de buena forma tal tarea, existiendo un desafío pendiente en materia de infraestructura, sobre lo cual se está trabajando.





Por su parte, respecto a las observaciones efectuadas por el Honorable Senador De Urresti, explicó que la magnitud de las cifras responde a la envergadura de las dimensiones de Santiago, sin perjuicio de estar de acuerdo con las dificultades que las regiones del país presentan al respecto, señalando que la solución a aquéllas viene dada, más que por restringir los fondos de la capital, por un esfuerzo conjunto hacia una mayor descentralización de los recursos en esta área.





A su turno, explicó que el problema de la distribución de la carga de pasajeros en el Metro requiere de una solución gradual, en la medida que puedan resolverse las distintas aflicciones del sistema. En efecto, al permitir que la sociedad anónima estatal opere buses, facilitará resolver el problema de asimetría de información entre el Estado y los concesionarios, pudiendo verificarse los costos reales de funcionamiento, sin perjuicio de que el Metro se constituya, además, en un operador de última instancia.





En lo concerniente a las preguntas del Honorable Senador señor Ossandón, afirmó que Metro fue pionero en la integración tarifaria entre este último y los buses, fomentando así la combinación entre ambos medios, lo que no quiere decir que no pueda hacerse cargo de las nuevas funciones propuestas por la iniciativa, precisamente, porque la entidad se encuentra en condiciones de profundizar tal proceso. 





Tal situación, agregó, está en estrecha vinculación con el sentido común empleado por los usuarios del sistema, los que, ya sea de forma exclusiva o en combinación con buses, utilizan con alta regularidad la plataforma ofrecida por Metro.





Por último, y en lo relativo a las observaciones realizadas por el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Girardi, expresó que se están generando nuevas guarderías de bicicletas en algunas estaciones a fin de fomentar la conectividad entre los dos medios de transporte.

Presentación de la Asociación de Conductores no Propietarios de Coquimbo





El Delegado y Vocero de la Asociación de Conductores no Propietarios de Coquimbo, señor Mauricio Rojas, expresó el desacuerdo del gremio respecto de la configuración adoptada por el reembolso contemplado en la iniciativa, ya que este último está destinado a los propietarios de los taxis colectivos. 





Así, señaló que dicho reembolso fue el fruto de un acuerdo entre el Gobierno y la Confederación Nacional de Taxis Colectivos, en el cual, frente a la negativa del Ejecutivo a la reducción, para los segundos, del impuesto específico a los combustibles, se generó, en su opinión, a modo de compensación, el referido beneficio.


A su turno, precisó, el concepto de reembolso responde a la idea de una devolución de dinero a quien haya gastado una determinada suma en un ítem específico. Por consiguiente, agregó, si la lógica del acuerdo descrito fue morigerar el impacto del pago del impuesto referido, lo razonable es que tal reembolso beneficie a quien directamente sufraga este último tributo, a saber, el conductor del taxi del colectivo y no el propietario del mismo. 


En efecto, en esa línea, destacó que el 60% de los conductores de dichos medios de transporte no corresponden a los dueños de los mismos, lo que refuerza la idea antedicha.


Por otro lado, mencionó que el beneficio en comento se ha otorgado por parte de las autoridades en dos ocasiones anteriores, uno durante el primer gobierno de la Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet, y el segundo durante el gobierno del ex Presidente de la República, señor Sebastián Piñera Echenique, en este último caso, explicó, se acordó la forma en que el reembolso llegase a los conductores no propietarios, exigiéndose a los dueños que suscribieren una declaración jurada indicando si mantenían bajo su cargo conductores (no propietarios), de ser ello afirmativo, se debía proceder a inscribir a estos últimos, a fin de que también recibieren el beneficio.


En consecuencia, subrayó como justo y razonable que el reembolso asista de igual forma a quien soporta directamente el pago del combustible, siendo ello coherente, además, con lo propuesto por los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana y por el ex Senador señor Gómez en el proyecto de acuerdo de su autoría, aprobado en el contexto de la discusión del  anterior beneficio entregado. Destacando, asimismo, las palabras del Honorable Senador señor Pizarro hacia el Ministro del ramo de la época, en donde señaló que cualquier acuerdo al respecto debía considerar el presente punto.


Por último, y por otra parte, se refirió a la discusión del proyecto relativo a la prórroga de la suspensión de inscripciones en el Registro del parque de taxis colectivos (Boletín N° 9.816-15), el cual sugirió aprobar contemplando las condiciones actuales que dispone la ley N° 20.474 en vigor, a saber, la facultad del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones para que, en casos calificados técnicamente, se puedan autorizar nuevas inscripciones.

Presentación del Consejo Regional Sur del Transporte Mayor (CORESUR)

El Presidente del Consejo Regional Sur del Transporte Mayor (CORESUR), señor Juan Quilodrán, comenzó su exposición indicando que el objetivo de la misma es presentar, dado el nuevo escenario normativo propuesto a nivel  nacional por el Ejecutivo, la posición, preocupación y aprehensiones de la entidad que preside respecto del proyecto de ley en estudio, el cual, afirmó de aplicarse en los términos a la fecha aprobado, afectará e impactará directamente el desarrollo de las actividades del transporte público remunerado de pasajeros en las ciudades del sur de nuestro país.





Por su parte, explicó que CORESUR es una organización gremial de carácter nacional, que agrupa a empresas y asociaciones del transporte urbano mayor de las ciudades de Concepción, Temuco, Valdivia, Osorno, Puerto Montt y Castro.


A su vez, expresó que la organización que representa es estrictamente regionalista, y por principio, apoyan y participan de todas las iniciativas ministeriales que apuntan a regular, ordenar, mejorar y modernizar la eficiencia y calidad del servicio prestado a los usuarios del sistema, entendiendo que el desafío es constantemente mejorar los estándares de comodidad, confiabilidad y seguridad en las prestaciones de transporte.


Por ello, agregó, CORESUR apoya todas las iniciativas a este respecto, siempre y cuando ellas se apliquen con un apoyo económico estatal, respetando y teniendo presente la importancia de la actividad autobusera en la historia y el desarrollo económico y social de las pequeñas y grandes ciudades de Chile, a las cuales han prestado servicios durante  los últimos 50 años en forma especial, satisfaciendo necesidades de los sectores poblacionales más humildes y alejados de los centros comerciales. Lo anterior, señaló, asistiendo en forma especial a los estudiantes de la enseñanza media y superior mediante la tarifa  rebajada y gratis a los niños de la enseñanza básica, sin perjuicio de la competencia al respecto llevada a cabo por los taxis colectivos.





Habiendo hecho presente lo anterior, expresó que en el mes de octubre del año pasado, en virtud de lo dispuesto en la Ley de subsidio nacional vigente y haciendo uso de la facultad explicitada en el artículo 4° transitorio de la ley N° 20.696, el gremio inició procesos de conversaciones con los secretarios regionales respectivos para  estudiar la implementación de los “perímetros de exclusión” propuestos por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, que tienden a instalar mejoras sostenidas en la forma en que los servicios pueden dar pasos concretos para incrementar la calidad de los mismos, logrando un avance sustantivo en la experiencia de viaje de nuestros usuarios, incluyendo la rebaja de la tarifa adulta.





En efecto, añadió que este último era el contexto de diálogo  en el cual se encontraba el gremio cuando se advirtieron los cambios legales expresados en el Mensaje enviado a la Cámara de Diputados, en donde se incorporan, a su criterio, normas que modelan, impactan y afectan notablemente la misma condición de operación.


De ese modo, mencionó que el Mensaje Presidencial propone entregar nuevas y amplias facultades al Ministerio de Transportes, entre otras:





a. Reducir las barreras de entrada a nuevos operadores del transporte.





b. La expropiación de terminales de regiones.





c. La facultad de que sólo el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, y no los operadores de transportes, pudiesen contratar los servicios complementarios en los perímetros de exclusión.





Así, el cambio normativo propuesto, condujo a CORESUR a suspender los procesos de negociaciones de los perímetros de exclusión con las máximas autoridades del Ministerio del ramo, tanto a nivel regional como nacional, acordando buscar apoyo en la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones de la Cámara de Diputados, en la cual, por invitación de su Presidenta, expusimos las problemáticas antes mencionadas en la sesión de fecha 2 de junio del año en curso, haciendo presente las dificultades que tales medidas acarrearían en la estabilidad de nuestras empresas de transportes de regiones.


A su turno, explicó que en virtud de los  argumentos referentes a: modificar y eliminar la amenaza de expropiación de nuestro terminales, la contratación de servicios complementarios y la reducción de barreras de entrada a nuevos operadores en regiones, se logró un gran respaldo de la mayoría de los Honorables señores Diputados de la Comisión, los cuales, en tal sesión, acordaron no votar la idea general de legislar del proyecto de ley hasta que el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones estudiara y analizara sus propuestas. 


De esa forma, el pasado martes 9 de junio, el Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Andrés Gómez-Lobo, después de reunirse con el directorio de CORESUR en el Congreso Nacional para ratificar la aprobación de tales propuestas, ingresó a la sesión de la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones de la Cámara de Diputados para presentar las respectivas indicaciones, que permitieran morigerar las dificultades antes señaladas. Con esta gestión favorable del Sr. Ministro, destacó, quedó superado el impasse generado entre dicha Cartera y el gremio.





Posteriormente, solicitó el apoyo de los Honorables señores Senadores miembros de la Comisión para que, a través de una indicación, se proponga  una modificación del artículo 4° transitorio de la ley N° 20.696, relativo a la duración máxima que tendrá la aplicación del perímetros de exclusión. A este respecto, destacó tener presente dos consideraciones:





a. La Contraloría General de la República tomó razón de la Resolución 130-2014, referida al formato tipo de los perímetros de exclusión, quedando totalmente tramitada el 24 de junio pasado, recibiendo CORESUR una copia de la misma en el mes de julio del presente año.





b. El  perímetro de exclusión, como instrumento de regulación y ordenamiento del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, contiene exigencias técnicas y administrativas de envergadura, las cuales presentan dificultades para su observancia, tales como:





- Garantías de fiel cumplimiento de costos considerables.





- Indicadores de cumplimiento de frecuencia, regularidad y puntualidad.





- Sistema de control AVL (automatic vehicle location).





- Contratación de un operador tecnológico.





Además de dichos requisitos, agregó, se deben sumar:


- La propuesta de una rebaja tarifaria adulta poco adecuada, a saber, $40.- (cuarenta pesos) para Temuco y $50.- (cincuenta pesos) para Valdivia.





- La grave carencia de conductores profesionales.





- La poca  regularización y ordenamiento del servicio de taxis colectivos.





- El rechazo al proceso de reajustabilidad de los montos del subsidio anual basado, hoy, en el IPC.





- La exigencia de garantías adicionales a la empresa operadora de transporte por los incumplimientos laborales y previsionales de los empresarios  prestadores del servicio.





- La reducción de la antigüedad máxima de los buses.





- La preocupación del gremio, por el posible impacto en nuestra actividad económica de la reforma laboral.





- El escaso valor otorgado al subsidio mensual por bus, en algunos casos fundamentados en estudios de demandas del año 2012.





No obstante lo señalado, indicó que el proceso de negociación con el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones para buscar en conjunto las soluciones a las exigencias de los perímetros de exclusión, tiene un cambio fundamental luego de la realización del Congreso Nacional que CORESUR organizó en la ciudad de Puerto Montt, al cual fueron invitados, y participaron, el Subsecretario de Transportes y su equipo técnico, la Presidenta de la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones de la Cámara de Diputados, los Seremis de Transportes de las regiones de la Araucanía, Los Ríos y Los Lagos, junto con los parlamentarios de las regiones del Consejo.


Así, reconoció que las máximas autoridades del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones se han abierto a dialogar para aterrizar las exigencias, existiendo disposición para una implementación de las medidas de manera progresiva.





Por su parte, se refirió a la problemática del sector respecto del texto del artículo 4° transitorio de la ley N° 20.696, cuyo inciso segunda reza:





“Los perímetros de exclusión que se determinen en función de este artículo tendrán una duración máxima de cinco años, contados desde la fecha en que se encuentre totalmente tramitado el acto administrativo que lo apruebe, con posibilidad de prórroga hasta por un máximo de dos años, previo pronunciamiento favorable del Panel de Expertos, establecido en el artículo 14 de la ley N° 20.696.”





En consecuencia, afirmó, tal como está definido el precepto, las empresas operadoras de transporte tendrían una duración  máxima de contrato de cinco años, siempre y cuando hayan cumplido satisfactoriamente con todas las exigencias y requerimientos de los perímetros de exclusión, teniendo presente, como se advierte, que la prórroga de dos años más es definida por el Panel de Expertos, cuya decisión estará en función del comportamiento de la empresa de transportes durante los cinco primeros años.





Por consiguiente, explicó, la gran interrogante que se presenta dice relación con la incertidumbre del período posterior a dichos plazos, sugiriendo al respecto recoger, dar reconocimiento y motivación a todos los operadores de transportes que hayan realizado su servicio de manera eficiente y eficaz.


Así, la propuesta del gremio apunta a tener un horizonte mínimo de siete años (base), más tres de prórroga, y la renovación automática por un nuevo período si el operador del transporte desempeña sus servicios de forma satisfactoria.  Con ello, afirmó, se brinda tranquilidad a las inversiones, permitiendo la gradualidad en la instalación de algunas exigencias que conduzcan a mejorar el sistema de transporte público urbano de pasajeros.

Presentación de la Confederación Gremial Nacional de Regiones del Transporte Mayor de Pasajeros de Chile (CONABUS)

El Presidente de la Confederación Gremial Nacional de Regiones del Transporte Mayor de Pasajeros de Chile (CONABUS), señor Justo Álvarez, mencionó que la organización que preside agrupa a micro, pequeños y medianos empresarios del transporte rural y urbano en regiones.





A su vez, explicó que el transporte mayor de pasajeros, en las distintas ciudades del país, está inserto en encontrar las soluciones acordes a los graves problemas que enfrentamos. Es así, añadió, que hoy se está trabajando con el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, a  nivel central y regional, a fin de encontrar puntos de acuerdo para la implementación de los perímetros de exclusión.





En efecto, indicó que estos últimos implicarán la celebración y firma de contratos entre los operadores del transporte mayor  y el Ministerio del ramo. Por consiguiente, conlleva un subsidio por parte del Estado y la contraprestación de un servicio de locomoción colectiva regulado por un tiempo determinado.





En esa línea, manifestó que en las distintas reuniones de trabajo con el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, se ha avanzado en varias soluciones que posibilitan continuar con la discusión de esta materia, no obstante ser el período de duración del contrato uno de los mayores problemas que los operadores visualizan.





Lo anterior, en virtud de la problemática que involucra la aplicación del mencionado inciso segundo del artículo 4° transitorio de la ley N° 20.696, sobre lo cual se pronunció quien lo antecedió en la palabra. 





De ese modo, indicó que dicha disposición coarta el incentivo a la renovación de los buses, puesto que sólo al finalizar el contrato, o en el mejor de los casos, al término de la prórroga, recién pudiesen recuperar la inversión inicial, generándose en tal oportunidad la inseguridad de la continuidad en la operación del servicio.





En esa línea, subrayó, tampoco es atractivo para las entidades bancarias, financiar la compra de buses con un contrato tan acotado, precisamente por el riesgo involucrado en el período ulterior a la vigencia de la convención. En consecuencia, agregó, la adquisición de buses nuevos para la renovación del parque se hace cada vez más difícil, producto, además, de los altos precios que ostentan actualmente estos vehículos.





Por consiguiente, a nombre de la organización que representa, propuso incluir una indicación que modifique el inciso segundo del artículo señalado, estableciendo que los contratos de perímetros de exclusión, que se implementen entre el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y los operadores de los servicios, tengan una duración inicial de siete años, contemplándose, a su vez, una prórroga de tres años más, todo lo anterior, sumado a un mecanismo que permita prolongar la continuidad del operador cuando la prestación del servicio de la empresa ha sido satisfactoria. Lo anterior, en virtud de un Reglamento que fije los parámetros con los cuales se mida tal dicha eficiencia.


Finalizó su presentación destacando que dicha propuesta se formula con el objetivo de dotar de seguridad a los operadores al momento de firmar los contratos de perímetros de exclusión, evitando que muchos pequeños empresarios puedan ver afectada su fuente laboral.
Presentación de la Asociación de Concesionarios de Transporte Urbano de Superficie (ACTUS)

El Director Ejecutivo de la Asociación de Concesionarios de Transporte Urbano de Superficie (ACTUS), señor Víctor Barrueto, comenzó su presentación indicando que la realidad actual de la cantidad de pasajeros diarios transportados se acerca a las siguientes cifras:

- Buses: 3.428.140; Metro: 2.321.254.


Lo anterior, tomando como referencia un día laboral del mes de noviembre del año 2014.


Posteriormente, y en referencia con el mencionado dato, destacó que la cobertura de la red de buses alcanza los 2.770 kilómetros, mientras que la del Metro sólo 103 kilómetros. 


I. Validación – Evasión


Posteriormente, trató la problemática de la evasión en el sistema, en contraste con las validaciones en el mismo, mediante el siguiente gráfico:
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En tal sentido, afirmó que el costo de la evasión para el sistema, en cálculo de las empresas operadoras alcanzó el año 2014 los US$ 116.000.000.- (ciento dieciséis millones de dólares estadounidenses, equivalentes a $66.201.000.- (sesenta y seis mil doscientos un millones de pesos)


A su turno, indicó que la caída en las validaciones se explica por el fenómeno antes referido en conjunto con la migración a otros modos de transporte, ello, explicado a través de la tabla que a continuación se presenta:

	Validaciones
	Ene-Jun 2014
	Ene – Jun 2015
	Diferencia
	Caída

	Metro
	324.792.210
	317.618.975
	7.173.235
	2,2%

	Buses
	469.966.542
	451.706.079
	18.260.463
	3,9%

	Sistema
	794.758.752
	769.325.054
	25.433.698
	3,2%



Consecuentemente, observó que el conjunto del sistema [metro + buses] está perdiendo validaciones, expresando que de seguir la misma tendencia para el final del año en curso habrá una pérdida acumulada de 50 millones de validaciones.


Sin perjuicio de lo anterior, y en virtud de que en el 78% de los viajes en transporte público participan los buses, éstos merecen ser tratados acorde a su relevancia, destacando los siguientes recuadros:

Encuesta Origen-Destino 2012

	Viajes
	Solo Bus
	Bus-Metro
	Solo Metro

	Porcentaje
	52,4%
	25,5%
	22,2%


Satisfacción global con los recorridos del sistema
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II. Primer análisis al subsidio del transporte público


a. Ingresos y egresos del sistema


A este respecto, explicó que los ingresos totales regulares del sistema en 2014 fueron por $551.620.000.000 (quinientos cincuenta y un mil seiscientos veinte millones de pesos), mientras que los costos totales fueron de $980.992.000.000 (novecientos ochenta mil novecientos noventa y dos millones de pesos),  sumando los pagos a los concesionarios de vías, Metro, AFT, servicios tecnológicos y otros.

	Año
	Ingresos
	Egresos
	Resultado antes de subsidio

	2014
	551.520
	980.992
	-429.372



b. Costos del sistema


En esa línea, indicó que al descomponer el resultado del último año, el costo total de la operación de buses fue de $683.694.000.000.- (seiscientos ochenta y tres mil seiscientos noventa y cuatro millones de pesos), el de Metro fue de $224.349.000.000.- (doscientos veinticuatro mil trescientos cuarenta y nueve millones de pesos) y el de los servicios complementarios ascendió a $72.949.000.000.- (setenta y dos mil novecientos cuarenta y nueve millones de pesos).

	Año
	Operadores de vías
	Metro
	Servicios complementarios financiera y tecnológico
	Egresos totales

	2014
	683.694
	224.349
	72.949
	980.992



c. Metodología


A su vez, explicó la metodología de cálculo de tales cifras a través del recuadro que a continuación se presenta:

	USUARIO
	INGRESO ESTIMADO (sin pago de transbordos)
	INGRESO MÁXIMO POTENCIAL (Pagando los transbordos)
	SUBSIDIO REQUERIDO

	Adulto
	497.238
	740.629
	243.391

	Estudiantes
	53.947
	284.124
	230.177

	TOTAL
	551.185
	1.024.753
	473.568



Así, expresó que cada persona que paga la tarifa, realiza, aproximadamente, 1,52 transbordos por viaje (Bus-Metro-Bus). 


III. Potencial de recursos del sistema


En este punto, manifestó que al determinar el potencial de recursos que el sistema podría recaudar en el escenario de que no existiera subsidio social a los estudiantes ni a los transbordos, el monto de recaudación llegaría a $1.024.753.000.000.- (un billón veinticuatro mil setecientos cincuenta y tres millones de pesos).-  siendo éste suficiente para cubrir la totalidad de los costos del sistema $980.992.000.000 (novecientos ochenta mil novecientos noventa y dos millones de pesos). 


En ese sentido, expuso el impacto de tales subsidios en el siguiente gráfico sobre participación en el subsidio.
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a. Tarifa rebajada estudiantes


En efecto, explicó que el subsidio a los escolares constituye un beneficio social que terminó definitivamente con la discriminación contra los estudiantes en la Región Metropolitana. En la actualidad, además, este beneficio se entrega durante todos los días del año.


b. Subsidio al transbordo


 A su vez, señaló que el transbordo es inherente al actual sistema de transporte público: su aplicación permitió sacar 5.000 buses de la ciudad y de éstos, 3.000 salieron de la Alameda y orientaron esa demanda al Metro. 


De ese modo, cuando el usuario paga $640.- (seiscientos cuarenta pesos), el Estado le subvenciona con $330.- (trescientos treinta pesos), porque lo que realmente cuesta el viaje es $970.- (novecientos setenta pesos).  


c. ¿Cómo se utiliza el subsidio?


Posteriormente, explicó la utilización del subsidio mediante el siguiente recuadro:

	Subsidio Transbordos
	243.391

	Subsidio Estudiantes
	230.177

	Total (Subsidio requerido)
	473.568

	Subsidio ejecutado 2014
	400.155



d. Subsidio operacional al Transporte Público


En virtud de la información proporcionada, concluyó, en su criterio, que en la actualidad no existe un subsidio operacional al transporte público dedicado realmente a mejorar  la calidad y nivel de servicio a los usuarios, sin evitar recurrir a un aumento de tarifas, precisamente porque las cifras así lo reflejan. 


e. Otros costos del sistema


No obstante lo mencionado, se refirió, para cerrar el punto, a los demás costos que debe soportar el sistema:

	ITEM
	MONTO 
(en millones de pesos)

	Financiamiento de infraestructura Metro
	74.783

	Costos de servicios complementarios
	72.949



f. Principales alcances


De esa forma, sugirió que el subsidio social al transporte de los estudiantes se financie por las partidas presupuestarias del Ministerio de Educación, proponiendo, asimismo, que la infraestructura de Metro se financiarse por el Ministerio de Obras Públicas.


En el mismo sentido, indicó que en la próxima licitación es posible disminuir, además, el costo de los servicios complementarios tecnológicos.


Todo lo anterior, precisó, contribuiría a reducir el costo total del sistema de transporte público, sincerándolo, quedando como elemento basal sólo el subsidio al transbordo que es inherente al sistema, el cual se sitúa en alrededor de $253.000.000.000.- (doscientos cincuenta y tres mil millones de pesos). 


g. Necesidad de un subsidio operacional al Transporte Público


Para culminar su presentación, destacó que los subsidios operacionales al transporte público existen en todos los países que ofrecen un servicio de alta calidad y no incluyen infraestructura. El promedio en Europa, afirmó, es de aproximadamente 60% y en Estados Unidos alrededor de 70%.


A su turno, explicó que el proyecto actual que busca modificar  el subsidio es completamente necesario ya que impide una nueva alza de tarifas, aunque sólo cubre el déficit del sistema tal cual está hoy.


Por último, finalizó resaltando que ACTUS estima que por primera vez se podría discutir con calma cuál es el subsidio operacional que necesitamos basado en una definición de la calidad y el nivel de servicio que queremos garantizar a los usuarios del sistema de transporte, a la luz de las siguientes preguntas:


¿Queremos buses de un estándar superior al actual, que sean Euro VI o híbridos, menos contaminantes y menos ruidosos?


¿Queremos buses con más asientos, y por lo tanto, más buses?


¿Más seguros y con cámaras? 


¿Queremos buses con aire acondicionado y en promedio más nuevos?


¿Queremos una regularidad de los servicios de cinco minutos, lo que implica considerar también más buses?


¿Queremos buses súper expresos con asientos para los trayectos más largos?


Luego de las presentaciones señaladas, los Honorables señores Senadores miembros de la Comisión efectuaron las siguientes preguntas y observaciones:


El Honorable Senador señor Allamand, recalcó, en primer lugar, que la principal demanda de CORESUR y CONABUS es el aumento de plazo de vigencia de los contratos de los perímetros de exclusión, lo que debe ser tratado.


Por otra parte, destacó que, en virtud de la exposición de ACTUS, se debe tener presente que el subsidio propuesto por la iniciativa en comento no contribuirá adecuadamente a una mejora en la calidad del servicio de transporte público, sino que más bien sólo a solventar costos operacionales del sistema, situación con la cual no concuerda.


En consecuencia, añadió que lo más probable que ocurra, a su juicio, es que se mantenga de manera sostenida la baja en las validaciones, se aumenten los tiempos de viaje y se incrementen los pannes de los buses, resaltando que, en su criterio, este es el elemento más importante a considerar en el debate del proyecto.


Por último, concluyó preguntando a los operadores de qué forma enfrentarán las dificultades en materia de infraestructura del sistema, en tanto ser un eje fundamental en la superación del problema del transporte público.


El Honorable Senador señor Letelier, observó la necesidad de contar con el desempeño de cada uno de los operadores del sistema de Transantiago, en términos de gastos, a fin de manejar la información necesaria para la evaluación de los mismos, máxime si los fondos de algunos concesionarios se destinan a un servicio deficitario y que, en regiones, un operador local lo realiza, si bien con dificultad, de mejor forma, no obstante recibir una cantidad ínfima en comparación a los primeros.


Por su parte, se manifestó favorable a las peticiones efectuadas por CORESUR y CONABUS, siempre y cuando sean aparejadas junto con el cierre de los registros respectivos, a fin de evitar la entrada de empresas más grandes que destruyan el capital familiar de entidades que llevan años desarrollando tales labores.


Concluyó su intervención, señalando que los perímetros de exclusión deben responder a la realidad propia de cada región, en tanto éstas presentan distintos esquemas de movilización, para lo cual se requiere de los fondos necesarios para replicar, en un sentido relativamente considerable, la situación de financiamiento que experimenta la capital, lo que, a su juicio, debe ser el énfasis en la discusión particular.


El Honorable Senador señor Ossandón, expresó que debe tenerse presente que la problemática del Transantiago, a su juicio, obedece al diseño original del sistema, cuyos aspectos deficitarios se acarrean hasta la actualidad.


A su turno, indicó que si bien apoya la integración entre buses y Metro, como también al reembolso de los taxis colectivos, no comprende las razones que conducen a incluir, en la misma iniciativa legal, a tales tópicos junto con la temática de los subsidios. 
Reiterando, asimismo, la necesidad de introducir el sentido común en las planificaciones e ideas que se manifiesten al respecto.


Por otra parte, explicó que la lógica de expropiación de los terminales se presenta, en su criterio, sólo en Santiago, por las extensiones territoriales de la ciudad y las dificultades para encontrar terrenos adecuados, situaciones que no ocurren en regiones, por lo que estimó necesario realizar tal distinción en el proyecto de ley en estudio.


Por último, concluyó su intervención señalando que debería concluirse con la lógica de “espejo” de los fondos de regiones, reemplazándose por un financiamiento de acuerdo a los requerimientos de cada una de ellas, dejando de tener como punto de contraste a Santiago.


El Presidente de la Asociación de concesionarios de Transporte Urbano de Superficie (ACTUS), señor Héctor Moya, se pronunció contrario a la idea de que Metro opere buses, señalando que sería más apropiado que una empresa estatal, en competencia con los demás operadoras, fuera quien sirviera de referencia a la actividad estatal en este ámbito.


A su turno, enfatizó que los recursos propuestos por el proyecto de ley en debate no son suficientes para aumentar, en términos razonables, la calidad del servicio, sino que más bien apuntan a costear los gastos operacionales del sistema.


Por último, destacó la necesidad de que la presente instancia sea la oportunidad para discutir seriamente la solución al transporte público en la ciudad de Santiago, habiéndose hecho esfuerzos por todos los sectores para poder entender el fondo de la problemática.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Girardi, insistió que la problemática del transporte público debe ser integrada en un contexto más amplio, en donde se incorporen los distintos factores que determinan el desarrollo sustentable de la ciudad. Lo anterior, añadió, sin perjuicio de las necesarias medidas ambientales y de regulación, tales como vías exclusivas, tarificación vial y restricción vehicular. Sólo de esa forma, afirmó, se podrá revitalizar la relevancia del transporte público, desincentivando el empleo del transporte privado.


Por consiguiente, propuso que esta instancia sirva pare generar un debate amplio, permitiendo ir progresivamente incorporando elementos desde diversas áreas, a fin de que el proyecto efectivamente resuelva el fondo de la cuestión, utilizando una necesaria mirada prospectiva al respecto.


Por último, señaló que, a su entender, lo recomendable es aprobar el proyecto en general para luego abordar los tópicos mencionados a lo largo de la discusión particular con los diversos actores del sector.


Finalizada su intervención, otorgó la palabra al Ministro del ramo.


El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Andrés Gómez-Lobo, expresó su acuerdo a la propuesta del Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Girardi, destacando que ello aparece del todo adecuado en el marco del rediseño de todo el sistema, a través del futuro proceso licitatorio del año 2017. 


Así, mencionó que en tanto la mayoría de los contratos finaliza en el mes de octubre del año 2018, incluida la convención con el Administrador Financiero del Transantiago (AFT), se genera una oportunidad de hacer una propuesta abierta y compartida de cuál será el sistema de transporte público posterior al mencionado año.


Por consiguiente, propuso, además, que el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones presente regularmente a la Comisión los planes de desarrollo de las licitaciones del año 2017 en adelante.


Por otro lado, en lo referente a la problemática con las empresas operadoras, señaló que, a su juicio, el gran inconveniente para un buen funcionamiento de las mismas en el sistema ha sido su gran magnitud, indicando que entidades que operen más de 900 buses tienden a presentar déficits en su gestión, en tanto el control de los diversos elementos que componen su giro operacional tiende a diluirse. 


En efecto, agregó, en los nuevos procesos licitatorios se han establecidos pautas claras que limiten el tamaño de las empresas, incluyéndose en esta regla, asimismo, a Metro, con la finalidad de   evitar tales problemas.


A su turno, destacó que los recursos propuestos por la iniciativa experimentaran su mayor crecimiento durante los años 2018 a 2022, explicando que ello obedece a la entrada de las nuevas líneas de Metro.


Por último, enfatizó que el sistema de transporte público se encuentra desarrollando diversos medios, por lo que reitera la importancia de aprovechar la oportunidad de debate generada por el presente contexto.

- - - - - - - - - - - - - -

VOTACIÓN EN GENERAL


- Puesto en votación el proyecto de ley, en general, fue aprobado por 3 votos a favor y 2 votos en contra. Votaron por la afirmativa los Honorables Senadores señores Girardi, Letelier y Matta y votaron por la negativa los Honorables Senadores señores Allamand y Ossandón.

Se hace presente que al momento de su votación, el Honorable Senador señor Ossandón, fundamentó que el mismo no responde a una negativa a entregar mayores subsidios al sistema de transporte público, sino que a su desaprobación de que dicha materia sea tratada, por la iniciativa en debate, en conjunto con el reembolso a los taxis colectivos y la ampliación del giro de Metro, cuestiones que no debiesen regularse, a su criterio, en un mismo cuerpo legal, en tanto obedece a requerimientos de distinta naturaleza.

- - - - - - -

TEXTO DEL PROYECTO DE LEY


A continuación se transcribe literalmente el texto del proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, y que vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones os propone aprobar en general:
PROYECTO DE LEY:





 “Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N°20.378, que crea un subsidio nacional para el transporte público remunerado de pasajeros:


1.- En el artículo 2°:


a) Reemplázase en el inciso primero la oración “Este límite máximo se reajustará anualmente en la Ley de Presupuestos, considerando la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor.” por la siguiente: “Este límite máximo se podrá reajustar anualmente en la Ley de Presupuestos, considerando la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor o mediante la metodología de reajuste que comprenda, en forma efectiva, las proyecciones de variaciones de los costos del sistema, la que será establecida mediante decreto supremo del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, suscrito además por el Ministro de Hacienda, considerando, entre otros, uno o más de los siguientes factores de costo: precio del petróleo diésel, dólar de los Estados Unidos de Norteamérica observado e índice de pasajeros por kilómetro.”.


b) Modifícase el inciso tercero en el siguiente sentido:


i. Intercálase entre la palabra “trolebuses” y la expresión “y taxibuses”, la frase “, tranvías, ascensores, teleféricos, para el transporte público remunerado de pasajeros”.


ii. Intercálase entre la palabra “aéreos” y la coma que le sigue, la frase “u otros modos propulsados por mecanismos externos, tales como catenarias o cables”.


2.- En el artículo 5°:


a) Sustitúyese en el inciso primero la frase “y la seguridad y educación vial” por la siguiente: “, la seguridad o la educación vial, los que podrán considerar la entrega de orientación psicológica o jurídica a las víctimas de accidentes de tránsito”.


b) Intercálase en el inciso tercero, entre la expresión “o entidades privadas” y la coma que le sigue, la frase “o públicas, con o sin fines de lucro”.


3.- En el artículo 7°:


a) Reemplázase en el inciso segundo la palabra “tres” por “cinco”.


b) Agrégase el siguiente inciso tercero:


“En todo caso, los procedimientos concursables, licitatorios o de contratación de concesión de vías, establecimiento de condiciones de operación, perímetros de exclusión u otra modalidad equivalente, y de entrega de los subsidios que deriven de la aplicación de esta ley, no constituirán actos onerosos de adquisición de bienes muebles o de servicios que se requieran para el desarrollo de las funciones de la administración.”.


4.- Intercálase, en el literal e) del artículo 14, entre las frases “Transportes y Telecomunicaciones,” y “los que no necesariamente”, la oración “y en los términos requeridos, en materias tales como contratos de concesión de uso de vías y sus servicios complementarios, o instrumentos análogos de regulación de los servicios de transporte público de pasajeros, tales como el perímetro de exclusión regulado en la ley N°18.696,”.


5.- Intercálase en el artículo 18, entre la expresión “30 unidades tributarias mensuales” y el punto seguido, la siguiente oración: “, como base, más 20 unidades tributarias mensuales por cada sesión, no pudiendo percibir en total más de 70 unidades tributarias mensuales, considerando la dieta proporcional al período y el pago por asistencia a sesiones.”.


6.- Agréganse en el artículo 20 los siguientes incisos cuarto y quinto:


“El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá adquirir, instalar, administrar, arrendar y operar los terminales de buses e intermodales que se requieran para la prestación de servicios de transporte público remunerado de pasajeros y sus servicios complementarios.


Asimismo, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá establecer, en el marco de una concesión de uso de vías otorgada en virtud de la ley N°18.696, de un perímetro de exclusión o en el establecimiento de condiciones de operación u otra modalidad equivalente, la inclusión de predios fiscales, municipales o privados, previa autorización de sus propietarios y los organismos competentes, para destinarlos a terminales u otros inmuebles que resulten necesarios para la prestación de servicios de transporte público remunerado.”.


7.- Reemplázase en el artículo 21 la frase “a que se refiere el inciso segundo del artículo 20 o” por la siguiente: “a que se refieren los incisos segundo y cuarto del artículo 20 o”


8.- Sustitúyese en el inciso primero del artículo 21 bis la expresión “ejecutor de la obra” por “de Transportes y Telecomunicaciones”.


9.- En el artículo tercero transitorio:


a) Modifícase su inciso primero del siguiente modo:


i. Reemplázase la oración “Este límite máximo se reducirá progresivamente, a partir del año 2018, en el 1% respecto del año inmediatamente anterior. El monto resultante se reajustará anualmente en la Ley de Presupuestos, considerando la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor.” por la siguiente: “Asimismo, autorízase un aporte especial adicional al monto anterior, el que podrá ser de hasta $120.000.000 miles el año 2015, 2016, 2017 y de $260.000.000 miles desde el año 2018 hasta el 2022. El monto resultante de la suma del aporte especial y del aporte especial adicional se podrá reajustar de la misma forma que el monto establecido en el artículo 2°.”.


ii. Sustitúyese la expresión “de este aporte especial” por la frase “del aporte especial y del aporte especial adicional”.


b) Reemplázase en el inciso segundo la expresión “5%” por “10%”.


c) Agréganse los siguientes incisos cuarto, quinto y sexto:


“Con cargo a los recursos del aporte especial adicional que se contemplan en este artículo, y previo a la distribución a que se refiere el inciso segundo, conforme se establezca en la respectiva Ley de Presupuestos del sector público, concédese durante los años 2015, 2016 y 2017 un reembolso equivalente a 5 unidades tributarias mensuales a los propietarios de taxis colectivos que, al 31 de marzo de los precitados años se encuentren inscritos en el Registro Nacional de Servicios de Transportes de Pasajeros y que permanezcan inscritos en dicho registro a la fecha de solicitar el mismo.


En el evento de que, con posterioridad al 31 de marzo de cada uno de los años señalados en el inciso anterior, se haya procedido al reemplazo de un taxi colectivo en el referido registro, por aplicación de lo previsto en el artículo 73 bis del decreto supremo N°212, de 1992, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, el reembolso se efectuará al propietario del vehículo que ingrese al registro en reemplazo del que sale, siempre que el nuevo vehículo se encuentre con inscripción vigente en dicho registro al momento de la solicitud del reembolso.


Un reglamento expedido por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, suscrito también por el Ministro de Hacienda, determinará la forma de hacer efectivo el reembolso, en el que se establecerán los términos, condiciones, modos de acreditar los requisitos, tales como la exhibición del permiso de circulación, certificados de revisión técnica y emisión de gases vigentes, plazos para acceder a éste, el cronograma, procedimiento y forma de pago, por parte del Servicio de Tesorerías y demás normas pertinentes para su correcto otorgamiento. Este reglamento deberá ser dictado dentro de los treinta días siguientes a la publicación de esta ley en el Diario Oficial.”.

Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N°18.772, que establece normas para transformar la Dirección General de Metro en Sociedad Anónima:


1.- Intercálase en el artículo 1°, entre la palabra “complementarios” y la expresión “y servicios anexos”, la oración “, mediante buses o taxibuses, de cualquier tecnología, que presten servicios de transporte público de pasajeros en superficie,”.


2.- Agrégase en el artículo 2° el siguiente inciso tercero:


“En el caso del transporte de superficie mediante buses u otros vehículos de cualquier tecnología, la sociedad podrá prestar los servicios de transporte público de pasajeros bajo un régimen de concesión de uso de vías de conformidad a la ley N°18.696 u otra modalidad.”.


Artículo 3°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la Ley N°18.290, de Tránsito, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N°1, de 2007, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia:


1.- Intercálase en el artículo 2° el siguiente número 46), nuevo, pasando el actual 46) a ser 47) y así sucesivamente:


“46) Vehículo tranvía: Vehículo motorizado destinado al transporte público remunerado de pasajeros, que se desplaza en zonas urbanas exclusivamente a través de rieles sobre la vía.”.


2.- Intercálase en el artículo 86, entre la expresión “la acera” y el punto final, la oración “, o al costado izquierdo cuando exista una zona destinada exclusivamente para la detención de los vehículos de transporte público remunerado de pasajeros o cuando las condiciones así lo permitan y lo autorice el Secretario Regional Ministerial de Transportes y Telecomunicaciones respectivo”.


3.- En el artículo 139, inciso tercero:


a) Reemplázase en el numeral 3.- la expresión “, y” por un punto y coma.


b) Sustitúyese en el número 4.- el punto final por la expresión “, y”.


c) Agrégase el siguiente numeral 5.-:


“5.- En los cruces donde se aproxime un vehículo tranvía, sea por la derecha o la izquierda.”.


4.- Intercálase en el artículo 148, entre la frase “correspondiente señalización” y el punto final, la siguiente oración: “, sin perjuicio de la facultad que corresponde a los Secretarios Regionales Ministeriales de Transportes y Telecomunicaciones conforme a lo dispuesto en el artículo 86”.


Artículo 4°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N°18.696, que modifica el artículo 6° de la ley N°18.502, que autoriza importación de vehículos que señala y establece normas sobre transportes de pasajeros:


1.- En el artículo 3°:


a) Reemplázase el inciso primero por el siguiente:


“Artículo 3°.- El transporte remunerado de pasajeros, público o privado, individual o colectivo, se efectuará libremente en vehículos con propulsión propia u otros mecanismos, tales como catenarias o cables. El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones establecerá las condiciones y dictará la normativa que regirá dichos servicios, en cuanto al cumplimiento obligatorio de normas técnicas y de emisión de contaminantes de los vehículos, así como en lo relativo a las condiciones generales de los servicios de transporte público remunerado de pasajeros, tales como condiciones de operación, de utilización de las vías y de los demás lugares y espacios donde se desplacen o transiten los vehículos, así como los necesarios para su detención, depósito o estacionamiento, sin perjuicio de las autorizaciones o aprobaciones que se requieran en forma complementaria y que sean de competencia de otros órganos de la administración.”.


b) Intercálase en el inciso segundo entre las frases “utilización de vías,” y “y otras exigencias”, la siguiente oración: “y de los demás lugares y espacios donde se desplacen o transiten los vehículos de acuerdo a lo señalado en el inciso primero,”.


c) Reemplázase en el inciso noveno la expresión “ejecutoriada la sentencia que caducó la concesión” por la siguiente: “ejecutoriado el acto administrativo que dispuso la caducidad de la concesión”.


d) Intercálase en el inciso vigésimo cuarto, entre las frases “disposición de las vías” y “que se dicten en”, la oración “y demás lugares y espacios donde se desplacen o transiten los vehículos de acuerdo a lo señalado en el inciso primero o demás lugares de acceso público,”.


2.- Reemplázase el artículo 3° sexies por el siguiente:


“Artículo 3º sexies.- De los principios de los servicios de transporte público remunerado de pasajeros. Los principios que inspiran la celebración y ejecución de los contratos de concesión en los casos indicados en el inciso segundo del artículo 3º, o de las resoluciones que establezcan perímetros de exclusión o condiciones de operación u otra modalidad equivalente, tendrán por finalidad satisfacer el interés público y deberán propender a la prestación de un servicio de transporte eficiente, seguro y de calidad y garantizarán la continuidad, permanencia y seguridad de los servicios de transportes.


La prestación de los servicios de transporte podrá comprender, asimismo, la contratación de los servicios complementarios para su operación que resulten necesarios para cumplir con dicha finalidad, tales como los servicios tecnológicos, de administración financiera, de asistencia operacional, de información y atención de usuarios y de provisión de buses para que sean prestados por un tercero, entre otros. El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá licitar, en cualquier momento, la prestación de los servicios complementarios. Por su parte, los prestadores de servicios de transporte público remunerado de pasajeros podrán contratar los servicios complementarios a que se refiere este artículo, de conformidad a los requisitos y condiciones que establezca el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.”.


3.- Reemplázase en el inciso final del artículo 3° septies la frase “a que se refiere el artículo primero transitorio de esta ley” por la siguiente: “establecido en el artículo primero transitorio de la ley N°20.504, sin que sea aplicable a su respecto lo señalado en los incisos primero y segundo de esa disposición.”.


4.- En el artículo 3° nonies:


a) Reeemplázase el inciso primero por el siguiente:


“Artículo 3º nonies.- De los bienes afectos a los servicios de transporte público de pasajeros prestados bajo un régimen de concesión de uso de vías o modalidad equivalente. Los bienes afectos a los servicios de transporte público de pasajeros prestados en el marco de una concesión de uso de vías otorgadas en virtud de esta ley, o que operen bajo un perímetro de exclusión o condiciones de operación u otra modalidad equivalente, en adelante “bienes afectos”, estarán constituidos por aquellos bienes muebles e inmuebles necesarios para la prestación básica de los servicios que operen en las zonas a que se refiere el literal i) del artículo 2° de la ley N°20.378 o en las demás en que el sistema de transporte público de la Provincia de Santiago y las comunas de San Bernardo y Puente Alto se extienda, o se integre tarifaria o tecnológicamente con servicios de transporte público mayor cuyo origen esté en dichas comunas o regiones, en caso que así se establezca en las bases de la licitación o en los respectivos actos administrativos y siempre que tengan relación directa con los mismos. Cada vez que se ponga término por cualquier causal a la prestación de servicios por parte de un operador, dichos bienes serán inmediatamente transferidos al nuevo prestador de servicio, en caso que así se establezca en las condiciones establecidas en las bases de licitación y en los respectivos contratos o resoluciones, según corresponda, y en conformidad a lo establecido en el reglamento respectivo. En dicho reglamento se establecerán las formas y condiciones que permitan que las transferencias de los bienes afectos y su implementación efectiva se realicen sin interrupción de los servicios en los períodos de transición, para mantener la continuidad de estos.”.


b) Elimínase en el inciso segundo la frase “a la concesión”.


c) Modifícase el inciso tercero en el siguiente sentido:


i. Intercálase, entre las expresiones “los concesionarios” y “de incorporar”, la frase “o prestadores de servicios”.


ii. Elimínase la frase “en los contratos de concesión”.


iii. Intercálase entre la frase “bases de licitación” y el punto aparte, la siguiente frase: “y los respectivos contratos o resoluciones, según corresponda”.


d) Modifícase el inciso cuarto en el siguiente sentido:


i. Reemplázase la frase “inicio de la concesión” por la frase: “inicio de la prestación de servicios”.


ii. Elimínanse los términos “a la concesión”.


e) Modifícase el inciso quinto en el siguiente sentido:


i. Elimínanse los términos “a la concesión”.


ii. Intercálase entre la frase “anterior concesionario” y la coma que le sigue, la siguiente frase: “o prestador del servicio”.


iii. Agrégase la siguiente oración a continuación del punto final, que pasa a ser seguido: “El monto de la indemnización se determinará de conformidad al procedimiento previsto en los respectivos contratos de concesión o en las resoluciones que establezcan perímetros de exclusión o condiciones de operación u otra modalidad equivalente.”.


5.- Reemplázase el literal d) del artículo 3° decies por el siguiente:


“d) Tener el concesionario la calidad de deudor en un procedimiento concursal de la ley Nº20.720.”.


6.- Reemplázase el artículo 3° duodecies por el siguiente:


“Artículo 3º duodecies.- Concesionario deudor en un procedimiento concursal de la ley Nº20.720. Presentada una solicitud para dar inicio a un procedimiento concursal de la ley Nº20.720, el secretario del tribunal que conoce del respectivo procedimiento deberá notificarla al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y a la Dirección del Trabajo, dentro de las veinticuatro horas siguientes, por carta certificada u otro medio impreso o electrónico fidedigno. Inmediatamente después de pronunciada la resolución de la liquidación o de reorganización a que se refiere dicha ley, el secretario del tribunal notificará al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, en el mismo plazo y forma.


Pronunciada la resolución de liquidación o reorganización a que se refiere la ley Nº20.720, el deudor quedará inhibido, de pleno derecho, de la administración de la concesión, de los bienes afectos a ella así como de aquellos que se determinen necesarios para la continuidad de los servicios de transporte público remunerado de pasajeros conforme al inciso siguiente. A su vez, estos bienes quedarán excluidos del procedimiento concursal y de la administración del liquidador o veedor.


Notificado el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones de la presentación de una solicitud para dar inicio a un procedimiento concursal de la ley Nº20.720, a que se refiere el inciso décimocuarto del artículo 3°, el citado Ministerio podrá disponer la administración provisional del servicio.


Será plenamente aplicable para este tipo de procedimiento concursal lo dispuesto en el artículo 445, Nº17, del Código de Procedimiento Civil. Dichos bienes quedarán sujetos a la administración del administrador provisional y deberán incluirse en el inventario referido en los incisos precedentes.


Los veedores y liquidadores que intervengan en aquellos procedimientos concursales en que el deudor es un concesionario de uso de vías tendrán el deber de velar por la continuidad de los servicios y de oír al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones para la toma de cualquier decisión relevante para la prestación del servicio de transporte público remunerado de pasajeros.”.


Artículo 5°.- Modifícase el inciso primero del artículo cuarto transitorio de la ley N°20.696, que modifica la ley N°20.378, que crea un subsidio nacional al transporte público remunerado de pasajeros, incrementando los recursos del subsidio y creando el Fondo de Apoyo Regional (FAR), del siguiente modo:


1) Reemplázase el vocablo “tres” por “cinco”.


2) Intercálase entre la frase “respectiva zona,” y las palabras “a procesos previos”, la expresión “rural o urbana,”.”.

- - - - - - - - - - - 


Acordado en sesiones celebradas los días 11 de agosto de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señores Guido Girardi Lavín (Presidente), Juan Pablo Letelier Morel e Ignacio Walker Prieto (Manuel Antonio Matta Aragay); 18 de agosto de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señores Manuel José Ossandón Irarrázabal (Presidente accidental), Andrés Allamand Zavala (Jaime Orpis Bouchon), Juan Pablo Letelier Morel, Manuel Antonio Matta Aragay; 31 de agosto de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señores Guido Girardi Lavín (Presidente), Andrés Allamand Zavala (Jaime Orpis Bouchon); Juan Pablo Letelier Morel y Manuel José Ossandón Irarrázabal y 1 de septiembre de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señores Guido Girardi Lavín (Presidente), Andrés Allamand Zavala (Jaime Orpis Bouchon); Juan Pablo Letelier Morel, Manuel Antonio Matta Aragay y Manuel José Ossandón Irarrázabal.


Sala de la Comisión, a  7 de septiembre de 2015.

(Fdo.): Ana María Jaramillo Fuenzalida, Abogado Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN MIXTA Y OFICIO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS CON EL QUE APRUEBA LA PROPOSICIÓN DE DICHA COMISIÓN CONSTITUIDA PARA RESOLVER LAS DIVERGENCIAS SUSCITADAS DURANTE LA TRAMITACIÓN DEL PROYECTO DE REFORMA A LA CARTA QUE OTORGA AUTONOMÍA CONSTITUCIONAL AL SERVICIO ELECTORAL 
(9.840-07 Y 10.055-07, refundidos)
HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS,
HONORABLE SENADO:


La Comisión Mixta, constituida en conformidad a lo dispuesto por el artículo 71 de la Constitución Política de la República, tiene el honor de proponer la forma y modo de resolver las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras durante la tramitación del proyecto de reforma constitucional señalado en el epígrafe, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.


El origen de esta Comisión Mixta se encuentra en el hecho de que la Cámara de Diputados, en sesión celebrada el día 20 de agosto del año en curso, rechazó, en el tercer trámite constitucional, dos de las enmiendas que en su oportunidad había acordado el Senado. A raíz de lo anterior, se procedió a designar como integrantes de ella a los Honorables Diputados señores Osvaldo Andrade Lara, Pepe Auth Stewart, Faud Chahin Valenzuela, Cristián Monckeberg Bruner y Arturo Squella Ovalle.


El Senado, por su parte, en sesión celebrada el día 1 de septiembre, tomó conocimiento de dicho rechazo y procedió a designar como miembros de esta instancia a los Honorables Senadores que integran la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, señores Pedro Araya Guerrero, Alfonso De Urresti Longton, Alberto Espina Otero, Felipe Harboe Bascuñán y Hernán Larraín Fernández.


Previa citación del señor Presidente del Senado, la Comisión Mixta se constituyó el día 2 de septiembre de 2015. En dicha sesión se eligió, por unanimidad, como Presidente de la Comisión, al Honorable Senador señor Alfonso De Urresti Longton.


A la sesión en que la Comisión Mixta trató este asunto, concurrieron, además de sus integrantes, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, la Subsecretaria, señora Patricia Silva y los asesores de esa Secretaría de Estado señoras María José Solano, Valeria Lübbert y Francisca Soto y señores Tomás Jordán, Exequiel Silva, Gabriel de la Fuente, Hugo Arias, Felipe Ponce, Nicolás Torrealba, Héctor Valladares y Felipe Cowley.


Igualmente, estuvieron presentes el asesor del Honorable Senador señor De Urresti, señor Claudio Rodríguez; el asesor del Honorable Senador señor Harboe, señor Sebastián Lewis; el asesor del Honorable Senador señor Araya, señor Robert Angelbeck y el asesor del Comité PPD, señor Sebastián Abarca.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Cabe hacer presente que las disposiciones contenidas en esta iniciativa requieren, para ser aprobadas, del voto conforme de los tres quintos de los Senadores y Diputados en ejercicio, según lo prescribe el artículo 127 de la Constitución Política, toda vez que modifica el capítulo noveno de la Ley Fundamental.
- - -

DISCREPANCIAS SOMETIDAS A LA CONSIDERACIÓN DE LA COMISIÓN MIXTA


Las divergencias suscitadas entre ambas Corporaciones derivan del rechazo por parte de la Cámara de Diputados, en el tercer trámite constitucional, de dos de las enmiendas que introdujo el Senado en segundo trámite constitucional.


A continuación, se consignan las disposiciones que originaron las mencionadas discrepancias, y se deja constancia de los acuerdos adoptados en cada caso.


Se formula, finalmente, la proposición mediante la cual esta Comisión Mixta estima que se pueden solucionar las divergencias en estudio.

Artículo único

Número 3 
De la Cámara de Diputados
Número 2

Del Senado

- En el primer trámite constitucional, la Cámara de Diputados aprobó, mediante el número 3 del artículo único, la incorporación de un nuevo artículo 97 bis a la Constitución Política de la República. 

En esta disposición se prescribe que un organismo autónomo, denominado Servicio Electoral, ejercerá la administración, supervigilancia y fiscalización de los procesos electorales y plebiscitarios, del cumplimiento de las normas sobre transparencia, límite, control y aportes del gasto electoral, de las normas sobre los partidos políticos, y las demás funciones y atribuciones que señale una ley orgánica constitucional.


Agrega que la dirección superior del Servicio Electoral corresponderá a un Consejo Directivo que estará integrado por cinco consejeros designados por el Presidente de la República, previo acuerdo del Senado adoptado por los tres quintos de sus miembros en ejercicio. El Presidente formulará su proposición en un solo acto y el Senado se pronunciará sobre el conjunto de la propuesta.


Añade que el Servicio Electoral y los miembros de su Consejo estarán sometidos a las responsabilidades y controles que establezca la ley, sin perjuicio del control de sus actos por los tribunales, según corresponda.


Luego, indica que los consejeros sólo podrán ser removidos por la Corte Suprema, a requerimiento del Presidente de la República o de un tercio de los miembros en ejercicio de la Cámara de Diputados, por incapacidad o negligencia manifiesta en el ejercicio de sus funciones. La Corte conocerá del asunto en pleno especialmente convocado al efecto, y para acordar la remoción deberá reunir el voto conforme de la mayoría de sus miembros en ejercicio.


Finalmente, dispone que el funcionamiento del Servicio Electoral será establecido por una ley orgánica constitucional, y las plantas, remuneraciones y estatuto del personal serán establecidos por una ley.


- En el segundo trámite constitucional, el Senado sustituyó este precepto por otro, que se consignó como nuevo número 2 del artículo único. Su texto es el siguiente: 


“Artículo 94 bis.- Un organismo autónomo, con personalidad jurídica y patrimonio propio, denominado Servicio Electoral, ejercerá la administración, supervigilancia y fiscalización de los procesos electorales y plebiscitarios; del cumplimiento de las normas sobre transparencia, límite y control del gasto electoral; de las normas sobre los partidos políticos, y las demás funciones que señale una ley orgánica constitucional. 

La dirección superior del Servicio Electoral corresponderá a un Consejo Directivo, el que ejercerá de forma exclusiva las atribuciones que le encomienden la Constitución o las leyes. Dicho Consejo estará integrado por cinco consejeros designados por el Presidente de la República, previo acuerdo del Senado, adoptado por los dos tercios de sus miembros en ejercicio. Los Consejeros durarán diez años en sus cargos, no podrán ser designados para un nuevo período y se renovarán por parcialidades cada dos años. 


Los Consejeros solo podrán ser removidos por la Corte Suprema, a requerimiento del Presidente de la República o de un tercio de los miembros en ejercicio de la Cámara de Diputados, por infracción grave a la Constitución o a las leyes, incapacidad, mal comportamiento o negligencia manifiesta en el ejercicio de sus funciones. La Corte conocerá del asunto en Pleno, especialmente convocado al efecto, y para acordar la remoción deberá reunir el voto conforme de la mayoría de sus miembros en ejercicio. 

La organización y atribuciones del Servicio Electoral serán establecidas por una ley orgánica constitucional. Su forma de desconcentración, las plantas, remuneraciones y estatuto del personal serán establecidos por una ley.”.


- En el tercer trámite constitucional, la Cámara de Diputados rechazó el inciso segundo del nuevo artículo 94 bis propuesto por el Senado.


Al iniciarse la consideración de este asunto, se advirtió que la discrepancia estaba centrada básicamente en el quórum que el nuevo artículo 94 bis exigiría para aprobar la propuesta que formula S.E. el Presidente de la República al Senado, para designar a los integrantes Consejo Directivo del Servicio Electoral. Se recordó que, en primer trámite constitucional, la Cámara de Diputados acordó que ese quórum equivaldría a los tres quintos de los Senadores en ejercicio, en tanto que el Senado elevó esa exigencia a los dos tercios de sus miembros.

 
Seguidamente, el Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor De Urresti, concedió el uso de la palabra al Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, quien en nombre del Ejecutivo agradeció la invitación a participar en la discusión del proyecto. Señaló que esta iniciativa ha seguido un largo trámite parlamentario, y en estos momentos se encuentra en su etapa final de discusión. Expresó que hay un acuerdo trasversal en casi la totalidad de su contenido, y en este momento la diferencia entre las dos Cámaras estriba en aspectos que no son esenciales, y que pueden ser reconsiderados. 


Manifestó que en la discusión que tuvo lugar en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado, se convino que el cambio de responsabilidades y funciones que asumiría el Servicio Electoral hacía aconsejable que los consejeros en ejercicio no fueran reelectos.


Asimismo, que era necesario elevar el quórum para designar a los miembros del Consejo Directivo del Servicio Electoral.

A continuación, el señor Presidente de la Comisión Mixta propuso discutir las diferencias entre ambas Cámaras en forma sucesiva. En primer lugar, sometió a consideración el quórum que se exigiría para que el Senado apruebe la proposición del Jefe de Estado para designar a los integrantes del mencionado Consejo Directivo.


Al respecto, el Honorable Senador señor Larraín recordó que el quórum de dos tercios aprobado por el Senado, fue producto de un largo debate en esta Corporación, luego del cual se alcanzó un consenso que fue honrado tanto por la coalición de Gobierno como por la oposición. Señaló que ese punto se zanjó teniendo en consideración que esta reforma constitucional cambia drásticamente el carácter del Servicio Electoral, dejándolo en posición de verdadero vigilante de la clase política. Recordó que en otra iniciativa, que estudia el Congreso Nacional, se faculta a este organismo para fiscalizar todos los asuntos relativos al financiamiento de las elecciones, y se le permite presentar acciones que pueden concluir en la destitución de un parlamentario que presenta irregularidades en el financiamiento de su campaña electoral. 

Indicó que una reforma de esta magnitud requiere que los nominados al Consejo Directivo del Servicio Electoral den plenas garantías a todos los sectores políticos, porque asumen una tarea que es muy delicada.


Luego, intervino el Honorable Diputado señor Auth, quien señaló que, en general, está en contra de imponer quórums especiales para la aprobación de textos legales. Con todo, observó que esa situación cambia cuando se trata de la nominación de personas que, en representación del Congreso Nacional, fiscalizarán a sus integrantes y podrán adoptar decisiones políticas muy relevantes. Explicó que en la práctica optar por un quórum de tres quintos permite que la fuerza política que obtenga la primera mayoría en una elección determinada pacte, de manera exclusiva y excluyente, con el grupo que obtenga la segunda mayoría, y ambos acuerden, por esta vía, quienes integrarán el mencionado Consejo. Lo anterior importa, en términos prácticos, perpetuar la práctica binominalista que se ha impuesto en el sistema político nacional en los últimos 25 años. 


Puntualizó que si en cambio se opta por el quórum más alto -tal como lo propuso el Senado en el segundo trámite constitucional- se requerirá un acuerdo de todas las fuerzas políticas relevantes para hacer tal designación.


A continuación, hizo uso de la palabra el Honorable Senador señor Espina, quien reiteró, tal como lo hizo en el segundo trámite constitucional, su agradecimiento a los Senadores de la Nueva Mayoría que aprobaron el quórum de los dos tercios para nombrar a los mencionados consejeros. Lo anterior, sostuvo, permitió que esta iniciativa contara con un amplio consenso.

Señaló que esta iniciativa trata de un asunto cualitativamente distinto al de una legislación ordinaria, que se aprueba por simple mayoría, pues este proyecto establece, conjuntamente con los relativos al financiamiento de la política y el de probidad y declaración jurada de patrimonio, las herramientas jurídicas que son claves en el proceso de renovación de la política chilena.


Observó que la Carta Fundamental ya prevé que los integrantes de la Excelentísima Corte Suprema y el Fiscal Nacional del Ministerio Público se elijan por los dos tercios de los integrantes del Senado. Puntualizó que este sistema ha mostrado buenos resultados, ya que ha logrado que se designen, en las más altas magistraturas del país, a personas que cuentan con un apoyo transversal. Indicó que el mismo criterio se impone en esta ocasión y, por ello, solicitó que se honre el acuerdo que en su momento se alcanzó entre el Ejecutivo y los Senadores que integran la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado.

A continuación, hizo uso de la palabra el Honorable Diputado señor Squella, quien indicó que cuando esta iniciativa se discutió en el tercer trámite constitucional no se tuvo noticia de la existencia de un acuerdo entre el Ejecutivo y los Senadores. Observó que es una buena idea que se siga el criterio legislativo adoptado en los últimos años, que establece que la integración de los órganos colegiados más sensibles se decida por un quórum alto, que dé garantías a todas las fuerzas políticas. Recordó que un criterio similar se adoptó en la creación del Consejo para la Transparencia, y ello ha permitido que su conformación quede fuere de la crítica general, pese a su relevante labor de fiscalización de la función pública.


Luego, intervino el Honorable Diputado señor Andrade, quien indicó que en principio no apoya ninguna norma que imponga al Parlamento un quórum supramayoritario para resolver un asunto. Explicó que la regla de la mayoría es la que debe aplicarse en una democracia. Observó que en este caso no hay una disputa entre la regla general de la mayoría simple y un quórum especial, sino que el asunto está trabado entre dos quórums supramayoritarios. Expresó que puestas las cosas de esta manera, el punto en discusión no es tan trascendental –aunque sí muy importante-, y por ello señaló que en principio se plegará a las disposiciones que haya acordado oficialmente el Gobierno con los Senadores, para lo que resulta fundamental que el Ministro señor Eyzaguirre precise el acuerdo que el Gobierno alcanzó sobre esta materia en el Senado.

Sin perjuicio de lo anterior, recordó que la reforma electoral aprobada a principio de año introdujo reglas que promueven una gran proliferación de representaciones políticas con opción a un escaño parlamentario, por lo que en el futuro será particularmente difícil reunir en torno a un candidato competente, los dos tercios que exige el texto aprobado por el Senado. 


Seguidamente, hizo uso de la palabra el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Eyzaguirre, quien señaló que el tema de quórum exigido para nombrar a los integrantes del Consejo Directivo del Servicio Electoral se discutió latamente en el Senado. Recordó que en ese debate, el Gobierno sostuvo que el calendario de nombramiento acordado en el primer trámite constitucional generaba una iteración tal que cada Administración solo quedaba en condiciones de proponer, durante su mandato, a dos integrantes del Consejo. Lo anterior supone que la única forma que una fuerza política pueda asegurar que la totalidad de los miembros del referido Consejo pertenecen a un determinado sector, sería que logre concitar, ininterrumpida durante tres periodos presidenciales consecutivos, el apoyo de los tres quintos de los senadores en ejercicio, situación que es prácticamente imposible.


Luego, indicó que a juicio del Gobierno el mecanismo antes señalado era suficiente, pero en su minuto los senadores de la oposición hicieron ver la necesidad de otorgar una garantía adicional, para evitar que a través de la elección de los integrantes del Servicio Electoral se intente destruir a una fuerza política minoritaria. En vista de esa petición, se discutió y consensuó la postura que terminó despachando la Cámara Alta en el segundo trámite constitucional, acuerdo que no se replicó en la Cámara de Diputados, pese a los esfuerzos desplegados por el Gobierno.


Finalmente, expresó que el Ejecutivo tiene una postura abierta en esta materia, pero siempre y cuando el acuerdo que se alcance en esta Comisión tenga un respaldo transversal.


A continuación, el Honorable Diputado señor Auth recordó que la propuesta del Senado obtuvo en la Cámara de Diputados la mayoría de las preferencias, la que en todo caso no fue suficiente para alcanzar el quórum de tres quintos que en esta materia exige la Constitución Política. En razón de este antecedente, sugirió optar por la propuesta del Senado.


Concluido el análisis de esta discrepancia, el señor Presidente de la Comisión Mixta, sometió a votación el inciso segundo del artículo 94 bis que fue aprobado por el Senado, en segundo trámite constitucional.


La Comisión Mixta, por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín, y los Honorables Diputados señores Andrade, Auth, Chahin, Monckeberg Bruner y Squella, aprobó el texto del Senado.


El Honorable Senador señor Harboe fundó su decisión manifestando que en su minuto argumentó a favor de establecer un quórum de tres quintos de los Senadores en ejercicio para nombrar a los integrantes del Consejo Directivo del Servicio Electoral. Puntualizó que, a su juicio, la reforma electoral aprobaba a principios de este año generará una gran dispersión de fuerzas políticas y, con esta regla, grupos con muy escasa representación parlamentaria tendrán derecho a veto y podrán paralizar la nominación de los consejeros, causando con ello un gran perjuicio a todo el sistema político. Con todo, y con el fin de respetar los acuerdos alcanzados con la oposición, se suma al acuerdo mayoritario.


Finalmente, el Honorable Senador señor De Urresti puntualizó que también defendió la importancia de no aprobar reglas que dejen a la mayoría política cautiva de la decisión de un grupo minoritario, ya que por esta vía una minoría puede bloquear la elección de las más altas autoridades. Con todo, y en su calidad de integrante de la coalición política que impulsa este proyecto, se plegó al acuerdo alcanzado por el Gobierno con la oposición.
Número 3

Del Senado 


Seguidamente, la Comisión trató la segunda disposición que rechazó la Cámara de Diputados en el tercer trámite constitucional.


Se recordó que en el segundo trámite constitucional, el Senado acordó incorporar a la Constitución Política de la República, la siguiente disposición transitoria, nueva:


“VIGESIMOSÉPTIMA.- No obstante lo dispuesto en el artículo 94 bis, los actuales consejeros del Consejo Directivo del Servicio Electoral cesarán en sus cargos según los períodos por los cuales fueron nombrados. Los nuevos consejeros que corresponda designar el año 2017 durarán en sus cargos seis y ocho años cada uno, conforme a lo que señale el Presidente de la República en su propuesta. Asimismo, los nuevos nombramientos que corresponda efectuar el año 2021 durarán en sus cargos seis, ocho y diez años cada uno, conforme a lo que señale el Presidente de la República en su propuesta. En ambos casos, el Jefe de Estado formulará su proposición en un solo acto y el Senado se pronunciará sobre el conjunto de la propuesta.

Los actuales consejeros no podrán ser reelegidos en sus cargos.”.


- En el tercer trámite constitucional, la Cámara de Diputados aprobó esta disposición, con la sola excepción de su inciso final.


Al iniciarse la discusión de este asunto, se hizo presente que el inciso segundo del nuevo artículo 94 bis ya establece que los consejeros no pueden ser designados para un nuevo período, un vez que cumplen su mandato. En consecuencia, se explicó que la discrepancia estaba centrada en si esa prohibición se aplicará a los actuales integrantes del Consejo Directivo del Servicio Electoral. 

En primer lugar intervino el Honorable Diputado señor Auth, quien señaló que la regla que impone la no reelegibilidad de los consejeros actualmente en ejercicio, contó con el respaldo de muy pocos diputados.

En esa misma línea, el Honorable Diputado señor Chahin indicó que esta es una norma excepcional que solo se aplica a los actuales integrantes del Consejo Directivo del Servicio Electoral. Expresó que para evitar esta suerte de discriminación, se podría aprobar una fórmula alternativa que, teniendo en cuenta que las próximas designaciones serán por períodos parciales, y partiendo de la base que el espíritu de esta disposición es que ninguno de los actuales o futuros integrantes de la institución ocupen su cargo por más de diez años, se permita la reelección de los actuales consejeros, siempre y cuando su periodo total de permanencia en el cargo no sobrepase los citados diez años. Con ese propósito, sometió a consideración de la Comisión la siguiente redacción alternativa para el inciso final del artículo vigesimoséptimo transitorio:


“Quienes están actualmente en funciones no podrán ser propuestos para un nuevo período, si con dicha prórroga superan el plazo total de diez años en el desempeño del cargo.”.


Al respecto, el Honorable Senador señor De Urresti indicó que esta redacción puede leerse también de forma inversa, pues en el fondo podría entenderse que ella está destinada a favorecer a dos personas que en este momento ocupan un puesto de Consejero y que, en la próxima elección, quedan en condiciones de optar a un segundo mandato con el cual totalizarían diez años de permanencia en el Servicio Electoral. Expresó que esta no es una técnica legislativa adecuada, porque la Constitución tiene que aspirar a establecer reglas generales y ecuánimes. 


Por su parte, el Honorable Senador señor Araya consultó si la proposición del Honorable Diputado señor Chahin altera las reglas sobre las elecciones por períodos parciales que establece la disposición transitoria.


Al respecto, el asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, indicó que la redacción propuesta no genera disonancias con el resto de la disposición, porque esta norma se aplicará a las personas que fueran designadas, en la última elección, por un período de cuatro años, quienes, en el año 2017, podrían ser nominados únicamente para el puesto que considera un lapso extra de seis años.


Concluido el debate de este asunto, el señor Presidente de la Comisión Mixta puso en votación la redacción alternativa que el Honorable Diputado señor Chahin ha sugerido para el inciso final de la ya mencionada disposición transitoria. 

La Comisión Mixta, por mayoría de votos aprobó esta proposición. Se pronunciaron a favor, los Honorables Senadores señores Araya, Espina, Harboe y Larraín, y los Honorables Diputados señores Andrade, Auth, Chahin, Monckeberg Bruner y Squella. Se abstuvo el Honorable Senador señor De Urresti.

Al fundamentar su voto, el Honorable Senador señor Larraín señaló que él y su sector político siempre han estado por respetar los acuerdos políticos alcanzados con el Gobierno. Explicó que, en este caso, ha aprobado la nueva redacción pues cuenta con la aquiescencia del Gobierno y el respaldo de un gran número de parlamentarios. Aseveró que esta votación permite que el referido acuerdo se mantenga incólume, tal como lo demuestra la votación mayoritaria que esta proposición obtuvo en esta instancia.
Finalmente, el Honorable Senador señor De Urresti indicó que el texto aprobado por el Senado establecía, como regla general, la no releegibilidad de los miembros del Consejo, sin distinguir el momento en que ejercieron su cargo. Expresó que esta es una buena regla política que sirvió de base para alcanzar un acuerdo en esta materia. Lamentó que se altere esa decisión y que no se hayan dado buenas razones para cambiarla.

- - -

PROPOSICIÓN DE LA COMISIÓN MIXTA

En mérito de lo expuesto y de los acuerdos adoptados, esta Comisión Mixta tiene el honor de proponer, como forma y modo de salvar la diferencias entre ambas Cámaras del Congreso Nacional, lo siguiente:

Artículo único
Número 3

De la Cámara de Diputados

Número 2

Del Senado.

Inciso segundo del artículo 94 bis

Aprobar el texto del Senado (Unanimidad. 10 x 0).
Número 3

Del Senado

Inciso final de la disposición vigesimoséptima transitoria
Sustituirlo por el siguiente:

“Quienes están actualmente en funciones no podrán ser propuestos para un nuevo período, si con dicha prórroga superan el plazo total de diez años en el desempeño del cargo.”. (Mayoría de votos. 9 x 1 abstención). 
- - -


A título meramente informativo, cabe hacer presente que de ser aprobada la proposición de la Comisión Mixta, el texto del proyecto de reforma constitucional queda como sigue:

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL

“Artículo único.- Modifícase la Constitución Política de la República, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N°100, de 2005, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de la siguiente manera:
1. Reemplázase el epígrafe del Capítulo IX, por el siguiente:

“SERVICIO ELECTORAL Y JUSTICIA ELECTORAL”.

2. Agrégase, a continuación del epígrafe del Capítulo IX, el siguiente artículo 94 bis:

“Artículo 94 bis.- Un organismo autónomo, con personalidad jurídica y patrimonio propio, denominado Servicio Electoral, ejercerá la administración, supervigilancia y fiscalización de los procesos electorales y plebiscitarios; del cumplimiento de las normas sobre transparencia, límite y control del gasto electoral; de las normas sobre los partidos políticos, y las demás funciones que señale una ley orgánica constitucional. 

La dirección superior del Servicio Electoral corresponderá a un Consejo Directivo, el que ejercerá de forma exclusiva las atribuciones que le encomienden la Constitución o las leyes. Dicho Consejo estará integrado por cinco consejeros designados por el Presidente de la República, previo acuerdo del Senado, adoptado por los dos tercios de sus miembros en ejercicio. Los Consejeros durarán diez años en sus cargos, no podrán ser designados para un nuevo período y se renovarán por parcialidades cada dos años.

Los Consejeros solo podrán ser removidos por la Corte Suprema, a requerimiento del Presidente de la República o de un tercio de los miembros en ejercicio de la Cámara de Diputados, por infracción grave a la Constitución o a las leyes, incapacidad, mal comportamiento o negligencia manifiesta en el ejercicio de sus funciones. La Corte conocerá del asunto en Pleno, especialmente convocado al efecto, y para acordar la remoción deberá reunir el voto conforme de la mayoría de sus miembros en ejercicio. 

La organización y atribuciones del Servicio Electoral serán establecidas por una ley orgánica constitucional. Su forma de desconcentración, las plantas, remuneraciones y estatuto del personal serán establecidos por una ley.”.
3. Agrégase la siguiente disposición vigesimoséptima transitoria:

“VIGESIMOSÉPTIMA.- No obstante lo dispuesto en el artículo 94 bis, los actuales consejeros del Consejo Directivo del Servicio Electoral cesarán en sus cargos según los períodos por los cuales fueron nombrados. Los nuevos consejeros que corresponda designar el año 2017 durarán en sus cargos seis y ocho años cada uno, conforme a lo que señale el Presidente de la República en su propuesta. Asimismo, los nuevos nombramientos que corresponda efectuar el año 2021 durarán en sus cargos seis, ocho y diez años cada uno, conforme a lo que señale el Presidente de la República en su propuesta. En ambos casos, el Jefe de Estado formulará su proposición en un solo acto y el Senado se pronunciará sobre el conjunto de la propuesta.

Quienes están actualmente en funciones no podrán ser propuestos para un nuevo período, si con dicha prórroga superan el plazo total de diez años en el desempeño del cargo.”.”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 2 de septiembre de 2015, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Alfonso de Urresti Longton (Presidente), Pedro Araya Guerrero, Alberto Espina Otero, Felipe Harboe Bascuñán y Hernán Larraín Fernández, y de los Honorables Diputados señores Osvaldo Andrade Lara, Pepe Auth Stewart, Fuad Chahin Valenzuela, Cristián Monckeberg Bruner y Arturo Squella Ovalle.


Sala de la Comisión Mixta, Valparaíso, 2 de septiembre de 2015.
(Fdo.): Rodrigo Pineda Garfias, Secretario.
Oficio Nº 12.087
VALPARAÍSO, 8 de septiembre de 2015
Tengo a honra comunicar a V.E. que la Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, ha aprobado la proposición formulada por la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de reforma constitucional que otorga autonomía constitucional al Servicio Electoral, correspondiente a los boletines N°9840-07 y 10055-07, refundidos.
Hago presente a V.E. que dicha proposición fue aprobada con el voto afirmativo de 99 diputados, de un total de 119 en ejercicio, dándose cumplimiento de esta manera a lo preceptuado en el artículo 127, inciso segundo, de la Constitución Política de la República.


Acompaño la totalidad de los antecedentes.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Marco Antonio Núñez Lozano, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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PROYECTO DE ACUERDO, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE APRUEBA EL PROTOCOLO ADICIONAL AL ACUERDO MARCO DE LA ALIANZA DEL PACÍFICO, SUSCRITO ENTRE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA, LA REPÚBLICA DE CHILE, LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y LA REPÚBLICA DE PERÚ

(10.205-10)


Oficio Nº 12.086

VALPARAÍSO, 8 de septiembre de 2015

Con motivo del mensaje, informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente proyecto de acuerdo, correspondiente al boletín N°10205-10:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Artículo único.- Apruébase el Protocolo Adicional al Acuerdo Marco de la Alianza del Pacífico, suscrito entre la República de Colombia, la República de Chile, los Estados Unidos Mexicanos y la República del Perú, en Cartagena de Indias, República de Colombia, el 10 de febrero de 2014.”.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Marco Antonio Núñez Lozano, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES QUINTANA E IGNACIO WALKER CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE AUTORIZA ERIGIR UN MONUMENTO EN MEMORIA DEL POETA JORGE TEILLIER EN LA COMUNA DE LAUTARO

(10.291-04)
FUNDAMENTOS.
Jorge Teillier fue un poeta oriundo de la comuna de Lautaro, emplazada en el sur de nuestro país. Nació el 24 de junio de 1935 en el seno de una familia de inmigrantes franceses, lo que sin duda determinaría el carácter de este eminente expositor.

Su interés por las letras se desarrolló tempranamente, mostrando interés por la literatura, especialmente por la obra de autores como Julio Verne, Panait Strati y otros que contaban cuentos de hadas que sin duda marcaron el pensamiento de este autor. 

Además, una de las características de su narrativa es que osciló entre sentimientos encontrados. Por una parte, una ingenuidad infantil y soñadora y, por otro lado, desarrolló un sentimiento de nostalgia que hace patente recuerdos de su niñez, influenciado -sin duda- por el clima del sur de nuestro país, específicamente en la Araucanía, donde la lluvia se hace presente gran parte del año y observarla caer, ha propiciado más de una creación artística. Es el sur de Chile, sus bosques pluviosos y mágicos, los trenes que se pierden en la bruma, en contraposición a la soledad urbana, con sus bares, marginados y la bohemia, elementos característicos de su narrativa, que lo hicieron un ícono entre sus lectores. A continuación un extracto del poema titulado “Cuando todos se vayan
” “cuando todos se vayan a otros planetas yo quedaré en la ciudad enamorada bebiendo un último vaso de cerveza, y luego volveré al pueblo donde siempre regreso como el borracho a la taberna”  Asimismo, su personalidad exteriorizaba una crítica hacia la sociedad, expresándose en contra de la explotación y la acumulación por parte de los sectores de mayor influencia social, lo que se refleja en la siguiente frase “La burguesía ha tratado de matar a la poesía, para luego coleccionarla como objeto de lujo”
.
Su obra literaria comenzó con la publicación de Para Ángeles y gorriones de (1956), a los que siguieron Los trenes de la noche y otros poemas (1964), Poemas secretos (1965) y Muertes y maravillas (1971).

En el año 1953 se trasladó a Santiago a estudiar la carrera de Historia al Instituto Pedagógico de la Universidad de Chile, donde fue Director de la Revista Clio (Revista de Historia y Geografía de la Universidad de Chile) para luego -una vez concluidos sus estudios-, retornar a su ciudad natal a ejercer su vocación en el Liceo de Lautaro. Su vínculo con su ciudad natal fue una constante en su vida.

Su aporte al arte no se limitó a la poesía, incursionando en expresiones de la narrativa como el cuento. Ámbito en el que también tuvo un desempeño sobresaliente, siendo galardonado con diversos premios, entre los que encuentran los premios Mistral y el Alerce
, Premio Estímulo de la CRAV (compañía de refinería de azúcar de Viña del Mar), por la creación de su cuento Las persianas; y como colaborador en diversos diarios y revistas nacionales (por ejemplo, El Siglo, Plan, Árbol de Letras, y Las Últimas Noticias, entre otros
).  En el año 1965, publicó un ensayo: “Los poetas de los lares”, en el cual incluye una pequeña antología y revisa la obra de todo un grupo de poetas que centraron su obra en la provincia, la infancia y el respeto por las tradiciones, elementos característicos y recurrentes de su narrativa e interés literario. Con éste, se inauguró una importante vertiente de la poesía nacional, la poesía lárica o de los lares. 

Poco antes de su muerte, el año 1993, le fue concedido el Premio Anguita, de Editorial Universitaria, al poeta vivo más importante de Chile que no hubiese conseguido el Premio Nacional; y el año 1994, el Premio del Consejo Nacional del Libro, al mejor libro del año por “El Molino y la higuera”. 

Pasó los últimos años de su vida en la comuna de Cabildo, Región de Valparaíso, específicamente en la localidad de “El Molino de Ingenio”. Finalmente, la muerte lo alcanzó el 22 de abril de 1996 en la ciudad de Viña del Mar, a la edad de 60 años y a pesar de ésta, Jorge Teillier ha seguido sumando reconocimiento a su vida y obra. Este es el caso del lanzamiento de 10.000 de sus poemas al aire, hecho que fue realizado en la ciudad de Lautaro. 

Los alcances de la poesía de Teillier no se limitarían con nuestras fronteras, superando inclusive las barreras idiomáticas ya que, sus obras han sido traducidas al francés, italiano, sueco, ruso, polaco, alemán y portugués; y cuenta con 2 colecciones bilingües: In order to talk with the dead y From the country of Never-more
.

En definitiva, el aporte de Jorge Teillier al mundo artístico y a nuestra sociedad en general amerita un reconocimiento por parte de la ciudadanía a la excepcionalidad, genio y talento de este autor. 

PROYECTO DE LEY QUE AUTORIZA ERIGIR UN MONUMENTO EN CONMEMORACIÓN DEL POETA JORGE TEILLIER, EN LA COMUNA DE LAUTARO.

Artículo 1°.- Autorízase erigir un monumento, en la comuna de Lautaro, Región de la Araucanía, en memoria del poeta y docente señor Jorge Octavio Teillier Sandoval.

Artículo 2°.- Las obras se financiarán mediante erogaciones populares, obtenidas por medio de colectas públicas, donaciones y otros aportes privados. Las colectas públicas se efectuarán en las fechas y lugar que determine la comisión especial que se crea por el artículo 4°, en coordinación con el Ministerio de Educación. 

Artículo 3°.- Créase un fondo especial con el objeto de recibir las erogaciones, donaciones y demás aportes que señala el artículo anterior. Los fondos que se obtengan se depositarán en una cuenta especial que, al efecto, se abrirá. 

Artículo 4°.- Créase una Comisión Especial ad honorem, encargada de ejecutar los objetivos de esta ley, la que estará integrada por un Senador patrocinante de esta moción; el Secretario Ejecutivo del Consejo de Monumentos Nacionales; un representante del Consejo Nacional de la Cultura y las artes, un representante de la Sociedad de Escritores de Chile, el alcalde de la comuna de Lautaro, el Secretario

 Regional Ministerial de Educación de la Región de la Araucanía y los diputados perteneciente al distrito respectivo. 

El quórum para sesionar y adoptar acuerdos será el de la mayoría de sus miembros.

Artículo 5°.- La comisión especial tendrá las siguientes funciones:

a) Determinar la fecha y la forma en que se efectuarán las colectas públicas, como también realizar las gestiones legales destinadas a que éstas se efectúen;

b) Determinar el sitio exacto en que se ubicará  el monumento;

c) Llamar a concurso público de proyectos para la ejecución de las obras, fijar sus bases y resolverlo;

d) Abrir una cuenta corriente especial para gestionar el fondo a que se refiere el artículo 3°; y 

e) Administrar la cuenta y el fondo creado por el artículo 3°.

Artículo 6°.- Si al concluir la construcción del monumento resultaren excedentes de las erogaciones recibidas, éstos serán destinados a financiar la publicación de obras  con su legado y demás iniciativas literarias que la comisión especial determine. 
(Fdo.): Jaime Quintana Leal, Senador.- Ignacio Walker Prieto, Senador.
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� Entre los artículos publicados se destacan: La casa verde: la novela de la cual todos hablarán; En Madrid con Heidi y con los otros perros; G.L. (Gastón Leroux): espejo de folletinistas; El comedor solitario; Domingo en San Lorenzo de El Escorial; El regreso de Orfeo: homenaje a Rosamel del Valle; Francis James: el poeta rústico; A mi padre, militante comunista; Eliseo Diego: poeta de la sabia inocencia; Para Antonio Machado: al leer de nuevo sus poemas; Poesía 67: siete glosas y un intento de inventario; Poema del Forastero; etcétera. � HYPERLINK "http://www.memoriachilena.cl/602/w3-article-97919.html" �http://www.memoriachilena.cl/602/w3-article-97919.html�
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